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La  Coinisión  de  Obras  Piiblicas  de  la  Cámara 
de  ]>iputad08  expidió  en  la  sesión  del  16  de  Julio 
de  18D9,  8U  dictamen  favorable  al  proyecto  de  ley 
en  revisión,  que  autorizaba  la  consti-uccióu  por 
una  empresa  particular,  de  un  ferrocarril  desde,  la 
tonta  del  rio  Pnraiui  de  las  PahtKUi  hasta  Trengue- 
ÍAiiujuéii. 

Después  de  fundado  el  despacho  por  el  miem- 
bro informante,  otro  diputado  observó  que  la 
linea  se  hallaba  comprendida  toda  entera  dentro 
de  los  limites  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y 
que,  por  consiguiente,  los  dos  puntos  extremos 
se  hallaban  sometidos  á  la  jurisdicción  de  sus  au- 
toridades locales. 

Sigue  un  breve  debatí»  durante  el  cual  es  for- 
mulada la  moción  de  pasar  el  asunto  á  estudio 
de  la  Comisión  de  Negocios  Constitucionales,  la 
cual  debería  expresar  su  opinión  sobre  si  se  halla 
camprendida  6  no  defiitro  de  las  atribuciones  dH 
CmiQ'teso^  la  de  acordar  coíices^tones  de  nías  férreas 
dentro  dei  tei^rltorio  dje  uim  Provimcia. 

Esta    Conn'sión  expidió   su    dictamen  con  fecha 
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28  de  Junio  de  1899,  cu  inayoria  y  iiiiiioría,  lui- 
lláudose  el  de  la  primera  concebido  en  esta 
fornm: 

«La  Comisión  de  Negocios  Constitucionales  en 
mayoría,  en  la  consulta  sobre  las  facultades  del 
Congreso  para  permitir  ó  conceder  la  construc- 
ción de  líneas  terreas  en  las  Provincias,  os  ex- 
presa lo  que   sigue: 

«El  Congreso  tiene  indiscutil>lemente  facultad 
constitucional  para  permitir  ó  conceder,  y  aim 
para  ordenar  la  construcción  de  canales  navega- 
bles, líneas  férreas  y  otros  establecimientos  que 
conduzc^iii  á'Iá  prosperidad  del  ])ais'  ó  aí' adelanto 
y  bienestar  de  las  Provincias,  sin  coiitémnlación 
á  que  tales  obras  ó  establecimientos  (¿ueden  den- 
tro del  territir)rio  de  una  de    ellas.  ' 

«Esta  facultad  del  Congreso  es,  referente  al 
territorio  de  una  Provincia,  concurrente  con  las 
facultades  (jue  sobre  la  misma  materia  soii  acor- 
dadas por  la  Constitución  á  los  gobiernos  ])ro- 
vinciales. 

«El  juicio  del  Congreso  Nacional,  para  d(?cidir 
de  las  ventajas,  utilidad  y  conveniencia  (}e  la^s 
obras  ó  establecimientos,  para  conceder  ú  ordenar 
su  ejecución,  es  discrecional,  y  en  el  cftSQ  de 
divergencia  con  los  poderes  proyinciale,s,,  ¡8  ('eso- 
hu-ión  del  Congreso  debe  prevalecer  .     ..   .,.'•.     . 

.  Sala  de  Comisión,  Bueuos  Aires,  Junio»  ¿b  de 
}S^\l-Jo,sé  M.auiíHiar  i  no. -^Joaquín  V,  (io)izá4ez\ 


Al  ser  puesto  á  votación  este  despachó,  el  Pre- 
sidente de  la  Cámara  llace  ])resente  ésta  difi- 
cultad; ■  ' 
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«Q«€  el  düHpavko  d^"  la  nuíiforla  no  tie/t^*  la  re- 
dacción de  un  proi/ecto  de  resolncióri^  de  d^'rrefo^  ni 
de  ley,  condición  que  el  Reglamento  marca  como 
requisito  esencial  para  la  votación^> . 

Promovido  un  nuevo  debate  sobre  este  punto 
reglamentario,  el  autor  pronunció  el  discurso  ([ue 
va  á  leerse,  que  es  como  la  introducción  del  si- 
gniiente  relativo  á  la  cuestión  jurisdiccional. 
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racultades  de  las   Cámaras   del   Congre>50  para 
hacer  declaraciones  generales. 


(Sesión  «iel  28  de  Feiii-ero  (!<•  ISííSf  » 


Sr,  González— Vxáo  la  palabra. 

He  hecho,  señor  Presidente,  todo  lo  po- 
sible para  ahorrar  á  la  honorable  cámara  la 
molestia  de  escucharme  otra  vez  en  esta 
misma  sesión,    (i) 

Pero  en  vista  de  la  forma  en  que  este 
debate  acaba  de  ser  colocado,  debido  á  la 
intervención  del  señor  Presidente  en  nombre 
del  Reglamento,  y  por  las  observaciones 
que  he  escuchado  acerca  de  la  facultad  que 
tienen  las  cámaras  aisladamente  .para  pro- 
ducir declaraciones  generales,  me  veo  en  el 


.  (ly  El  autor  acababa  dé  fuiíítar  un  í»royBcto  d^  ley  por  eí 
cual  se  disponía  la  construccióu  de  un  gran  dique  de  nejfo 
en  la   Quebrada  de  Huaco,  al  oeste  de  la  ciudad  de  la  Rioja. 
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caso  de  entrar  e:i  esta  discusión,  para  la 
que  declaro  hallarme  especialmente  prepa- 
rado, por  razones,  no  del  debate  en  sí,  que 
es  de  última  hora,  sino  porque,  aunque  se 
trate  de  algo  personal,  debo  decirlo,  había 
estudiado  para  escribir  un  libro  sobre  esta 
materia.  La  misma  abundancia  de  materia- 
les, la  enorme  cantidad  de  antecedentes, 
tanto  doctrinales  como  jurisprudenciales  que 
tengo  reunidos  sobre  este  género  de  asun- 
tos, me  han  impedido  incorporarme  á  la 
discusión,  por  lo  mismo  que  es  mucho  más 
difícil  ser  breve  que  ser  extenso. 

Tengo,  pues,  que  entrar  á  ocuparme  de 
las  facultades  de  la  cámara  para  hacer  es- 
tas declaraciones.  Este  es  un  punto  de  dere- 
cho parlamentario,  que  según  las  opiniones 
qué  he  escuchado  y  el  estado  en  que  la 
discusión  sé  ha  puesto,  necesita  ser  des- 
arrollado con  alguna  amplitud. 

En  nuestro  reglamento  no  existen  las 
disposiciones  relativas  á  esta  clase  de  de- 
claraciones generales.  Los  artículos  que  el 
señor  Presidente  ha  mandado  leer,  creo  con 
el  señor  presidente  de  la  •  comisión  de  ne- 
gocios constitucionales,  son  inaplicables  al 
caso. 
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La  facaltad  de  hacer  declaraciones  gene- 
rales procede  desde  mucho  tiempo  antes  de 
la  organización  de  nuestro  parlamento:  per- 
tenece á  lo  que  llamaríamos  la  historia  de  la 
formación  parlamentaria  en  el  derecho  pú- 
blico moderno. 

*  Toda  asamblea  legislativa  adquiere  por 
er  hecho  solo  de  su  nacimiento  á  la  vida 
representativa,  además  de  los  derechos  que 
la»  cartas  ó  las  constituciones  le  acuerdan, 
como  rama  de  un  congreso,  de  un  parla- 
mento, fac\iltades  propias,  inherentes  á  su 
propia  existencia.  Esto  es  lo  qué  constituye 
el  derecho  parlamentario  interno,  la  suma 
de  todas  las  facultades  que  por  el  hecho 
solo  de  la  formación  corporativa  nacen  en  el 
seno  de  las  asambleas. 

•  Según  los  historiadores  del  <lerecho  pú- 
blico irtglés,  las  facultades  de  este  género 
proceden  por  analogía,  por  derivación,  de  las 
primitivas  cortes  de  justicia.  Las  antiguas  cor- 
tes de  justicia,  cuando  el  poder  parlamentario 
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no  estaba  perfectamente  definido  y  deslin- 
dado, gozaban  de  gran  parte  de  esa  suma 
de  facultcides  parlamentarias,  que  después, 
en  la  separación  de  los  poderes,  han  tomado 
existencia  independiente. 

Así,  por  ejemplo, — y  sólo  como  ejemplo, — 
la  facultad  de  castigar  por  desacato  que  tienen 
las  cámaras  legislativas,  tanto  en  el  orden 
nacional  como  en  el  orden  provincial,  pro- 
cede originariamente  de  la  misma  facultad 
concedida  por  los  reyes  á  los  primitivos 
tribunales,  para  castigar  á  los  que  faltaban 
al  respeto  en  sus  sesiones,  tanto. á  sus  de- 
liberaciones como  á  las  personas  que  los 
constituían. 

Esta  píirte  del  derecho  histórico  incorpo- 
rada á  nuestro  derecho  parlamentario  ha  sido 
poco  estudiada  entre  nosotros,  y  cada  vez 
que  se  promueven  debates  de  este  género 
no  se  suele  tener  presente  e^te  elemento 
histórico,  que  es  indispensable,  que  es  im- 
prescindible en  la  interpretación  como  en 
la  aplicación  de  toda  le}'  política. 

Toda,  ley  política  no  es  la  obra  de  una 
persona  privada  solamente:  es  la  vida  de 
una  gran  personalidad  pública,  que  es  el 
Estado,  que  es  una  nación  entera.  Vincula 
las  relaciones   recípr(»cas    de   las    entidades 


Digitized  by 


Google 


17 


internas  de  cada  nación,  las  relaciones  de 
los  particulares  con  el  Estado  y  las  relacio- 
nes de  los  poderes  públicos  entre  sí. 

Ninguno  de  los  poderes  públicos  que  for- 
man el  gobierno  representativo  republicano 
goza  ni  tiene  derecho  á  gozar  de  más  áni- 
plia  independencia,  de  más  soberana  inmu- 
nidad que  el  congreso,  que  es  la  corpora- 
ción legislativa,  la  entidad  representativa 
más  directa  de  la  soberanía  popular. 

Esta  facultad  privilegiada,  esta  suma  de 
facultades  privilegiadas  á  que  vengo  refi- 
riéndome, en  su  principio  fué  acordada  á 
los  tribunales  de  justicia  ingleses  por  la 
corona;  después,  cuando  el  pueblo,  siguien- 
do la  evolución  republicana  moderna — ha 
asumido  la  soberanía  que  los  reyes  tenían 
antes  en  su  poder  por  razones  puramente 
históricas,  las  acordó  él  mismo,  en  virtud 
de  la  elección,  por  medio  del  sufragio  ge- 
neral ,  á  los  representantes  reunidos  en 
asamblea. 

Podrá  el  reglamento  de  una  cámara,  la 
ley  constitutiva  interna,  tener  disposiciones 
precisas,  positivas,  concretas,  como  las  que 
han  sido  leídas,  que  establezcan  en  qué 
formas  las  resoluciones  de  las  cámaras  de- 
ben   ser    presentadas    á    votación;    pero  es 

j.  V.  Gí)*^7AhEZ  -  Debates  Constitucionales  -  Tomo  1.  ^ 
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anterior,  como  he  dicho,  á  la  formación  del 
reglamento,  es  anterior  á  la  Constitución 
misma,  el  hecho  de  la  existencia  de*  estas 
facultades,  que  derivan  del  origen  del  cuer- 
po legislativo,  y  están  reconocidas  en  el 
derecho  parlamentario  contemporáneo,  y 
muy  especialmente  en  el  derecho  parlamen- 
tario inglés  y  americano,  que  nosotros  he- 
mos incorporado  á  nuestra  Constitución. 


EN    KL    DERECHO    PÚBl.ICO    AUíJENTINO 

Nuestro  derecho  constitucional  se  formón 
entonces,  —  á  los  efectos  de  esta  discusión^ 
lo  diré  —  de  dos  grandes  divisiones.  El  de- 
recho extrictamente  constitucional,  que  con- 
tiene la  suma  de  fórmulas  en  virtud  de  las 
cuales  se  ejercen  los  poderes  del  gobierno, 
y  la  suma  de  facultades  inherentes  á  la 
existencia  de  las  asambleas  legislativas,  in- 
dependientemente de  los  demás  poderes  y 
demás  cuerpos  representativos  do  la  sobe- 
ranía nacional.  Hay,  pues,  un  derecho  for- 
mulario, un  derecho  escrito,  especialmente 
redactado    para   el     fimcionamiento    de    los 
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poderes;  y  hay  un  derecho  no  escrito,  un 
derecho  preexistente  á  esas  asambleas,  en 
virtud  del  cual  la  soberanía  amplia  y  libre 
que  esas  asambleas  ejercen  se  manifiesta  en 
todos  los  casos  en  que  la  vida  republicana 
lo  requiere. 

Voy  á  poner  un  ejemplo,  señor  Presi- 
dente. 

Supongamos  que  en  la  plaza  pública,  ó  en 
cualquier  otro  sitio  á  propósito  para  la  ma- 
nifestación de  las  fuerzas  políticas,  se  anun. 
ciase  el  intento  de  destruir  la  existencia  de 
este  cuerpo,  de  atentar  contra  la  existencia 
real  del  congreso.  ¿Tendría  ó  no  esta  cá- 
mara el  derecho  soberano  de  formular  una 
resolución  en  virtud  de  la  cual  afirmase  su 
derecho  de  existencia  procedente  de  la  so- 
beranía popular?  ¿Tendría  ó  no  el  derecho 
de  hacer  declaraciones  de  principios,  en  vir- 
tud de  los  cuales  la  independencia  é  inte- 
gridad de  los  poderes  mismos  se  pusiesen 
en  salvo? 

Otro  caso: 

Si  el  Poder  Ejecutivo  asumiendo  la  suma 
del  poder  público,  por  sí  y  en  virtud  de  la 
fuerza,  se  propusiese  dar  un  golpe  de  estado, 
disolver  este  cuerpo  ¿tendría  ó  no  la  cámara 
el  derecho  de  hacer  una  declaración  í^eneral 
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afirmando  su  derecho  de  existir  como  poder 
soberano? 

No  digo  tampoco  una  novedad  con  esto. 
Estos  derechos  de  conservación  de  las  asam  - 
bleas  legislativas,  á  cuyo  grupo  pertenece 
este  recurso  de  hacer  declaraciones  gene- 
rales, que  es  el  único  en  virtud  del  cual  las 
asambleas  manifiestan  los  deseos  íntimos 
de  su  existencia  colectiva,  procedieron  y 
han  tomado  forma  parlamentaria  en  la  ley 
común  inglesa,  trasmitida  á  Estados  Unidos 
y  no  escrita  en  forma  de  reglamento,  pero 
aceptadas  por  las  cámaras  del  congreso 
argentino  en  decisiones  anteriores,  al  adop- 
tar como  reglas  de  su  procedimiento  el 
derecho  parlamentario  norteamericano.  Es- 
tos principios  proceden  de  las  luchas  secu- 
lares entre  el  parlamento  y  la  corona  de 
Inglaterra.  Este  derecho  no  se  ha  formado 
porque  una  comisión  de  jurisconsultos  lo 
haya  redactado  en  forma  de  código;  no  se 
ha  formado  por  resolución  de  ningún  par- 
lamento: pertenece  al  derecho  público  inter- 
no, al  derecho  de  conservación  de  todos 
los  parlamentos  del  mundo,  y  que  en  caso 
de  peligro,  en  el  caso  que  se  ponga  en 
duda  sus  más  caras  facultades,  las  arrancan 
del  fondo  del   olvido  en  que  se   encuentran, 
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y  las  reproducen  en  forma  de  declaraciones 
expresas,  como  se  han  aplicado  mil  veces 
en  el  parlamento  inglés  y  en  otras  asam- 
bleas  europeas   y  americanas. 

La  facultad  inherente  á  la  Cámara  de  los 
Comunes  para  acusar  á  los  funcionarios  del 
poder  ejecutivo  sujetos  á  impcachuicnt,  ha- 
bía dormido  allí  en  el  archivo  del  parla- 
mento durante  dos  siglos.  Un  dia  fué  ne- 
cesario restaurarla,  y  la  Cámara  de  los 
Comunes  la  desenterró  de  su  olvido,  é  hizo 
una  declaración  general  á  propósito  del 
examen  de  las  cuentcis  de  la  guerra  con  la 
Rusia.  Un  mic^mbro  del  parlamento  hizo 
moción,  para  que  la  cámara  acusase  al  ga- 
binete de  la  actualidad.  Ya  habían  pasado 
varios  gabinetes  desde  entonces.  La  Cámara 
de  los  Comunes,  encontrando  justa  esa  peti- 
ción, é  injusto  que  se  acusase  al  gabinete 
que  no  había  presidido  la  guerra,  hizo  una 
declaración  general  consistente  en  tres  ar- 
tículos: i*^  La  Cámara  de  los  Comunes  re- 
suelve que  la  acusación  por  un  hecho  an- 
terior no  corresponde  al  gabinete  actual;  2" 
Que  para  salvar  la  moral  pública  y  his 
facultades  del  parlamento,  correspondía  en- 
tablar un  juicio  político  al  gabinete  que 
había  presidido  los  destinos  del  país  durante 
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la  guerra;  3"  Que  si  ese  procedimiento  no 
fuese  eficaz  ó  conveniente,  se  podía  pedir  á 
la  corona  que  borrara  de  la  lista  del  Con- 
sejo Priv^ado  á  los  miembros  culpables  del 
gabinete,  para  que  no  pudieran  ser  nom- 
brados nuevamente. 

Esta  fué  una  resolución  general  dictada 
por  la  cámara  de  los  comunes,  y  quizás, — 
aunque  esto  está  fuera  de  la  cuestión, — 
pudo  haberse  adoptado  una  análoga  en  un 
caso  discutido  hace  poco  en  este  mismo 
recinto.  Pero  se  trataba  de  una  resolución 
general  relativa  á  las  facultades  inheren- 
tes al  cuerpo,  en  virtud  de  los  derechos  de 
defensa  y  conservación,  que  en  ningún  caso 
ha  renunciado  el  parlamento  inglés,  y  que 
entiendo,  jamás  ha  sido  puesto  en  duda, 
ni  en  discusión  siquiera. 


S   ÍII. 

En  nuestra  vida  parlamentaria, — siento  no 
poder  individualizar  los  ejemplos,  porque 
no  me  ennientro  dispuesto,  ni  por  mi  salud 
ni  por  otras  circunstancias,  á  entrar  hoy  en 
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esta  discusión, — se*  han  producido  casos  de 
declaraciones  generales,  casos  en  qué  la 
cámafa,  por  no  creer  que  procedía  la  forma 
de  un  pr(:)yecto  de  le3%  ha  creído  conve- 
tiiente  declarar  un  principio,  que  derivándo- 
se extricta  y  directamente  de  la  Constitución- 
era  necesario  para  asegurar  las  facultades 
en  virtud  de  las  cuales  ejerce  sus  funciones 
y  desempeña  el  papel  legislativo  para  que 
ha  sido  constituida. 

En  el  caso  presente,  y  como  miembro  de 
la  mayoría  de  la  comisión,  he  creído  deber 
subscribir  este  despacho  en  la  forma  en  que 
ella  lo  ha  presentado. 

La  honorable  cámara  honró  á  la  comisión 
con  el  encargo  expreso,  como  consta  en  el 
Diario  de  Sesiones  de  aquel  día,  de  decir 
si  la  Constitución  acuerda  al  congreso  fa- 
cultad para  conceder  una  línea  férrea  dentro 
del  territorio  de  una  provincia. 

Yo  no  he  entendido  un  sólo  instante  que 
esa  consuha  hubiese  versado  sobre  el  caso 
especial  del  proyecto  de  ferrocarril  del  Ba- 
radero  á  'Frenque  Lauquen,  ni  se  ha  expre- 
sado literalmente  por  la  moción  formulada 
en  ese  acto,  que  la  opinión  debía  versar 
sobre  constitucionalidad  de  ese  ferrocarril, 
sino  si  el  congreso  estí»  ó  no  facultado  para 
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resolver  que  se  construyan  ferrocarriles 
dentro  de  una  provincia.  En  estos  términos 
generales  de  principios  y  de  doctrina  es  que 
la  consulta  ha  sido  producida. 

Mi  opinión  particular  concuerda  er)  un  todo 
con  el  dictamen  de  la  mayoría.  Sostenía  en 
mi  fuero  interno  que  la  cámara,  pudiendo 
ejecutar  una  facultad  constitucional  en  un 
caso  determinado,  puede  sin  ningún  género 
de  contradicción,  hacer  declaración  previa 
de  esta  facultad. 

La  declaración  previa  sobre  la  posesión  de 
una  facultad  parlamentaria  tiene  una  gran 
trascendencia;  no  es  inútil,  si  bien  puede 
prescindirse  de  ella,  desde  que  en  el  mo- 
mento de  votar  un  asunto  se  ejerce  esa 
facultad,  como  acaba  de  decirse,  y  es  un 
principio  que  no  se  puede  desconocer.  Pero 
la  gran  utilidad  é  importancia  de  una  de* 
claración  general  previa  á  la  consideración 
de  un  asunto  como  éste,  es  que  se  va  á  po- 
ner en  discusión,  como  lo  ha  reconocido 
muy  fundadamente  un  fallo  de  la  Suprema 
Corte  argentina,  que  tendré  ocasión  de  re- 
cordar á  su  tiempo,  se  ha  puesto  en  discu- 
sión los  principios  fundamentales  de  la 
organización  nacional,  puesto  que  los  argu- 
mentos que  han  resonado  con  más  éxito  en 
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esta  cámara,  son  aquellos  en  que  se  ha 
mostrado  á  las^  provincias  la  amenaza  de 
absorción  del  poder  central,  como  disolvente 
del  vínculo  federativo 

Este  es  y  ha  sido  el  anhelo  constante 
de  nuestros  hombres  públicos,  de  los  que 
han  hecho  la  Revolución  de  Mayo,  de  los 
que  han  redactado  las  diversas  constitu- 
ciones que  hemos  tenido;  es  y  ha  sido  el 
anhelo  constante  de  los  que  han  buscado 
la  organización  unitaria  del  país,  como  de 
los  que  la  han  buscado  bajo  la  forma  fede- 
rativa; porque  este  ha  sido  un  anhelo  pa- 
triótico, que  ha  nacido  el  mismo  día  que 
se  proclamó  la  independencia  nacional,  por- 
que el  terror  perpetuo  de  nuestros  grandes 
hombres  respecto  del  futuro  de  la  Nación, 
ha  sido  verla  disuelta,  ver  despedazadas  las 
distintas  provincias  que  formaban  el  Virrey- 
nato;  y  cada  vez  que  alguna  de  las  secciones 
del  país  se  ha  separado  produciendo  estos 
dolorosos  desgarramientos,  la  patria  entera 
es  la  que  ha  sufrido,  fué  el  sentimiento  na- 
cional el  único  lastimado. 

Y  si  hemos  visto  que  en  esta  cámara, 
bajo  la  autoridad  de  la  inmunidad  parla- 
mentaria, y  bajo  el  derecho  reconocido  á 
todo  diputado  de  ampliar  sus  demostraciones 
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cuando  lo  crea  conveniente,  bajo  todas  las 
garantías  Inherentes  al  debate,  se  ha  discu- 
tido precisamente  este  principio  cardinal, 
este  principio  substancial  de  nuestra  existen- 
cia como  nación,  no  veo  cómo  no  se  ha  de 
poder,  no  se  ha  de  creer  necesario,  formular 
una  solemne  declaración  de  un  principio  que 
afecta  la  existencia  misma  de  la  unión  na- 
cional. 

No  puede,  entonces,  el  congreso  pcisar  ade- 
lante, después  de  puesto  en  duda  este  prin- 
cipio fundamental,  sin  resolver,  sin  demos- 
trar ante  el  país,  ante  las  mismas  provincias 
que  nos  escuchan,  que  su  existencia,  que  su 
autonomía  no  están  amenazadas  porque  se 
sancione  una  obra  pública  de  indudables 
beneficios  económicos  den  ti  o  de  su  terri- 
torio. 

Deseo,  señor  Presidente,  haciendo  uso  del 
mismo  derecho  de  los  oradores  que  rae 
han  precedido,  entrar  también  en  el  fondo 
de  esta  cuestión. 

No  sé  si  hablaré  mucho  ó  poco,  digo,  cómo 
mi  ilustrado  colega  el  miembro  informante 
de  la  mayoría  de  la  comisión,  estoy  dispuesto 
á  demostrar  la  verdad  de  la  tesis  que  sus- 
cribo, en  un  discurso  breve  ó  largo, .  según 
que  las  condiciones  del   debate  lo  exijan» 
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Sr.  Cortés  Funes  —Si  está  fatigado  el  se- 
ñor diputado,  podríamos  pasar  á  cuarto 
intermedio. 

Sr,  González — Suplicaría  á  la  honorable 
cámara  que  me  permitiera,  si  es  posible,  un 
breve  cuarto  intermedio. 

Sr.  Corté  Funes — Hago  moción  para  pa- 
sar á  cuarto  intermedio. 

Sr.  Presidente  —  Se  podría  levantar  la 
sesión: 

Varios  se  flores  diputados — Perfectamente. 

Sr,  Presidente  —Queda  levantada  la  se- 
sión. 
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Al  entrar  á  la  órdeii  dol  día  do  la  sesión  del 
31  de  Julio,  en  la  que  debía  continuar  con  la 
palabra  el  diputado  González,  el  Presidente  de  la 
Cámara,  hizo  la  sij^uiente  exposición  previa: 

«Está  pendiente  el  debate  sobre  el  despacho  de 
la  comisión  de  obras  públicas  en  la  solicitud  de 
don  Jorge  Mallison  para  construir  un    ferrocarril. 

«Los  señores  diputados  saben  <|ue  alrededor  de 
este  asunto  se  h»i  suscitado  una  cuestión  constitu- 
cional, que  ha  motivado  dos  despachos  de  la  co- 
misión de  negocios  constitucionales:  uno  de  la 
mayoría  y  otro    de  la  minoría. 

«La  presíd<*ncia  entiende  <|ue  la  cuestión  ([ue 
se  ha  suscitado  no  es,  por  su  índole  trascenden- 
tal, subsidiario  de  la  cuestión  originaría,  pero  no 
es  tampoco  excluyente,  puesto  ((ue  ha  surgido  á 
la  consideración  de  la  Cámara  como  una  conse- 
cuencia de  aciuella.  Esta  manera  de  considerar 
<'l  asunto  implica  ({ue  la  discusión  es  librtí,  y  que 
puede  referirse  tanto  al  alcance  constitucional 
del  proyecto  como  á  su  índole  técnica.  Esto  es  á 
los  efectos  de  la  discusión. 
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«Por  lo  que  hace  á  la  votación,  en  el  momento 
en  que  el  debate  haya  sido  agotado,  la  Presi- 
dencia hará  votar  todo  proyecto  de  resolución 
que  reclame  sancióji  de  la  Cámara  relativo  al 
proyecto  originario^  sea  en  materia  constitucional, 
sea  en  lo  referente  á  cualquier  otra  faz  que  la 
cuestión  pueda  presentar.  Considera  también  la 
Presidencia  (jue  en  definitiva  debe  recaer  una 
votación  en  el  proyecto  de  la  comisión  de  obras 
públicas,  á  fin  de  (j[ue  se  sepa,  sin  que  quede 
lugar  á  duda,  si  la  Cámara  lo  acepta  ó  lo  re- 
chaza. 

«En  este  sentido,  y  teniendo  el  debate  la  mayor 
amplitud  posible,  de  acuerdo  con  la  resolución 
anterior  de  la  Cámara,  continúa  en  el  uso  de  la 
¡)alabra  el  señor  diputado  por  La  Rioja.» 
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racultedes  del  Congreso  para  acordar 
la  construcción  de  líneas  férreas  dentro  del  territorio 
de  las  Provincias 


(Sesión  (lol  m  dé    Julio  IgíM»)' 

§    I. 
PALABRAS   DE   INTRODUCCIÓN 

Señor  González — Señor  presidente:  Debo 
confesar  que  nunca  me  he  sentido  más  de- 
sanimado que  ahora  ante  el  cumplimiento 
de  un  deber  como  el  que  me  he  impuesto 
en  esta  discusión. 

Si  no  fuese  que  he  tenido  la  dicha  de 
recibir  los  más  calurosos  y  generosos  estí- 
mulos de  todos  mis  colegas,  que  me  han 
abierto  el  camino  para  continuar  la  exposi- 
ción que  me  había  propuesto  en  la  sesión 
anterior,  quizá  me  habría  atrevido  á  soli- 
citar permiso  para  no  continuar  haciendo 
uso  de  la  palabra;    pero  me  ha  alentado  al 
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mismo  tiempo  la  convicción  de  que  será 
difícil  que  en  este  parlamento  se  presente 
jamás  una  cuestión  que  merezoa  más  que 
ésta  la  atención  de  los  hombres  de  senti- 
miento nacional,  y  de  los  hombres  de^Estado^ 
que  siguen  paso  á  paso  la  evolución  de  las 
instituciones  que  fundaron  nuestros  mayores. 

Este  debate  afecta  no  sólo  las  institucio- 
nes en  su  sentido  científico,  en  su  altísimo 
sentido  científico,  sino  que  afecta  infinidad 
de  cuestiones  prácticas  que  á  cada  momento 
aparecerían  ante  los  tribunales  de  nuestro  país, 
si  la  Cámara,  como  intérprete  libre  é  inde- 
pendiente de  las  facultades  del  poder  de  que 
forma  parte,  no  hiciese  esta  vez,  por  una  de- 
claración expresa,  una  afirmación  solemne  y 
definitiva  de  todas  esas  facultades  que  afec- 
tan  la  existencia   del   gobierno  mismo. 

Conocido  es  de  todos  los  señores  dipu- 
tados que  se  substancian  en  este  momento 
ante  los  tribunales  federales  cuestiones  en 
que  se  debaten  los  derechos  jurisdiccionales 
de  las  provincias  enfrente  de  los  derechos  ju- 
risdiccionales de  la  Nación.  Cualquiera  que 
sea  la  resolución  de  esta  honorable  Cámara 
tendrá  que  influir  decididamente  en  el  juicio 
en  la  opinión  de  los  magistrados  que  en- 
tienden en  esos  asuntos  contenciosos. 
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Existe  otro  interés  más  grande  todavía, 
es  el  de  todos  los  pueblos  de  la  República 
que  siguen  con  ansiosa  espectativa  este  de- 
bate, estoy  seguro,  porque  conozco  cuales 
son  los  anhelos,  los  sentimientos  dominantes 
en  todos  ellos,  respecto  de  estas  atribucio- 
nes del  Congreso  para  invertir  sumas  de 
dinero  del  tesoro  nacional  en  la  construcción 
de  obras  públicas  de  utilidad  dentro  del  te- 
rritorio de  las  provincias,  porque  cifran  en 
ellas  la  mayor  suma  de  su  progreso  interno, 
como  concurrente  con  el  progreso  general 
del  país,  cosas  ambas  inseparables  y  tan  ín- 
timamente unidas  como  los  conceptos  de 
provincia  y  nación. 

Tengo  el  honor  de  ser  representante  de 
una  «provincia  pobre*,  como  se  dice  gene- 
ralmente. No  es  sólo  bajo  ese  concepto  que 
yo  asumo  la  responsabilidad,  más  que  todo, 
la  actitud  que  la  Cámara  tiene  la  benevo- 
lencia de  presenciar;  es  porque  todos  los 
pueblos  de  la  Nación  son  iguales:  la  'mas 
pobre  de  las  provincias  tiene  la  misma  so- 
beranía, la  misma  personalidad  política  que 
la  más  rica;  y  en  cuanto  son  Estados,  tanto 
la  provincia  como  la  Nación  tienen  también 
igualdad  de  derechos  jurisdiccionales,  que 
sólo  se  resuelven  en  caso    de    colisión,  por 
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las  reglas  que  la  jurisprudencia  propia  y 
la  agena  han  establecido  para  resolver  todo 
género  de  conflictos,  todo  género  de  colisio" 
nes  entre  esos  derechos  concurrentes. 


§  n. 

íRrrERIOS     DE     INTERPRETACIÓN'     CON'JíTlTtrCÍ  ONAL 

La  cuestión,  como  ha  dicho  con  toda 
exactitud  el  señor  miembro  informante  de 
la  minoría,  es  de  alta  interpretación  cons- 
titucional. El,  con  mucho  acierto,  recordó 
también  las  reglas  antiguas  tomadas  de  aquel 
sabio  código  de  las  Partidas,  nunca  bastante 
estudiado,  en  el  cual  se  establece  que  la 
interpretación  de  toda  ley  debe  ser  derecha 
y  honestamente  realizada. 

Yo  no  tengo  otra  base  de  criterio  para 
entrar  en  el  análisis  de  la  cc»nstitución, 
tanto  de  los  Estados  Unidos  como  de  nues- 
tro país.  Pero  me  ha  de  permitir  la  honorable 
•Cámara  que,  entrando  yo  también  en  este 
terreno,  recuerde  que  hay  muchas  fórmulas 
de  juicio  aplicadas  á  la  interpretación  de 
las  constituciones. 

Existe  el  sistema  que  se  denomina  literal. 
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que  solo  toma  en    cuenta    el    texto  escrito 
de  la  ley  para  arrancarle  un  sentido,  diré  así, 
exegético,  derivado  directamente  del  texto. 
Existen  el  criterio  histórico  y  el  criterio  eco- 
nómico en  el  desai*rollo  de  las  instituciones 
como  en  el  desarrollo  de  la  historia  misma. 
La  economía  política  ¿qué  es  sino  la  serie 
de  leyes   en  que  los  fenómenos   de  Ja  vida 
real  y  física  de  la  sociedad  están  de  manifies- 
to? Separar  el  criterio  histórico  del  económico 
en   la  explicación  de  las  instituciones,  sería 
como  separar  el  alma  del  cuerpo,  que  según 
la  metafísica  tradicional,  son  absolutamente 
inseparables  sin  causar  la  muerte. 

E;x.iste,  por  ultimo,  el  cnteúo  /üosójico  ó 
liberal,  en  el  sentido  del  libre  ejercicio  de 
las  facultades  en  el  análisis  de  un  asunto 
cualquiera. 

Todos  estos  sisteméis  han  tenido  su  apli- 
cación en  la  historia  constitucional  de  los 
Estados  Unidos.  De  tal  manera,  que  no 
solamente  las  instituciones  han  experimen- 
tado la  transformación  natural,  inherente  á 
todos  los  actos  de  las  sociedades,  sino  que 
esta  evolución  natural  de  la  inteligencia 
colectiva  se  ha  trasmitido  á  las  resoluciones 
de  los  tribunales,  á  los  actos  de  los  con- 
gresos y  de  los  poderes  ejecutivos,  para  ir 
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imprimiendo  á  cada  época  un  carácter  dis- 
tinto, que  según  los  progresos  de  la  civili- 
zación y  de  la  cultura,  iban  trasmitiendo  á 
sus  fórmulas  políticas.  {¡Muy  bien!) 

No'  voy  á  citar  autores  cuyos  nombres 
asoman  á  cada  momento  á  mi  memoria,  y 
que  hago  á  un  lado  por  no  fatigar  la  aten- 
ción de  la  Cámara.  Pero  hay  un  principio 
indudable,  expuesto  por  Thorold  Rogers, 
si  mal  no  recuerdo,  según  el  cual  la  in- 
fluencia recíproca  entre  la  cultura  social  y 
la  forma  legal,  existe  y  persiste  continua- 
mente en  el  desarrollo  institucional  de  las 
naciones. 

Esa  cultura  social,  esa  cultura  nacional, 
influyendo  así  continuamente  sobre  la  forma 
de  la  ley,  produce  esos  cambios  jurispru- 
denciales que  tanto  suelen  sorprender  á  los 
hombres  de  estudio. 

Porque  una  corte  en  una  época  dio  una 
resolución  en  favor  de  una  doctrina,  y 
después  de  una  evolución  de  algunos  años 
ha  dado  una  resolución  contraria,  ¿podría- 
mos rei>rocharla  de  haber  sido  inconse- 
cuente? X(^,  señor,  pues  en  ese  caso  podría- 
mos reprochar  á  la  sociedad  misma  que  ex- 
perimentó estos  cambios  inevitables,  inhe- 
rentes al  progreso  humano.  * 
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EV01.rriÓX     I>B     LA     Jl  UlsriUDKNCIA      KN     LOS     EH- 
TAIM).S    IMDOS 

Eso  ha  ocurrido  en  la  historia  interpre- 
tativa, de  la  constitución  de  los  Estados 
Unidos. 

Podemos  dividir  esa  historia  en  algunos 
períodos,  que   enunciaré  brevemente. 

El  primero,  que  llamaré  del  rigorismo 
patriótico,  y  que  Von  Holst  calificó  la 
«época  de  la  idolatría  constitucional»,  se  ex- 
plica porque  acababan  de  salir  de  la  edad 
heroica  de  la  lucha  por  la  independencia. 
Vivían  todavía  Washington  y  todos  aque- 
llos hombres  que  con  su  alto  espíritu  pa- 
triótico habían  presidido  el  nacimiento  de 
una  nación  tan  poderosa.  Durante,  esa  época 
que,  podemos  decir,  dura  hasta  el  año  1824, 
más  ó  menos,  se  han  pronunciado  las  gran- 
des sentencicts  de  Marshall,  que  á  pesar  del 
cambio  que  yo  mismo  me  he  anticipado 
á  reconocer,  en  todas  las  cosas,  persiste  aún 
como  un  Evangelio,  como  una  Sagrada  Es- 
critura en  materia  de  intepretación  cons- 
titucional. 
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J.os  fallos  de  Marshall,  alguno  de  los 
cuales  han  sido  citados  en  esta  discusión, 
han  tenido  un  don  prof ético,  han  tenido 
una  misión  extraña,  porque  aún  á  través 
de  un  siglo,  estamos  asistiendo  á  la  produc- 
ción de  los  fenómenos  presagiados  en  ellos 
para  el   porvenir  de  la  Unión. 

Sigue   á  esta   época  fecunda,  cálida,  diré 
asi,  de  producción  doctrinaria,  otra  en  que 
el   principio   federativo   extremo    empieza  á 
hacer  manifestación    en   la  jurisprudencia  y 
en  la  doctrina;  la  obra  de  Rawle   es,  para 
no    citar  otras,  la    representación   científica 
de  este  período;  pero  si  fuésemos  á  fundar 
nuestras    opiniones    respecto  al  federalisnjo 
nacional  en  las  opiniones  de  ese  autor,  lle- 
garíamos  forzosamente    al    caos   horrible  á 
que    llegó    la    misma    Unión    americana    el 
año  62;  porque,  admitida  la  teoría  de  la  in- 
dependencia completa    de  los  estados  entre 
sí  y  respecto  de    la  Unión  en  todo  aquello 
que  expresa  y  literalmente  no  hubiese  sido 
conferido  al  poder  nacional,  estaba  admitida 
de  hecho  la  teoría  del    simple  pacto  social, 
dependiente  por  lo  tanto,  para  su  existencia 
ó  persistencia,  de   la  sola    voluntad  de  una 
de  las  partes,    que    podía  separarse  cuando 
así  lo  quisiera. 
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Esta  teoría  disolvente  de  la  nación,  e$ta 
teoría  suicida  del  pueblo  mismo  que  había 
nacido  de  la  revolución  de  1774,  no  podía 
ser  admitida  ni  por  la  jurisprudencia  judi- 
cial ni  por  la  jurisprudencia  parlamentaria; 
y  he  ahí  un  caso  en  que  un  principio,  que 
en  su  origen  podía  ser  exacto  y  aceptable, 
era  tranformado,  en  atención  á  las  más 
alt^  é  inmortales  leyes  de  trar.sformación 
de  los  pueblos,  en  una  tendencia  centraliza- 
dora,  en  una  tei>denGÍa  unionista,  en  una 
tendencia  federativa  en  el  verdadero  sen- 
tido de  la  palabra,  desde  que  federación 
viene  de  fcedus^/cederis,  que  significa  uni<)n, 
vínculo,  alianza  íntima  entre  los  hombres  ó 
entre  los  pueblos 

!J  IV 

FÓRMILA    J>EL     FEl>ERALISMO    ARCiENTINí» 

Lejos,  pues,  de  significar  la  palabra  /í- 
diraciéfh  separación,  diferenciación,  distin- 
ción entre  diversos  grupos,  como  parece 
jeiiteiKlerse  á  simple  vista,  es,  pues,  la  in- 
terpretaxáón  literal  más  completa,  más  -aca- 
bada del  voto  eterno  de  todos  los  que  han 
fundado,  tanto  aquella  nación  como. la  núes- 
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tra:  querían  unirse,  querían  formar  un  solo 
todo;  y  tanto  los  estados  de  la!  Unión  ame- 
ricana que  salían  de  los  desastres  de  la 
Confederación,  como  los  nuestros  que  salían 
también  de  los  desastres  de  la  anarquía  y 
de  la  disgregación  en  que  vivieron  por 
tantos  años,  no  podían  tener  otro  anhelo 
que  este:  fundar  una  unión  perfecta,  una 
unión  indestructible,  como  dijo  Lincoln  y 
lo  trasmitió  Chase  en  una  sentencia  célebre: 
«una  unión  indestructible  de  estados  indes- 
tructibles». 

De  manera  que  esta  fórmula  matemática, 
si  es  que  las  matemáticas  pueden  existir  en 
jurisprudencia,  es  la  que  debe  resolver  to- 
dos los  conflictos  de  derecho  bajo  el  régi- 
men de  nuestras  instituciones. 

Pero  todas  las  teorías  extremas  tienen  su 
reacción  siguiendo  aquella  que  se  llama  de 
la  reacción  natural  de  los  actos  Y  la  teo- 
ría extrema  del  federalismo  de  Rawle,  tuvo 
su  antítesis  en  las  teorías  unitarias,  pro- 
ducidas por  excesos  de  amor  á  esta  fór- 
mula de  la  unión  nacional.  En  esto  no  ha^^ 
culpabilidad;  no  puede  haber  en  las  tenden- 
cia§  de  unión,  por  más  estrechas  que  se 
pretendan,  por  má^  absolutas  que  sean,  sino 
un  alto  sentido  patriótico. 
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Yo  declaro,  señor,  que  hasta  ahora,  en 
todos  mis  estudios  é  investigaciones,  la  fór- 
mula que  más  satisface  mi  espíritu  como 
argentino  y  como  amante  de  la  jurispru- 
dencia, es  el  federalismo  argentino  tal  como 
3^0  lo  he  expresado,  representado  por  esta 
frase:  *la  unión  indestructible  de  estados 
indestructibles*.  Pero  si  acaso  los  desastres 
de  nuestra  historia,  si  los  fenómemos  nue- 
vos que  nos  trajese  la  fatalidad,  ó  esas  leyes 
invisibles  que  aparecen  en  la  historia  co- 
mo los  remolinos  en  los  desiertos,  sin  saber 
quién  los  produce;  (¡Muy  hien!)  si  alguna 
de  esas  leyes  viniese  á  producir  un  cata- 
clismo político  de  tal  naturaleza  que  estas 
ideas  que  dictan  á  mi  espíritu  el  federalis- 
mo como  lo  entiendo,  fuesen  á  ceder  «u 
lugar  á  la  otra  más  extrema  y  contraria, 
antes  de  ver  desaparecer  la  nacionalidad 
común,  declaro  que  con  todo  el  calor  de  mi 
alma  diría:  soy  unitario.  [¡Muy  bien!)  ¿Por 
qué?  Por  la  misma  razón  que  los  grandes 
hombres  que  condujeron  la  defensa  de  la 
Unión  durante  la  guerra  sucesionista  prefi- 
rieron, á  todas  las  fórmulas  escritas  en  la 
constitución,  á  todos  los  extremos  á  que.se 
había  llegado  en  la  interpretación  judicial, 
esta  otra    más    grande   é    indestructible:'  la 
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gran  ley  de  U  conservación  nacional,  que 
debe  priii^ar  sobre  todos  los  avíenos  y  sobre 
todos  lo*  caprichos  de  la  inteligencia. 

Mucho  han  influido  en  nuestro  país,  se- 
ñor Presidente,  los  autores  representativo* 
de  todíMS  esas  doctrinas  que  he  ex.presado 
así,  en  síntesis;  han  influido  aún  niás  aque* 
líos  que  han  podido  ser  traducidos  y  ofre- 
cidos á  la  lectura  de  nuestros  hombres  de 
gobierno,  no  familiarizados  con  el  idioma 
de  la  gran  raza  cuyas  instituciones  habían- 
mos  ado(^ddo  en  lo  escrito,  3^  en  cuanto 
las  creíamos  adaptables  á  nuestras  condi* 
ciones  nacionales.  Asi,  no  era  extraño  que 
en  algunas  sentencias  de  nuestra  Suprema 
Corte,  dignas  de  estudio,  mucho  más  dig- 
ñas  de  lo  que  lo  han  sido  hasta  por  núes- 
tros  hombres  de  foro  y  de  ciencia,  apare 
ciera  la  influencia  de  algunas  de  esas  teorías 
extremas.  Pero,  señor:  yo  que  las  he  estudia* 
do  con  profundo  respeto,  buscando  en  todos 
los  casos  el  verdadero  espíritu  de  las  ins* 
titucJQues  fundamentales  de  nuestro  paíi^ 
yo  que  he  recorrido  casi  tíxlas  las  senten- 
cias constítucionales  de  la  Suprema  Corte 
argentina,  no  puedo  menos  de  manifestar 
que  me  siento  orgulloso  de  poder  declarar 
<]ue   tenemos  una    Suprema  Corte  digna  de 
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subscribir  muchos  de  los  más  luminosos 
fallos  de  la  Suprema  Corte  de  los  Estados 
Unidos. 

La  interpretación  federativa  dada  á  núes* 
tra  Constitución  no  ha  variado  una  sola  vez, 
á  pesar  de  todas  las  intermitencias,  vicisitu- 
des y  alternativas  de  nuestro  espíritu  po- 
lítico: el  espíritu  federativo  ha  sido  conser- 
vado puro   y  sin  tacha. 

Voy  á  terminar  esta  exposición  previa 
rejspecto  de  la  interpretación  constitucional, 
anunciando  la  última  de  estas  escuelas,  diré 
así,  que  he  llamado  la  escuela  libétal  ó  filo- 
sófica, debida  más  que  todo  á  la  influencia 
de  jurisconsultos  extranjeros,  ingleses  espe- 
cialmente. De  esta  escuela  podemos  llamar 
representantes  en  los  tiempos  actuales  á 
Tiedman,  cuyo  libro  sobre  la  «Constitución 
no  escritax,  es  admirable  y  digtia  de  atento 
estudio;  (xoldwin,  Baldwin,  Groodnow,  Woo 
drow  Wilson,  Br3rce,  que  se  han  citado  con 
respeto  merecido  en  esta  discusión;  T>ecky, 
otro  gran  jurisconsulto,  y  por  último  Yon 
Holst,  que  he  citado  ya,  escritor  alemán  con- 
sagrado al  estado  de  las  instituciones  de  los 
Estados  Unidos,  y  que  á  pesar  dé  ser  un  apa- 
sionado amante  de  las  instituciones  de  aquel 
país,  ha  tenido  una  gran  influencia  para  liber- 
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tar  el  espíritu  de  la  crítica  constitucional,  de 
un  poco  que  podía;  haber  quedado  por  ru- 
tina de  esa  idolatría  por  la  constitución 
escrita,  antes  referida. 

5;  V         • 

CKITKKIO     DE    INTERPEETAl'lÓN     DE    I. A     CONSTITI^ 
CIÓN    NACIONAL 

Veamos,  señor^  volviendo  á  nuestro  país, 
á  nuestro  código  constitucional,  cuál  es  el 
criterio  interpretativo  que  corresponde. 

Yo  he  dicho  ya  la  palabra:  es  un  código. 
Cuando  se  dice  código,  se  dice  un  cuerpo 
uniforme  y  armónico  de  doctrina,  un  cuer- 
po concordante  entre  sí,  de  preceptos  des- 
tinados á  regir  la  vida  colectiva  y  la  vida 
individual  de  todo  pueblo. 

Si  un  código  es,  entonces,  la  reunión  de 
preceptos  concordantes  y  armónicos,  el  único 
criterio  interpretativo  conveniente  debe  ser 
aquel  que  tienda  á  conciliar  sus  diversas  cláu- 
sulas; y  aunque  en  el  fondo  aparezcan  diver- 
gencias, á  simple  vista  insalvables,  el  cri- 
terio del  juez,  en  virtud  de  todos  los  pre- 
ceptos que  he  mencionado,  tiene  qué  ser 
siempre  en  el  sentido  de  armonizar,  de  unir. 
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de  fundir  todas  esas  cláusulas  que  aparez- 
can  contradictorias. 

El  mismo  propósito  general  que  este  có- 
digo constitucional  tuvo  en  vista,  que  era 
el  de  construir  la  unión  nacional  para  ahora 
y  para  siempre,  está  expresando  que  es  ese 
el  criterio  general  que  informa  todo  el  cuer- 
po, y  que  toda  la  interpretación  que  tienda 
á  insinuar  siquiera  un  propósito  de  disen- 
ción,  de  diferenciación,  de  divergencia  entre 
las  partes  de  la  Nación,  tiene  que  ser  de- 
sechado como  contrario  á  los  altos  fines  de 
perpetuación  de   la  nacionalidad. 

Este  criterio  de  conciliación  respecto  de 
la  interpretación  de  textos  escritos  y  es- 
pecialmente de  los  textos  constitucionales, 
tiene  una  representación  muy  autorizada 
en  la  filosofía  moderna.  En  ninguna  épo- 
ca como  la  nuestra  la  anarquía  en  las  ideas, 
tanto  en  lo  literario  como  en  lo  filosófico, 
se  ha  manifestado  de  manera  que  nos  re- 
cuerde mejor  la  que  precedió  á  la  predi- 
cación del  Evang^elio,  esa  ley  de  unión  su- 
prema dada  al  mundo  para  fundar  una  fa- 
milia universal.  Esa  divergencia  de  opiniones 
que  caracteriza  estos  últimos  tiempos  en  la 
humanidad,  ha  inducido  á  Fouillet,  espíritu 
de  los  más  brillantes  de  la  Francia    actual. 


Digitized  by 


Google 


-   48  - 

á  insinuar  este  criterio  de  la  conciliación, 
que  es  realmente  fecundo,  y  que  deparará 
á  los  pueblos  épocas  de  grandes  felicida- 
des. 

Por  otra  parte,  nuestra  Constitución,  como 
destinada  á  regir  la  vida,  el  desarrollo  co- 
lectivo de  toda  una  nación,  tenía  que  ser 
un  cuerpo  de  doctrina  progresiva  y  jamás 
estrechada  bajo  la  fórmula  de  hierro  dé  un 
precepto  inmutable. 

Es  un  lecho,  no  como  aquel  de  la  leyen- 
da mitológica,  sino  un  lecho  artlplio  en  el 
que  caben  todas  las  legítimas  evoluciones 
del  progreso,  de  la  inteligencia,  del  espíritu 
en  todas  sus  manifestaciones. 

La  Constitución,  como  se  ha  dicho  muy 
bien,  no  puede  oponerse  á  nada  que  signi- 
fique un  verdadero  progreso  moral  ó  ma- 
terial en  el  país,  y  por  lo  tanto,  la  Constitu- 
ción es  un  instrumento  de  gobierno  calculado, 
como  dice  otro  gran  comentarista,  para  ha- 
cer la  felicidad  del  pueblo;  y  si  tuviese  un 
sentido  extricto,  inmutable,  no  podría  hacer 
la  felicidad  de  ningún  pueblo  de  la  tierra, 
porque  no  se  la  concibe   sin  el  progreso. 

Siendo  esta  una  ley  progresiva',  tendre- 
iTios  que  interpretarla  siempre  en  el  sentido 
de  favorecer  el  desarrollo  de  la  civilización. 
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de  la  cultura  intensa,  individual,  colectiva, 
tanto  para  la  Nación,  considerada  como  una 
unidad,  como  para  cada  uno  de  los  Esta- 
dos que  la  componen. 

Es  un  deber  ahora,  y  yo  también  me  he 
de  permitir, — y  la  naturaleza  del  debate  lo 
exige, —entrar  en  el  examen  comparativo 
de  las  dos  constituciones,  lo  que  es  para  mí 
muy  agradable,  porque  experimento  un  pla- 
cer indecible  en  encerrarme  en  mi  biblio- 
teca, y  todo  lo  que  es  análisis  minucioso  de 
textos,  de  páginas  y  libros  sobre  asuntos  ca- 
ros á  mi  espíritu,  me  seduce,  y,  francamente, 
entro  en  el  terreno  más  cariñoso  para  mí.  . . 
{Murmullos  de  aprobación),  aunque  estoy 
convencido  de  que  es  el  más  molesto  para 
los  que  me  escuchan . . . 

Varios  señores  diputados — ¡No,  no  señor! 

Sr,  Várela  Ortiz — Lo  que  sería  sensible 
es  que  estuviera  fatigado  el  señor  dipu- 
tado. 

§  VI 

LA   CONSTITUCIÓN   ARGENTINA  Y  SU  MODELO 

Sr,  González — No  necesito  recordar  cuán- 
to se  habla,   cuánto  se  escribe   respecto  de  la 

j.  V.  GONZÁLEZ -D66a¿e«  ConsiitucionaleB -loma  I.  4 
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constitución  de  los  Estados  Unidos.  Parece 
ella  un  espíritu  que  flotase  sobre  todas 
nuestras  cabezas,  y  cada  vez  que  se  habla 
de  un  asunto  en  que  está  interesada  una 
fórmula  constitucional,  ha  de  venir  la  consti- 
tución de  los  Estados  Unidos  en  nuestro 
auxilio. 

Esto  es  verdad  en  una  gran  parte,  pero 
hay  profundas  diferencias  nacidas  de  la  di- 
versidad social  de  uno  y  otro  país,  de  las 
distinciones  históricas  entre  una  y  otra  na- 
ción. Y  si  leemos  con  atención  el  informe 
de  la  comisión  redactora  de  la  Constitución 
de  1853,  veremos  cómo  aquella  dice,  con 
una  sencillez  admirable,  que  esta  es  un  ins- 
trumento que  representa  el  estado  de  la 
civilización  de  nuestro  país,  representa  el 
momento  actual  del  pensamiento  argentino. 

Una  fórmula  más  sencilla  no  es  posible 
encontrar,  y  á  la  vez  más  verdadera,  porque 
si  es  cierto  que  el  Congreso  Constituyente 
adoptó  la  méiyoría  de  los  preceptos  escritos 
de  la  constitución  norteamericana,  es  tam- 
bién evidente  que  introdujo  en  ellos  todas 
las  modificaciones  que  consciente  y  estu- 
diadamente fueron  puestas  para  expresar 
que  aquel  código  era  como  un  traje  de 
afuera,  pero   amoldado   con   tal   exactitud  á 
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nuestras  necesidades  y  á  nuestra  vida  na- 
cional, que,  podía  decirse,  era  redactado  por 
ellos  mismos;  que  era  concebido  en  el  seno 
de  aquélla  reunión  de  hombres  ilustres,  cu- 
ya protección  desde  la  morada  inmortal  que 
habitan,  deseo  no  se  aparte  jamás  de  los 
destinos  de    nuestro  país. 

Tenía  la  adopción  de  la  constitución  de 
los  Estados  Unidos,  como  lo  declararon  los 
constituyentes,  y  así  lo  establecen  muchos 
fallos  de  nuestra  Suprema  Corte,  la  inmensa 
ventaja  para  nosotros  de  recibir  un  cuerpo 
de  legislación  ya  ilustrado  por  más  de  me- 
dio siglo  de  doctrina  jurisprudencial.  Toda 
la  labor  de  los  grandes  jueces  de  la  corte 
de  los  Estados  Unidos  y  el  comentario  de 
sus  jurisconsultos,  se  nos  trasmitía  reunida 
y  perfectamente  ordenada  ya,  para  amol- 
dar las  fórmulas  del  estatuto  al  desenvolvi- 
miento progresivo  de  la  sociedad  para  la 
cual  había  sido  adoptado.  De  manera  que 
la  utilización  de  la  jurisprudencia  de  los 
Estados  Unidos  y  su  aplicación  á  las  cláu- 
sulas de  la  nuestra,  tiene  que  ser  muy  cui- 
dadosamente elegida  para  determinar  pri- 
mero, si  realmente  concuerda  la  cláusula 
citada  con  la  que  tratamos  de  aplicar,  y 
luego,  si  su  texto  literal  estuviese  conforme. 
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siempre  habría  que  averiguar  si  la  intención 
de  los  autores  que  lo  redactaron,  y  la  de 
los  constituyentes  que  lo  adoptaron  entre 
nosotros,  fué  darles  el  mismo  sentido  lite- 
ral originario  ú  otro  espíritu  ó  alcance  mu- 
cho más  extenso. 

Sobre  estas  bases  de  criterio  voy  á  per- 
mitirme desarrollar  esta  parte  de  mi  expo- 
sición y  determinar,  primero,  sobre  qué  fun- 
damentos, sobre  qué  cláusulas  el  congreso 
de  los  Estados  Unidos  y  el  de  la  Nación  Ar- 
gentina pueden  realizar  actos  jurisdiccionales 
dentro  del  territorio  de  las  provincias. 

§  VII 

FUNDAMENTO    POSITIVO     DE  LA   JURISDICCIÓN 
LEGISLATIVA   EN     EL    TERRITORIO    DE    LOS   ESTADOS 

Son  varias  las  fórmulas  en  virtud  de 
las  cuales  el  Congreso  general  puede  inter- 
venir por  medio  de  su  legislación  dentro  de 
las  jurisdicciones  locales;  y  esto  es  lo  que 
origina  las  confusiones  y  hace  que  muchas 
veces  se  citen  decisiones  en  favor  de  un 
punto  determinado  y  que  se  refieren  en  rea- 
lidad  á  otra  cláusula  diferente. 

Así,  por  ejemplo,  el  congreso   de  los  Es- 
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lados Unidos,  por  el  artículo  i^  sección  8% 
cláusula  3*,  tiene  la  atribución  de  «reglar  el 
comercio  con  las  naciones  extranjeras,  de 
los  estados  entre  sí  y  con  las  tribus  de  in- 
dios». 

Por  la  cláusula  primera  de  la  sección  pri- 
mera tiene  el  poder  de  «establecer  contri- 
buciones di^^ectas,  impuestos  y  sisas,  pagar 
las  deudas,  proveer  á  la  defensa  común  y  al 
bienestar  general  de  los  Estados  Unidos»-  ^ 
frase  esta  última  perfectamente  interpreta- 
da por  el  señor  miembro  informante  de  la 
mayoria  de  la  comisión. 

También  tiene  el  congreso,  en  virtud  de 
la  cláusula  i8%  de  la  sección  8%  del  mismo 
artículo,  la  facultad  de  dictar  «todas  las  le- 
yes que  fuesen  necesarias  y  apropiadas  pa- 
ra la  ejecución  de  los  poderes  anteceden- 
tes», cláusula  que  ha  dado  origen  á  lo  que 
se  llama,  en  la  doctrina  y  la  jurisprudencia, 
los  «poderes  implícitos»:  cuestión  muy  dis- 
cutida entre  nosotros  y  en  los  Estados  Uni- 
dos. Tiene  allá  como  aqui  partidarios  ar- 
dientes y  opositores  igualmente  calurosos. 
Y  los  que  entre  nosctros  negasen  esas  fa- 
cultades, creo,  en  mi  humilde  entender,  que 
cometerían  un  error. 

En  los  Estados  Unidos  va  desván eciéndo- 
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se  toda  duda  sobre  este  punto,  y  los  más 
respetables  jurisconsultos  están  ya  de  acuer- 
do en  que  no  es  posible  la  conservación 
del  gobierno  sin  reconocerle  esos  poderes 
implícitos, — que  son  aquellos  en  virtud  de 
los  cuales  el  gobierno  federal,  refiriéndome 
á  éste  solamente,  tiene  libertad  para  usar 
de  todos  los  medios  directos  conducentes  á 
la  realización  de  sus  facultades  explícitas. 

Por  último,  tiene  el  congreso  nacional, 
como  tienen  las  legislaturas  de  los  estados 
—  y  eso  vamos  á  analizar  á  su  tiempo  — 
la  facultad  de  dominio  eminente,  como  ellos 
llaman  á  lo  que  nosotros,  en  forma  más 
extricca,  llamamos  derecha  de  expropiación, 
Y  más  todavía,  el  congreso  de  los  Estados 
Unidos  tiene  el  poder  de  establecer  ofici- 
nas y  caminos  para  correos  en  toda  la  pobla- 
ción. Esto  por  la  cláusula  7%  sección  8%  del 
mismo   artículo. 

Enumeradas  así  rápidamente  las  fuentes 
del  poder  que  el  congreso  de  la  Unión  tiene 
para  ejercer  jurisdicción  legislativa  en  de- 
terminadas ocasiones  dentro  del  territorio 
de  un  estado,  procuraré  explicar  en  detalle 
lo  que  cada  una  de  esas  facultades  im-r 
porta.  .     >   ! 
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§  VIII 

EXTENSIÓN   Y    CARÁ(!TBR    DE   LA   PACILTAI» 
DE    RBaLAR    EL   COMERCIO 

¿Qué  es  reglar  el  comercio? 

Los  tratadistas  americanos,  al  explicar 
esta  cláusula,  comienzan  por  definir"  lo  que 
es  comercio  (me  valgo  del  monumental  tra- 
tado de  Desty  sobre  los  *  Impuestos  en  el 
derecho  americano»),  y  dicen:  §  43:  «Comer- 
cio es  no  solamente  la  compraventa,  el  trá- 
fico, el  cambio  de  productos  útiles,  sino 
que  incluye  todo  intercambio  comercial  por 
tierra  ó  por  agua,  ó  por  telégrafo  y  otros 
medios  de  comunicación  que  la  sabiduría, 
-el  genio  ó  las  necesidades  de  la  época  pue- 
dan crear». 

Entendido  de  esta  manera,  como  el  he- 
cho de  la  comunicación  constante  entre  los 
hombres  y  entre  los  productos  de  su  tra- 
bajo, el  comercio  constitucionalmente  com- 
prende los  ferrocarriles,  caminos  terrestres 
y  todos  los  medios  de  transporte:  canales, 
ríos,  puertos,  lagos,  mares,  telégrafos  y  cual- 
quier otra  forma  que  el  Ingenio  humano  in- 
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vente  para  comunicar  á  los  hombres  y  á 
los  pueblos  entre  sí. 

Esta  palabra  comercio,  entendida  estricta- 
mente, debe  ser  más  bien  como  una  opera- 
ción de  intercambio,  como  una  operación 
práctica,  de  transmisión  de  cosas  ó  conduc- 
ción de  personas  sobre  un  territorio  deter- 
minado, porque  respecto  de  otras  facultades 
referentes  á  la  disposición  del  territorio,  he- 
mos de  encontrar  todavía  fuentes  de  poder 
mucho  más  decisivas  que  ésta. 

Pero  aún  así,  y  sobre  la  base  práctica  del 
poder  conferido  al  gobierno  general,  como 
es  excepcional  respecto  de  los  poderes  in- 
herentes de  los  estados,  tiene  que  ser  su- 
prema sobre  todos  aquellos  poderes  que 
están  incluidos  en  la  regla  general;  y  en 
este  concepto,  el  poder  del  Congreso,  uni- 
versalmente  entendido  entre  los  autores 
americanos  y  la  jurisprudencia,  prima  so- 
bre todos  los  agentes,  medios,  instrumentos 
y  elementos  de  que  pueda  necesitar  para 
hacer  efectiva  esta  cláusula,  en  toda  la  ex- 
tensión en  que  el  Congreso  la  crea  necesa- 
ria; de  otro  modo  no  sería  aceptable,  ni 
hubiera  sido  razonable  conceder  al  Congre- 
so un  poder  que  no  podría  desenvolver  con 
toda  la  amplitud  que  su  soberanía  requiriese. 
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Por  lo  que  respecta  á  «reglar  el  comer- 
cio,» esta  palabra  reglar  tampoco  me  pare- 
ce que  es  bien  entendina.  Significa  dictar 
leyes  fundamentales  para  el  ejercicio  de  es- 
te derecho  en  un  país  determinado;  no  es 
como  parecería  entenderse — quizá  en  esto 
soy  un  poco  sutil — igual  á  reglamentar  el 
comercio»,  entre  nosotros.  Hacer  reglamen- 
to es  hacer  algo  más  detallado  que  dictar 
una  regla,  un  estatuto,  una  ley  de  carácter 
fundamental  ó  constituyente,  si  es  posible, 
para  establecer  la  norma  en  que  esa  facul- 
tad del  comercio  ha  de  ser  ejecutada. 

El  mismo  Desty,  en  su  parágrafo  56  di- 
ce: «Un  estado  puede  reglar  su  propio  co- 
mercio interno,  no  obstante  que  el  congreso 
puede  otorgar  concesiones  para  ejercerlo 
dentro  de  los  límites  de  aquel  estado,  á  no 
ser  que  la  concesión  sea  otorgada  aun  co 
merciante,  en  propiedad,  bajo  la  exclusiva 
jurisdicción  de  los  Estados  Unidos,  Tal  in- 
gerencia del  estado,  que  altera  el  derecho 
de  un  concesionario  para  hacer,  usar  ó  ven- 
der cualquier  permiso  ó  cederlo  en  todo 
ó  en  parte,  está  prohibida  por  la  constitu- 
ción de  los  Estados  Unidos».  Está  recono- 
cida, como  se  ve  en  esta  regla  que,  como 
toda  la  obra  citada,  ha  sido  formada  de  un 
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extracto  de  toda  la  jurisprudencia  nacional 
y  de  estado,  en  los  Estados  Unidos,  y  los 
preceptos  de  carater  doctrinal  que  establece 
no  son  sino  el  resultado  de  lá  interpreta- 
ción continuada  de  la  constitución  en  los 
casos  ocurrentes,  y  ellos  vienen  á  ser  muy 
decisivos  en  el  sentido  de  reconocer  el  po- 
der de  la  Unión  para  otorgar  licencias,  acor- 
dar permisos  ó  patentes  para  ejercer  el  co- 
mercio en  todo  el  país. 

Esta  doctrina  está  sustentada  por  dieci- 
séis fallos  de  la  Suprema  Corte,  y  especial- 
mente, por  los  denominados  literalmente: 
Wheeling  Bridge  Case,  Howard,  tomo  i8, 
página  432;  The  Daniel  Ball,  Wallace, 
tomo  10,  página  557;  el  caso  denominado 
The  Montello.  Wallace,  tomo  11,  página 
411;  el  caso  de  Peiks  v.  Chicago,  etc.,  to- 
mo 94,  de  la  colección  general,  página  1 64,  y 
él  caso  también  citado  en  esta  discusión,  de 
Pensacola  Telegraph  O"  v.  Western  Unión 
Telegraph  0\  en  el  69  de  la  colección  ge- 
neral, página  I. 

Respecto  de  la  supremacía  del  Congreso 
sobre  las  facultades  concedidas  á  los  esta- 
dos para  reglar  su  propio  comercio,  voy  á 
permitirme  todavía  citar  algunas  autoridades 
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contando  siempre  con  la  benevolencia  de 
los  señores  diputados. 

Dice  en  el  parágrafo  42  este  mismo  au- 
tor: «la  Constitución  de  los  Estados  Uni- 
dos confiere  al  congreso  el  poder  de  reglar 
el  comercio  con  las  naciones  extranjeras  y 
de  los  estados  entre  sí,  y  con  las  tribus  in- 
dígenas, y  al  hacerlo  así,  establece  una  li- 
mitación al  poder  de  los  estados  sobre  el 
mismo  asunto  de  comercio  y  tráfico  en  la 
extensión  en  que  el  congreso  crea  conve- 
niente actuar,  dejando  á  los  estados  un  po- 
der concurrente  que  pueden  ejercer  en  au- 
sencia de  legislación  de  parte  del  congreso. 
El  poder,  no  obstante,  del  gobierno  general 
sobre  los  ramos  del  comercio  especificados 
en  la  constitución  de  los  Estados  Unidos, 
es  supremo  solo  cuando  es  ejercido.  El  es 
exclusivo  (esta  palabra  está  empleada  en  el 
texto  en  oposición  á  concurrente)  en  cuan- 
to se  refiere  á  materias  que  están  dentro 
de  su  incumbencia,  de  un  carácter  nacional 
y  que  admiten  una  regla  uniforme  que  afec- 
te á  todos  los  estados,  y  en  casos  en  que 
á  los  estados  les  está  expresamente  prohi- 
bido'fr;  y  concuerda  también  con  este  párra- 
fo el  54. 

Vamos  á  fijarnos  un  poco  sobre  la  inte- 
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ligencia  de  estos  textos.  Ellos  comprenden 
tres  poderes  fundamentales:  el  de  reglar  el 
comercio  es  exclusivo  del  Congreso  en  cuan- 
to está  concedido;  es  concurrente  con  los 
estados  en  todo  cuanto  expresa  y  literal- 
mente no  ha  sido  concedido  al  Congreso,  y 
es  exclusivo  en  los  estados  en  todo  lo  que 
es,  como  dicen  los  textos,  puramente  in- 
terno. 

La  facultad  del  Congreso  es  exclusiva  en 
cuanto  está  expresamente  conferida,  y  le 
está  expresamente  conferida  la  facultad  de 
reglar  el  comercio  con  las  naciones  extran- 
jeras y  con  los  estados  entre  sí;  pero  como 
esta  facultad  es  tan  extensa  como  el  arbi- 
trio y  la  inteligencia  del  Congreso  crea  ne- 
cesario comprenderla  para  realizar  su  propó- 
sito, implica  todos  los  medios,  los  instrumentos 
y  las  cosas  que  concurren  al  desarrollo  de 
ese  comercio;  y  no  voy  á  ocultar  tampoco 
que  aludo  á  la  forma  en  que  se  halla  conce- 
bido el  proyecto  de  construcción  del  ferro- 
carril que  ha  motivado  esta  discusión.  Ese 
proyecto  recorre  una  gran  parte  del  terri- 
torio de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  y 
desemboca,  concurre,  es  un  afluente  de  una 
gran  via  internacional  é  interprovincial,  y 
por  lo  tanto,  tiende  á  desarrollar  el  comer- 


Digitized  by 


Google 


—  6i   — 

cío  entre  los  estados  y  el  comercio  con 
las  naciones  extranjeras.  Esta  es  la  inteli- 
gencia en  que  yo  lo  considero  é  informa 
todas  las  demostraciones  de   mi  discurso. 


§  IX 

JURISPRUDENCIA   NORTEAMERICANA 

Pero  voy  á  continuar  sobre  este  mismo 
carácter  y  supremacía  de  las  facultades  del 
Congreso.  El  caso  Raüroad  O  v.  Huse,  en 
el  tomo  V  de  Otto,  página  465, 'declara  in- 
constitucional una  ley  del  estado  de  Missou- 
ri, de  23  de  Enero  de  1872,  y  dice  en  doc- 
trina lo  siguiente: 

«Ni  los  poderes  ilimitados  de  un  estado 
para  imponer  contribuciones,  ni  ninguno  de 
sus  vastos  poderes  de  policía  pueden  ser  ejer- 
cidos en  tal  extensión  que  importen  una  usur- 
pación de  hecho  de  los  poderes  concedidos 
por  la  constitución  al  Congreso.  Desde  que 
la  línea  de  demarcación  del  poder  de  policía 
llegue  hasta  tocar  el  campo  señalado  por  la 
constitución  al  Congreso,  es  deber  de  las  cor- 
tes vigilar  cuidadosamente  contra  toda  intro- 
misión innecesaria». 
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Luego,  saben  los  señores  diputados  que 
estudian  éstas  cuestiones,  que  sobre  esta 
materia  hay  un  caso  directo — leading  case, 
como  dicen  ellos — el  de  Gibbons  v.  Odgen, 
que  está  expuesto  amplia  y  extensamente 
por  Marshall,  y  es  considerado  como  infor- 
mativo de  toda  la  jurisprudencia  y  la  doc- 
trina á  su  respecto. 

Sanciona  igualmente  la  supremacía  de  la 
ley  del  congreso  contra  las  leyes  del  estado  de 
Nueva  York,  sancionadas  desde  1787  hasta 
181 1,  concediendo  á  Livingston  y  Fulton  la 
navegación  á  vapor  por  el  término  de  diez 
años,  de  las  aguas  anexas  al  estado:  facul- 
tad concurrente  como  saben  los  señores  di- 
putados. 

Después  de  declarar  que  las  leyes  del  es- 
tado de  Nueva  York  eran  atentatorias  á  la 
constitución  nacional,  por  cuanto  ésta  con- 
fiere al  congreso  la  facultad  exclusiva  de 
reglar  el  comercio  y  la  navegación,  conclu- 
ye con  esta  fórmula  que  es  también  de  alta 
interpretación  constitucional  en  materia  de 
facultades  concurrentes. 

Dice  Marshall,  en  la  página  236  del  to- 
mo IV  de  Wheaton: 

«Sería  inútil  negar  la  posibilidad  de  un 
choque  ó  colisión  entre  las  medidas  de  am- 
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bos  gobiernos.  La  línea  divisoria  no  puede 
ser  trazada  con  suficiente  claridad  entre  los 
poderes  municipales  del  uno  y  los  comer- 
ciales del  otro.  En  algunos  puntos  éstos  se 
juntan  y  mezclan  de  tal  manera  que  ape- 
nas admiten  una  distinción.  El  único  reme- 
dio que  el  caso  tiene  se  ha  aplicado  hasta 
ahora:  el  de  una  franca  y  sincera  coopera- 
ción por  el   bien  general*. 

«Otros  ejemplos  pueden  citarse — agrega 
el  mismo — para  probar  que  las  colisiones 
deben  ser  previstas;  y  cuando  ellas  se  sus- 
citen, la  cuestión  debe  decidirse  en  la  ex- 
tensión en  que  los  poderes  del  congreso  pue- 
den resolver». 

Ahora  bien;  este  fallo,  que  es.  como  digo, 
la  fuente  de  toda  la  doctrina  en  esta  cues- 
tión, se  halla  sustentado  por  una  serie  nu- 
merosa, de  la  que  mencionaré  sólo  los  si- 
guientes: Northern  Pacific  R,  R,  C""  v.  Traill, 
U.  vS.  115,  600;  Robín  V,  Shelby  Taxing 
District,  U.  S.  116,  120;  Spaigve  v.  Thomp- 
son, U.  S.  117,  90;  California  v.  Pacific  R. 
R.  C%  127,1;  Cherokee  Nationv,  Pacific  R^ 
Railway  C«.,  U.  S.  135,  528;  St,  Paul  Min- 
neapolis    and  Manitoba   R.  6'"  v,   Pheps\  y 

llamo  mucho    la    atención  sobre    el   último 

» 

que   es   el  más  ilustrativo,   pues  expone  to- 
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da  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  sobre  la 
cuestión. 

Pero  voy  á  hablar  especialmente  de  un 
fallo  célebre,  que  ha  sido  citado  en  este 
país  con  motivo  de  otra  discusión  sobre 
dominio  de  las  aguas,  de  las  riberas,  de 
los  ríos  y  mares,  y  que  tiene  ya  su  aplica- 
ción jurídica  en  la  jurisprudencia  de  nues- 
tra Suprema  Corte,  en  el  caso  muy  seme- 
jante á  este,  de  la  ley  de  la  Provincia  de  Santa 
Fe  sobre  impuesto  á  los  cereales,  y  es 
considerado  con  razón  como  confirmativo 
de  los  poderes  de  los  estados  para  reglar 
su  propio  comercio.  Es  el  caso  de  Munn  v, 
Illinois. 

Sr,  Várela  Ortiz — Parece  que  está  un 
poco  fatigado  el  orador.  Podríamos  pasar 
á  cuarto  intermedio. 

Sr,  Presidente — Invito  á  la  cámara  á 
pasar  á  cuarto  intermedio. 

—Se  pasa  á  cuarto  intermedio. 
— Vueltos   á    sus    asientos  los  señores 
diputados,  dice  el — 

Sr.  Presidente — Continúa  con  la  palabra 
el  señor  diputado  por  La  Rioja. 

Sr.  González  {/.  F!)— Me  referí,  señor 
Presidente,    antes    de  terminar    la    primera 
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parte  de  esta  sesión,  al  célebre  caso  de 
Munn  V.  IHinois,  conocido  por  haber  re- 
suelto una  crisis  que  tuvo  gran  influencia 
en  el  porvenir  del  conriercio  de  cereales  en 
aquella  región  de  la  Unión  americana.  Por 
la  constitución  de  aquel  estado,  de  1870, 
artículo  XIII,  reglamentado  por  una  ley  de 
25  de  abril  de  1871,  se  estableció  un  dere- 
cho máximo  á  todos  los  grandes  almace- 
nes de  cereales  procedentes  de  regiones 
dentro  del  estado  de  Illinois,  y  establecidos 
en  las  ciudades  que  tuvieran  más  de 
100.000  habitantes.  Caso  célebre,  decía, 
porque  el  derecho  federal  de  los  Estados 
Unidos  tiene  en  él  lo  que  los  autores 
acostumbran  llamar  el  baluarte  para  su 
sostenimiento;  y  lo  es,  en  efecto,  porque 
consagra  en  su  mayor  amplitud  posible  la 
esfera  de  acción  del  comercio  interno  de 
los  estados,  en  cuanto  pueden  tener  una 
relación  directa  ó  indirecta  con  el  comer- 
cio entre  los  estados  ó  con  el  comercio  ex- 
tranjero. 

El  juez  Waite,  fundando  la  resolución 
de  *la  Corte  Suprema,  favorable  al  impuesto 
creado  por  la  legislatura,  decía:  «Los  al- 
macenes están  situados  y  sus  operaciones 
se  realizan   exclusivamente    dentro    de    los 
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límitQS  del;  estado  de  Illinpi$.  Son  emplea- 
dos cpiT)p  instrumentos  por  los  que  prac- 
tican el  comercio,  ya  sea  dentro,  del  estado 
ó  con.  los  demás  estados  vecinos,  ó  con  el 
exterior;  pero  no .  son  una  paf te  más ,  nece- 
saria de  este  comercio  mismo  que  los  ca- 
rros ó  carretas  en  que  los  granos  fuesen 
transportfidos  de  una  estación  á  otra. 
.  «Incidentalmente,  ellos  se  viiiculan  con 
el  comercio  entre  los  estados,  pero  no 
son  necesariamente  el  misino.  Su  regla- 
,mentación  es  asunto  de  incumbencia  inter- 
na., y  sin  duda  Aas/a  <fíic  el  congreso 
legisle  sobre  S7is  relaciones  con  el  comercio 
entre  los  estados,  el  estado  puede  ejercer 
todos  sus  poderes  de  gobierno  sobre  ellos, 
aunque  al ,  obrar  así  pudiera  afectar  al 
comercio,  de  fuera  de  su  inmediata  jurisr 
dicción.» 

i?  X      •■ 

ANALOGÍA    t'ON    LA    .H  KISPKUI»KN<'IA    NAíION.^L 

Este  caso  se  relaciona  con  el  fallo  dictado 
por  Ifi  Suprema  Corte  argentina  en  el  caso 
de  los.  impuestos,  á    lo$    cereales  de   Santa 
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Fe,  confirmando  el  derecho  de  las  provin- 
cias para  gravar  los  productos  del  comer- 
cio, aunque  se  destinea  á  la  exportación  ó 
al  comercio  interprovincial  siendo  elabo- 
rados ó  beneficiados  dentro  de  la  provin- 
cia, porque  es  un  atributo  de  la  soberanía 
local,  como  de  la  soberanía  nacional,  el 
gravar  con  impuestos  los  productos  del 
comercio  de  una  y  de  otra  jurisdicción. 

Pero  también,  como  trasportaban  los 
cereales  del  estado  para  ser  embarcados  en 
las  vías  exteriores,  concurriendo  al,  co- 
mercio interprovincial,  al  comercio  entre 
los  estados  y  al  comercio  extranjero,  po» 
drían  considerarse,  según  expresa  declara- 
ción del  fallo  citado,  como  un  incidente, 
como  un  accesorio,  como,  un  instrumento, 
como  un  afluente  de  este  comercio  entre 
los  estados.  No  necesito  hacer  notar  la 
semejanza  pciífcctamente  clara  que  existe 
entre  este  caso  y  la  concesión  de  una  vía 
férrea,  cualquiera  que  sea,  que  partiendo 
de  cual(|uier  punto  dentro  de  un  estado, 
ponga  en  comunicación  la  zona  productora 
de  ese  estado  con  una  via  exterior  ó  in- 
terprovincial. 

El  atributo  de  la  soberanía  es  esencial- 
mente   indivisible,    si   bien    ella    se    puede 


Digitized  by 


Google 


—  68  -- 

exteriorizar  de  una  manera  material,  por 
medio  de  una  línea  férrea,  ó  telegráfi- 
ca ó  en  un  camino  terrestre.  Si  los  caminos 
terrestres,  los  ferrocarriles,  las  vías  flu- 
viales, son  medios  de  comunicación  entre 
leis  distintas  regiones  de  un  país  y  sirven 
para  el  intercambio  de  los  productos»  son 
la  representación  gráfica  de  esas  relaciones 
de  las  jurisdicciones  entre  si.  No  podría- 
mos establecer  en  qué  momento  pudiera 
separarse,  ó  en  qué  punto  pudiera  es- 
tablecerse la  línea  divisoria  entre  lo  que 
llamaríamos  comercio  interno  y  vía  férrea 
interna,  y  el  comercio  externo  ó  la  vía  de 
comunicación  de  carácier  interprovincial  ó 
externo. 

Desde  el  momento  en  que  el  congreso 
ha  resuelto  que  esa  línea  férrea  es  nece- 
saria para  fomentar  el  comercio  entre  los 
estados  y  el  comercio  exterior,  para  dar 
vigor  y  nervio  al  tráfico,  no  veo  en  qué 
podría  fundarse  la  oposición  para  desco- 
nocer que  era  un  elemento  concurrente  al 
progreso  general. 

En  este  sentido  es  que  este  fallo  es  de- 
cisivo, y  en  este  sentido  corrobora  la  doc- 
trina que  yo  acepto:  las  provincias — anticipo 
tni  conclusión -^las  provincias  son  absolutas. 
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son  soberanas  en  todo  su  conciercio  puramen- 
te interno,  q«e  no  se  vincula,  que  no  se  Mga 
con  ninguna  via  púbKca  de  carácter  inter- 
nacional ó  interprovincial,  porque  desde  el 
momento  que  este  punto  de  conexión  se 
produce,  se  pone  en  contacto  la  jurisdicción 
provincial  con  la  nacional;  y  no  habrá,  me 
parece,  un  criterio  desapasionado  3^^  sereno 
que,  en  este  caso,  opte  por  la  jurisdicción  de 
una  sola  provincia  en  oposición  á  la  juri$dic- 
ción  de  la  nación  y  de  todas  las  denvá/s 
provincias  que  están  interesadas  en  mantener 
su  soberanía. 


§  XI 


DBREí  HO     PREEXISTENTE    DE    LOS    ESTADOS    PARA 

LEGISLAR  EL   COMERCIO 

Á   FALTA   DE  LEGISLACIÓN   NACIONAL 


Concuerdan  con  este  caso  de  Munn  v. 
Illinois  otros  dos  muy  decisivos  soIm^  la 
misma  doctrina,  los  llamados  de  Chicago  But'^ 
lingion  and  Quincy  Railway  C°  v,  lowa, 
y  Peik  V.  Chicago  and  North  Western 
Raihoay  C® 

En  el  primero  se  resuelve  que    un    estado 
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que  ha  concedido  una  línea  férrea,  se  re* 
serva  el  derecho  de  seguir  controlando  $u 
ejercicio,  con  sujeción  á  la  carta  de  con- 
cesión; y  siempre  que  esa  línea  esté  situa- 
da dentro  de  los  limites  del  estado,  rsus 
operaciones  son  realizadas  en  esos  límites 
y  su  regulación  bs  asunto  de  incumbencia 
local. 

«Ella  se  emplea  en  el  comercio  tanto  del 
estado  como  de  los  demás  estados,  y  hasta 
que  el  congreso  no  legisle^  debe  serle  permi- 
tido al  estado  adoptar  todas  las  disposiciones 
y  reglas  que  crea  necesarias  para  promover 
el  bienestar  general  del  pueblo  dentro  de 
su  jurisdicción  propia,  aunque  al  obrar  así 
pudiera  afectar  el  comercio  entre  estados  ó 
con   el  exterior.» 

'  El  segundo  fallo  concordante  qiie  he  ci- 
tado, dice  que  <^ mientras  los  Estados  Uni- 
dos no  sean  parte  en  un  conjlicto  ó  se  discuta 
su  derecho,  d  mientras  el  congreso  no  resuel- 
va nada  al  respectoy^,  los  estados  pueden 
combinar  sus  líneas  férreas  y  legislar  sobre 
las  suyas  propias,  de  acuerdo  con  las,  con- 
ceciones  ó  cartas.  . 

Este  fíillo  vioo  en  confirmación  de  un 
hecho  preex.istente  en  los  estados  de  Wis- 
consin   é  Illinois,  pues    que    siendo    ambos 
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concedentes  de  lineas  férreas  :  dentro  de 
su  jurisdicción,  éstas  se  tocaban?  en  las  fron'- 
teras.  Entonces  se  •  estableció  una :  connbfna-^ 
ción,  que  alli  se  llama  consoliddtíon, : entre 
uní)  y  otro  sistema.  :  ■ 

Como  el  derecho  de  los  estados  es  pre- 
existente, general  y  anterior  á  la  creación 
del  gobierno  federal,  que  es  la  excepción  y 
la  regla  "expresa,  se  reconoció  á  loB>estados 
de  Wiscohsion  é  Illinois,  mientras  el  congre-* 
so  no  legislase  reglando  aquellas  relaciones, 
el  derecho  de  seguir  controlando  sus  conce- 
siones. .    ' 

La  condición  de  esta  cláusula  no  se  rea- 
liza en  virtud  del  poder  de  reglar  el  co-' 
mercio,  sino  en  virtud  de  otro  poder  de, 
que  hemos  de  ocuparnos.  Esta  misma  fa- 
cultad de  hacer  combinaciones  entre  1^ 
líneas  de  una  provincia  con  otra,  y  entre 
los  intereses  económicos  ó  industrialeis  de 
una  provincia  con  otra,  ha  sido  precisa- 
mente.  establecida  en  nuestra  Constitución 
en.  los  artículos  107  y  108,  se^ún  Iqs  cuales 
las  provincias  pueden  celebrar  cpi^venios, 
entre  sí,  pero  sujetos  á  la  aprobacipn  -del 
Congreso;  por  la  misma  razón,  porqi^  des^e 
el  momento  que  el  ejerjcicio  de  un, derecho 
€jxc1usivo  puramente  :  interno,  s^  .desarrolla 
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tanto  que  pueda  tocar  la  esfara  coi»curren- 
te  de  otro  estado,  el  carácter  nacional  de 
la  línea  aparece,  y  por  lo  ta»to  la  jurisdic- 
ción nacional  interviene. 

Hay  casos  más  moderno»,  y  voy  á  citar 
los,  uno  de  ellos  no  ya  r^ativo  á  ferro- 
carriles, pero  que  directameacite  coocurre  á 
fijar  estos  principios  de  solución  de  con- 
flicto» eatre  una  y  otra  juriÉMÜcción.  Es 
el  caso  de  Davis  v.  Beason^  decidido  el  3  de 
febrero  de  1890.  Figura  en  el  tomo  133  de 
la  colección  general  de  fallos,  página  333. 

Se  estableció  en  él  que  «los  casos  en  que  Ja 
legislación  del  congreso  prevalecerá  sobre 
la  legislación  de  tm  estado  ó  territorio. 
Cuando  no  hay  especiales  provisiones  al 
respeto,  s^n  apiellos  en  que  la  misma  ma^ 
teria  es  objeto  de  la  legislaci&n  de  ambos. rí 

Otro  caso  concurrente,  y  volvemos  otra 
vez  á  los  ferrocarriles,  que  establece  esta 
misma  teoría,  es  el  de  New  York,  New 
Haven  and  Hartford  Railway  C^  v.  New 
York.  Es  de  i.**  de  marzo  de  1897  y  figura 
en  el  tomo  165  de  la  colección  de  fallos^ 
página  628. 

Dice  asi:  «Las  leyes  de  New  York  que 
reglan  la  calefacción  á  vapor  de  ios  co- 
ches de  pasajeros   y  ordenan    la  colocación 
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áe  guardas  y  guardapuestos  en  los  puentes 
de  los  ferrocarriles,  y  barreras  en  las  proxi- 
midades de  los  mismos  (leyes  de  1887  y 
1888),  fueron  dictadas  en  ejercicio  de  pode- 
res fue  conservaba  el  estmdo  en  ausencia 
de  su  qercicw  por  el  congreso,  y  aun 
arcados  al  comercio  entre  los  estados,  no 
ricJan  la  constitución  de  los  Estados  Uni- 
dos. » 

Esta  doctrina,  que  confirma  la  teoría 
que-  acabo  de  exponer,  del  derecho  pre- 
existente de  los  estados  cuando  la  nacicSn 
no  legisie,  está  confirmada  también  por 
tarece  fallos  más,  concordantes,  cuya  enu- 
meración  ahorraré   á  la  honorable    cámara. 

Pero  hiego,  existe  el  caso — de  los  últimos 
que  he  podido  encontrar  en  el  tomo  169 
de  la  colección  general, — de  Missouri,  Kan- 
sos  and  Texas  Raitway  CJ"  v.  Haber.  En 
las  leyes  de  Kansas,  de  1891  y  1897,  sobre 
introducción  de  ganado,  enfermo,  en  con- 
flicto con  la  ley  nacional  de  29  de  marzo  de 
1884,  que  se  denomina  Animal  Industry 
Acty  se  declara:  «una  ley  de  estado,  aun- 
que sea  dictada  en  ejercicio  de  un  pod^ 
no  conferido  ai  gobierno  general,  debe  en 
la  eyectu^ión  de  sus  mandatos,  ceder,  en 
caso  de  conflicto,  á  un  estatuto  constüucional- 
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mente  dictado  baio  la  atitoridad  conferida 
al  congreso,)^  ;         . 

Y  después  de  todas  estas  enumeraéionés 
que  he  hecho,  tomando  solamente  aquellos 
casos  más  decisivos  y  más  importantes  por 
la  abundancia  de  la  doctrina  que  contie- 
nen, vamos  al  principio  mismo».  Y  en  punta 
de  doctrina  soy  un  poco  amante  de  los 
antiguos.  A  mi  me  seducen,  por  ejemplo, 
Blackstone  en  Inglaterra,  y  Kent  en  los 
Estados  Unidos,  Son  los  dos  espíritus  más 
potentes  que  he  encontrado  en  punto  á 
análisis  jurídico;  y  á  pesar  de  mi  afición 
acaso  excesiva  por  los  libros,  en  los  cuales, 
encuentro  tanta  novedad  todos  los  días, 
siempre  vuelvo  á  las  viejas  fueíates,  como 
si  tuviese  la  convicción  de  que  sólo  en  lo 
antiguo   está    lo  escencialmente    verdadero. 

Dice  Kent  en  la  parte  segunda,  lectura 
XVIII,,  párrafo  439,  haciendo  un  resumen 
de  la  iurisprudenoia  de  la  Suprema  Gorte 
anterior  á  su  libro:  «Se  ha  establecido  que 
si  el  congreso,  en  ejecución  de  su  poder 
de  reglar  el  comercio,  dictase  una  ley  en. 
que  controlase  la  legislación  del  estado  en 
lo  relativo  á  la  construcción  de  presas 
en  los  pequeños  brazos  en  qué  la  marea 
decrece  y    asciende    (atribución    de  los  es-- 
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tados)  sería  válida  y  obligatoria.  Fero /las- 
ta  que  el  congreso  hubiese  ejcrcidq  actu-, 
alviente  su  poder  sobre  la  materia,  la^ 
legislación  del ,  estado  no  puede  considei 
rarse  en  este  caso  como  repugnante  al 
poder  del  congreso,  en  ese  estado  de  suefio 
en  que  ha  mantenido  su  facultad  de  reglar  el 
comercio.» 

Más  tarde  los  comentadores  de  Kent,, 
O.  W.  Holmes  y  Ch.  M .  Barnes,  agregan, 
en  apoyo  de  esta  decisión,  numerosísimos 
casos  entre  los  cuales  citaré  los  de  IVel-, 
ton  %K  Missouri,  Hender  son  v.  Mavor;  Hall 
V.  de  Cidr,  County  of  Mobilc  v.  Kimball  y. 
Lord  V,  S teams hip  ^,^  ¡ 

Bien,  pues;  sobre  esta  facultad  de  reglar, 
el  comercio,  primera  de  las  que  he  enu- 
rnerado  al  comenzar,  entre  aquella^  que 
puédela  ponerse  en  conflicto  con  la  autori-. 
dad  del  estado  y  determinar  una  norma  de 
solución,,  podemos  concluir  confirmándolas 
reglas  que  había  expuesto:  que  ese  poder 
del  Congreso  comprende  todas  las  accesio- 
nes, los  afluentes,  los  concurrentes  al  des-, 
arrollo  de  ese  comercio,  en  caso  que  las 
conveniencias  públicas,  que  son  la  ley  ¡su- 
prema en  esta  materia,  aconsejasen  que  la 
legislación  fuese  dictada.  ,  , 
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Por  antinomia,  ó  a  contrario  sensu,  este 
mismo  derecho  exclusivo  p^tenece  á  los 
estados  para  su  comercio  interno  y  se  ex- 
tiende á  todos  los  límites  de  su  jurisdic- 
ción; pero  se  sobrentiende  que  desde  el 
punto  en  que  concurren,  en  que  se  tocan 
estas  dos  esferas  jurisdiccionales,  empieza 
el  conflicto,  y  por  lo  tanto,  el  principio  de 
solución  que  he  enunciado,  desde  ese  ins- 
tante  empieza  á  tener  su    cumplimiento. 

¿Qué  les  queda  entonces,  se  dice,  á  los 
estados,  si  el  congreso  puede  abarcar  todas 
las  vías  que  concurren  al  comercio  exter- 
no? Les  queda  mucho,  señor  Presidente. 
En  primer  lugar,  la  legislación  del  Congre- 
so en  todos  estos  casos  citados  no  es  ca- 
prichosa, no  se  resuelve  por  el  solo  deseo 
de  crear  conflictos,  no  va  buscando  tam- 
poco un  lucro  accidental  y  exclusivo  en  be- 
neficio del  fisco;  esas  leyes  se  producen 
por  razón  de  alta  conveniencia  nacional  y 
colectiva.  Y  cuando  se  dice  comercio  na- 
cional, ó  comercio  de  carácter  nacional,  no 
se  entiende  absolutamente  la  exclusividad 
de  la  propiedad  privada;  es,  como  dice  la 
misma  palabra,  un  comercio  de  interés 
para  todos  los  estados,  para  todas  las  re- 
giones del  país;  y  solo  el  Congreso,  dueño 
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de  la  facultad  principal  y  dueño  de  la  ju- 
risdicción directa  sobre  una  línea  principal, 
sobre  una  línea  de  comunicación  interpro- 
vincial ó  internacional,  puede  ser  el  juez- 
político  que  resuelva  si  conviene  ó  no  á 
los  altos  intereses  nacionales  incorporarle 
esa  nueva  arteria. 


§  XII 

LA  PROTECCIÓN   ECONÓMICA     COMO      FUNDAMENTO 
DE  LA  INTERVENCIÓN   EN  LOS   ESTADOS 

Pero  no  voy  á  insistir  ahora  sobre  esta 
faz  del  asunto,  para  ocuparme  mas  bien, 
aunque  brevemente,  de  la  facultad  de  le- 
vantar toda  clase  de  contribuciones,  enu- 
meradas, para  proveer  á  la  defensa  común, 
para  promover  el   bienester  general. 

Empiezo  por  declarar  con  toda  franque- 
za, que  esta  es  una  de  las  facultades  más 
discutidas:  aun  no  existe  una  solución  de- 
finitiva sobre  la  duda.  El  ilustrado  miem- 
bro informante  de  la  minoría  de  la  comisión 
ha  traído  este  punto  á  debate,  con  todo 
acierto.  ¿Y  porqué  hemos  de  negar  que  esta 
es  una  cuestión  discutida,  si    precisamente 
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toda  lá  tesis  de  la  exposición  qué  yo  estoy 
haciendo  se  funda  sobre  esta  misma  ne- 
cesidad de  discutir,  en  la  necesidad  de  lu- 
char, en  esa  hicha  legitima  de  los  dere- 
'chos,  de  los  poderes  y  de  las  fuerzas  de 
la   vida   nacional  ? 

Esto  es  lo  fecundo.  Por  lo  tanto,  la  fa- 
cultad de  intervenir,  en  el  sentido  econó- 
mico y  protector,  dentro  de  la  jurisdicción 
de  los  estados,  con  el  objeto  de  promover 
el  bienestar  general,  empiezo  por  decir  que 
es  una  facultad  muy  discutida. 

La  discusión  comienza  desde  1806,  y 
puede  decirse  que  terminó  en  1848.  La  re- 
latan ampliamente  Sergeant,  Kent,  Story 
y  otros.  Pero  Kent  tiene  unas  palabréts  que 
me  ha  parecido  oportuno  reproducir  de  su 
Comentario,  parte  II,  lectura  12,  parágrafo 
268,  y  en  una  ilustradísima  nota  que  ex- 
tiende más  el  texto.  «Los  Estados  Unidos, 
dice;  tienen  la  dirección  exclusiva  de  las 
rentas  derivadas  del  comercio  y  la  navega- 
ción, y  la  razón,  justicia  y  conveniencia  de 
mantener  este  poder  en  el  congreso,  y  que 
'ellas  deben  ser  liberal  y  ampliamente  apli- 
cadas, me  impulsan  con  fuerza  clara  y  de- 
cisiva. La  concesión  del  poder  comercial  al 
congreso  es  general,  y  debe  por  su  esencia 
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estar,  en. lo  relativo  á  su  aplicación»  en  la 
discreción  del  congreso,  y  en  su  juicio  sof 
bre  la  importancia  del  ejercicio  de  esa  far 
cuitad  de  promover  y  asegurar  el  cc»mercio 
entre  los  estados  y  con  las  naciones  ex- 
tranjeras. No  es  justo  establecer  este  poder 
sobre  bases  estrechas  y  limitadas.  Una 
concesión  de  facultades  generales  para  gran- 
des objetos  de  interés  nacional,  debe  ser 
concebida  en  sentido  liberal  para  que  sea 
adecuada  á  todas  las  futuras  exigencias, 
dentro  de  los  fines  de  esas  faqultades.» 

He  reproducido  este  pasaje  para  demos- 
trar esta  afirmación  que  había  hecho  antes: 
de  que  la  facultad  exclusiva  del  congreso 
tiene  el  alcance  que  la  necesidad  pública, 
que  la  conveniencia  nacional  y  que  la  ple- 
nitud de  la  misma  facultad  comporta.  No 
se  concibe  que  se  concedan  facultades  trun- 
cas al  Congreso,  que  harían  ilusorios  los 
fines  de  su  institución. 

Es  de  mucha  importancia  y  muy  intere- 
sante la;  lucha- doctrinal  mantenida  entre  el 
poder  ejecutivo  y  el  congreso  de  la  Unión 
sobre  este  punto.  .  Son  célebres  en  estas 
materias  los  mensajes  de  John  Quincy  Adams 
y  de  Jackson. 

El  presidente     Adams,    cuyo  mensaje  he 
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leído  en  la  historia  de  Ireland,  dice,  refi- 
riéndose á  las  opiniones  de  sus  anteceso- 
res, unas  favorables  y  otras  adversas,  «que 
los  escrúpulos  de  pura  especulación  sobre 
esta  materia,  serían  desvanecidos,  sin  duda 
alguna,  por  los  beneficios  prácticos  que 
resultarían  de  la  aplicación  del  poder;  y 
tanto  la  extensión  como  las  limitaciones 
del  gobierno  federal,  en  relación  con  estos 
valiosos  intereses,  serían  definidos  y  reco- 
nocidos á  satisfacción  de  todos.» 

Este  hombre  de  extraordinaria  ecuanimi- 
dad, cuyo  carácter.  cu)ra  grandeza  de  aluia 
y  cuyo  patriotismo  le  erigen  en  una  de  las 
glorias  más  legítimas  de  la  Unión  america- 
na, parecía  estar  hablando  para  nosotros,  pa- 
recía estar  previendo  el  desarrollo  de  toda 
nuestra  vida  nacional. 

En  aquella  época  tos  estados  eran  pobres, 
no  tenían  los  medios  económicos  necesarios 
para  crear  por  sí  mismos  las  fuentes  de  su 
progreso  material.  Y  en  ejercicio  de  estas 
facultades  de  protección,  de  promover  el 
bienestar  general,  que  tenía  el  congreso,  dic- 
ta éste  una  serie  de  medidcts  indirectas  pa- 
ra fomentarlo;  pero  respetando  estos  «escrú- 
pulos de  pura  especulación»,  no  quiso  resol- 
ver   la   cuestión    de    atribuciones.     Pero    el 
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congreso  es  el  ordenador  de  las  finanzas  na- 
cionales, y  no  porque  tenga  atribución  para 
^ercer  la  facultad,  la  va  á  ejercer  siempre; 
lo  hace  cuando  es  necesario,  cuando  ella  es* 
tá  calculada  p^ra  producir  el  bien  público, 
y,  en  ese  caso,  y  siempre  con  ese  criterio 
práctico  del  pueblo  norteamericano,  se  ponían 
•en  práctica  esas  facultades,  y  los  presidentes, 
-cuando  les  convenía  á  los  fines  de  las  fi- 
nanzas públicas  las  acataban,  y  cuando  no, 
Jas  combatían. 

Kent,  el  mismo  autor  que  he  citado,  co- 
menta otro  pasaje  del  presidente  Adams,  y 
dice:  «Esta  declaración  debe  ser  considerada 
•como  que  pone  la  autoridad  oficial  del  pre- 
sidente en  un  terreno  distinto  del  que  hasta 
entonces  ocupara,  y  agregada  en  apoyo  de 
la  opinión  preponderante  en  favor  de  la 
-competencia  reclamada  por  el  congreso». 

He  nombrada  al  presidente  Jackson  y,  para 
liacer  á  la  cámara  demostraciones  más  evi- 
dentes de  la  absoluta  franqueza  de  mis  opi- 
niones, debo  citar  un  caso  interesantísimo  re- 
lacionado con  él,  que  afecta  hondamente  la 
-cuestión  de   las  autonomías  provinciales.  •  ^ 

En  un  mensaje  presentado  al  congreso  en 
-el  año  1832,  hace  dura  guerra  á  estas  atri- 
buciones  de  favorecer  el  bienestar   interno 
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de  los  estados,  no  porque  ellas  sean  eaen— 
cialmente  malas,  sina  porqoe  se  habían  eonr 
vertido  en  un  abuso^  y  porque  i  titulo  de 
hacer  favores,  los  gotóemos  de  la  Unión  se- 
introducían  demasiado  en  la  vida  social  y 
política  de  los  estados;  y  por  evitar  esa: 
ingerencia  política,  que  venía  por  añadidura- 
de  esta  facultad  económica,  es  que  el  pre- 
sidente Jackson  hizo  su  gran  declaración  res^ 
pecto  á  que  tales  favores,  tales  concesión^ 
pueden  convertirse  en  un  medio  de  sojuz- 
gar á  los  estados,  pero  sojuzgarlos  pcdítica- 
mente:  y  este  es  el  único  peligro  que  esta 
facultad  puede  llevar  consigo. 

Como  he  dicho,  esta  facultad  es  peligrosa;, 
pero  la  sabia  combinación  de  nuestro  gpo- 
bierno,  que  ha  permitido  que  en  el  congre^ 
so  se  sienten  representantes  de  todas  las- 
provincias,  que  exista  un  senado  compuesto- 
de  la  representación  autonómica  de  cada  ima 
de  ellas,  que  exista  un  presidente  con  fa^cul- 
tades  de  veto,  que  exista  un  poder  judicial 
con  facultades  de  reveer  todos  los  actos  dé- 
los poderes  públicos,,  nos  viene  á  salvar  en* 
todas  las  ocasiones  de  esos  peKgros,  y  per- 
mite esperar  que  ningún  caso  ha  de  llegar 
en  nuestro  país  en  que  las  inrovincias  debaix 
proteí^tar,   como  no    han  protestado   jamás». 
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del  uso  económico  de  este   poder  del  Con- 
greso. 

Pero  volviendo  á  la  doctrina  del  presiden- 
te Jackson,  éste  no  niega  la  facultad  exclu- 
siva del  congreso  para  proveer  ó  para  efec- 
tuar mejoras  internas.  Esto  no  lo  niega 
expresamente:  lo  considera  como  una  cues- 
tión simplemente  económica;  y  es  en  aten- 
ción al  estado  da  las  rentas  del  tesoro  y  á 
los  abusos  á  que  puedan  llegar  los  poderes 
locales,  que  hizo  la  declaración  referida,  la 
cual  fué  al  mismo  tiempo  un  producto  de 
la  ardua  lucha  entre  él  y  el  congreso,  como 
es  sabido  por  todos  los  que  conocen  estas 
cosas. 

También  concuerda  este  modo  de  apreciar 
la  opinión  del  presidente  Jackson, — que  se 
cita,  como  lo  he  hecho  yo  mismo,  en  apoyo 
de  las  ideas  contrarias  á  mi  tesis, — con  el 
poder  del  congreso  para  resolver  sobre  la 
nacionalización  de  todo  ramo,  agente,  ins- 
trumento ó  factor  del  comercio  interno  en- 
tre los  estados  y  el  extranjero  en  el  sentido 
que  le  he  dado:  que  la  exclusividad  de  esa 
facultad  se  extiende  hasta  donde  se  extien- 
de la  necesidad  juzgada  y  reconocida  por  el 
mismo  legislador. 

Cooley,   en  su  obrita   última,    ^Principios 
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generales  del  derecho  constitucional  ayueri- 
cano»,  muy  fácil  de  consultar,  compara  esta 
facultad  con  la  de  fijar  derechos  de  protec- 
ción á  las  mercaderías  ó  productos  industría- 
les, y  dice  que  ésta  y  la  de  hacer  mejoras 
internas  se  han  considerado  siempre,  no  co- 
mo facultades  judiciales,  sino  como  faculta- 
des políticas;  y  ese  es  el  sentido  en  que 
vengo  considerándolas. 


§  XIII 

PODERES   IMPLÍCITOS   DEL   CONGRESO 

Respecto  de  los  poderes  implícitos,  que 
mucho  tienen  que  ver  en  esta  discusión, 
dice  la  constitución  norteamericana  en  la 
cláusula  1 8*,  que  el  congreso  tiene  poder  pa- 
ra hacer  todas  las  leyes  necesarias  y  apro- 
piadas para  la  ejecución  de  los  poderes  que 
se  le  han  conferido,  y  es  concordante  con 
el  inciso  28  del  art.  67  de  nuestra  Constitu- 
ción, que  acuerda  iguales  poderes  al  con- 
greso, con  pequeñas  diferencias  de  redac- 
ción. 

Por  lo  tanto,  si  en  un  caso  dado  el  Congre- 
so pudiera  encontrar  oposición  en  su  propio 
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juicio,  ó  en  la  discusión  de  las  partes,  ó  en 
los  fallos  de  los  jueces  para  hacer  efectiva 
la  facultad  de  reglar  el  comercio  que,  co- 
mo es  general,  puede  estar  sujeta  á  excep- 
ciones ó  casos  individuales,  puede  ser  tam- 
bién oportuno  ó  procedente,  hacer  uso  de 
los  referidos  poderes  implícitos,  que  le  per- 
mitirían subsanar  una  deficiencia  de  las  de- 
más atribuciones  para  cumplir  una  obra  de 
verdadera  utilidad  nacional. 

Cooley,  á  quien  ya  he  citado,  dice:  «El 
significado  de  esta  cláusula  es  que  el  con- 
greso tendrá  todos  los  poderes  incidentales 
necesarios  y  apropiados  para  poner  en  eje- 
cución todos  los  poderes  que  le  han  sido 
conferidos.  Ella  no  extiende  ni  limita  nin- 
gún poder  expresamente  concedido,  ni  es  la 
atribución  de  una  nueva  facultad  al  congre- 
so/ sino  una  simple  declaración  para  resolver 
toda  incertidumbre». 

«Sin  esta  y  otras  facultades  incidentales 
semejantes — continúa — el  gobierno  se  halla- 
ría en  absoluto  privado  de  los  medios  de 
perpetuar  su  existencia,  como  ocurrió  á  la 
Confederación*.  Y  concluye:  «En  cuanto  á 
la  necesidad,  el  congreso  es  el  juez  exclu- 
sivo respecto  de  lo  que  es  necesario  y  apro- 
piado, cuando   los  medios  elegidos   son  con- 
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ducentes  al  fin  propuesto  y  no  están  expre- 
samente prohibidos». 

Se  considera  como  caso  directivo  en  esta 
materia  el  de  Me,  Culloch  v.  Maryland,  ci- 
tado ya,  y  el  de  Anderson  v,  Dunn, — donde 
se  habia  extendido  esta  misma  doctrina,  mo- 
dernizada ahora,  diré  así,  en  atención  á  las 
nuevas  circunstancias   del  país. 

En  otro  caso  posterior  de  Ex  parte  Jar- 
6orou¿A,  pigina,  65,  tomo  110,  se  estableció 
que  estas  facultades  ó  poderes  implícitos, 
cuando  están  individualizados,  son  parte  de 
la  misma  constitución,  en  la  medida  de  lo 
que  se  ha  reconocido  como  una  necesidad; 
y  ya  hemos  dicho  que  el  juicio  sobre  está 
necesidad  depende  del  criterio  exclusivo  del 
congreso. 

Pero  estas  mismas  atribuciones  tienen  otro 
aspecto  muy  interesante.  Es  el  que  se  de- 
riva de  las  discusiones  de  Webster  y  del 
texto  de  Haré.  Estos  dos  autores  sostienen 
que  en  virtud  de  los  poderes  implícitos  se 
permite  al  gobierno  seguir  paso  á  paso  el 
desarrollo  de  la  cultura  pública,  de  tal  ma- 
nera que  pueda  incorporar  en  un  momento 
dado  á  los  medios  del  gobierno  y  de  pro- 
mover el  bien  general,  todas  las  innovacio- 
nes, los    inventos,    las  mejoras    y  las  faciK- 
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-dades  que  el  ingenio  humano  ofrece  á  los 
:gobiertio6  para  realizar  la  felicidad  de  su 
pueblo. 

Y  es  natural,  como  sabemos,  que  ennin- 
gxma  otra  rama  de  los  conocimientos  humar 
nos  se  progresa  tanto  como  en  aquellas  que 
>se  proponen  promover  la  felicidad  real  y 
material  del  hombre  sobre  la  tierra.  Así, 
los  insta-umentos  del  comercio  son  los  que 
Tiiás  han  progresado.  En  el  tiempo  en  que 
Marshall  dio  sus  más  grandes  sentencias,  tk) 
existía  todavía  ningún  ferrocarril  en  la 
Unión,  porque  el  primer  riel  se  puso  el  año 
1828.  Posteriormente  los  medios,  los  instru- 
mentos concurrentes  al  vigor  del  comercio,  al 
-desarrollo  de  las  comunicaciones  entre  los  hom- 
l)res  es  tan  múltiple,  que  ya  las  leyes  ni 
^siquiera  pueden  enumerarlos.  Y  no  pode- 
mos tampoco  nosotros  prever  los  medios 
nuevos  que  va  á  ofrecemos  la  ciencia,  el 
ingenio  humaoo,  aplicados  al  desarrollo  de 
las  fuerzas  del  país. 

Los  ferrocarriles  y  los  telégrafos — y  hoy 
tenemos  tantas  apUcatdoiies  nuevas  en  las 
•c(HnumcajcÍGnes,  de  estas  mismas  fuerzas, 
vapor  y  electricidad— son  dos  instrumentos 
típicos  del  comercio,  en  ei  concepto  del  de- 
recho constitucional. 
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Si  el  congreso,  en  un  momento  dado,  se 
viera  en  el  caso  de  resolver  la  construcción 
de  una  gran  obra  complementaria  de  una 
líaea  nacionéü  que  languideciese  en  su  trá- 
fico de  una  manera  ruinosa  para  el  tesoro 
público,  estoy  seguro  de  que,  aún  el  mismo- 
estado  afectado  no  tendría  inconveniente  en. 
ponerse  en  su  favor,  y  se  lo  ofrecería  con 
todo  el  entusiasmo  del  patriotismo  para  que 
los  grandes  intereses  de  la  Nación  se  sal- 
vasen. 


§  XIV 


DOMINIO   EMINENTE   Ó    DERECHO    DE   EXPROPIACIÓN. 
—  JURISPRUDENCIA   AMERICANA 


Pero  voy  á  ocuparme  ahora,  señor  presi- 
dente, de  una  facultad  mucho  más  ejecu- 
tiva, mucho  más  útil  y  más  eficaz  para 
que  el  Congreso  pueda  realizar  los  fines  de 
su  institución,  en  lo  relativo  á  promover  el 
bienestar  público  y  para  todos  los  fines  de 
su  creación,  dentro  del  territorio  de  los  es- 
tados, y  haciendo  uso  de  los  bienes  perte- 
necientes á  particulares  ó  á  los  estados  mis- 
mos. 
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Me  refiero  á  lo  que  los  americanos  lla- 
man «dominio  eminente»,  y  que  en  nuestro 
lenguaje  jurídico  llamamos  derecho  de  ex- 
propiación. Está  concebido  en  términos  jnuy 
breves  en  nuestra  Constitución:  <'la  propie- 
dad es  inviolable.  .  .  la  expropiación  por 
causa  de  utilidad  pública  debe  ser  califica- 
da por  la  ley.  .  .» 

Pero  antes  definamos  lo  que  es  este  po- 
der en  todo  su  alcance  constitucional.  «Es 
un  poder,  dice  Haré,  en  cuya  virtud  el  es- 
tado es  potencialmente  el  propietario  de  to- 
da la  masa  de  bienes  situados  en  su  juris- 
dicción, y  puede  adquirir  tantas  porciones 
de  ellos  cuantos  sean  necesarios  para  los 
propósitos  del  gobierno.  Como  el  poder  de 
arrestar,  de  crear  impuestos,  de  castigar, 
él  es  un  atributo  esencial  de  la  soberanía  y 
esencial  á  los  fines  para  que  el  gobierno 
ha  sido  instituido,  y  está  en  manos  del  con- 
greso aunque  no  se  le  haya  conferido  ex- 
presamente».  No  quiero  decir  que  esto  ven- 
ga en  apoyo  de  la  tesis,  que  después 
veremos  si  resulta  comprobada,  de  que  el 
congreso  puede  hacer  uso  de  ese  derecho 
dentro  del  territorio  de  las  provincias,  sino 
para  juzgar  que  el  congreso  de  los  Estados 
Unidos  tiene  por  implicancia,  por  necesidad 
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de  su  fM^opia  institución,  este  poder  de  do- 
minio eminente  no  conferidos  en  términos 
expresos  por  la  Constitución. 

Pero  en  el  caso  de  Pumpelly  v.  The  Green 
Bay  O,  tomo  13  de  Wailace,  página  iiG, 
se  estableció  esta  regla:  «El  dominio  emi- 
nente puede  ser  definido  como  un  derecho 
destinado  á  proveer  á  la  defensa  común  y 
al  bienestar  general».  Kn  su  principio,  co- 
mo he  dicho,  prevaleció  la  interpretación 
federativa  radical  de  la  constitución,  y  se 
hacían  efectivas  estas  adquisiciones  de  tierras 
para  los  fines  del  gobierno  nacional  y  pea- 
las leyes  nacionales,  previo  el  consentimien- 
to de  las  legislaturas.  Los  estados  de  la  Unión 
tenían,  pues,  este  mismo  poder,  desde  que 
scMi  un  gobierno,  desde  que  apn  verdade- 
ros estados,  como  lo  son  las  provincias  en 
la  República  Argentina,  y  para  los  mismos 
fines  de  conservación  y  progreso,  como  los 
tiene  también  el  Estado   nacional. 

Esta  doctrina,  establecida  en  el  caso  de 
Boom  V,  Patterson,  tomo  98,  página  403,  y 
de  Estados  Unidos  v.  Jones,  tomo  109,  pá- 
gina 513,  ha  tenido  su  aplicación  en  otras 
ocasiones  que  no  cito  para  no  ser  prolijo. 

Dije  que  los  estados  para  hacer  las  con- 
cesiones de  tierras  dabsm  antes  leyes  en  vir. 
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tud  de  las  cuales  otorgaban  su  consenti- 
miento y  transferían  su  dominio  al  gobierno 
nacional.  Pero  no  ha  sido  esto  siempre, 
porque  en  virtud  de  la  evolución  á  que 
me  he  referido  al  comenzar  estas  palabras, 
evolución  inherente  al  desarrollo  de  to- 
da institución  política  ó  social,  cambió  la 
interpretación,  y  desde  el  caso  de  Kohl  v, 
United  States,  que  figura  en  el  tomo  91, 
pagina  367,  quedó  reconocido  el  poder  di- 
recto de  los  Estados  Unidos  para  tomar  la 
tierra  que  necesiten  dentro  de  los  estados 
en  la  medida  de  los  objetos  del  gobierno. 
La  importancia  del  caso  de  Kohl  v.  United 
States  es  tal  que  daría  de  él  lectura  si  no 
fuese  tan  extenso,  y  dado  que  esta  ya  larga 
exposición  ha  tomado  el  aspecto  de  una  con- 
ferencia; pero  me  permito  recomendar  su 
lectura  á  los  señores  diputados.  Está  confir- 
mado por  un  caso  más  moderno,  el  de  Che- 
rokee  Nation  v.  Southern  Kansas  R.  R.  O, 
tomo  135  de  los  fallos. 

Pero  se  han  discutido  también  dos  casos 
más:  cuando  la  propiedad  que  debe  ser  to- 
mada para  fines  de  utilidad  nacional  dentro 
de  la  jurisdicción  de  los  estados,  pertenece 
como  dominio  privado  ó  público  al  estado 
dentro  del  cual  se  va  á  realizar  la  obra,   y 
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cuando  ese  terreno  pertenece  á  los  Estados 
Unidos  y   necesita  ser  tomado  por  un  esta- 
do particular  para  los    fines  de  utilidad  pú 
blica  de  su  propio  instituto. 

Y  aquí  quiero  llamar  la  atención  de  los 
señores  diputados  que  estén  impresionados 
por  este  cúmulo  de  citas  en  que  sólo  apa- 
rece confirmada  la  autoridad  del  congreso, 
sobre  que  estos  poderes  que  sostengo  y  esta 
amplia  doctrina,  no  significan  destruir  en  lo 
más  mínimo  la  autonomía  política  de  los 
estados. 

En  el  caso  de  que  las  propiedades  sean 
de  los  Estados  Unidos  y  necesitan  ser  to- 
madas por  un  estado,  dice  Campbell  Black, 
uno  de  los  tratadistas  más  modernos,  en  su 
excelente  Manual:  €  Parecería,  á  primera 
vista,  que  no  habría  autoridad  en  un  esta- 
do para  expropiar,  bajo  el  poder  del  domi- 
nio eminente,  bienes  pertenecientes  á  los 
Estados  Unidos;  y  á  la  inversa,  que  el  go- 
bierno federal  no  pudiera  autorizar  la  adqui- 
sición de  una  propiedad  de  un  estado.  Pero 
está  decidido  que  á  únenos  que  la  propiedad 
en  cuestión  haya  sido  ya  destinada  d  un 
uso  público  bajo  la  autoridad  de  ó  en  co- 
nexión con  el  gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos, el  estado    dentro   de  cuyos    límites   se 
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halla  la  tierra  pública  puede  autorizar  su 
aplicación  para  algún  destino  público,  co- 
mo es  la  construcción  de  un  ferrocarril». 

Confirman  esta  autoridad  de  los  estados 
los  casos  de  ¿7.  S.  v,  Railway  Bridge  6\ 
(Fed.  Cases,  N^  16,115);  U.  S.  v,  City  0/ 
Chicago  {Howard,    VII,   185). 

El  caso  que  confirma  la  facultad  de  los 
Estados  Unidos  para  tomar  propiedades  pú- 
blicas de  un  estado  para  su  aplicación  á 
una  obra  de  interés  general,  es  de  carác- 
ter contencioso  administrativo,  y  lo  cita  el 
mismo  Campbell  Black;  y  como,  por  defi- 
ciencias de  mi  biblioteca  no  he  podido  te- 
nerlo á  mi  disposición,  lo  dejo  ahora  bajo  la 
responsabilidad  de  ese  autor,  que  lo  refiere 
ó  lo  extracta  así: 

«Y  en  virtud  del  control  del  gobierno 
nacional  sobre  las  aguas  navegables,  así 
como  en  virtud  de  su  dominio  eminente, 
puede  él  autorizar  la  construcción  de  un 
puente  ú  ott^a  obra  pública  sobre  dichas 
aguas,  y  aunque  un  estado  particular  sea  el 
propietario  del  lecho  debajo  de  las  mismas, 
sobre  las  cuales  debe  ser  puesta  la  obra  re- 
ferida,  el  gobierno  federal  no  está  obligado 
d  obtener  el  consentimiento  ó  autorización  del 
estado,  ni  d  pagarle  ninguna  compensación^) , 
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(Es  el  caso  de  Stockton  v,  BaUimore  Rail' 
way  C^,  en  los  Interstate  Commerce  Re-- 
ports.  I,  411). 

Pero  hay  otro  caso  posterior  en  que  no 
^  trata  ya  de  resoluciones  de  carácter  d* 
ministrativo,  como  éste,  si  bien  empieza  á 
formar  jurisprudencia.  Todos  los  señores 
diputados  saben  que  la  Interstate  Commer- 
ce Comission  ha  sido  creada  por  la  «ley  de 
comercio  entre  los  estados»  del  4  de  febre* 
ro  de  1887.  Se  autorizaba  á  esa  Comisión, 
en  ejercicio  de  facultades  tan  ampKas  del 
poder  federal,  á  registrar  sus  actos  y  reso- 
luciones, desarrollar  su  jurisprudencia  y 
también  para  ser  parte  en  las  causas  ante 
los  tribunales. 

«La  ley  de  i®  de  Agosto  de  1868,  del 
congreso  federal,  que  autoriza  al  Secretario 
del  Tesoro,  cuando  en  su  opinión  fuese  ne- 
cesario ó  ventajoso  para  los  Estados  Unidas,  á 
adquirir  tierras  para  establecer  un  faro,  por 
expropiación,  ante  una  corte  de  los  Estados 
Unidos  del  distrito  en  que  la  tierra  está  si- 
tuada, es  constitucional.  La  petición  del 
Procurador  General  á  indicación  del  Secre- 
tario del  Tesoro,  debe  serlo  eñ  nombre  de 
los  Estados  Unidos  i^. 
Este    es   el  caso  fallado  en    la  corte  del 
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distrito  de  Maryland,  el  6  de  Enero  de  1896, 
y  que  se  domina  con  el  títuk)  de  Chappell 
V.  United  States,  tomo  160,  página  499;  j  el 
ctKd  tiene  la  ventaja  de  que  en  él  se  re* 
vée  toda  la  doctrina  anterior  y  se  establece^ 
en  una  palabra,  la  jurisprudencia  definitiva 
sobre  esta  facultad  del  gobierno  federal,  de 
apropiarse  terrenos  situados  dentro  de  los 
estados  para  fines  que  importen  promover 
el  bienestar  general. 

No  voy  á  citar  todas,  sino  una  sola  de 
las  sentencias  en  que  la  construcción  de 
un  ferrocarril  se  considera  como  ejemplo  tí- 
pÍ4K>  de  utilidad  pública,  tendiente  á  demos- 
trar que,  si  tanto  el  estado  nacional  como  los 
estados  particulares  tenían  derecho  para  de- 
cretar obras  de  utilidad  pública,  es  evidente, 
en  consecuencia,  la  procedencia  de  una  ley 
del  congreso  nacional  que  mandase  expro- 
piar tierras  para  la  construcción  de  un  fe- 
rrocarril, ya  de  propiedad  nacional,  ya  decla- 
rado nacional  por  razones  de  jurisdicción. 

Es  el  caso  de  Secombe  v.  Raüway  C^  en 
Wallace,  tomo  23,  página  108. 

Esta  doctrina,  que  considera  al  ferrocarril 
como  obra  calificativa  de  la  utilidad  pública, 
no  necesita,  me  parece,  demostración,  porque 
es  nn  axioma.  Pero  veamos  en  nuestro  país. 
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si  esta  misma  facultad  de  dominio  eminente 
puede  ser  ejercitada  con  la  misma  amplitud 
que  en  los  Estados  Unidos,  y  si  ella  ha  te- 
nido alguna  confirmación  ó  siquiera  enun- 
ciación en  los  grandes  debates  de  nuestros 
parlamentos.  * 

§  XV 

DERECHO   NACIONAL  DE   EXPROPIACIÓN 

Se  ha  citado  en  esta  cámara,  con  el  res- 
peto que  merece  por  sus  largos  servicios 
á  la  República,  por  el  caudal  de  sus  virtu- 
des cívicas  y  por  su  rara  ilustración  en  todos 
los  dominios  de  la  inteligencia,  la  opinión 
del  señor  General  Mitre.  Este  orador,  cuando 
en  la  plenitud  de  sus  facultades,  tanto  con- 
ducía ejércitos  con  el  prestigio  de  su  espada 
como  acaudillaba  las  multitudes  de  este  pue- 
blo con  el  brillo  de  su  elocuencia,  ha  estudiado 
en  un  debate,  memorable  no  sólo  por  los 
hombres  que  la  ilustraron  sino  por  lá  grande 
obra  de  progreso  que  legaron  al  país,  y  en 
tres  discursos  llenos  de  sólida  y  amplia 
erudición,  las  facultades  de  la  Nación  para 
la  construcción  del  puerto  de  Buenos  Aires* 
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-Quedó  en  e3a  discusiórr  entendido  que  esta 
facultad  de  expropiar  bienes  dentro  de  los 
-territorios  de  las  provincias  para  fines  de 
utilidad  nacional,  era  de  perfecta  aplicación 
-en  tal  orden  de  ideas,  y  ciertamente,  la  ilus- 
tración con  que  allí  quedó  demostrada  la 
^esis,  me  libra  á  mí  de  tener  que  intentar 
la  misma  prueba. 

Pero  debemos  concluir  que  si  en  los  Esta- 
dos Unidos  la  constitución  no  confiere  al 
•congreso  la  facultad  expresa  que  ellos  de- 
aiominan  de  dominio  eminente,  en  la  nuestra 
siesta  concedida,  porque  el  artículo  i8  dice 
•que  la  expropiación  será  calificada  por  la 
Jey.  No  determina,  por  cierto,  que  ésta  sea 
«na  facultad  exclusiva  del  congreso,  porque 
no  lo  es,  porque  las  provincias  tienen  igual 
facultad,  porque  son  estados  tan  soberanos 
dentro  de  su  jurisdicción  como  lo  es  la  Nación 
-<lentro  de  la  suya.  Pero  ella,  una  vez  ejer- 
<:itada  por  el  congreso  ó  por  las  legislaturas, 
-es  discrecional,  es  exclusiva  del  poder  le- 
-gislativo,  y  es  indiscutible  en  los  tribunales 
por  razón  de  la  calificación  de  la  utilidad 
pública.  Y  todas  las  leyes  que  resuelvan 
<:onstruir  una  obra  de  progreso  y  autoricen 
4a  expropiación  de  la  tierra  necesaria  para 
«1  efecto,  son,  pues,  leyes  de  orden  público. 


_j.  V.  QOS//KLKZ'  Debatea  Constitucionales -Tomo  I. 
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No  podemos  decir  que  sea  una  facultad 
incidental,  un  simple  instrumento  de  una 
facultad;  ella,  en  sí  misma,  es  una  facultad,, 
porque  el  congreso  puede  dictar  una  ley  en 
que  diga:  expropiase  el  terreno  tal  para 
construir  la  obra  tal.  Por  lo  tanto  es  á  la 
vez  un  instrumento  para  promover  el  bien- 
estar  general  y  una  facultad  originaria,  de 
existencia  propia.  Y  por  la  misma  seguri« 
dad  de  la  doctrina,  nuestra  Suprema  Corte 
no  ha  abundado  en  decisiones  confirmativas 
de  ella,  pero  se  entiende  que  queda  hecha 
la  jurisprudencia  en  los  casos  que  figuran 
en  el  tomo  4**,  página  411  y  6^  página  07^ 
del  Procurador  fiscal  de  la  provincia  de  Santa 
Fe  contra  Hué,  y  del  mismo  Procurador 
fiscal  contra  Señorans  y  Rosas.  Se  trataba 
de  la  expropiación  de  tierras  para  la  cons- 
trucción del  ferrocarril  Central  Argentino,  en 
la  parte  que  atraviesa  el  territorio  de  esa 
provincia. 

Después,  en  el  juicio  do  la  Municipalidad 
de  la  Capital  contra  doña  Isabel  A.  de  Elor- 
tondo,  la  doctrina  quedó  completa  en  cuan- 
to á  las  limitaciones  de  que  era  susceptible 
esa  facultad. 

En  esos  fallos,  la  Corte  argentina,  puestas 
en   discusión    las  leyes   de   27    de  junio  de 
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1855»  Qu^  concedía  tierras  al  ferrocarril 
referido,  y  la  de  2  de  mayo  de  1863,  en  que 
se  aprobaba  el  contrato  con  el  señor  Weel- 
right,  estableció  lo  siguiente: 

«Que  esas  leyes  no  pueden  ser  objeta- 
das ni  discutida  su  constitucionalidad  ante 
los  tribunales  por  razón  de  error  en  la  cla- 
sificación de  utilidad  pública  en  que  se  fun- 
da el  derecho  de  expropiación,  porque  el 
artículo  67  de  la  Constitución,  disponiendo 
en  su  inciso  17,  2^  que  la  expropiación  sea 
autorizada  por  la  ley,  libra  á  la  discreción 
exclusiva  del  Congreso  el  juicio  sobre  la 
utilidad  pública  en  los  casos  ocurrentes;  y 
es  notorio  también  que  sin  la  concesión  de 
tierras  no  hubiera  sido  realizable  la  cons- 
trucción del  ferrocarril  Central,  obra  de  una 
conveniencia  evidente  para  el  progreso  y 
aún  para  afianzar  la  paz  y  la  tranquilidad 
de  la  República » 

§   XVI 

LAS   CORPORACIONES,    AGENTES   DEL    GOBIERNO 

Pero  antes  de  continuar  en  otro  terreno 
de  aquellos  en* que  he  calculado  poder  mo- 
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lestar  la  atención  de  la  cámara,  voy  á  tomar 
en  cuenta  ahora  la  facultad  de  crear  corpo- 
raciones como  agentes,  como  realizadores, 
diré  así,  de  los  propósitos  del  gobierno  en 
la  promoción  del  bien  general  y  para  des- 
envolver sus  propios  fines.  Y  aquí  aparece 
la  profunda  diferencia  entre  el  régimen  para 
construir  ferrocarriles  en  los  Estados  Uni- 
dos y  el  nuestro.  Pueblos  de  razas  distintas 
y  de  educación  pública  y  gubernativa  tan 
diferentes,  tenían  por  fuerza  que  ofrecer  es- 
tas grandes  distinciones  en  este  medio 
«operativo»,  como  dicen  los  ingleses,  de 
realizar  el  progreso  común.  No  se  conoce 
en  Estados  Unidos  un  solo  ferrocarril  cons- 
truido por  el  estado;  declaro  que  no  he 
encontrado  un  solo  caso  de  esta  naturaleza, 
y  el  historiador  de  las  instituciones  ameri- 
canas que  ya  he  citado,  von  Holzt,  hace 
notar  la  misma  circunstancia,  asi  como  la 
influencia  que  este  carácter  privado  de  los 
ferrocarriles  ha  ejercido  en  la  economía  na- 
cional de  los  Estados  Unidos. 

La  facultad  de  crear  corporaciones,  que 
puede  ir  hasta  tener  delegaciones  del  poder 
soberano  del  estado,  como  es  la  facultad  de 
expropiar  que  nuestras  mismas  le3^es  acuer- 
dan á   las  compañías,    ha    sido    consagrada 
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por  el  notable  y  debatido  caso  de  Dart- 
mouth  College  v.  Wooiward,  que  se  con- 
sidera como  la  doctrina  completa  en  la 
materia. 

Este  poder  no  es  una  invención  en  la 
constitución  de  los  Estados  Unidos;  es  una 
herencia  de  la  madre  patria;  es  inherente 
á  la  ley  común  inglesa,  y  por  lo  tanto, 
pertenece  originariamente  á  los  estados,  así 
cómo  entre  nosotros  pertenece  á  las  pro- 
vincias originariamente  la  facultad  de  dictar 
los  códigos,  pero  que  ellas  cedieron  á  la  Na- 
ción por  la  carta  constitucional. 

En  los  Estados  Unidos  ese  poder  no  ha 
sido  conferido  en  forma  expresa  al  gobierno 
de  los  Estados  Unidos,  y  por  eso  la  juris- 
prudencia ha  necesitado  confirmarlo  y  darle 
una  existencia  actual  en  manos  de  la  Unión, 
porque  era  necesario  para  sus  fines  el  poder 
crear  los  agentes  que  habían  de  distribuir 
el  progreso  público,  hacer  efectiva  su  auto- 
ridad y  realizar  todos  los  medios  de  que 
dispone  para  promover  el  bienestar  en  todo 
el  territorio. 

Este  caso,  que  establece  la  vinculación  de 
ese  poder  de  crear  corporaciones  para  cons- 
truir obras  públicas  con  la  ley  común  ingle- 
sa, se  denomina  de    Propagation  Sactety  v. 
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lown  of  Pawlet,  en  el  tomo  4  de  Peters, 
página  480.  Hacía  falta  que  la  jurispruden- 
cia nacional  reconociese  este  poder  en  ma- 
nos de  la  Unión,  por  medio  del  congreso 
federal,  y  no  ha  tardado  mucho  tiempo  en 
producirse. 

En  los  casos  de  Texas  and  Pacific  R.  C^ 
V,  Kikyv.  Murphy  en  el  tomo  115,  página 
I  de  la  colección,  y  en  el  caso  de  Pembina 
Minning  C^  v,  Pensylvania,  en  el  tomo  125, 
página  181,  se  establece  esta  doctrina:  que 
el  estado  federal  tiene  facultad  para  crear 
las  corporaciones  que  directamente  han  de 
realizar  el  bien  público,  tal  como  el  con- 
greso resuelve  hacerlo;  y  uno  de  ellos  ex- 
presa estas  palabras:  cLa  sola  limitación 
del  poder  de  un  estado, — porque  sobre  esa 
base  tiene  que  juzgarse,  desde  que  es  de 
ellos  el  poder  originario, —para  eliminar  ó 
imponer  condiciones  á  una  corporación  ex- 
tranjera, se  produce  cuando  ella  está  en 
servicio  del  gobierno  federal,  ó  su  misión  es 
extrictamente  de  comercio  entre  estados  ó 
con  los  estados  extranjeros». 

Entre  nosotros,  señor  presidente,  la  ma- 
nera de  creación  de  ferrocarriles  es  total- 
mente distinta.  El  estado,  se  sabe  bien,  es 
aquí  capitalista,    industrial,  constructor,   ad- 
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Tuinistrador  privado,  comerciante,  fabricante; 
y  en  el  orden  político  es  soberano  exterior, 
es  gobierno  general,  legislador,  sacerdote, 
maestro  de  escuela:  ¡el  estado  es  todo  en 
nuestro  país! 

Por  lo  tanto,  la  situación  del  estado  fede- 
ral, constructor  y  dueño  directo  de  la  línea 
férrea,  y  la  del  empresario  privado,  son  dife- 
rentes ante  la  ley;  y  el  carácter  con  que  el 
estado  nacional  se  presenta  ante  el  estado 
ó  provincia  en  cuyo  territorio  se  realiza,  es 
doble,  por  su  doble  personalidad  privada  y 
pública,  y  no  es  igualmente  soluble  un  con- 
flicto de  derecho  con  una  persona  privada, 
que  cuando  él  importa  poner  en  lucha  las 
dos  jurisdicciones  políticas,  la  nacional  y 
la  provincial.  Pero  esta  ausencia  de  líneas 
de  estado  en  la  Unión,  explica  muchas  de 
las  dudas  que  en  nuestro  derecho  se  sus- 
citan. 


§  XVII 


PODERES   CONCURRENTES 


Aún  cuando  en  todo  el  curso  de  esta  expo- 
áción  he  tratado  siempre  en  general   ó   en 


Digitized  by 


Google 


—    I04   — 

particular  de  los  poderes  concurrentes,  y 
aunque  de  muchas  de  las  sentencias  que  he- 
enumerado  se  desprendan  algunas  reglas^ 
para  la  solución  de  los  conflictos  que  ocu- 
rran, creo  conveniente  dedicar  alguna  parte^ 
del  tiempo,  de  que  estoy  abusando  en  de- 
masía, á  establecer  algunos  principios  ge- 
nerales  sobre   estos  poderes  concurrentes. 

El  señor  miembro  informante  de  la  mino- 
ría, con  elocuente  palabra,  recordaba  una 
imagen  muy  bella  del  mismo  orador  antes- 
citado,  en  que  compara  el  funcionamiento- 
de  las  autonomías  provinciales  con  el  movi- 
miento de  las  esferas  celestes.  La  imagen^ 
como  digo,  es  bella,  gráficamente  concebi- 
ble: he  meditado  y  procurado  reconstruirla, 
con  la  imaginación,  y  en  ese  instante,  hasta 
creia  sentir  el  rumor  musical  que,  según 
Pitágoras,  producen  las  esferas  siderales 
al  oscilar  en  el  vacío  infinito. ... 

Pero  estas  esferas,  señor  presidente,  siguen 
líneas  matemáticas,  se  mueven  en  virtud  de 
leyes  mecánicas.  Son  cuerpos  inorgánicos,, 
son  masas  sin  vida,  á  menos  que  sea  verdad 
la  teoría  que  he  leído  ya  enunciada,  de  que 
los  astros  son  organismos  vivos,  y  las  rocas 
que  forman  parte  de  ellos,  son  accesorios  ó 
partes  derivadas  de  esas  entidades.  Pero  de- 
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jemos  al  porvenir  que  resuelva  la  verdad 
de  esta  doctrina;  entre  tanto,  fijémonos  bien 
que  esta  imagen  que,  por  lo  abstracta  y 
nebulosa  parece  tomada  por  el  orador  de  la 
filosofía  alemana,  nos  llevaría  al  extremo 
de  asimilar  las  entidades  provinciales  á 
cuerpos  sin  alma,  á  verdaderos  mecanismos 
incapaces  de  propia  voluntad,  de  propia 
acción  y  del  desarrollo  orgánico  de  la 
vida. 

La  ciencia  moderna  ha  demostrado  ya  lo 
bastante,  que  las  sociedades  humanas  son 
también  personas  del  punto  de  vista  fisio- 
lógico, y  que  hay  leyes  funcionales  colecti- 
vas, como  hay  una  ley  funcional  del  indi- 
.  viduo. 

Yo  no  podría  tomar  como  base  de  mi  juicio 
para  resolver  todas  las  cuestiones  de  carácter 
jurídico  y  los  conflictos  que  con  frecuencia 
surgen,  esa  teoría  que  asimila  á  las  provincias 
á  verdaderos  agentes  de  una  fuerza  superior 
mecánica.  Porque,  además,  en  los  conflictos 
que  se  suscitasen  entre  ellas,  sólo  resultarían 
el  fraccionamiento  y  la  ruina,  se  harían  pe- 
dazos ó  se  convertirían  en  polvo,  como  se 
dice  que  ocurre  en  las  esferas  siderales 
cuando  cho';an  dos  astros.  Entre  nosotros, 
que  tenemos  un  gobierno  federativo,    en  el 
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cual  las  provincias  son  verdaderas  personas 
políticas,  concurrentes  al  fin  común  del  bien- 
estar general  de  la  Nación,  todos  los  con- 
flictos, lejos  de  resolverse  en  guerras,  des- 
astres y  desgarramientos  que  hemos  dejado 
ya  muy  lejos  en  nuestra  historia,  deben  re- 
solverse en  armonía  y  conciliación,  coope- 
rando al  bien  de  todos,  sacrificando  unos  y 
otros  sus  intereses  en  los  casos  necesarios 
en  favor  del  bien  de  todos.  Esa  es  la  ver- 
dad moral  de  nuestro  gobierno. 

Esto  lo  tomaba  como  un  incidente  más 
bien  que  como  una  argumentación,  y  para 
demostrar  al  señor  miembro  informante  de 
la  minoría,  que  sus  palabras  me  habían  que- 
dado perfectamente  grabadas  en  la  memoria. 

Las  facultades  concurrentes  son,  pues,  de 
dos  clases.  Deben  entenderse  en  un  sentido 
general  y  económico,  en  cuanto  concurren 
á  promover  entre  todos  la  riqueza  y  el  pro- 
greso colectivo,  y  tienen  un  sentido  extricta- 
mente  jurídico,  en  cuya  virtud  dos  personas 
pueden  tener  derechos  iguales  sobre  una 
misma  cosa  individual.  En  uno  y  otro  caso 
las  soluciones  son  fáciles:  en  el  primero,  por- 
que tenemos  poderes  compensados,  que  se 
equilibran  entre  sí,  que  ponderan  sus  fuerzas 
cuando   son    libremente  ejercidas;    y   en  -el 
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sentido  económico,  principíilmente,  esta  fa- 
cultad de  promover  el  bienestar  general, 
que  tan  expresamente  consigna  la  cons- 
titución, no  puede  jamás  producir  un  con- 
flicto, porque  esta  es  la  ley  de  su  naturaleza, 
de  su  existencia;  y  siempre  debe  resolverse, 
como  dice  Marshall,  en  el  sentido  de  una 
cooperación  de  todos  hacia  el  mismo  bien 
común.  Jamás  habría  en  esto  sacrificio  do- 
loroso de  una  facultad,  de  una  prerrogativa, 
porque  yo  no  comprendo  ni  concibo  que  una 
provincia  pueda  considerarse  herida  porque 
la  Nación,  para  el  bien  de  ella  misma  y  de 
todas,  tome  una  parte  de  su  territorio  á  fin 
de  crear  allí  una  fuente  de  producción,  que 
quizá  sea  más  tarde  la  base  de  su  regene- 
ración política  y  social.  {/Muy  bien/) 


§  XVIII 

CONFLICTOS   Y  BASES   DE  SOLUCIÓN 

Por  lo  tanto,  señor,  y  aquí  quisiera  dete- 
nerme un  momento,  á  pesar  de  que  estoy 
ya  apercibiendo  la  fatiga  de  mis  honorables 
colegas.  .  .  . 

Varios  señores  diputados — ¡No  señor! 
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Sr.  González — Admitida  la  teoría  en  vir- 
tud de  la  cual  todo  conflicto  de  atribuciones 
concurrentes  se  resolvería  en  favor  de  la 
autoridad  nacional,  que  es  la  autoridad 
de  excepción,  la  autoridad  de  interés  común, 
en  contra  de  la  autoridad  que  sólo  benefi- 
ciaría á  un  individuo  de  la  gran  familia,  voy 
á  decir  cual  es  la  extensión  de  los  poderes  de 
provincia. 

Los  autores  americanos  hacen  constar  con 
razón  la  inmensa  cantidad,  la  enorme  exten- 
sión, la  acción  ilimitada  d^  los  poderes  que 
los  estados  se  reservan  cuando  constituyen 
el  poder  central;  y  la  misma  enunciación  cons- 
titucional lo  demuestra,  desde  que  el  go- 
bierno nacional  es  de  facultades  enumeradas, 
excepcionales,  y  la  del  estado  es  general,  orí- 
ginaria,  primaria  respecto  del  primero. 

Confundimos  mucho  el  criterio  cuando 
juzgamos  estas  cuestiones  del  punto  de  vista 
actual  nuestro.  (iCómo  vamos  á  concebir 
con  exactitud  la  extensión  de  las  facultades 
da  las  provincicis,  si  no  están  desarrolladas 
todavía,  si  no  tienen  lo  necesario  para  asu- 
mir la  plenitud  de  su  personalidad  propia, 
la  suma  total  de  sus  facultades?  Sin  em- 
bargo, miradas  dentro  de  su  condición  or- 
gánica, les  queda    todavía  á  las  provincias, 
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cuando  ceden  á  la  Nación  sus  facultades 
enumeradas,  las  que  en  grandes  grupos  he 
procurado  reunir. 

Creación  de  imp.uestos:  una  rama  inago- 
table de  poder,  por  que  no  puede  fijarse 
un  limite  á  esta  facultad  de  crear  impues- 
tos en  las  provincias,  sino  en  cuanto  el 
congreso  impusiese  también  las  mismas 
materias,  en  virtud  de  sus  poderes  expre- 
samente consignados,  ó  en  virtud  de  pode- 
res implícitos  reconocidos  por  la  jurispru- 
dencia. 

Luego  les  queda  el  régimen  de  su  co- 
mercio interno.  Pero  ¿hasta  dónde  alcanza 
el  comercio?  El  comercio  es  toda  la  activi- 
dad humana;  y  ¿acaso  se  va  á  sostener  que 
son  más  grandes  las  facultades  que  se  con- 
fieren al  congreso,  cuando  sólo  regla  las 
relaciones  interprovinciales  ó  con  las  nacio- 
nes extranjeras,  y  aquéllas  que  directa  ó 
indirectamente  concurren  á  ellas,  que  las 
que  se  reserva  el  estado  todo  entero,  que 
se  confiere  á  su  gobierno  y  constituyen 
todo  lo  demás  de  la  vida  humana;  que 
comprende  el  ejercicio  del  comercio,  la  vida 
de  la  familia,  de  la  parroquia,  de  la  aldea, 
del  departamento,  de  los  departamentos  entre 
sí,  de  todas  las  zonas  internas  de  una  misma 
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provincia,  todo  lo  cual  queda  librado  exclusi- 
vamente á  la  acción  única  de  los  poderes 
provinciales? 

¿Podemos,  acaso,  decir  que  es  mayor  la 
suma  de  facultades  que  se  han  reservado 
las  provincias  para  velar  por  su  propio 
bienestar  y  felicidad  interna,  que  las  confe- 
ridas a  la  Nación?  El  hecho  solo  de  ser, estas 
excepcionales  está  demostrando  que  la  mayor 
parte  corresponde  á  las  provincias. 

Les  queda  todavía  el  dominio  público,  la 
propiedad  sobre  la  tierra  que  no  ha  sido 
concedida  á  los  particulares.  Este  dominio 
público,  definido  en  los  artículos  2339  y  2340 
del  Código  Civil,  es  una  gran  fuente  de  pros- 
peridad pública.  Y  es  natural  que  si  nues- 
tras provincias  hubiesen  llegado  á  su  pleno 
desarrollo  financiero  y  económico,  pudiesen 
realizar  grandes  operaciones  de  crédito,  equi- 
librar sus  presupuestos,  desarrollar  sus  in- 
dustrias, nos  presentarian  el  cuadro  admirable 
que  ofrecen  los  estados  de  la  Unión  Ameri- 
cana, que  no  necesitan  de  los  auxilios  de 
la  Unión  para  promover  su  bienestar  in- 
terno. 

Entonces,  se  comete  una  verdadera  exage- 
ración cuando  se  dice  que  queda  mutilada 
la  personalidad  del  estado,  al  legislar  el  con- 
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greso  sobra  estos  fines  de  bienestar  general, 
y  autorizar  la  construcción  de  obras  del 
carácter  de  la  que  ha  motivado  esta  discu- 
sión. 

Esa  es  una  interpretación  excesiva,  una 
interpretación  que  ningún  criterio  suficiente- 
mente sereno  puede  admitir. 

Sr,  Romero.— ^i  el  orador  está  fatigado 
podríamos  pasar  á  cuarto  intermedio. 

Sr,  González. — Yo  sentiría  mantener  por 
más  tiempo  esta  expectativa  y  abusar  de  la 
complacencia  de  la  cámara,  y  voy  á  procurar 
concluir. 

La  Constitución  establece,  señor  presidente, 
las  reglas  fundamentales  de  criterio  para  re- 
solver los  conflictos,  las  colisiones  entre  las 
facultades  concurrentes  de  la  Nación  y  de 
las  provincias.  Ella  define  en  su  artículo  31 
lo  que  es  la  ley  suprema  de  la  Nación,  que  la 
forman  la  Constitución  misma,  las  leyes  na- 
cionales que  en  su  consecuencia  se  dicten  por 
el  congreso  y  los  tratados  con  las  potencias 
extranjeras;  «y  las  autoridades  de  cada  pro- 
vincia están  obligadas  á  conformarse  á  ellas, 
no  obstante  cualquiera  disposición  en  con 
trario  que  contengan  las  leyes  ó  constitucio- 
nes provinciales». 

Este  artículo,  concordante   con  el  loi,  da 
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esta  atribución  de  determinar  los  casos  en 
que  la  ley  suprema  debe  prevalecer,  á  la  jus- 
ticia federal,  la  que  tiene  como  atribución 
propia  la  de  entender  en  las  causas  de  apli- 
cación de  las  leyes  nacionales  y  aquellas 
en  que  la  Nación  y  las  provincias  son  parte, 
y  la  jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  es  ya 
innumerable  en  el  sentido  de  definir  con  cla- 
ridad el  verdadero  alcance  de  estas  palabras 
«ley  suprema  de  la  Nación». 

Hemos  olvidado,  señor  presidente,  que  te- 
nemos un  poder  judicial;  acostuinbrados  á 
tratar  todas  nuestras  cuestiones  desde  un  pun- 
to de  vista  político,  porque  ese  es  un  mal  de 
raza,  olvidamos  que  hay  un  poder  modera- 
dor que  determina  el  límite  de  todas  las  fa- 
cultades, tanto  del  Congreso  como  del  Poder 
Ejecutivo,  y  de  las  mismas  leyes  provinciales, 
cuando  por  los  recursos  debidos  llegan  á  la 
decisión  de  la  vSuprema  Corte.  ¿Por  qué,  en- 
tonces, cuando  tratamos  de  interpretar  los 
principios  de  este  código  homogéneo,  armó- 
nico, como  he  dicho,  sólo  tenemos  en  cuenta 
una  sola,  ó  cuando  más,  dos  de  las  entidades 
que  forman  el  gobierno? 

La  Constitución,  además,  en  el  artículo  io8 
sujeta  á  la  aprobación  del  Congreso  nacional 
todDs  estos  actos  ejecutados  por  los  poderes 
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<ie  provincia:  celebrar  tratados  parciales  de 
-carácter  político,  expedir  leyes  sobre  navega  • 
<:ión  interior  ó  exterior,  establecer  aduanas 
provinciales,  acuñar  moneda,  establecer  ban- 
-cos  de  emisión.  Cualquiera  de  los  actos  gu- 
bernativos de  provincia  que  salga  de  su  es- 
fera propia  y  tienda  á  invadir  la  que  este 
-artículo,  expresamente  les  ha  prohibido,  podrá 
ser  invalidado  por  el  tribunal  competente, 
sujeto  á  la  norma  que  las  limitaciones  enu- 
meradas le  ofrecen  para  resolver  todo  con- 
flicto y  deslindar  las  jurisdicciones. 

Existe,  además,  la  regla  de  que  para  toda 
interpretación  de  conflictos  entre  los  pode- 
res de  provincia  y  nacionales,  se  debe  estar 
-á  las  limitaciones  expresas  que  la  Constitu 
-ción  ha  establecido,  á  unos  y  á  otros,  hallán- 
dose enumeradas  en  el  citado  artículo  los 
-que  se  refieren  á  las  provincias  especialmen- 
te. En  cambio,  venimos  reconociendo,  como 
he  reconocido  ya,  que  la  esfera  de  acción  de 
los  poderes  de  provincia  es  mucho  más  am- 
plia, porque  es  general  y  originaria  respecto 
"de  las  facultades  conferidas  al  gobierno  fe- 
-deral,  y  este  principio  servirá  de  dirección  á 
ios  jueces  en  innumerables  casos  de  conflicto. 

La  Constitución  ha  tenido  el   visible,   ex- 
preso y    claro  propósito    de    centralizar,  de 
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uniformar  todo  lo  que  se  refiere  al  comer- 
cio y  al  orden  económico  nacional.  Ha  uni- 
formado el  comercio  exterior;  la  navegacióiv 
interior  es  universal,  está  abierta  á  todas 
las  banderas  y  no  puede  estar  sino  bajo  el 
control  de  la  autoridad  provincial;  la  mone- 
da, pesas  y  medidas,  que  son  elementos  del 
comercio;  la  legislación  común  comercial  se 
ha  uíi  i  formado  expresamente^  como  se  de- 
claró en  el  Congreso  General  Constituyente 
del  53,  para  salvarnos  de  la  anarquía  de  las 
leyes  que  nos  había  legado  España,  que 
eran  un  verdadero  caos,  según  las  palabras 
del  doctor  Gorostiaga,  al  fundar  esta  dispo- 
sición, así  como  está  uniformada  toda  la  le- 
gislación común,  que  en  los  Estados  Uni- 
dos pertenece  á  los  estados  particulares,  por 
ser  la  com7non  law  heredada  de  la  madre  pa- 
tria. Aquella  legislación  común,  que  en  su 
origen  fué  parte  de  los  poderes  inherentes 
á  las  provincias,  ha  sido  expresamente  de- 
legada en  el  gobierno  federal,  cuyo  congre- 
so debe  dictar  los  códigos  civil,  comercial, 
penal  y  de  minería. 

También  tiene  la  facultad  de  establecer 
postas  y  caminos  generales.  Las  aduanas  se 
han  liacionalizado,  y  tan  ha  sido  tenido  en 
cuenta  el  poder  individual,  autonómico  de  cada 
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provincia,  que  les  fueron  reconocidas  las 
aduanas  que  tenían  en  sus  territorios  al 
tiempo  de  su  incorporación;  y  ha  sido  uni- 
formado igualmente  el  tránsito  de  productos 
y  de  personas  de  un  estado  á  otro.  ¿Y  todo 
por  qué?  Porque  era  un  resultado  de  la  mis- 
ma vida  nacional;  porque  el  origen  de  to- 
das las  discordias  civiles  que  han  ensangren- 
tado nuestro  suelo,  estaba  en  ese  aislainiento 
recíproco,  en  que  cada  provincia  podía  es- 
tablecer aduanas  dentro  de  sus  fronteras,  pa- 
ra perseguir  y  extenuar  á  sus  vecinas,  é 
invadirlas  á  veces  por  fuerzas  armadas,  co- 
mo ha  ocurrido  constantemente. 

Todos  estos  poderes  nos  están  indicando 
cuál  es  el  pensamiento  de  nuestros  constitu- 
yentes al  constituir  una  unión  federativa,  y 
es  hacer  que  las  entidades  diversas  que  for- 
man el  sistema  concurran  á  una  sola  cosa: 
á  fundar  una  sola  nación,  una  sola  vida  pa- 
ra todos,  bajo  los  auspicios  de  la  Providen- 
cia, que  rige  todos  los  actos,  y  del  espíritu 
de  nuestros  antepasados,  que  sin  duda  algu- 
na protegen  á  nuestro  país  desde  la  morada 
inmortal  donde  habitan. 
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§  XIX 

EL    IN0r8O    16   DEL   ART.    67   DE   LA.    CONSTITUCIÓN 

Pero,  señor  presidente,  voy  acercándome 
al  fin.  y  debo  examinar  un  solo  inciso  de 
la  Constitución,  el  inciso  i6  del  artículo  67, 
que  atribuye  al  Congreso  la  facultad  —aun- 
que todos  lo  saben,  voy  á  permitirme  leer- 
lo, porque  esto  corresponde  al  orden  de  mi 
exposición  —  «de  proveer  lo  conducente  d  la 
prosperidad  del  país,  al  adelanto  y  bienes 
tar  de  todas  las  provincias,  y  al  progreso 
de  la  ilustración,  dictando  planes  de  ins- 
trucción general  y  universitaria,  y  promo- 
viendo la  indii'itria,  la  inmigración,  la  cons- 
trucción de  ferrocarriles  y  camles  nivegables, 
la  colonización  de  tierras  de  propiedad  na- 
cional, la  introducción  y  establecimiento  de 
nuevas  industrias,  la  importación  de  capita- 
les extranjeros  y  la  exploración  de  los  ríos 
interiores,  por  leyes  protectoras  de  estos  fi- 
nes y  por  canees  iones  temporales  de  privi 
legios  y  recompensas  de  estímulos. 

No  existe  en  todo  el  cuerpo  de  la  Cons- 
titución, á  no  ser  el  artículo   107,  que  con- 


Digitized  by 


Google 


—   117  — 

cuerda  con  éste,  una  sola  limitación  á  esta 
facultad  del  Congreso,  por  más  que  los  po- 
deres reconocidos  á  las  provincias  para  dic- 
tar igual  género  de  leyes  dentro  de  su  ju- 
risdicción y  ordenar  los  medios  de  prosperidad 
con  sus  recursos  propios,  pareciera  á  prime- 
ra vista  impedir  que  la  esfera  de  acción  del 
Congreso  sea  plena  é  ilimitada. 

No  se  limita  tampoco  la  facultad,  ni  si- 
quiera ante  el  ejercicio  de  los  derechos  de 
soberanía  gubernativa,  á  los  fines  de  la  for- 
mación de  la  renta  de  las  provincias,  por- 
que expresamente  dice  el  inciso  que  la  Na- 
ción puede  acordar  exenciones  de  impuestos, 
concesiones  temporales  de  priviligios  y  re- 
compensas. Privilegios  son  excepciones  á 
las  leyes,  y  ellos  so  acuerdan  en  vista  del 
interés  público. 

Sobre  este  artículo  de  la  Constitución  la 
Suprema  Corte  nacional  ha  establecido  ya 
su  opinión  en  una  forma  que  á  mí  me  pa- 
rece concluyente.  Cito  con  pesar,  por  lo  avan- 
zado de  la  hora,  esta  sentencia,  puesto  que 
debería  leer  una  parte  de  ella;  pero  es  tan 
importante  y  tan  ilustrativa  de  la  cuestión 
que  se  discute,  que  no  puedo  resolverme  á 
sacrificarla.  Se  trata  del  caso  del  ferrocarril 
Central    Argentino  contra   la  Provincia    de 
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Santa  Fé,  por  repetición  de  pago,  con  moti- 
vo de  la  exención  de  impuestos  provincia- 
les acordada  por  la  ley  del  Congreso  á  es- 
ta empresa. 

La  similitud  exacta  entre  la  facultad  de 
levantar  impuestos  y  la  de  disponer  de  la 
tierra  y  otras  concurrentes  á  procurar  el 
bienestar  general,  está  perfectamente  demos- 
trada por  los  autores  que  he  citado  antes, 
especialmente  por  Haré,  quien  dice  que  son 
perfectamente  semejantes  é  inherentes  á  la 
soberanía  del  estado. 

«Para  decidir  á  este  respecto, — dice  la 
Suprema  Corte,  tomo  XVJII,  serie  cuarta, 
página  236, — la  línea  que  separa  las  facul- 
tades del  Gobierno  Federal  de  los  derechos 
privativos  de  las  provincias,  es  indispensa- 
ble estudiar  la  naturaleza  misma  y  la  es- 
tructura de  las  instituciones  argentinas. 

«Si  bien  es  cierto  que  hemos  adoptado 
un  gobierno  que  encontramos  funcionando, 
cuyos  antecedentes  y  cuya  jurisprudencia 
deben  servirnos  de  modelo,  también  lo  es 
que  en  todo  lo  que  nos  hemos  separado  de 
aquél,  nuestras  instituciones  son  originales, 
que  no  tienen  más  precedentes  y  jurispru- 
dencia que  los  que  se  establezcan  en  nues- 
tros propios  tribunales. 
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«El  punto  sometido  hoy  al  fallo  de  la  Su- 
prema Corte  es  precisamente  unos  de  éstos. 

«En  la  Constitución  norteamericana  no 
-existe  una  prescripción  análoga  á  la  que 
consigna  el  inciso  i6  del  artículo  67  de  la 
Constitución  Nacional. 

«Por  esa  disposición  el  Congreso  tiene  el 
deber  de  proveer  lo  conducente  á  la  pros- 
peridad del  país,  al  adelanto  y  al  bienestar 
<ie  todas  las  provincias.  ..  promoviendo  la 
construcción  de  ferrocarriles.  . .  por  leyes 
protectoras  de  estos  fines  y  por  concesiones 
temporales  de  privilegios  y  recompensas 
-de  estímulo. 

«La  Constitución,  al  imponer  este  deber 
al  Congreso  y  al  acordarle  la  facultad  de 
hacer  concesiones  y  acordar  recompensas,  no 
haestablecido  más  limitación  que  la  de  que  ellas 
sean  temporales;  pero  nada  ha  dicho  respec- 
to de  \ñ  naturaleza  ó  del  carácter  de  esas 
concesiones.  En  cuanto  á  la  temporalidad  de 
la  exención,  el  caso  sud  judie  e  la  con  i  ene. 

«Sí,  pues,  para  los  fines  de  policía,  de  re- 
glamentación del  comercio  interprovincial,  ó 
simplemente  como  medida  de  estímulo  para 
promover  la  construcción  de  un  ferrocarril, 
-el  Congreso  cree  conveniente  acudir  al  pri- 
viligfio  de  la  exención  del  pago  de  impues- 
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tos  locales,  esta  disposición  será  perfectamen- 
te constitucional,  porque  ella  no  importará 
sino  el  ejercicio  de  una  facultad  del  Con- 
greso cuyas  leyes  priman  sobre  cualquiera 
disposición  contraria  que  pudieran  contener 
las  disposiciones  ó  leyes  de  provincia;  re- 
solver  lo  contrario  sería  reconocer  en  los  go- 
biernos de  provincia  la  facultad  de  anular  ó- 
entorpecer  los  efectos  de  la  legislación  del 
Congreso,  en  cuanto  ella  se  dirigiese  á  los  ob- 
jetos previstos  en  el  inciso  i6  del  artículo  67^ 

«Las  provincias,  haciendo  uso  de  la  fa_ 
cuitad  de  imponer,  podrán  llegar  con  sus  con^ 
tribuciones  á  hacer  imposible  la  realización 
de  las  concesiones  y  privilegios  que  el  Con- 
greso acordase,  destruyendo  así  uno  de  los 
más  primordiales  propósitos  del  pueblo  ar- 
gentino al  limitar  en  aquellas  ciertas  prerro- 
gativas autónomas  que  pertenecen  á  los  es- 
tados en  las  confederaciones  ó  federaciones 
puras,  pero  que  en  la  unión  argentina  han 
sido  dadas  á  la  Nación  por  prescripción  ex- 
presa de  la  Constitución. 

«Sise  estudian  los  términos  del  inciso  16^ 
del  artículo  67,  se  verá  que  la  Constitución 
encarga  al  gobierno  general  proveer  todo 
lo  concerniente...  «al  adelanto  y  bienestar 
de  todas  las  provincias». 
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«Ese  encargo  está  dado  á  la  Nación  por- 
que nuestros  constituyentes  comprendieron 
que  tratándose  de  un  país  con  tan  vasta 
extensión  territorial,  los  elementos  aislados 
de  cada  provincia  no  podrían  bastar  al  de- 
sarrollo de  sus  propias  riquezas,  y  quisieron 
que  fuera  la  Nación  la  que,  por  medio  de 
estímulos  á  la  industria,  á  la  inmigración,  á 
la  construcción  de  ferrocarriles  y  canales,  á 
la  introducción  de  capitales  extranjeros,  etc., 
etc.,  fomentase  el  desarrollo  de  la  riqueza  y  del 
progreso  de  todas  las  provincias,  sin  perjui- 
cio de  las  facultades  concurrentes  que  á  ella 
reconoce  el  artículo  107  de  la  Constitución». 

Veamos  ahora,  señor  presidente,  cómo  ha 
interpretado  el  Congreso,  desde  su  institu- 
ción hasta  nuestros  días,  esta  facultad  de 
promover  el  bienestar  general  de  las  pro- 
vincias. Si  fuese  á  enumerar  todas  las  leyes 
dictadas  por  el  Congreso  desde  el  año  54 
hasta  el  presente,  y  que  importan  construir 
ó  realizar  una  obra  pública  de  cualquier  na- 
turaleza, aunque  sea  municipal,  dentro  de 
las  jurisdicciones  locales,  no  terminaría  ja- 
más; por  eso  voy  á  limitarme  á  enunciar  so- 
lamente algunas  leyes  de  concesión  de  fe- 
rrocarriles, que  nacen  y  concluyen  dentro 
de  una  sola  provincia. 
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Son  las  leyes:  377,  de  11  de  Julio  de  1870, 
un  ferrocarril  de  Villanueva  á  Rio  Cuarto 
dentro  de  la  provincia  de  Córdoba. 

Ley  640,  de  17  de  Octubre  de  1873,  de 
Concordia  á  Gualeguaychú,  provincia  de  En- 
tre Ríos. 

Ley  746,  de  10  de  Octubre  de  1870,  de 
Buenos  Aires  á  Campana,  provincia  de  Bue- 
nos Aires,  cuando  esta  capital  no  estaba  aún 
bajo  el  dominio  de  la  Néición. 

Ley  numero  2024,  de  10  de  Octubre  de 
1887,  ferrocarril  de  Chilecito  al  mineral  de  Fa- 
matina,  35  kilómetros  dentro  de  la  provincia. 

Ley  2187,  ferrocarril  de  Goya  á  Monte- 
Caseros.  Entiendo  que  está  dentro  de  la  pro- 
vincia de  Corrientes. 

Ley  241 1,  de  10  de  Noviembre  de  1888, 
ferrocarril  del  Pilar  á  Campana,  provincia 
de  Buenos  Aires. 

Le}''  2418,  del  mismo  año,  ferrocarril  de 
Rivadavia  á  San  Antonio  de  Areco,  dos  pue- 
blos de  la  provincia   de  Buenos  Aires. 

Ley  25 1 4,  de  5  de  vSetiembre  1888,  ferro- 
carril de  Mendoza  á  San  Rafael,  provincia 
de  Mendoza. 

Ley  2592,  de  12  de  Octubre  de  1889,  fe- 
rrocarril de  Villaguay  á  Colón,  en  la  pro- 
vincia de  Entre  Ríos.    . 
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Ley  2665,  ferrocarril  de  Bahía  Blanca  á 
Tres    Arroyos,  provincia  de  Buenos    Aires. 

Ley  2673,  de  1889,  de  Nuñez  á  Riachue- 
lo,  provincia  de  Buenos   Aires. 

Ley  2685,  del  mismo  año,  de  Villaguay 
á  Colón,  Entré  Ríos. 

Ley  2724,  de  1890,  ferrocarril  de  Zarate 
al  Riachuelo. 

Ley  3725,  ferrocarril  de  Mendoza  á  San  Ra- 
fael, confirmando  la  anteriormente  citada. 

¿Por  qué  en  ninguna  de  las  provincias  en 
cuyo  territorio,— en  caso  de  que  se  aceptase 
la  doctrina  contraria  uso  de  esta  facultad 
por  el  Congreso,  se  han  cometido  estas 
usurpaciones  de  poder,  —  han  hecho  oir  su 
protesta,  y  muy  al  contrario,  en  el  seno  de 
esta  cámara  hemos  sido  los  diputados  de 
las  provincias  los  que  en  primer  lugar  he- 
mos considerado  como  una  honra  el  poder 
obtener  la  sanción  del  Congreso  para  una 
obra  pública  dentro  del  territorio  de  cada 
una  de  ellas,  aunque  más  no  fuese  que  un 
camino  destinado  á  ligar  un  municipio  con 
otro?  ¿Y  qué  significa  este  consentimiento 
perpetuo  de  las  provincias,  desde  que  se 
constituyeron  en  unión  federativa,  por  esta 
legislación  del  Congreso  dentro  de  su  terri- 
torio?   ¿Han   considerado    una    vez  siquiera 
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invadidos  sus  privilegios,  destruida  por  eso 
la  integridad  de  su  personalidad  política? 

No  quiero  citar  otra  vez  principios  de  de- 
recho para  demostrar  cómo  el  consentimien- 
to continuado  de  los  gobernados  respecto 
de  un  acto  del  poder  público  puede  erigirse 
en  ley,  ó  en  justificativo  tácito  del  poder, 
y  voy  á  citar  un  caso.  La  ley  de  impues- 
tos internos  votada  en  Estados  Unidos  á 
consecuencia  de  la  guerra  de  sucesión,  e^ 
una  ley  inconstitucional  en  el  sentido  ex- 
tricto  de  la  ley  fundamental. 

El  ex  presidente  Harrison,  en  un  libro 
bellísimo  que  el  señor  miembro  informante 
de  la  minoría  ha  citado,  hace  ver  que  en 
aquellos  días  fué  dictada  para  salvar  la  na- 
ción, y  que  ninguno  de  los  estados  ni  nin- 
gún ciudadano  puso  objeción  alguna  á  que 
esa  ley  fuese  aplicada,  porque  se  prefirió,— 
dice  Harrison,— antes  que  salvar  la  Consti 
tución  como  un  texto,  impedir  que  la  na- 
ción pereciera. 

Y  desde  entonces,  desde  el  año  1862,  pro- 
vienen tales  impuestos  de  carácter  interno, 
con  su  autoridad  nacional,  y  si  antes  han 
estado  también  establecidos  sobre  determi- 
nados ramos,  con  su  carácter  nacional  ge- 
neral proceden  de  aquella  fecha. 
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Y  en  nuestros  días,  se  podría  sostener 
que  la  ley  de  impuestos  internos  es  igual- 
mente inconstitucional,  juzgada  con  criterio 
extrictamente  jurídico  ó  literal:  pero  esa  ley  ha 
sido  aceptada  por  las  provincias;  ha  sido,  pue- 
de decirse,  reconocida  por  los  tribunales,  im- 
plícitamente, aunque  no  se  ha\^a  discutido 
directamente  su  constitucionalidad,  pues  ha 
sido  aplicada  en  infinidad  de  casos,  pero 
jamás  la  demanda  de  inconstitacionalidad 
ha  sido  promovida.  Y  esa  ley  nació  tam- 
bián  en  circunstancias  difíciles  para  este  país; 
no  necesito  recordarlas:  son  sucesos  recien- 
tes que  se  hallan  en  la  memoria  de  los  que 
me  escuchan.  Luego,  este  principio  que  en 
carácter  de  teoría  ó  de  pura  doctrina  he 
expuesto,  sobre  los  actos  de  los  poderes  pú- 
blicos consentidos  constantemente  por  los 
gobernados,  puede  llegar  á  constituir  de  he- 
cho, ó  por  una  especie  de  prescripción,  no 
de  derecho,  es  digno  de  ser  tenido  en  cuen- 
ta como  elemento  de  la  interpretación  cons- 
titucional en  la  materia  que  nos  ocupa. 
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§  XX 


FAZ   POLÍTICA    Y   ECONÓMICA   DB  LA   CUESTIÓN 


Por  Otra  parte,  señor,  y  voy  á  llegar  a 
mi  .término,  la  influencia  que  la  legislación 
del  Congreso  sobre  mejoras  internas,  sobre 
las  que  se  proponían  promover  el  bienestar 
general  de  todas  las  provincias,  ha  ejercido 
en  la  civilización  de  nuestro  país,  no  pue- 
de ponerse  en  duda. 

Ella  ha  contribuido  á  consolidar  el  go- 
bierno que  nuestros  constituyentes  se  dieron 
después  de  mil  vicisitudes;  ha  concurrido  á 
fundar  el  crédito  nacional,  á  consolidar  la 
paz  interior,  á  promover  también  la  seguri- 
dad exterior;  porque  la  suma  de  este  bien- 
estar formado,  creado  en  el  seno  de  cada 
provincia,  es  una  concurrencia  invisible  for- 
mada por  la  misma  vida,  por  la  misma  con- 
vivencia nacional;  esta  concurrencia  crea 
una  fuerza  económica  colectiva,  que  es  la 
gran  fuerza  económica  de  la  Nación,  que 
es  en  este  sentido  una  sola  entidad  forma- 
da por  la  suma  de  las  unidades  locales. 
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Y  si  esta  Nación  es  fuerte  por  medio  de 
todos  estos  recursos  originados  de  cualquie- 
ra de  estas  facultades,  será  mucho  más  res- 
petada afuera;  será  mucho  menos  objeto  de 
la  codicia  de  los  enemigos,  más  ó  menos 
declarados  de  la  República,  y  el  día  que 
lleguemos  á  poder  realizar  el  sueño  de  nues- 
tros antepasados,  que  no  pensaban  otra  co- 
sa sino  en  constituir  una  nación  fuerte,  eco- 
nómicamente, como  que  es  el  principio 
dominante  en  toda  la  carta,  ese  día  podre- 
mos rehabilitar  muchos  derechos  perdidos; 
podremos  entonces,  con  nuestra  sola  pre- 
sencia en  el  mundo,  cerrar  los  ojos  á  nues- 
tro respecto  á  muchas  ambiciones  de  dominio 
ó  de  expansión,  no  siempre  escritas  en  las 
formas  admitidas  del  derecho  internacional, 
porque  al  lado  de  éstas  existe  otra  palabra 
que  se  llama  diplomacia,  que  parecería  te- 
ner algo  de  esos  sentidos  ocultos,  que  de- 
terminan, en  la  realidad,  los  actos  de  la 
política  ó  de  la  historia. 

Nuestro  país  se  ha  expuesto,  por  causa 
de  sus  grandes  extensiones  desiertas,  de  sus 
latifundia,  que  hicieron  decir  á  Sarmiento 
que  eran  el  mal  de  nuestro  país,  á  ser  al- 
gunas veces  objeto  de  tentación  para  aque- 
llas   ambiciones    de  cuyas    manifestaciones, 
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de  pequeña  ó  grande  importancia,   no  hace 
mucho  hemos  podido  darnos  cuenta. 

Nuestro  país  no  tiene  el  mal  de  la  ex- 
tensión. Yo  no  podría  aceptar  jamás  esa 
teoría,  porque  en  su  nombre  podrían  des- 
pedazarnos todos  los  pueblos  extranjeros. 
Sostengo  que  la  extensión  de  su  territorio 
constituye  la  mayor  felicidad  de  la  Repú- 
blica; pero  que  esa  extensión  necesita  ser 
unida  por  vínculos  de  hierro,  por  vínculos 
que  el  ingenio  moderno  ha  puesto  á  dispo 
sición  del  hombre  para  formar  individuali- 
dades perfectas,  indestructibles.  Por  eso 
nunca  alabaré  bastante  la  legislación  pasa- 
da, que  ha  cruzado  de  ferrocarriles  toda  la 
República,  así  como  las  iniciativas  3'  la  ac- 
ción persistente  que  desarrolla  el  actual  go- 
bierno, procurando  vincular  los  territorios 
más  lejanos  de  nuestro  dominio,  para  que 
se  consolídela  vasta  unidad  territorial,  com- 
prendiendo todo  el  piís,  no  sólo  aquella 
parte  de  él  en  que  se  establecieron  los  con 
quistadores;  y  esto  no  lo  hemos  de  conse- 
guir si  no  procedemos  á  dar  todas  las  faci- 
lidades posibles  para  que  las  obras  públicas, 
las  vías  de  comunicación,  todo  lo  que  repre 
senta  un  progreso  interno,  sea  desarrollado 
con  criterio  práctico  y  prospectivo,  y  en  tan- 
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to  que  alcancen  los  recursos  de  las  provin- 
-cías  y  de  la  nación,  porque  para  eso  las 
provincias  se  han  desprendido  de  gran  par- 
te de  su  autonomía  financiera;  para  eso  han 
constituido  un  tesoro  nacional;  para  eso  se 
han  desprendido  de  sus  tierras,  de  sus  adua- 
nas; por  eso  no  han  resistido  á  la  sanción 
de  la  ley  de  impuestos  internos,  pues  saben 
que  han  cedido  un  derecho  propio,  el  de- 
recho de  vivir  y  de  regir  sus  propios  inte- 
reses; y  ellas,  al  establecer  en  la  Constitu- 
<:ión, — en  cuanto  ella  es  también  un  pacto, 
~  que  cedían  todos  los  ramos  de  renta  de 
-que  gozaran  para  la  formación  del  teso- 
ro común,  lo  hacían  para  eso,  para  promo- 
ver el  bienestar  interno  y  general  de  las 
provincias. 

Por  eso  yo  he  sostenido  en  esta  cámara 
otras  veces  que  la  facultad  de  demandar 
auxilios  y  subsidios  á  la  Nación,  de  parte 
de  las  provincias  que  realmente  no  pueden 
4sufragar  sus  gastos  propios,  es  una  facultad 
constitucional,  es  un  derecho. 

Podrá  ser  inconveniente  en  un  momento 
dado,  por  la  situación  de  las  finanzas  na- 
<:ionales,  el  realizar  esos  subsidios,  no  lo 
pondré  en  duda.  La  provincia  que  yo  repre- 
:sento  jamás  ha  de  oponer,  estoy  seguro,  un 
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argumento  de  esta  naturaleza,  una  prerro- 
gativa política,  que  sabe  que  la  tiene  por 
consentimiento  de  todas  las  demás  provin- 
cias, de  las  que   nunca   stí  podrá  separar. 

Por  lo  tanto,  lejos  de  ser  esta  una  limi-^ 
tación  de  las  facultades  de  las  provincias,, 
porque  la  Nación  decrete  obras  públicas 
dentro  de  su  territorio,  es  un  derecho  de 
ellas,  es  un  deber  del  Congreso,  un  deber 
expreso  en  la  Constitución,  y  reconocido 
por  el  comentario  auténtico  del  Congreso 
Constituyente^  y  sancionado  también  por  la 
jurisprudencia  legislativa. 

Ya  he  demostrado  hasta  la  evidencia  que 
muy  lejos  de  creer  un  peligro  el  ejercicio 
por  el  Congreso  del  poder  de  sancionar  me- 
joras internas,  todas  las  provincias  han  rea- 
liz^do,  han  ejercitado  siempre  este  derecho 
de  solicitar  el  apoyo  de  la  Nación,  que  es 
como  si  yo,  miembro  de  una  familia,  soli- 
cito la  ayuda  de  mis  hermanos  en  situacio- 
nes críticas,  en  situaciones  en  que  mis  fuer- 
zas me  abandonan,  en  que  mi  trabajo  es 
estéril,  en  que  mis  enfermedades  me  derri- 
ban. Si  este  supremo  recurso  fuese  un  pe- 
ligro, si  tal  facultad  se  hubiese  entendido 
así,  ya  habrían  caído  todas  sometidas,  ya. 
estaríamos    bajo  un  régimen  unitario  abso- 
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luto;  porque  desde  el  año  1854  hasta  aho- 
ra, no  se  hace  sino  legislar  en  et'órdert  In- 
terno de  las  provincias.  ' 

Es,  por  tanto,  de  buena  política  constitu- 
cional, atender  por  todos  los  medios  al  al- 
cance der  Congreso,  consultando  todas  las 
circunstancias  económicas  del  país  y  las 
muy  especiales  del  tesoro  de  la  Nación,  á 
que  las  provincias  se  pongan  én  camino  de 
desarrollar  su  propia  existencia,  y  que  la 
Nación  tenga  criterio  más  acertado,  rriás  prc- 
lífico, — diré  la  palabra, — para  invertir  sus 
recursos  dentro  de  las  provincias/  que  las 
obras  públicas  sean  calculadas  para  hacer 
reproducir  el  suelo,  para  que  ese  beneficio 
se  convierta  en  una  fuerza  propia,  en  una 
fuerza  viva  del  porvenir. 

Y  muy  lejos,  por  lo  tanto,  de  creer  yo  un 
peligro  para  las  autonomías  provinciales,  que 
el  Congreso  invierta  ó  derrame  los  benefi- 
cios de  su  munificencia  dentro  de  su  terri- 
torio; creo,  al  contrario,  que  ese  es  el  prin- 
cipio de  su  prosperidad,  que  ese  es  justamente 
el  principio  de  la  prosperidad  que  nuestros 
constituyentes  establecieron  en  todas  sus 
disposiciones:  ese  es  el  objeto  expreso  y  ge- 
neral de  la  Constitución. 

Mientras  las  provincias  sean  pobres  y  de- 
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ban  atenerse  á  sus  propias  fuerzas,  es  tal  el 
cúmulo  de  las  influencias  económicas  mo- 
dernas, que  por  mucho  que  hayan  progre- 
sado algunas  de  ellas,  como  la  misma  provin- 
cia de  Buenos  Aires,  á  quien  reconocemos 
iniciadora  de  casi  todos  los  adelantos  del  país; 
mientras  las  provincias  no  desarrollen  su 
propia  vida  con  el  auxilio  general  y  con 
los  recursos  propios,  estarán  siempre  en  la 
condición,  tristísima  por  cierto.  .  . 

Permítaseme  el  recuerdo  de  apuel  perso- 
naje de  Shakespeare,  que  solicitado  por  un 
romántico  enamorado  á  venderle  el  veneno 
con  cuyo  auxilio  iría  á  acompañar  á  su  espo 
sa  en  el  eterno  sueño  del.  sepulcro,  no  pu- 
do resignarse  á  perder  aquella  ganancia, 
pero  salvó  su  conciencia,  diciendo: 

^my  poverty   biit  not    my  will   consents». 

Consiente  mi  pobreza,  pero  no  mi  volun- 
tad..  . 

El  único  peligro  que  amenaza  á  las  pro- 
vincias es  el  mantenerse  en  la  pobreza,  in- 
capaces de  realizar  las  obras  que  han  de 
mejorar  su  propio  destino. 
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§  XXI 

UNIDAD  FERROVIARIA 

Me  había  propuesto,  además,  como  una 
tesis  accesoria,  demostrar  que  la  unidad  fe- 
rroviaria es  una  tendencia  económica  de  los 
pueblos  modernos,  y  que  esa  unidad  no  per- 
judica á  la  independencia  ó  autonomía  de 
las  regiones  en  los  estados  federativos;  muy 
al  contrario,  ella  es  una  representación  grá- 
fica de  la  federación,  tal  como  en  el  mo- 
mento actual  de  la  ciencia  política  se  con- 
sidera esa  forma  de  gobierno. 

La  Constitución  ha  querido  sin  duda  que 
al  lado  de  las  líneas  generales,  las  trunck 
Unes,  como  se  dice  en  Estados  Unidos,  exis- 
tan sistemas  derivados,  sistemas  locales  con- 
currentes á  la  giran  masa  de  la  producción 
nacional;  de  esa  manera  se  establecen  esas 
vinculaciones  materiales,  férreas,  diré,  en  el 
ejercicio  de  la  fuerza  económica  local,  pa- 
ra constituir  la  gran  masa  de  la  riqueza  na- 
cional. 

No  se  puede,  pues,  negar  á  las  provin- 
cias que  construyan  sus  ferrocarriles  propios, 
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que  extiendan,  administren  y  contraten  sus 
propias  redes;  para  eso  tienen  todas  las  fa- 
cultades concurrentes  en  tal  sentido,  para 
crear  todos  los  sistemas  necesarios  al  desen- 
volvimiento de  su  comercio  interno.  Sin 
desconocer,  pue3,  este  derecho  de  crear  y 
desarrollar  3U  régfimen  comercial  interno  y 
su  viabilidad  Jpcal,  en  concurrencia,  por  cier- 
to, con  4as ;  grandes  vías  i nter provinciales  y 
exteriQr^,  menciono  la  tendencia  moderna; 
como  Ke  .dicho,  hacia  la  centralización  fe 
rrqviaria..  Como  una  tendencia  la  cito,  nó 
como  una  autoridad  decisiva;  por  eso  em- 
pleo la  palabra  tendencia>.  El  mismo  Brj'ce 
cita  esto  como  una  «tendencia»  en  los  Es- 
tados Unidc§,  donde  existe  un  grupo  ya  res- 
petable de  hombres  que  empiezan  á  sostener 
la  conveniencia  de  uniformar  las  redes  fe- 
rroviarias, 

,  En.Alemaíiia  el  ejemplo  es  elocuente.  Un 
alto  interés  de  defensa  y  engrandecimiento 
nacional  h^  impuesto  allí  el,  régimen  ferro- 
viario uniforme,  al  mismo  tiempo  que  las 
conveniencias  económicas. 

Cito  estos  ejemplos  para  demostrar  q^ue 
esos.^on  los  resultados  de  la  qivilizacióñ 
moderna,  y  que  no  debemos  alarmarnos 
cuando  se  habla  de  centralización   ferrovia- 
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ria,  mucho  menos  cuando  la  más  perfecta 
federación  del  mundo,  que  es  la  Suiza,  acá 
ba  de  sancionar  en  el  gran  pebliscito  del 
20  de  Febrero  de  1898,  por  una  mayoría 
de  386.000  votos  contra  182.000,  la  unidad 
ferroviaria  de  los  cantones. 

Jamás  esto  puede  ser  un  mal.  ¿Qué  pe- 
ligro existe  para  las  autonomías  provincia- 
les en  que  haya  unidad  ferroviaria,  en  que 
haya  facilidades  de  comunicación,  en  que 
haya  baratura  en  los  fletes  y  la  mayor  uni- 
dad posible  en  las  tarifas?  ¿No  sabemos  to- 
dos los  diputados  del  interior  que  apenas 
hay  calamidad  más  grande  en  nuestro  país 
que  las  tarifas  diferenciales?  ¿No  sabemps 
lo  que  ocurre  con  jas  zonas  mineras  del 
oeste  y  norte,  con  las  maderas  del  centro, 
con  los  vinos  de  Cuyo,  y  en  fin  con  todas 
las  produccicMies  propias  de  cada  región  del 
país?  El  del  azúcar  es  un  ejemplo  típico. 
Las  producciones  se  estancan,  se  detienen 
por  efecto  de  esta  dilerencia  de  tarifas  que 
-aniquila  el  comercio  nacional;  y  si  esa  si- 
tuación se  produce  sólo  por  razón  del  dife- 
rente dominio  á  que  están  sujetas  las  líneas 
férreas  interprovinciales  ¿cómo  no  se  habría 
'de  agravar  si  viniese  á  agregarse  una  nue- 
va y  distinta  legislación   en  materia  de  tai*i- 
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fas  de  parte  de  cada  provincia  por  cuyo- 
territorio  cruzasen  los  productos  de  la  indus- 
tria nacional? 


§  XXII 

CONCLUSIÓN 

Señor  Presidente:  voy  á  concluir  esta  larga 
y  fatigosa  exposición.  En  estos  últimos  ins- 
tantes lo  he  apercibido,  porque  hay  una  ley 
física  de  compensación  en  todas  las  opera- 
ciones de  la  inteligencia,  que  establece  lími- 
tes naturales  al  ejercicio  de  todas  nuestras^ 
facultades.  Yo  siento  en  virtud  de  esa  ley,, 
que  ha  concluido  mi  discurso;  no  podría  ex- 
tenderse más,  sin  peligro  de  caer  en  una  for- 
ma de  abuso  que  á  un  distinguido  colega  y^ 
literato  le  expresé  en  confidencia:  esta  dis- 
cusión me  hace  el  efecto  de  uno  de  esos  tor- 
neos escolásticos  de  la  edad  media,  en  que 
todos  los  alumnos  se  esforzaban  en  probar  un 
axioma.  Estoy  convencido  de  que  seguir  más 
en  la  demostración  de  este  tema,  sería  caer 
en  el  exceso  de  querer  demostrar  lo  que  no 
necesita  demostración.  ¿Y  cómo,  dirán  mis 
honorables   colegas,   ha    hablado  usted   del 
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asunto  por  cerca  de  cinco  horas?  Ese  es  el 
problema  que  dejo  á  la  solución  que  la  bon- 
dad de  los  que  me  escuchan,  quiera  aplicar. 

Sólo  quiero  pedir  á  la  Honorable  Cáma- 
ra que  vote  la  declaración  que  la  mayoría 
de  la  comisión  ha  formulado,  no  sólo  por 
mi  juicio  individual,  porque  yo  crea  que  sin 
esa  declaración  el  Congreso  va  á  quedar  pri- 
vado de  la  facultad  qye  se  discute,  sino  por- 
que en  todo  caso  es  conveniente  que  una 
asamblea  legislativa  confirme  sus  privilegios, 
confirme  este  poder  inherente  á  su  institu- 
ción, cuando  por  cualquier  motivo  él  fuera 
puesto  en  duda,  y  para  incorporarnos  á  este 
progreso  evidente  de  la  jurisprudencia  de 
los  Estados  Unidos  que  tenemos  por  mo- 
delo, á  este  impulso  que  se  ha  impreso  á  las 
instituciones  contemporáneas  en  el  sentido 
de  fundar  la  unidad  social,  por  diversa  que 
sea  la  forma  de  la  organización  política. 

Estas  facultades  necesitan  ser  confirmadas 
en  nuestro  país,  tanto  porque  el  pasado  nos 
alecciona  con  su  experiencia  siempre  dolo- 
rosa,  en  cuya  época  hemos  presenciado  en 
nuestro  país  los  estragos  de  la  desunión  y 
de  la  separación,  de  las  disenciones  locales 
dentro  de  nuestra  gran  unidad,  cuanto  por- 
que considero  esas  ideas  como  un  verdadero 
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adelanto  en  la  ciencia  política,  y  anhelo  pa- 
ra el  Congreso  de  mi  patria,  el  honor  del 
ejemplo  á  todos  ios  pueblos  que  nos  escuchan 
y  nos  contemplan  en  nuestra  lucha  por  la 
civilización,  el  ejemplo  de  una  doctrina  des- 
tinada á  consolidar  para  siempre  las  bases 
de  la  unión  nacional. 

wSólo  me  resta,  para  concluir,  formular  un 
voto,  un  voto  íntimo,  como  ciudadano,  como 
miembro  de  esta  Cámara:  que  en  ningún  ca- 
so los  representantes  de  una  provincia  trai- 
gan como  elemento  de  su  juicio,  cuando  se 
trate  de  sancionar  una  obra  pública  dentro 
de  la  iurisdicción  de  una  de  ellas,  esa  razón 
de  la  absorción  nacional,  ese  peligro  de  ré- 
gimen unitario,  que  ya  fué  desterrado  por  la 
Constitución  y  por  todos  los  resultados  de 
nuestra  historia;  que  no  renueven  ese  pa- 
sado, que  no  nos  evoquen  ese  fantasma  san  • 
griento,  y  que,  lejos  de  eso,  todos  nuestros 
corazones  se  inspiren  en  una  sola  y  eterna 
ambición:  hacer  la  felicidad  presente  y  futu- 
ra de  nuestro  país,  fundarla  para  nosotros, 
para  nuestros  hijos  3^  para  nuestra,  más  re- 
mota posteridad. 

He  dicho.  (Muy  bien!  Aplausos  e?t  las 
bancas). 
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racultades  de  los  goWeri\os  nacloaal 
y  provlr\clales  sobre  política  sanitaria  arvlinal 


Discurso  pronunciado  en  la  Cámara  de  Diputados 
en  las  sesiones  del  13  y  16  de  Julio  de  1900,  al 
discutirse  en  particular  el  p-oyecto  de  ley  sobre 
policía  sanitaria  animal. 

Sr,   González — Pido  la  palabra. 

Voy  á  observar  al  señor  presidente  que, 
valiéndome  de  un  artículo  del  reglamento, 
del  artículo  no,  que  permite  analizar  en 
particular  un  proyecto,  artículo  por  artículo  ó 
período  por  período,  pienso  ocuparme  del 
período  de  esta  ley,  titulado:  «Enfermeda- 
des contagiosas  existentes  en  el  país»,  por- 
que creo  que  comprende  cuestiones  ge- 
nerales expresadas  en  casi  todos  sus  artí- 
culos. 

Sr.  Presidente —M.\xy  bien;  va  á  leerse 
primeramente  el  artículo. 

—Se  lee: 

Art.  23.  Corresponden  á  la  jurisdicción  de  los 
gobiernos  provinciales  las  medidas  necesarias  para 
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combatir  las  enfermedades  contagiosas  existentes 
en  el  país,  con  carácter  permanente;  pero  esos  go- 
biernos no  podrán,  dictar  resoluciones  que  traben 
la  libertad  de  comercio,  sin  autorización  del  Po- 
der íjjecutivo  Nacional. 

Sr.  Presidente — Está  en  discusión. 


§1 

EXPOSICIÓN   Y    ACLARACIÓN  PREVIAS 

Sr,   González— ^eñoY  presidente. 

He  advertido  perfectamente  el  espíritu  en 
que  se  encuentra  la  Honorable  Cámara  res- 
pecto de  este  debate  que  durante  tantos 
días  ha  ocupado  su  atención,  y  soy  muy 
respetuoso  de  estos  sentimientos,  explicables 
en  corporaciones  numerosas;  pero  se  me  dis- 
culpará si  tengo  esta  vez  que  ser  consecuen- 
te, no  sólo  con  hábitos  conocidos  de  todos 
mis  compañeros  y  predilecciones  doctrinales 
en  cuestiones  que  afectan  las  instituciones 
del  país,  sino  también  con  opiniones  verti- 
das en  otras  ocasiones,  ya  en  forma  hablada, 
ya  en  libros  que  algunas  personas  conocen. 

Quiero  también,  á  mi  vez,  aportar  mi. mo- 
desto contingente  para  que  esta  ley,  que 
reputo  de  la    más  alta  importancia   por  los 
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intereses  económicos  que  afecta  y  al  niismo 
tiempo  por  la  manera  cómo  compromete  la^s 
instituciones  fundamentales  de  la  Repúbli- 
ca, salga  en  mi  opinión  lo  más  prestigiac^a 
posible,  por  lo  cual  entiendo  que  sea  lo 
más  conforme  -posible  con  las  instituciones 
fundamentales  á  que  me  refiero. 

Siento,  indudablemente,  venir  á  la  discu- 
sión un  poco  tarde,  sobre  todo  después  que 
se  ha  hecho  un  debate  científico  que,  de- 
claro ingenuamente,  ha  cautivado  mi  es- 
píritu y  que  creo  ha  derramado  sobre  la 
cámara  ese  ambiente  de  simpatía  que  des- 
piertan las  personas  que  se  ocupan  de  es- 
tudios,, científicos  puro3.  El  ambiente  de  la 
ciencia  tiene  ese  gran  atractivo  sobre  los 
espíritus;  y  siento  que  mi  voz,  siempre  ruda 
y  vacilante,  caiga  en  este  medio  como  una 
piedra  en  el  cristal  transparente  de  un  lago 
tranquilo.  Siento  mucho  tener  que  interrum- 
pir esta  placidez  intelectual  en  que  el  deba- 
te se  ha  colocado,  para  llamar  otra  vez  la 
atención  de  toda  la  cámara  hacia  una  cues- 
tión que  quizá  el  ánimo  impaciente  de  la 
misma  ya  consideraba  alejada  de  la  discu- 
sión. 

Pero  un  ilustrado  señor  diputado,  coh  el 
asentimiento  que    siempre  la  cámara  presta 
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á  todas  sus  opiniones,  anticipó  un  debate 
constitucional,  y  como  lo  anticipó,  á  mi  jui- 
cio, no  en  todo  de  acuerdo  con  el  reglamen- 
to, no  me  permití  tampoco  pedir  la  palabra, 
y  contribuir  á  alargar  en  aquella  ocasión  in- 
cidentalmente  el  debate  con  una  cuestión 
que  era  fundamental. 

Por  eso  me  siento  también  comprometida 
á  emitir  en  esta  materia,  con  la  amplitud 
que  la  cámara  me  permita,  todas  mis  opi- 
niones; porque  he  escuchado  a3'er  afirmacio- 
ciones  que  califico  de  aventuradas  en  el  sen- 
tido de  nuestras  instituciones  federativas, 
que  ningún  tribunal,  que  ninguna  convención 
ha  declarado  todavía  caducas  en  el  territorio 
de  la  República. 

Este  mismo  giro  extraño,  que  ha  llevado 
el  debate  con  respecto  éi  la  cuestión  consti- 
tucional, hace  que  yo  tenga  derecho  á  pedir 
á  la  Honorable  Cámara  un  poco  más  de  be- 
nevolencia que  la  que  está  dispuesta  á  acor- 
dar á  los  oradores  que  tengan  mucho  que  de- 
cir en  este  género  de  asuntos. 

El  decir  que  esta  cuestión  compromete 
los  principios  fundamentales  de  nuestra  or- 
ganización política,  es  decir  indirectamente 
que  esta  cuestión  debe  debatirse  con  toda 
la  amplitud  necesaria. 
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Ninguna  cuestión  debatida,  ningúu  pro- 
yecto de  ley  presentado  en  este  Congreso 
•existen  que  hayan  comprometido  mayor  suma 
de  principios  constitucionales  que  el  que  se 
•discute  en  este  instante. 

Este  proyecto,  que  al  principio,  al  discu- 
tirse en  general,  poco  fué  observado  en  es- 
te sentido,  ha,  ido  descubriendo,  á  medida 
que  se  avanzaba,  mayores  profundidades,  de 
•carácter  científico  unas,  y  de  carácter  jurí- 
dico, legal  y  económico  otras.  Llegamos  á 
este  capitulo  de  la  ley,  en  que  veo  yo  la 
más  grande  de  las  profundidades  que  hay  en 
él,  y  siento,  naturalmente,  no  ser  yo  la  per- 
sona más  autorizada  para  conducir  á  la  cá- 
mara á  través  de  estas  dificultades. 

Reputo  esta  ley,  como  he  dicho  antes,  de 
gran  necesidad  para  la  República;  creo  que- 
•es  buena  en  muchos  de  sus  detalles,  es  bue- 
na en  su  espíritu,  está  sabiamente  concebida 
^n  toda  su  parte  orgánica,  en  detalle,  con 
excepción  de  aquellos  principios  fundamenta- 
les que  afectan  la  organización  federativa  del 
país. 

Por  otra  parte,  creo  que  esta  ley  se  puede 
comparar  con  una  construcción.  El  propieta- 
rio encarga  al  arquitecto  que  haga  un  edifi- 
cio determinado;  pero  el  arquitecto,  en  vez  de 
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emplear  las  trabazones  de  acero,  emplea  las 
trabazones  de  madera.  El  propietario  exa- 
mina la  obra  y  encuentra  que  ella  no  es  tan 
sólida  como  lo  hubiese  sido  si  se  hubiesen 
empleado  las  trabazones  internas  de  acero. 

Esta  ley,  en  vez  de  fundarse,  á  mi  juicio,, 
sobre  principios  inmutables,  principios  indes- 
tructibles, expresamente  establecidos  en  la 
Constitución,  ha  buscado  principios  vagos, 
principios  más  bien  implícitos,  que  no  son 
aquellos  sobre  los  cuales  se  puede  fundar 
una  ley  perfecta,  una  ley  duradera  é  invul^ 
nerable  contra  los  embates  del  tiempo,  de 
la  jurisprudencia  y  de  la  experiencia. 

Esto  quiere  decir  que  yo  no  soy  enemi- 
go de  esta  ley;  le  hallo  defectos  en  su  par- 
te interna  en  cuanto  afecta  los  principios, 
fundamentales  que  he  mencionado.  Y  cuan-^ 
do  llegue  al  término  de  mi  exposición,  la 
cámara  acabará  de  conocer  cuál  es  mi  idea 
en  detalle,  que  por  razones  de  método  de- 
jaré para  más  adelante. 

No  creo,  señor  presidente,  que  la  Consti- 
tución Argentina  se  oponga  á  que  se  dicte 
una  ley  como  ésta,  uniforme  para  toda  la 
República,  sobre  todo  cuando  se  trata  de 
velar  por  intereses  tan  vitales,  que  tanto- 
comprometen  el  crédito  del  país,  y  más  que 
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todo,  que  forman  la  base  de  su  principal 
riqueza. 

No  me  opongo  á  la  unidad  de  la  ley,  y  sí, 
solamente,  á  los  procedimientos  con  que  la 
comisión  quiere  conseguir  sus  propósitos,  y  en 
vista  de  que  esta  ley  se  funda  sobre  principios 
innominados,  indifinidos  en  la  misma  Cons- 
titución. Quiero  que  ella  se  levante  sobre  las 
bases  firmes,  claras,  expresas  y  terminantes 
que  la  Constitución  ofrece  al  Congreso  pa- 
ra   dictar  leyes  permanentes  é  irrevocables. 

Uno  de  nuestros  más  distinguidos  hom- 
bres públicos,  fundando  un  proyecto  de  ley 
— el  monopolio  del  alcohol — hacía  suya  en 
nuestro  país,  una  teoría  que  en  los  Estados 
Unidos  tiene  mucha  autoridad  en  estos  mo- 
mentos; teoría  que  tiene  en  cuenta  el  espíri- 
tu evolutivo  de  la  sociedad  y  el  contingente 
progresivo  de  la  jurisprudencia,  que  puede 
llegar  á  cambiar  el  medio  ambiente  en  que 
las  leyes  se  desarrollan,  y  hasta  cambiar  tam- 
bién su  mismo  espíritu,  aplicándola  así  á  las 
necesidades  nuevas  de  las  sociedades. 

Esto  que  en  otra  ocasión,  en  esta  misma 
cámara,  tuve  oportunidad  de  desarrollar  con 
más  extensión,  se  puede  aplicar  también  en 
esta  ley;  pero  ni  entonces  ni  ahora  sostengo 
que  se  pueda  echar  mano,  cuando  se  trata  del 
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ejercicio  de  poderes  positivos,  de  derechos 
implícitos,  de  principios  indefinidos  y  no* enu- 
merados en  la  Constitución. 

Se  ha  dicho,  también,  para  sostener  la  ne- 
cesidad de  llevar  á  sus  últimos  y  exagerados 
extremos  la  unidad  de  esta  ley,  más  bien  di- 
cho, su  unitarismo,  que  es  una  gran  cuestión 
de  salud  pública,  de  interés  general,  hacién- 
dose valer  aquel  conocido  aforismo  que  tan- 
ta importancia  tiene  para  la  aplicación  de 
esta  clase  de  facultades:  «que  la  salud  pública 
es  la  suprema  ley».  Este  aforismo  que  está 
incorporado  á  la  interpretación  constitucional 
de  toda  la  jurisprudencia  de  los  Estados  Uni- 
dos, es  la  que  funda  y  autoriza  la  exten- 
sión de  los  poderes  policiales  de  todo  estado 
constituido.  Pero  la  jurisprudencia,  al  mis- 
mo tiempo  que  la  doctrina,  han  establecido 
al  frente  de  este  poder,  este  otro,  expresa- 
do también  por  este  otro  aforismo  latino: 
^ic  utere  tico  ut  alienum  non  loe  das:  «Usa- 
rás de  tu  derecho  mientras  no  ataques  la 
esfera  del  derecho  ajeno». 

Esta  misma  razón  de  salud  pública,  de 
supremo  interés  general,  está  contrapesada, 
está  equilibrada,  según  el  admirable  siste^ 
ma  de  nuestra  Constitución,  por  otro  siste- 
ma de  derechos  personales,  de  derechos  cor- 
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porativos  concedidos  á  las  provincias  como 
estados  independientes  y  soberanos  dentro 
de  su  esfera,  por  la  misma  Constitución. 

Se  ha  dicho,  como  saben  muy  bien  los 
señores  diputados,  que  nuestro  gobierno  es 
un  gobierno  de  contrapeso  y  equilibrio  re- 
cíprocos, así  entre  los  poderes,  como  entre 
las  facultades  á  ellos  concedidas,  y  entre  el 
estado  nacional  y  los  estados  provinciales. 
De  manera  que  en  la  ley  que  quisiese  esta- 
blecer un  unitarismo  perfecto,  prescindiendo 
de  estas  autonomías,  de  estas  soberanías  li- 
mitadas, si  se  quiere,  pero  perfectas  en  su 
gran  esfera  de  acción,  será  una  ley  contra- 
ria al  espíritu  de  la  Constitución    Nacional. 

Como  yo  puedo  demostrar  que  esta  ley 
puede  ser  mejor  fundada  sobre  bases  más 
firmes,  es  que  me  he  permitido  hacer  de 
ella  un  estudio  un  tanto  prolijo,  con  la  in- 
tención de  ofrecerlo  á  la  Honorable  Cáma- 
ra y  á  la  ilustrada  comisión  que  ha  despa- 
chado este  proyecto,  como  un  elemento  de 
juicio  que,  en  mi  opinión,  puede  serles  útil. 

Por  otra  parte,  no  tengo  la  intención  de 
molestar  á  la  Honorable  Cámara,  entrando 
en  un  terreno  que  me  está  vedado.  Tengo 
la  suerte  de  ignorar  muchas  cosas.  Digo  la 
suerte,  señor  presidente. .  ..y  apelaré  aquí  á 
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dertas  aficiones  literarias,  repitiendo  una  fra- 
se de  una  gran  poetisa  americana,  que  dice 
que  si  hubiese  institutos  para  ignorar  como 
los  hay  para  aprender,  quizás  la  humanidad 
sería  más  feliz,— (Muy  bien). 

Yo  siento  verdadero  placer  en  ignorar 
ciertas  cosas,  porque  el  espíritu  que  todo  lo 
sabe,  se  siente  muy  fatigado  y  difícilmente 
puede  llegar  al  término  de  su  carrera. 

Así  confío  perfectamente  en  la  erudición, 
en  la  ilustración  asombrosa  que  han  mos- 
trado, tanto  el  miembro  informante  de  la  co- 
misión como  los  demás  señores  que  la  han 
impugnado,  así  como  mi  simpático  y  querido 
amigo  el  señor  diputado  Bermejo,  defensor 
de  esta  ley;  confío  en  sus  conocimientos  téc- 
nicos, reconozco  la  importancia  que  tienen 
en  la  ley,  pero  me  permitirán  que  rindien- 
do homenaje  profundo  á  mi  ignorancia,  pres- 
cinda de  ellos  por  completo. 


§  II 

ASPBCTO  CONSTrrUCIONAL  DE  LA   CUESTIÓN 

Me  ocuparé  solamente   del  aspecto  cons- 
titucional de  esta  cuestión,  confiando,  como 
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«iempre,  en  la  benevolencia  que  la  cámara 
-en  otras  ocasiones,  raras  por  otra  parte,  me 
ha  dispensado. 

Los  artículos  que  forman  el  capítulo  ti- 
tulado: Enfermedades  contagiosas  existentes 
4^72  el  país,  están  perfectamente  correlacio- 
nados; pero,  á  mi  juicio,  en  contradicción 
manifiesta  con  los  cinco  primeros  ya  sancio- 
nados; de  tal  manera  que,  me  parece,  la  co- 
misión difícilmente  podría  sostenerlos  una 
vez  examinados  en  comparación  unos  con 
otros. 

Digo  esto,  no  porque  me  proponga  aho- 
ra, en  este  instante,  hacer  un  estudio  com- 
parativo de  esos  artículos,  sino  para  demos- 
trar la  razón  porqué  al  ocuparme  de  este 
período  de  la  ley,  tengo  que  desarrollar  con 
la  amplitud  que  otros  señores  diputados  han 
usado  en  artículos  mucho  más  incidentales 
dado  el  espíritu  constitucional  de  la  cues- 
tión, desde  que  éstos  encierran  en  toda  su 
amplitud  las  bases  constitucionales  que  esta 
cuestión  compromete. 

La  cuestión  constitucional  es  muy  vasta, 
como  he  dicho.  Pero,  procediendo  con  mé- 
todo, voy  á  ocuparme,  ante  todo,  de  las  fa- 
cultades mismas  en  virtud  de  las  cuales  el 
Congreso  procede  á  dictar  esta  ley^  es  de- 
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cir,  de  la  cláusula  de  la  Constitución  que 
corresponde  aplicar  y  desenvolver  al  fun- 
darla. 

Ley  de  policía  sanitaria  animal,  la  ha  ti- 
tulado la  comisión;  y  observo  que  en  casi 
todos  sus  artículos  comprende  disposiciones, 
esencialmente  comerciales:  de  manera  que- 
si  la  hubiera  titulado  ley  de  co^nercio  ani- 
mal ó  ley  de  industria  animal,  como  se  ti-^ 
tula  la  ley  de  los  Estados  Unidos,  habría 
sido  quizás  más  exacta,  más  lógica  y  más. 
conforme  con  la  Constitución. 

De  esta  confusión  inicial,  de  que  á  mi 
juicio  ha  partido  la  comisión,  es  que  proceden 
muchas  de  las  que  hemos  padecido  algunos 
de  los  que  la  hemos  estudido  con  el  interés 
que  merece. 

Y  yo  me  he  preguntado  si  el  Congreso, 
al  dictar  esta  ley,  lo  hace  en  ejercicio  de 
poderes  comerciales,  que  son  expresos  en 
la  Constitución,  ó  en  ejercicio  de  poderes 
de  policía,  que  son  poderes  implícitos,  y, 
por  lo  tanto,  no  expresamente  conferidos  al 
Congreso  Nacional. 

A  juzgar  por  el  título  de  esta  ley,  que 
es  lo  que  indudablemente  la  califica, — y  eh- 
los  Estados  Unidos  se  acostumbra  poner  coni 
el  mayor    cuidado  el    título  de   las  leyes  y^ 
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definir  los   términos  fundamentales   en  ella 

empleados, — a    juzgar  por  el   título  de  esta 

«ley,  nadie  puede  dudar  de  que  se  trata  de 

una  ley  fundada  sobre,  facultades  policiales. 

Indudablemente  es  muy  difícil  separar  la 
esfera  de  acción  de  estos  dos  poderes;  los 
autores  lo  reconocen,  los  jueces  de  las  cor- 
tes también  lo  han  establecido;  pero  el  he- 
cho de  que  no  sea  fácil  la  separación  de 
los  dos  conceptos  policía  y  comercio  y  no  quie- 
re decir  que  no  se  distingan,  y  que  en  mu- 
chos casos  no  se  pueda  legislar  exclusiva- 
mente sobre  poderes  comerciales  y  en  muchos 
casos  sobre  poderes  de  policía. 

Pero  esta  ley  presenta  estas  dos  facultades 
en  una  perfecta  amalgama  y  en  una  confu- 
sión completa,  y  esto  es  lo  que  yo  me  pro- 
pongo también  analizar  y  poner  en  claro,  si 
mi  inteligencia  y  preparación  me  ayudan. 


§  III 

•   CLÁUSULAS  DB  LA  CONSTITUCIÓN  AFECTADAS 
POR  EL  PROYECTO 

Las  cláusulas  de  la  Constitución  Nacional 
que  este  proyecto  de  ley  compromete  son  nu- 
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merosas;  pero  voy  á  dedicarme  solo  á  enu- 
merar las  más  principales  y  que  incidental- 
mente  han  sido  ya  tratadas  en  las  diversas 
discusiones  que  han  fenido  lugar. 

El  Congreso  tiene  poder  especial,  expre- 
samente conferido  por  la  cláusula  1 2  del  ar- 
tículo 67  de  .la  Constitución,  para  reglar  el 
comercio  interprovincial  é  internacional..  Es- 
ta cláusula,  como  se  ha  dicho,  según  el  sis- 
tema de  equilibrio  de  nuestra  Constitución, 
está  á  su  vez  limitada  por  otra  cláusula,  la 
del  artículo  12,  segunda  parte,  por  la  cual  no 
se  puede  establecer  en  los  reglamentos  de 
comercio  preferencias  para  un'  puerto  res- 
pecto de  otros.  El  artículo  referente  al  co- 
mercio por  tierra  está  limitado  en  el  artículo 
1 1,  que  prohibe  establecer  derechos  de  trán- 
sito sobre  mercaderías,  cosas  ó  bienes  en 
general,  que  transiten  de  una  provincia  á 
otra. 

Hay  otra  cláusula,  que  es  la  gran  cláusu- 
la elástica  de  la  Constitución, — según  me  pa- 
rece que  aquí  se  ha  repetido, — la  de  las  fa- 
cultades necesarias  y  convenientes,  como  se 
llama  en  los  Estados  Unidos,  3'^  que  en  la 
nuestra  son  más  restringidas:  la  del  inciso  28 
del  artículo  67,  en  virtud  del  cual  el  Congre- 
so puede  dictar  todas  las  leyes  que  sean  con- 
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venientes  para  poner  en  ejercicio  los  poderes 
conferidos  por  el  artículo  67;  pero,  como  di- 
go, esta  cláusula  es  mucho  más  limitada  que 
la  de  los  Estados  Unidos,  que  no  se  relacio- 
na con  los  poderes  especialmente  conferidos 
al  Congreso.  En  este  sentido,  nuestra  Cons- 
titución es  más  federal  que  la  de  los  Estados 
Unidos,  siendo  la  de  aquel  país,  en  muchos 
otros  conceptos,  más  federal  que  la  nuestra. 

Por  otra  parte,  la  segunda  facultad  á  que 
me  refiero,  de  las  leyes  necesarias  y  conve- 
nientes para  poner  en  ejercicio  los  poderes 
conferidos,  tiene  también  su  limitación  extric- 
ta  en  el  artículo  33,  que  contiene  toda  la 
suma  de  poderes  reservados  por  el  pueblo 
de  las  provincias  y  de  la  Nación  al  organizar 
sus  poderes  gubernativos;  por  el  artículo  104 
que  expresamente  establece  que  todo  poder 
no  delegado  á  la  Nación  queda  reservado  á 
las  provincias;  y  por  el  artículo  108,  que  es 
mucho  más  especial,  más  concreto,  que  enu- 
mera una  por  una,  en  doce  cláusulas,  me  pa- 
rece, todas  las  limitaciones  expresas,  á  los 
poderes  reservados,  no  delegados  por  las  pro- 
vincias. 

Estos  son  los  artículos  que  tienen  que  ser- 
vir de  base  para  analizar  esta  cuestión,  sobre 
los  que  se  ha  de  basar  este  proyecto,  y  de  los 
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que  hay  que  extraer  los  cimientos  para  esta 
fábrica  que  con  tanto  estudio  y  preparación 
la  comisión  nos  ha  presentado. 

Igualmente  compromete,  como  ya  lo  ob- 
servó uno  de  los  más  inteligentes  diputados 
que  se  sientan  en  este  recinto,  el  señor  Vá- 
rela Ortiz . .  . 

Sr,    Várela  Ortiz — ¡Muchas  gracias! 

Sr,  González=. . .  con  esa  certeza  de  cri- 
terio que  le  caracteriza,  al  oponerse  á  la  cláu- 
sula de  la  ley  que  declaraba  como  puerto 
único  de  importación  para  los  animales  el 
puerto  de  Buenos  Aires,  donde  debía  cons- 
truirse un  lazareto,  la  cláusula  segunda  del 
artículo  12,  que  prohibe  «conceder  preferen- 
cias á  un  puerto  respecto  de  otros,  por  me- 
dio de  leyes  ó  reglamentos  de  comercio». 

Digo  que  este  artículo  está  profundamente 
comprometido,  porque  es  evidente  que  la 
ley  contiene  disposiciones  de  carácter  regla- 
mentario comercial,  que  es  una  ley  de  co- 
mercio por  excelencia,  desde  que  regla  una 
de  las  bases  del  ejercicio  del  comercio  ani- 
mal, declara  único  puerto  de  importación  al 
de  Buenos  Aires,  y  contrariando  todos  los 
principios  históricos  y  jurídicos,  restringe  y 
establece  preferencias,  que  serían  ruinosas 
para  los  demás  puertos  que  están   en   condi- 
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ciones    de    recibir    la    importación    de    ani- 
males. 

Pero  el  señor  diputado  por  la  Capital  en- 
contraba la  forma  perfectamente  ajustada  á 
nuestra  Constitución.  El  Congreso,  en  virtud 
de  sus  facultades  para  hacer  mejoras  inter- 
nas, crear  nuevos  puertos,  etc.,  propone  la 
construcción  en  el  puerto  de  la  Capital,  de 
un  lazareto  para  la  inspección  veterinaria  de 
los  animales  importados. 

Pero  esta  facultad  del  Congreso  para  reali- 
zar mejoras  internas,  la  puede  hacer  efectiva, 
no  solamente  en  el  territorio  de  la  Capital, 
sino  en  el  territorio  de  las  provincias,  en  vir- 
tud del  inciso  1 6  del  artículo  67  de  la  Cons- 
titución. 

Lo  he  explicado  con  toda  latitud  el  año 
pasado,  fundándome  muy  principalmente  en 
una  sentencia  de  la  Suprema  Corte  argenti- 
na, á  propósito  de  la  liberación  de  impuestos 
locales  á  un  ferrocarril  de  la  provincia  de 
Santa  Fé. 

Si  el  Congreso,  entonces,  tiene  una  facul- 
tad concurrente  para  decretar  obras  públi- 
cas en  el  territorio  de  las  provincias,  para 
favorecer  su  comercio  y  prepararlas  para  ser 
verdaderos  estados  autónomos,  las  provin- 
cias, á  su  vez,  tienen  ese  mismo  derecho  y 
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pueden  construir  lazaretos  en  esos  mismos 
puertos,  para  conservar  lá  salud  pública  y 
animal,  para  defenderse  contra  epidemias  y 
epizootias  que  puedan  venir  del  extranjero. 

Luego,  no  es  un  poder  exclusivo  del  Con- 
greso, y  en  este  sentido  la  comisión  iba  de 
masiado  lejos. 

Este  es  el  sentido  que  dan  á  este  artículo, 
á  esta  restricción,  á  la  facultad  de  reglar  él 
comercio,  los  dos  únicos  fallos  de  la  Supre- 
ma Corte  de  Estados  Unidos,  pronunciados 
directa  y  especialmente  sobre  este  punto:  el 
caso  de  CooleyíK  Board  of  Wardcfts  of  Pen- 
silvania,  que  está  en  el  tomo  12,  página 
299  de  Howard,  y  el  otro,  el  Wheeling 
Bridge  Case  y  muy  conocido,  que  está  en  la 
página  421  del  tomo  18  de  la  misma  serie. 

Pero  también  esa  es  la  interpretación  au- 
téntica dada  por  nuestras  convenciones  y 
por  nuestra  propia  Suprema  Corte. 

La  Convención  del  60,  en  el  informe  que 
presentó,  página  94,  y  en  la  página  14  del 
número  3  del  Redactor^  oportunamente  cita- 
do por  el  señor  diputado  por  la  Capital,  es- 
tablece el  sentido  claro  y  terminante  de  que 
esta  prohibición  tiene  por  objeto    evitar  las 

desigúaldes,  las  preferencias  comerciales  de 
un   puerto  respecto  de  otro,   dictadas  por  el 
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Congreso  de  la  Nación,  y  que  habícui  carac- 
terizado uno  de  los  momentos  más  infortu- 
nados de  nuestras  disenciones  ci\iles. 

Me  he  referido  ya  á  otra  clase  de  poderes 
comprometidos  por  esta  ley;  pero,  como  ellos 
han  de  ser  objeto  de  una  parte  especial  de 
mi  demostración,  pasaré  á  otro  punto:  me 
refiero  á  los  artículos  104  y  107  de  la  Consti- 
tución, que  contienen  lo  que  Alberdi  llama 
derecho  público  provincial  argentino. 

Compromete,  además,  esta  ley,  en  su  esencia 
misma,  el  artículo  1 10  de  la  Constitución,  que 
declara  á  los  gobernadores  de  provincia  agen- 
tes naturales  del  gobierno  federal,  para  ha- 
cer cumplir  la  Constitución  y  las  leyes  de 
la  Nación. 

Este  artículo  no  ha  sido  aún  suficiente- 
mente analizado,  y  creo  que  es  uno  de  los 
que  más  me^^ecen   la  atención  del  Congreso. 

La  historia  de  esta  disposición  la  hacen 
Alberdi  y  Sarmiento;  Alberdi,  que  iba  bas- 
tante lejos  en  sus  tendencies  unitarias  prác- 
ticas, respecto  de  ciertas  materias,  y  Sar- 
miento, que  las  combatía  en  un  sentido  mu- 
cho más  federal,  dentro  del  espíritu  de  la 
Constitución,  aun  cuando  era  más  unitario» 
en  otras  materias,  en  cuanto  procura  dignifi 
car  estos  mandatarios  como  representantes 
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de  una  de  las  ramas  del  gobierno  de  un  es- 
tado, la  rama  ejecutiva. 

No  se  ha  hecho  hasta  ahora  una  interpre- 
tación propia,  especial  de  este  artículo:  más 
bien  se  ha  considerado  una  cláusula  de  aque- 
lla que  los  gobiernos  emplean  como  recur- 
sos en  caso  necesario.  Así  vemos  que  mu- 
chos de  nuestros  hombres  públicos  la  han 
limitado  en  defensa  de  las  autonomías  pro- 
vinciales, cuando  han  desempeñado  poderes 
provinciales,  y  la  han  llevado  á  sus  últimos 
extremos,  cuando,  ocupando  poderes  nacio- 
nales, han  necesitado  emplear  la  mayor  su- 
ma posible  de  esos  poderes. 

Yo  creo  que  el  Congreso — y  esta  es  la 
ventaja  de  estas  discusiones  tranquilas,  un 
poco  doctrinales,  si  se  quiere,  pero  que  no 
están  mal  en  un  Congreso  compuesto  de 
hombres  políticos; — yo  creo,  digo,  que  el 
Congreso  necesita  ocuparse  de  una  interpre- 
tación permanente,  de  una  interpretación  im- 
parcial, desde  que  nosotros  no  somos  ni  go- 
bernadores de  provincia,  ni  Poder  Ejecutivo 
de  la  Nación, 

El  sentido  de  esta  cláusula  i  lo  de  la  Cons- 
titución no  puede  ser  otro  que  el  sentido 
general  del  gobierno  federativo.  La  Cons- 
titución nacional  es  una  constitución  dictada 
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para  la  Nación  como  estado,  y  sólo  rige  á 
los  estados  individuales  por  relación  córrela- 
tíva,  como  personalidades  autonómicas  de  un 
conjunto,  de  este  conjunto  que  según  la  frase 
de  Lincoln,  incorporada  á  la  jurisprudencia 
por  Chase, — ya  me  parece  haberla  repetido 
otra  vez,— expresa  el  verdadero  sentido  de 
nuestro  federalismo:  el  gobierno  de  la  Na- 
<:ión  Argentina  «es  una  unión  indestructible 
<Je  estados  indestructibles». 

Esta  es  la  verdadera  fórmula  del  fe- 
deralismo argentino,  y  dentro  ,  de  esta  in- 
terpretación es  que  debemos  colocar  todas 
y  cada  una  de  las  cláusulas  de  la  Consti- 
tución. 

La  convención  nacional  ha  dictado  una 
Constitución  general  y  ha  dejado  á  los  esta- 
dos, á  las  provincias,  que.  dicten  sus  Constitu- 
-ciones  locales.  .{Con  qué  objeto?  Para  que 
estas  convenciones  locales  establezcan  los 
medios,  los  procedimientos,  los  agentes,  con 
•el  fin  de  realizar  las  facultades  de  los  pode- 
res generales  instituidos  en  la  Constitución 
general. 

En  ningún  caso  se  ha  pensado, — salvo  po- 
deres expresos,  excepcionales,  como  he  di- 
<}ho  antes, — en  ningún  cciso  se  ha  establecido 
en  la  Constitución  que  la  autoridad  del  go- 
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biemo  federal,  debe,  en  todas  la» 'materias^ 
extenderse  hasta  el  último  rincón  dé  la  Re*^ 
pública.  En  ninguna  parte  se  comprende,  ni 
en  la  letra  ni  en  el  espíritu,  esta  téorí¿  es^tre- 
ma,  peligrosísima,  que  he  oído  sentar  á  uno 
de  nuestros  maestros  y  colegas,  diciendo  que 
la  autoridad  de  la  Nación  comprende  las  co-^ 
sas  3^  las  personas,  sea  que  se  encuentren  en 
la  jurisdicción  nacional  ó  en  la  jurisdicción 
provincial:  teoría  inadmisible,  porque  ho  so- 
lamente contraria  el  espíritu  general  dé  la 
Constitución,  sino  también  sus  principios  más 
expresos  y  terminantes. 

Por  via  de  referencia  citaré  la  segundia  par»* 
te  del  inciso  ii  del  artículo  67,  que  trata  de 
los  códigos  de  derecho  común  y  de  la  legis- 
lación general,  y  que  establece  perfectamente 
bien  la  separación  d.e  las  jurisdicciones:  «sin 
que  tales  códigos  alteren  las  jurisdicciones 
locales»,  porque  las  provincias  son  las  que 
deben  aplicar  esas  leyes,  según  que  las  cosas 
ó  las  personas  cayeren  bajo  sus  respectivas 
jurisdicciones»,  nacional  y  de  provincia,  se 
hallen  en  una  ú  otra  jurisdicción.  Esa  es  una 
teoría  demasiad  >  avanzada,  y  coíi  ella  ítega- 
riamos  hasta  suprimir  la  jurisdicción  conten^ 
ciosa  y  administrativa  que  corresponde  á  ca- 
da estado.  '  ,    ::     m 
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Sr.  Várela  Ortiz — Podríamos  pasar  á  ouar- 
te  intermedio.  -     1        i 

Sr.  Presidente — Invito  á  la  cámara  á  pa- 
sar á  cuarto  intermedio,  í     , 

— So    jtasa    á    cuartí»    iiitoniiodio.    siendo 

lils   (I    p.    III.  ' 


(Sesión  del  16  de  Julio 

Sr.  Presidente — Continúa  la  discusidn  del 
artículo  23  del  pro3'ecto  de  ley  de  policía 
sanitaria  animal.  }) 

Tiene  la  palabra  el  señor  diputado  -por 
La  Rioja.  ^  r 

Sr,  González — Declaro,  señor  presidente, 
que,  cd  entrar,  de  nuevo  en  mi  exposición' 
interrumpida  en  la  última  sesión,  vengo  con 
el  ánimo  un  poco  preocupado  por  la  atmós- 
fera de  fatiga  que  reina  indudablemente  en 
la  cámara,  y  resuelto  á  sobreponerme  á  mí 
mismo  para  vencer  la  presión,  que  al  mismo 
tiempo  que  ejerce  sobre  los  diputados  el 
ambiente  exterior,  representado  por  algunos. 
órganos  de  la  prensa,  que  parecen  dispues- 
tos á  coartar  á  la  cámara  en  el  uso  de  fa- 
cultades soberanas,  y  que  están   por* encima 
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de  todos  los  caprichos  y  de  todas  las  velei- 
dades del  espíritu  de    aquellos. 

Cito  esta  circunstancia,  no  porque  deba 
tomar  en  cuenta  esa  presión,  que  considero 
ilegítima,  sino  para  demostrar  al  Congreso, 
á  que  tengo  el  honor  de  pertenecer,  cuál  es 
la  consagración  que  un  diputado  le  debe, 
y  qué  clase  de  homenaje  le  merece  de  los 
hombres  que,  como  yo,  sólo  han  hecho  del 
estudio  su  carácter,  y  que  el  fruto  de  estos 
estudios  á  nadie  se  debe  sino  al  país  á  que 
se  pertenece,  y  que  este  asiento  que  por 
el  voto  de  mis  comprovincianos  ocupo,  me. 
da  la  ocasión  de  ofrecerle  para  el  mayor  pres- 
tigio  de  lo  que  yo  considero  el  imperio  de 
las    instituciones  libres. — (¡Muy   bien!) 

Hecha  esta  pequeña  advertencia  que  por 
esa  sola  razón,  como  digo,  traigo  al  debate, 
voy  á  pasar  adelante  sin  más  preámbulos. 

He  sido  el  primero  •  en  reconocer  la  ur- 
gencia y  la  importancia  de  la  ley  que  discu- 
timos; pero  no  he  ido  jamás  hasta  reconocer 
que  la  urgencia  y  la  razón  del  crédito  ex- 
terior que  en  su  apoyo  se  cita,  vayan  hasta 
imponernos  restricciones  en  la  discusión  mis- 
ma, ni  que  sea  capaz  de  postergar  las  altas 
consideraciones  de  orden  público  que  esta 
ley  compromete,  á  estas  otras  que,  si    bien 
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es  cierto  son  muy  importantes,  son  siempre 
secundarias  en  relación  con  el  crédito  moral 
del  país. 

Y  siempt*e  he  sostenido  que  es  anterior 
á  todo  el  crédito  moral  del  país,  como  es 
primero  la  personalidad  humana.  Y  el  pres- 
tigio de  la  Constitución,  la  solidez  con  que 
se  radica  en  el  país  es  muy  anterior,  es 
mucho  más  principal  que  el  mayor  ó  menor 
comercio  ganadero  que  pueda  desarrollarse 
al  amparo  de  las  leyes  sanitarias  que  e\ 
Congreso  dicte.  Esta  palabra  South  Ame- 
rica,  que  todavía,  por  desgracia  nuestra,, 
se  repite  en  las  naciones  europeas,  porque 
desconocen  nuestra  vitalidad  nacional,  y  des- 
conocen nuestro  espíritu  de  progreso  y  las 
grandes  virtudes  de  nuestra  raza;  esta  pa- 
labra ^Slí^/A  América,  repito,  procede  de  la 
creencia  que  muchos  países  europeos  abri- 
gan de  que  somos  incapaces  para  sostener 
y  prestigiar  nuestra  propia  Constitución  po- 
lítica.— [¡Muy  bien!)    ' 

Esta  razón  me  ha  inducido  á  estudiar  con 
toda  la  amplitud  que  estos  principios  re^ 
quieren,  la  cuestión  en  debate,  prometiendo 
al  mismo  tiempo  á  la  Honorable  ("amara 
que   la   fatigaré  lo  menos  posible. 


Digitized  by 


Google 


1 66  — 


§  IV 

LOH  ( i OBKRN A DOHBS  DE  PRO VINCl A ,  , A(^Ip^'TB>*  N A- 
,  TUUALES  DEL  (JOBIBRXO  FEDERAL 

Había  dicho  últimamente  que  esta  cláu- 
sula de  la  Constitución,  que  hace  de  los 
gobernadores  de  provincia  agentes  naturales 
del  gobierno  federal  para  cumplir  la  Cons- 
titución y  las  le3'es  de  la  Nación,  no  puede 
ser  interpretada  en  un  sentido  tan  extricto 
como  muchos  hombres  políticos  de  nuestro 
país  la  han  interpretado  en  el  hecho,  cuando 
han  necesitado  usar  de  estos  poderes  para 
fines  determinados  en  la  política  interna. 
I.a  Constitución  nadonal  no  exige  ni  puede 
exigir,  como  lo  ha  demostrado  Sarmiento 
en  su  Comrnfario,  que  los  gobernadores  de 
provincia  sean  sargentos  de  armas  del  Pre- 
sidente de  la  República,  ni  del  gobierno 
federal;  son  agentes  naturales,  como  dice  la 
Constitución,  pero  dentro  del  organismo  ins- 
titucional, establecido  por  la  constitución  de 
cada  provincia  en  uso  de  los  poderes  re- 
servados por  cada  una  de  ellas  al  formar 
^1  gobierno  federal.  La  Constitución  nacio- 
nal establece  el  precepto  general;   las  cons- 
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titucionés  de  provincia  determinan  el  pro- 
■cedimiento,  los  medios  por  los  cuales  los 
gobernadores  de  provincia  han  de  ser  los 
agentes  naturales  del  gobierno  federal.  Ocu- 
rre en  este  orden  constitucional  Jo  mismo 
<\\xe  en  el  orden  legislativo  común.  El  Con- 
greso nacional  dicta  los  códigos  generales 
de  la  Nación,  pero  son  las  provincias  las  que 
los  aplican.  Este  argumento  se  puede  aplicar 
^n  este  caso  por  analogía. 

En  su  oportunidad,  yo  indicaré  algunas 
excepciones  que  tiene  este  precepto;  excep- 
ciones que  proceden,  no  de  la  letra  de 
■esta  cláusula,  sino  de  otras  establecidas  ex- 
presamente por  la  Constitución,  y  los  citaré: 
los  poderes  de  guerra,  por  ejemplo,  acor- 
dados al  Presidente  de  la  República. 

He  dicho  que  existe  una  incompatibilidad 
manifiesta  entre  el  artículo  2®  del  proyecto 
^sancionado  y  el  artículo  23,  en  cuanto  el 
primero  hace  de  los  gobernadores  de  pro- 
vincia agentes  naturales  del  Poder  Ejecu- 
tivo de  la  Nación  para  hacer  cumplir  esta 
ley.  Esta  incompatibilidad  resulta  de  los 
términos  del  artículo.  Porque  en  él  se  es- 
tablece una  incongruencia  en  el  mismo 
texto,  diciendo  que  los  gobernadores  de  pro-i 
vincia,  como  agentes  naturales,  colaborarán 
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en  esta  ley;  y,  al  mismo  tiempo,  en  el  mismo, 
artículo  se  dice  que  ejercen  poderes  con- 
currentes. Esta  es  una  contradicción  insal- 
vable, porque  los  poderes  concurrentes  son 
poderes  libremente  ejercidos  por  los  gober- 
nadores de  provincia,  en  uso  de  la  facultad 
que  su  propia  constitución  les  acuerda;  y  los. 
que  ejercen  como  agentes  del  gobierno  ge- 
neral, son  poderes  delegados,  de  segunda 
orden,  que  no  les  pertenecen  á  ellos  y  losi 
ejercen  simplemente  por  delegación  del  go- 
bierno nacional. 

l.os  poderes  ejecutivos  de  provincia,  señor 
presidente,  tienen  una  existencia  constitu-^ 
cional,  nacional  y  provincial.  La  Constitu-; 
ción  nacional  lo  expresa  terminamente  en 
los  arríenlos  5^  105  y  iio,  estableciendo 
claramente  que  deben  llamarse  así:  «gober- 
nadores de  provincia»;  pero  por  las  razo- 
nes que  'he  expresado  y  por  un  fallo  de  la 
Suprema  Corte  argentina,  en  un  caso  ocu- 
rrido, me  parece,  en  la  provincia  de  San 
Luis,  e^á  establecido  que  los  ¿"obernadores- 
de  provincia  dependen  para  el  cumplimiento 
de  sus  función e3,  de  las  constituciones  qu^ 
las  provincias  se  dictan  en  usó  de  las  atri- 
buciones reservadas  por  los  artículos  104  y 
105   de  la  Constitución,  hecha  excepción  de 
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los  poderes  de  guerra.  El  fallo  á  que  me 
refiero  está  en  el  tomo  lo,  página  353,  de 
la    colección  de  fallos  de  la  Suprema  Corte. 


§  V 

FACULTAD  DKl.  C0N(;RES<)  l'AKA  RE(;LAU  KL  COMKKÍÜO 

Entro  ahora  á  ocuparme  directamente  del 
aspecto  fundamental  de  esta  cuestión,  que  es 
la  facultad  que  tiene  el  Congreso  para  reglar 
el  comercio  interprovincial  é  internacional 
de  la  República,  regido  por  la  cláusula  12 
del  artículo  67  de  la  Constitución,  limitada 
por  la  segunda  parte  del  artículo  12  de  la 
misma,  y  á  la  vez  por  los  poderes  genera- 
les establecidos  -en  los  artículos   104  y    105^ 

Aquí,  por  necesidad  y  por  espíritu  de  con- 
secuencia y  de  lógica  conmigo  mismo,  debo 
recordar  que  el  año  anterior,  tratándose  de 
una  gran  cuestión  semejante  á  ésta,  por  los 
principios  comprometidos— la  de  las  facul* 
tades  del  Congreso  para  mandar  construir 
ferrocarriles  en  el  territorio  de  las  provin* 
cías — avancé  ideas  cuya  consecuencia  con 
las  que  ahora  sostengo  debo  determinar  desde 
luego. 
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Existe  en  nuestro  parlamento,  por  des- 
gracia, una  mala  práctica,  cual  es  la  de  los 
argumentos  ad  hominem,  como-  es  éste  de 
poner  á  un  diputado,  que  es  autor,  en  con- 
tradicción consigo  mismo.  De  estos  argu- 
mentos, prohibidos  por  las  prácticas  parla- 
mentarias en  nuestro  sistema  de  gobierno, 
se  usa,  se  abusa  en  nuestro  parlamento;  pero 
como  aquellas  imputaciones  quedaron  sin 
respuesta,  por  razones  de  sencillez  del  de- 
bate, debo  decir  que  ni  entonces,  ni  ahora 
está  el  diputado  que  habla .  en  contradicción 
ni  con  sus  opiniones  de  autor,  ni  con  sus 
opiniones  de  diputado. 

Sostuve  en  aquella  ocasión  que  las  facul- 
tades del  Congreso  para  reglar  el  comercio 
interprovincial  é  internacional,  en  cuanto 
eran  expresamente  conferidas  por  ía  Cons- 
titución, eran  facultades  ilimitadas,  que  po- 
dían ir  hasta  donde  alcanza  la  necesidad, 
que  es  la  ley  que  determina  la  ejecución 
del  precepto.  Sostuve  con  amplísima  infor- 
mación, al  mismo  tiempo,  que  la  basé  de 
ésta  consistía  en  una  cláusula  especial  de 
la  Constitución,  la  del  inciso  i6  del  articuló 
87,  por  la  cual  el  Congreso  tiene  facultad 
para  votar  mejoras  internas  dentro  del  te- 
rritorio de  las  provincias,  cláusula  perfecta- 
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mente  explicada  y  confirmada  poruña  sen- 
tencia muy  notable  de  nuestra  Suprema  Corte 
en  él  =  caso'  '■  que  cité,  de  liberación  de  im- 
puestos á'  una  compañía  ferroviaria  de  la 
provincia  de  Santa  Fé,  en  donde  se  deter- 
minaba; que  éste  era  un  poder  excepcional 
concedido  ál  Congreso,  respecto  á  su  mo- 
delo de  los  Estados  Unidos,  porque  allí  no 
existe  i  esta  '  cláusula,  y  en*  nuestra  Go;isti^ 
tu  ció  n  existe  expresamente  conferida;  y  en 
aquel  libro,  que  algunos  de  mis.  colegas  en 
aquélla  ocasión  querían  poner  en  a>ntra  mía, 
sostuve  estas  mismas  opiniones  en  él  párrafo 
463.  Los- casos  son  enteramente  diferentes. 

Ahora!  yo  lie  tenido  ocasión  de  manifes- 
tar que^  esta  cuestión  gira  alrededor  de  dos 
principios  fundamentales:  la  facultad  del  Con- 
greso para  reglar  el  comercio  concedida  ex- 
présainsente  al  Congreso,  y  las  facultades  po- 
liciales, que  no  son  concedidas  expresamente 
al  estado  federal,  pero  que  les  corresponden 
como  derecho  inherente  de  conservación  á 
todo  estado,  á  toda  persona  del  derecho. 

Esta  cláusula,  por  otra  parte^  se  encuen- 
tra limitada  en  la  .misma  Constitución  por 
dos  órdenes  dé  principios:  principios  expre- 
sos^ acordados  alas  provincias,  y  principios 
generales  derivados   de  este  mismo  sistema 
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de  equilibrio  y  nontrapeso  en  que-  se  funda 
toda  nuestra  Constitución. 

I.os  poderes  generales  del  gobierno  fede- 
ral, se  hallan  equilibrados  por  los  poderes 
generales  de  los  estados.  Y  nuestra  Supre- 
ma Corte  en  un  caso  que  se  encuentra  en 
el  tomo  7,  página  386  de  los  fallos,  caso  de 
Luis  Resoagli  contra  la  provincia  Corrientes, 
fallado  en  30  de  Junio  de  1869,  establece 
estas  conclusiones,  que  la  cámara  me  va  á 
permitir  leer: 

«T^  constitución  federal  de  la  República 
se  adoptó  para  su  gobierno  como  nación,  no 
para  el  gobierno  particular  de  las  provincias, 
las  cuales,  según  la  declaración  del  artículo 
105,  tienen  derecho  á  regirse  por  sus  pro^ 
pías  instituciones,  y  á  elegir  por  sí  mismas 
sus  gobernadores,  legisladores  y  demás  em- 
pleados; es  decir,  que  conservan  su  sobe- 
ranía absoluta  en  todo  lo  relativo  á  los  po- 
deres no  delegados  á  la  Nación,  como  lo 
reconoce  el  artículo  104.  De  este  principio 
fundamental  se  deduce  que  á  ellas  corres- 
ponde exclusivamente  darse  leyes  y  orde- 
iianzas  de  impuestos  locales,  de  policm\  hi- 
gie7if,  y,  en  general,  todas  las  que  juzguen 
conducentes  á  su  bienestar  y  prosperidad, 
sin     mas    limitaciottes   qne  las  (numeradas 
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vn    el  artículo  loS    de  la   misma   Constitu- 
ción » .  . 


I^IMITAíJIONKS    Á    U>f:>   PODKREíJ    NACIONALE.S    Y    PKO- 
VI  N(  I A  LES 

Veamos,  señor  presidente,  cuáles  son  las 
limitaciones  que  establece  el  artículo  io8; 
y  cómo  tratándose  de  interpretación  consti- 
tucional, las  limitaciones  son  siempre  expre- 
!^as,  mientras  que  tratándose  de  poderes  con- 
feridos, ellas  pueden  ser  generales  é  implí- 
citas, vamos  a  deducir  que  va  en  el  artículo 
108,  ni  en  ninguna  de  las  doce  cláusulas  de 
los  poderes  limitados  de  las  provincias,  se  im- 
pide á  éstas  dictar  reglamentos  de  comercio 
interno,  ni  reglamentos  de  policía  para  la 
defensa  sanitaria  ó  del    orden  público. 

Hecha  esta  comparación  entre  el  artículo 
108,  que  es  limitación  expresa  del  articulo 
107,  debemos  deducir  que  el  poder  federal 
sólo  puede  limitar  y  destruir  el  poder  re- 
servado á  las  provincias  en  estos  tres  casos 
generales:  primero,  cuando  ejerce  las  facul- 
tades   expresamente    conferidas    por    el    in- , 
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ciso  12  del  artículo  67,  para  reglar  el x comer- 
cio internacional  é  interprovincial;  segundo, 
cuando  ejerce  otros  poderes  conferidos,  que 
si  no  son  propiamente  comerciales  tienen 
algo  del  carácter  comercial  ó  represivo  de 
los  desórdenes  ó  desequilibrios  en  el  orden 
social;  y  tercero,  caso  resuelto  pHr  'la  Su- 
prema Corte  en  el  tomo  tercero,  página  loi, 
cuando  hay  incompatibilidad  absoluta  en  el 
ejercicio  de  un  poder  entre  la  Nación  y'las 
provincias,  incompatibilidad  qiie  procede-,'  ó 
de  la  letra  misma  de  la  le}^  ó  del  carácter 
de  los  hechos  que  se  realizan. ¡  '    ' 

Y  aquí  me  corresponde,  señor  presidente, 
recordar  la  grande  amplitud  que  las  pro- 
vincias se  han  reservado  para  sU  vida  in- 
terna dé  estados  federativos  al  dictar  la 
Constitución.  '  '•    -i 

Entre  nosotros,  no  aparece  en  la  realidad 
esta  amplitud  de  facultades,  porque  nuestras 
provincias  se  han  desarrollado  poco,  hian 
vivido  poco,  y  su  vida  económica  y  áófcial, 
no  está  aún  bastante  formada  y  en  fcorídi- 
ciones  de  manifestar,  de  revelar  toda  1^  vir- 
tud dé  los  poderes  que  este  artículo  coi^* 
prende.  =   .      "     .  ; 

Y  esta  es  la  razón  por  la  cual  muchos"  de 
nuestros  jurisconsultos,  al  interpretar'! él  Cm^s- 
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titución,  no  ven  esta  extensión  de  faculta- 
des: porque  la  vida  misma  de  las  provincias, 
no  la  ha  revelado.  Pero  estudiando  un  pí)co 
los  antecedentes  de  nuestra  organización  na- 
cional, han  de  aparecer  los  fundamentos  de 
esta  extensión. 

No  debemos  olvidar  que  antes  de  la  fun- 
dación de  nuestro  régimen  federativo,  casi 
todas  las  provincias  eran  ante  el  derecho 
constitucional  interno  y  ante  el  derecho  in- 
ternacional en  sus  principios  generales,  verda- 
deros estados,  que  si  no  formaban  parte  efec- 
tiva de  una  unión  federativa,  la  formaban 
en  expectativa,  porque  en  casi  todos  sus 
instrumentos  constitucionales  se  decía:  «Mien- 
tras no  se  organice  el  gobierno  de  los  es- 
tados confederados.  ...»  «mientras  no  se  con- 
voque   una    asamblea  general «regirá  la 

presente  Constitución  y  la  provincia  será 
un  estado  independiente  y  libre».  Ese  es 
el  lenguaje  de  todos  esos  estatutos,  y  voy  á 
citar  algunos,  porque  conviene  desvanecer 
cierta  idea  tradicionalmente  perpetuada  entre 
nosotros,  de  que  durante  aquella  época,  real- 
mente dolorosa  bajo  tantos  conceptos,  que 
abarca  desde  el  año  1820  hasta  el  año  1852, 
regía  un  sistema  de  barbarie,  de  caudjjlaje, 
de  crímenes   y  de  desastres  de  todo  génier/:). 
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En  esto  hay  mucha  exageración.  Es  nece- 
sario desconocer  las  leyes  de  la  historia, 
universal  para  hacer  afirmaciones  tan  abso- 
lutas. Las  grandes  nacionalidades  no  se  han 
formado  en  un  día;  no  han  nacido  de  un 
Jiat  celestial;  se  han  formado  á  costa  de 
sangre,  á  costa  de  mil  inconvenientes  gra- 
vísimos," y  bastaría  leer  la  historia  inglesa 
y  la  de  los  Estados  Unidos,  para  ver  cuánta 
sangre  y  desastres  cuesta  la  organización 
de  un  estado  libre. 


§  VII 

AXTKCJflNTES    NA(JIONALBS 

En  la  provincia  de  Buenos  Aires,  desde 
el  año  1820  al  33,  rigió  todo  un  sistem¿i  de 
leyes  fundamentales,  que  reunidas  forman 
una  verdadera  constitución  y  dan  existencia 
á  un  verdadero  estado  autonómico  é  in- 
tlependiente.  Verdad  es  que  llevó  muy  ade- 
lante sus  poderes  de  representación.  Pero 
esta  misma  prov^incia  de  Buenos  Aires,  por 
medio  de  su  legislación  adelantada,  que 
ha  llegado  á  ser  en  gran  parte  legislación 
federal,  salvo  el  respeto    exterior    de  nuefe- 
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tro  país,  representó  aate  el  mundo  lia  cul- 
tura naciente  de  e&ta  región>¡  é  impidió 
que  los  desastes  de  la  tiranía  y r muchas 
otras  calamidades  qué  se  cernían  sobre  no- 
•sotros,  consumaran  la  obra  de  la   fatalidad. 

En  el  proyecto  de  constitución  para  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  redactado  por 
los  doctores  Vidal,  Alcorta  y  Garcia  Valdez, 
se  establecen  claramente  las  bases  de  la,  in- 
depencia  autonómica  de  la  provincia  de. Bue- 
nos Aires  con  todos  sus  poderes  de ,  legis- 
lación extranjera,  sobre  comercio  y  .diplo- 
macia. ,  .    , 

En  la, .Constitución  de  Corrient/es  c}^  ifi2¿^ 
se  daba  al  Congreso  local  las  faqulta,d'es  de 
reglar  el  comercio,  interior  y  extferlor  y:  ye- 
lar  por  el  desarrollo  de  )a  ganadería  .y 
agricultura. 

En  la  constitución  provisoria,.— me. pa 
rece  que  este  es  su  título,— que  ser  dictó  en 
la  provincia  de  Entre.  Ríos  el  año  ¿822,  se 
-establece  claraiínente  la  facultad  de  la,  le- 
gislatura para . :  reglamentar  el  comercio  in- 
terno y  extjerno  de  la  provincia  ;y. cobrar 
sus  derechos  ¡úe  aduana  interproyincial  y 
exterior.  ,,         .  .        oí-    >■    -  * 

El  reglamento  coristituciotial  — r^)tabl^  bajo 
mil  conceptOs-rrrde  la'  provincia  de  Córdoba 

j.  V.  GONZÁLKZ  -Debates  Constitucionales  -Tomo  I.  12 
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del  año  1821,  también  provisorio, — (desearía 
que  los  señores  diputados  leyesen  las  clau- 
suléis que  este  estatuto  contiene),  se  definen 
perfectamente  los  poderes  naturales  de  todo 
estado  en  formación  para  dictar  las  leyes 
de  su  progreso  interno,  defensa  sanitaria 
y  política,  y  establece  en  general  que  todos 
estos  poderes  cederán  una  vez  que  el  Con- 
greso federal  se  forme  y  establezca  la  ley 
uniforme  para   toda  la   República. 

No  cito  la  Constitución  del  año  47  de 
la  misma  provincia,  porque  fué  dictada  en 
épocas  muy  calamitosas,  sobre  las  cuales 
aún  no  se  ha  hecho  el  juicio  histórico. 

Esta  condición  de  nuestras  provincias 
anterior  á  la  constitución  federativa  del  53^ 
explica  en  gran  parte  la  amplitud  de  los 
poderes  que  ellas  se  han  reservado,  ¿ú  for- 
mar la  nacional,  porque  el  artículo  104  dice 
que  conservan  todos  los  poderes  no  delega- 
dos. T^  Constitución  Nacional  en  este  caso, 
en  cuanto  es  un  pacto  entre  estados,  esta- 
blece todos  los  poderes  que  aquellas  han 
conferido  al  gobierno  general;  pero  como  no 
es  solo  un  pacto,  sino  también  un  instrumento 
de  derechos  conferidos  á  un  poder  general 
y  de  reserva  de  derechos  particulares,  tiene 
que  ser  siempre  doble  la  intá-pretación  de 


Digitized  by 


Google 


-    179    - 

este  estatuto:  como  pacto  entre  estados  y 
como  instrumento  jurídico.  Y  és  en  este 
sentido  que  nuestra  misma  Suprema  Corte 
ha  establecido  esta  regla,  que  nirigima  con- 
sideración ni  ningún  principio  pueden  de- 
rogar: y  es  que  nuestras  provincias,  como 
estados  de  una  nación  federativa,  deben 
regirse  para  todos  los  casos  de  su  con  vi'- 
vencia  recíproca  por  los  principios  del  de- 
recho internacional.  Así  está  establecido  — 
para  que  no  se  sorprendan  muchos  de  los 
señores  diputados,  no  familiarizados  con  estas 
cuestiones, — en  los  fallos  del  tomo  13,  pá- 
gina 45,  tomo  14,  página  18,  3^  tomo  19, 
página  283. 

Se  trata  en  estas  sentencias  de  la  apli- 
cación de  los  artículos  10  y  1245  del  có- 
digo civil,  que  se  refiere  á  la  forma  de 
trasmisión  de  bienes  inmuebles  situados  en 
distintas  provincias.  Luego,  si  hay  una  gran 
esfera  de  acción  en  que  nuestras  provincias 
pueden  ser  regidas,  y  se  rigen  efectivamente, 
por  principios  del  derecho  internacional,  no 
podemos  sostener  jamás  que  no  tengan  para 
su  régimen  interno  una  grande  extensión 
de  facultades  propias  que  no  dependen  de 
ningún    poder  extraño. 

Pero    no   es   sólo    la   interpretación  jurfs- 
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prudencial  la  que  ha  dado  este  sentido  á 
)a  Constitución:  es  la  Constitución  misma 
que  «rige  á  las  provincias  en  estados  fe- 
desrativos  independientes  y  soberanos  res- 
pecto de  sí. jpismos,  EUas  tienen  por  el  ar- 
tículo 107  de.  la  Constitución  la  facultad 
de  celebrar  tratados  interprovinciales  para 
fines  de  atjmirustración  de  justicia,  intereses 
ecqaómicos  y  ti;al?ajos  de  utilidad  común. 
,  Alberdi,.  explicando  esta  cláusula,  cita  pre- 
cisamente comp  upo  de  los  casos  que  pue- 
den ser  objeto  de  ^3tos  tratados  interpro- 
vincialps,  los  que  se  propusieran  fomentar 
su  industria  ganadera  y  rural  respectivas. 
Recuerdo  también  que  las  provincias  de 
Buenos  Aires,  Santa  Fé,  Córdoba  y  íSan- 
íiagO'del  Estero,  en  =  el  año  98,  creo,  ó  en 
ej  97,  celebra^rpp  convenios  para  la  defensa 
de  sjus.  ganados  en  las  regiones  fronterizas, 
.p.ai;a  perseguir  el  abicgato  que  asolaba  sus 

campañas. ^ 

Entonces,  si  esta  facultad  de  celebrar  con- 
venios para  defender  su  ganadería,  promo- 
ver su  desarrollo,  y  demás,  está  comprendida 
expresamente  en  la  Constitución,  ¿por  qué 
no  hemos  de  c«>mprender  también  en  esa 
facultad  los  tratados  que  tuvieran  por  objeto 
la  defensa  sanitaria  de  sus  propios  ganados, 
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desde  que  eso  está  expresamente  compren- 
dido ien  los  fines  de  la  industria  y  la  pro- 
rrioción  de  la  prosperidad  interna '  de  cada 
estado?  '     '  '      '' 


'  ^  VIH 

JU'RLSPRtíDENCÍA   ÑORTE-AMERK  ANA    COMFARAíiA.. 

Dejando  para  luego  exponerlas  excepcir^- 
nes  y  establecer  las  limitaciones'  generales 
que  á  este  respectó  surgen  dé  nuestra  mis- 
ma Constitución,  voy  á  citar  eri  adelanté 
varias  sentencias  de  la  corte  de  los  lista- 
dos Unidos,  en  que  están  sancionados  éstos 
poderes  comerciales  Ibcáiés.  No  voy  á  re- 
ferir, porque  son  muy  Conocidos,  los  diez 
fallos  que  forman  los  llamados  Licence  fax 
cases^  éñ  el  tomo  V  de  Walláce,  página  462/ 
y  en  donde  ha  quedado  defítivamente  esta- 
blecido el  poder  que  los  estad oá  tienen  para 
imponer  contribuciones,  para  regir  toda  la 
vida  comercial  interna  del  estado. 

Eh  el  tomo  156  de  los  fallos  de  la  corté"» 
página  II,  áe  halla  el  óaso  de  los  Estados' 
Unidos  contra  Knight  y  C\,  en  que  se  trató 
dé  la  aplicación  de    la  ley  contra  los  trusts > 
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de. 2  de  Julio^de  1890.  Una  compañía  azu- 
cí^i'i^ra  ^adquirió ,  varias  otras  en  el  estado  de 
Pensilvania.  Se  atacó  de  monopolio  esta  ad- 
quisición y  se  quiso  hacer  declarar  inconsti- 
tucional el  convenio.  El  juez  Fuller,  esta- 
bleciendo la  jurisprudencia  de  la  Suprema 
Corte,  dice  estas  palabras:  «No  puede  ne- 
gc^rsQ  que  el  poder  de  un  estado  para  pro- 
teger la  vida,  la  salud  3'  la  propiedad  de 
siis  ciudadanos,  y  preservar  el  orden  y  ia 
moral  públicci,  «el  poder  de  gobernar  los 
hombres  y.  las  cosas  dentro  de  los  límites 
de  su  dom¡riio> ,  es  un  poder  originario  y 
perrnanen  temen  te  propio  de  los  estados,  no 
cedido  por  ellos  al  gobierno  federal,  ni  di- 
rectamepte  restringido  por  la  Constitución 
de  los  Estados  Unidos,  3'  es  esencialmente 
exclusivo.  Por  otra  parte,  el  poder  del  Con- 
greso para  regular  ej  comercio  entre  los 
varios  atados  es  también    exclusivo.» 

Y  aquí,  con  esto,  coincido  con  la  opinión 
de  este  ilustre  juez,  de  que  este  poder  de 
los  estados  es  exclusivo  de  ellos,  como  es 
exclusivo  también  el  poder  del  Congreso 
para  reglatnentar  el  comercio  exterior. 

Conio  sp ,  ve,  esta  teoría  de  los  derechos 
•concurrentes  es  una  teoría  que  necesita  ma- 
yores explicaciones,  y    yo    había  dicho   que 
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poderes  concurrentes,  cuando  versan  sobre 
el  misino  objeto,  son  poderes  que ,  necesa- 
riamente se  excli^yen.  Y  así,  el  poder  de 
los  estados  dentro  del  límite  de  su  dominio,, 
es  exclusivo  para  reglamentar  su  comercio^ 
como  es  exclusivo,  según  la  última  parte 
de  esta  jurisprudencia,  el  poder  del  Con- 
greso para  reglamentar  el  comercio  general 
de  los  estados  y  dé  los  estados  con  las  na- 
ciones extranjeras. 

§IX. 

L,0    QUE   COMPRENDE    EL    COMERCH»     I>E   UN    ESTADO 

Pero,  señor  Presidente,  comercio  de  un 
estado  no  es  solamente  el  comercio  interno, 
es  también  el  comercio  procedente  del.  ex.-. 
terior  y  que  se  incorpora  á  la  masa  común 
del  comercio  interno.  Así,  los  ganados  y 
mercaderías  introducidas  del  extranjero,  des- 
pués de  pasar  por  la  aduana  nacional,  en- 
tran á  formar  parte  de  la  masa  general  de 
los  bienes  de  una  provincia  en  donde  se 
han  radicado  y  á  cuyo  comercio  general  se 
han  incorporado. 

Y  se  ha  resuelto  también  por  muchos 
fallos  de  nuestra  Corte,  con  una  vista  muy 
ilustrada    del    doctor    Eduardo   Costa,    que 
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esta  palabra  circtdacwn,  que  contiene  nues- 
tra Constitución,  no  se  refiere  á  la  circula- 
ción en  el  sentido  económico  de  la  palabra^ 
sino  que  ella  se  refiere  á  la  circulación  ma- 
terial, aquella  en  que  las  cosas,  los  artículos 
y  las  mercaderías  entran  realmente  al  con- 
sumo irterno,  personal,  de  los  habitantes  de 
un  estado. 

En  sentido  contrario,  el  artículo,  la  mer- 
cadería ó  la  cosa  del  comercio  procedente 
de  un  estado  y  entrada  después  en  la  cir- 
culación general,  puede  ser  también  materia 
da  la  legislación  local  hasta  el  momento  en 
que  entra  realmente  en  la  circulación  inter- 
provincial ó  exterior. 

Por  lo  tanto,  un  estado  puede  gravar 
las^mercaderías,  cosas  ó  .bienes  en  general, 
procedentes  del  exterior  ó  destinados  al 
exterior,  mientras  permanezcan  en  los  lími- 
tes de  su  dominio. 

Esta  teoría  está  definitivamente  confir- 
mada por  el  fallo  célebre  de  Munn  v.  flli' 
nois,  en  los  Estados  Unidos,  y  por  nuestra 
Suprema  Corte  en  el  caso  ya  citado  otras 
veces,  de  los  cereales  de  Santa  Fé,  y  que 
se  encuentra  en  el  tomo  51,  página  349  de 
sus  fallos;  y  este  confirma  á  $u  vez,  otra 
sentencia    pronundada    con  motiv^o  de  una 
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demanda  de  un  señor  x\rias  contra  la 
provincia  de  ,;Entt^  Ríos,  que  se  encuen- 
tra en  ei¡:tomo  1 1  de. la  segunda  serie,  pá- 
gina 304.  n,^ 

La  deduqciqn  general  que  de  estas  con- 
clusiones s^  ipuede  extraeres  que  la  inge- 
rencia del  gobierno  general,  siguiendo  á  la 
cosa,  al  producto  ó  al  bien  introducido  del 
extranjero,  hasta  los  últimos  movimientos 
que.  experimenta  en  las  transacciones  co- 
merciales de*  un  estado,  sería  inconstitucio- 
nal, sería  contraria  á  la  doctrina  y  á  la 
jurisprudencia  establecidas,  así  como  sería 
inconstitucional  la  ingerencia  de  una  pro- 
vincia que  siguiese  con  su  legislación  á  esta 
misma  co$a,  producto  ó  mercadería  desti- 
nada á,,l^.  exportación,  después  que  hubiese 
entrado,  p^i  las  vías  de  transporte  interpro- 
vinci^l  Q. .internacional. 

Los  ganadp^^^son  esencialmente  cosas  del 
comercio;  ellos  pueden  ser  á  la  vez  vehículos 
de  enfermedades  ó  de  pestes  dentro  de  un 
estadp;Q  fuj^rade  él.  Y  á  e^te  respecto,  el  juez 
Johnson^  er\  un  voto  concurrente  con  el  del 
juez  MarshaU,  en  el  celebérrimo  caso  de 
Gibbon  V,  Og^den,  decía  estas  palabras,  que 
voy  á  perrpitirrne  leer,  para  que  se  vea  la 
dificultacíi  de    separar  estos   dos  elementos. 
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policía  y  comercio,  es  decir,  lo  que  es  re- 
glamentación sanitaria  y  lo  que  es  regla- 
mentación comercial;  porque,  ya  lo  dije  antes 
de  ahora,  por  más  que  sea  difícil  esta  se- 
paración, no  es  imposible,  y  la  legislación 
exclusiva  sobre  comercio  y  sobre  higiene 
puede  realizarse  independientefnente. 

Dice  el  juez  Johnson:  «El  mismo  fardo  de 
mercaderías,  el  mismo  casco  de  provisiones 
ó  el  mismo  buque,  que  pueden  ser  objeto 
de  un  reglamento  de  comercio,  pueden  tam-» 
bien  ser  vehículos  de  una  peste,  y  las  leyes- 
sanitarias  que  exigen  detenerlos  y  ventilarlos 
no  son  más  considerados  como  reglamento 
de  comercio,  que  las  leyes  que  permiten  su 
importación,  y  que  pueden  hacer  posible  la 
trasmisión  de  la  peste  á  la  comunidad.  Los 
propósitos  diferentes  marcan  la  distinción 
entre  los  poderes  ejercitados,  y  mientras  lo 
sean  lealmente,  ninguna  colisión  sería  puede 
producirse.» 

Y  Cooley  en  su  gran  tratado  sobre  las 
Limitaciones  constituciones,  en  el  párrafp 
586,  dice:  «La  línea  de  separación  entre  lo 
que  constituye  una  ingerencia  del  comercio 
y  lo  que  es  una  simple  reglamentación  po- 
licial, es  á  veces  excesivamente  estrecha  y 
oscura,  y    no    debe    censurarse    á  los    más 
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ilustrados  juristas  el   que   difieran  al    tratar 
de  clasificar  los  casos  ocurrentes.» 

Debe  decirse  en  honor  de  la  concisión 
que  ha  despachado  el  proyecto  que  se  dis- 
cute, que,  indudablemente,  ha  hecho  lo  po- 
sible para  deslindar  estos  dos  ordénes  de 
principios,  tanto  los  que  se  refieren  á  las 
facultades  del  poder  federal  como  á  los  re 
latí  vos  á  las  provincias,  tanto  los  que  se 
refieren  á  las  facultades  de  reglar  el  co- 
mercio como  á  las  facultades  policiales.  En* 
mi  opinión  no  lo  ha  conseguido  en  el  pri- 
mer sentido,  aunque  sí  lo  ha  conseguido, 
on  gran  parte,   en  el  segundo  concepto. 


PODKUKS   DK    IM>M(!ÍA 

Pero  no  vamos  á  adelantar  las  conclusiones 
de  mi  exposición,  y  voy  á  ocuparme  especial- 
mente de  este  poder  de  policía. 

Ya  he  dicho  que  este  poder,  ya  se  ubique 
en  manos  del  poder  federal,  ya  de  las  provin- 
cias, no  es  un  poder  definido  en  la  Consti- 
tución misma;  es,  como  lo  reconocen  todos 
loa  autores,  un  derecho  natural,   inherente  á 
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la  existencia  misma  constitucional .  ó  r.eal  de 
una  persona:  él  alcanza  hasta  donde  alcanzan 
sus  derechos  de  propia  conservación;  pero 
una  vez  que  los  examinamos  con  relación  á 
un  estatuto  constitucional,  y  teniendo  en 
Quenta  la,  doble  organización  de  nuesti^o  go- 
bierno, tenemos  forzosamente  que  concluir, 
como  lo  hace  Tiedrnan  en  su  obra  especial 
sobre  Limitaciones  de  los  poderes  ¡de  policía, 
que  este  poder  está  principalmente  concedido 
á  los  estados,  y  sólo  por  excepción  al  estado 
federal,  j^orque  siendo  nuestro  gobierno  de 
poderes  enumerados,  sea  expresa  ó  implíci- 
tamente, los  poderes  generales  se  entienden 
reservados  á  las  provincias,  mientras  que  los 
poderes  especiales  deben  constar  en  el  ins- 
trumento público  que  forma  la  Constitución 
de  un  país.  El  poder  federal  ejercita  este  de- 
recho de  policía,  ¡eii.  dos  órdenes  generales 
cuando  el  Congreso  dicta  las  leyes  en  ejecu- 
ción de  los  poderes  que  le  están  expresamen- 
te, conferidos  para  reglar  el  comercio  inter- 
provincial ú  otras  facultades  de  (^erecho 
general,  y  por  el  poder  ejecutivo  cuando  re- 
glamenta estas  mismas  leyes  ó  cua|ndo  ejecu- 
ta materialmente  actos  de  policía. 

Este  poder  de  policía  federal  tiejne,  p^ues/ 
en    este:  sentido,    doble    operación:    alcanza 
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hasta  donde  alcanzan  las  leyes  dictadas  por 
el  Congreso  en  la  ejecución  áé  los  poderes 
comerciales,  de  los  poderes  expresamente 
conferidos,  y  también  a  los '  objetos  de  otro 
género,  como  son  los  poderes  militares,  que 
tienen  una  esfera  dé  acción  distinta. 

Respecto  ele  la  policía  anínicil,  no  es  sino 
una  especialidad,  no  'es  más  qué  una  aplica- 
ción específica  de  es¿e  poder  g-énerál  de  po- 
licía. Ha  misma  división  que  he  hecho  antes 
se  aplica  a  ella:  corresponde  á  la  nación  en 
tanto  cuanto  alcanza  él  poder  de  plolicía;' tie- 
ne que  ser  exclusivamente  reservado  á  los 
estíidos  en  todo  aquello  qué  no  alcanza  ál 
primero.  >      <         = 

Por  eso  he  dicho  que  la  comisión  al  orga- 
nizar el  mecanismo  general  de  este  proyecto, 
había  tomado  como  base,  más  que  los  pode- 
res comerciales  que  dan  mayor  amplitud  ial 
gobierno  federal,  los  poderes  policiales  que 
son  más  restringidos  en  manos  del  gobierno 
de  la  Nación.  Así,  pues,  la  unidad  que  todos 
deseamos  para  esta  ley,  no  puede  conseguir- 
se tomando  como  base  los  poderes  policiales; 
mientras  que,  tomando  como  base  los  poderes 
comerciales,  puede  llegar  á  establecerse  la 
unidad  deseable  para  el  éxito  de  la  ley'. 

Pero  voy  á  conMnuar   en  esta  exposición 
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respecto  a  los  poderes  policiales,  con  algo 
que  me  parece  que  á  la  cámara  ha  de  serle 
grato  oir,  no  por  venir  de  mí,  sino  por  la  no- 
vedad y  apiicabilidad  de  los  documentos  que 
me  voy  á  permitir  ofrecerle. 

La  jurisprudencia,  más  que  secular  ya,  de 
los  Estados  Unidos  en  esta  materia,  nos  es 
perfectamente  aplicable,  con  la  doble  parti- 
cularidad de  ser  idénticas  en  este  sentido 
nuestras  instituciones  y  las  de  ellos,  y  de  ser 
aquel  pais  uno  de  los  de  max'or  desarrollo 
ganadero  en  el  mundo;  y  es  de  suponer  que 
algo  han  influido  en  ese  desarrollo  las  me- 
didas Lomerciales  y  de  defensa  sanitaria  allí 
establecidas. 

El  caso  de  Kim.mish  v.  Ball,  que  está 
en  la  página  217  del  tomó  129  de  la  colec- 
ción, pone  en  discusión  la  validez  constitucio- 
nal de  dos  cláusulas  del  código  de  lowa,  que 
disponen,  la  primera,  que  «toda  persona  que 
introduzca  en  el  estado  cualquiera  hacienda 
de  Texas,  será  multada  con  no  más  de  1000 
pesos,  <)  penada  con  arresto  de  no  más  de  30 
días,  salvo  que  ha3^a  sido  invernada  por  lo 
menos  un  invierno  al  norte  de  la  frontera  del 
estado  do  Missouri  ó  de  Kansas».  Y  el  se- 
gundo, que  «runa  persona  que  tenga  en  su  po- 
der ganado  de  Texas,  será  responsable  por 
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los  (iaaos  que  resulten  de  hacerlo  recorrer  el 
territorio  }'-  difundir  en  él  la  peste  conocida 
con  el  nombre  de  fiebre  de  Texas  í^. 

La  corte  concluye  que  estas  dos  cláusulas 
«no  están  en  oposición  á  la  cláusula  comer- 
cial de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos 
ni  importan  una  negación  á  los  ciudadanos 
de  otros  estados,  de  los  derechos  y  privile 
gios  acordados  á  los  ciudadanos  de  lowa». 

Uno  de  los  casos  más  recientes  y  sobre 
el  cual  me  va  á  permitir  la  cámara  que  lla- 
me ^pecialmente  la  atención  del  señor  Minis- 
tro de  Agricultura»  pidiéndole  que  por  sus 
oficinas  técnicas  lo  haga  traducir  y  difundir, 
porque  ilustra  perfectamente  la  cuestión  en 
debate,  es  el  de  Missouft,  Kansas  and  Te- 
xas Railway  Co.  v.  ffaber,  que  está  en 
la  página  6 13,  tomo  169.  Discute,  como  he 
dicho,  toda  la  cuestión  presente  en  su  mayor 
amplitud,  y  tiene  para  nosotros  esta  triple 
importancia:  que  pone  en  cuestión  la  validez 
constitucional  de  la  ley  sanitaria  de  los  Es- 
tados Unidos  del  año  1884,  porque  resuelve 
los  casos  de  conflicto  entre  la  jurisdicción 
provincial  y  la  jurisdicción  nacional,  y  porque 
pone  en  cuestión  la  validez  constitucional  de 
las  leyes  dictadas  por  el  estado  de  Kansas 
sobre  su  propia  defensa  sanitaria. 
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No  voy  á  hacer  de  él  una  ferístíripción 
íntegra  porque  es  s  a  meim  en  te  extenuó; 'pero 
en  él  el  juez  ha  desarrollado  tocíá  l'á' ^áfcííduría 
que  aquellos  jueces  acoistuiríbrah*|)Oher  en 
sus  sentencias.  En  extracto  voy '  'o'ff écer  á 
la  cámara  las  conclusiones  dé  ésta!  "'' 

La  ley  de  Kansas  de  1891  y  süVéfárhia  de 
1897,  relativa  á  la  introducción  étl  el  estado, 
de  ganado  en  condiciones  de  tráiisíiiitií*  la  fie- 
bre de  Texas  ó  esplénica,  ó  dé  Esfiáñai,'  á  los 
ganados  de  dentro'  del  estado,  y' *c(üé  crea 
una  acción  de  indemnización  Hé'fóá  daños 
consiguientes,  no  está  anulada  por'  la  íéy '  del 
Congreso  de  29  de  Marzo  dé  VsS^',  Hafriada 
«Ley  de  industria  anirnal»,  ni  {)or  la  ¿ecdón 
52^8  de  los  Estatutos  Revisados,  qué  autori- 
zan á  las  compañías  á  conducir  'pói-fos  cami- 
nos, etc.,  pasajeros,  tropas,  pro  vi  si  bnéá,  córreos, 
mercaderías,  de  un  estado  á  otro  estado,  por- 
que el  Congreso  no  ha  entendido  dar  a  nin- 
guna corporación,  comjpañia  ó-pérsóiiá,  el  de- 
recho afirmativo  de  transportar  Üe  tí n  estado 
á  otro  ganados  en  condiciones  dé  trasmitir 
enfermedades  contagiosas  ó  intecciosas.  La 
disposición  de  la  ley  de  Kansas,  agrega;  que 
impone  esa  responsabilidad,  ha  sido'  dictada, 
en  cooperación  de  dos' objetos  íjué  él  Con- 
greso tuvo  en  vista  al  sancionar  la  «Ley  de 
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industria  animal»,  y  la  dictó  aquél  en  ejecu- 
ción de  un  poder  de  que  el  estado  no  se  des- 
pojó al  ingresar  en  la  Unión,  esto  es,  el  po- 
áer  de  proteger  al  pueblo  eii  el  goce  de  su 
derediodé  propiedad  y  proveer  á  la  reparación 
de  las  faltas  cometidas  dentro  de  sus  límites, 
y  no  es,  dentro  del  espíritu  de  la  Constitución, 
en  ninígón  recto  sentido,  una  regulación  del 
comercio  entre  estados.  Aunque  los  poderes 
de  un  estado,  añade,  deban  en  su  ejercicio 
ceder  al  poder  ejercido  por  el  Congreso  den- 
tro de  la  Constitución,  nunca  se  ha  juzgado 
qpe  este  instrumento,  por  su  sola  fuerza,  dé 
á  nadie  el  derecho  de  introducir  en  un  es- 
tado contra  la  voluntad  de  éste,  ganado  así 
afectado  con  una  peste,  y  cuya  presencia  en 
eü  estadio  aea  peligrosa  para  el  ganado  in- 
terno». 

Por  último,  dice:  «aunque  el.  Congreso  pu- 
diera auti^zar  la  conducción  de  tal  ganado 
de  un  estado  á  otro,  y  por  sus  leyes  proteger 
^  porteador  contra  todas  las  acciones  por  da- 
ños que  de  eílos  resultaren,  no  lo  ha  hecho 
asi,  ni  ha  dictado  ley  alguna  que  prohiba  á 
ttn  estado  esta^ecer  la  regla  de  conducta  in- 
terna <pte  se  encuentra  en  la  referida  ley  de 
Kansas;>. 

En  este  caso,  que,    como    he  dicho,  cito 
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solamente  en  extr¿icto,  se  pasa  revisión  á  ca» 
si  todos  los  casos  concurrentes  á  esta  misma 
doctrina;  entre  ellos  al  muy  conocido  de 
Patterson  v.  Kentucky  que  está  en  el  to- 
mo 46,  página  501,  y  que  establece  que 
«los  estados  pueden  por  reglamentos  de  po- 
licía proteger  á  sus  pueblos  contra  la  intro- 
ducción, dentro  de  sus  límites,  de  mercaderías 
infectadas,  y  por  los  mismos  reglamentos  ex- 
cluir de  su  medio  no  sólo  á  los  criminales,, 
indigentes,  idiotas,  locos  y  otras  personas  en 
condiciones  de  conv^ertirse  en  una  carga  pú- 
blica, sino  también  á  los  animales  qué  llevan 
enfermedades  contagiosas». 

Un  caso  más  reciente,  el  de  Vanee  v,  TV. 
A.  Vandercook,  que  está  en  el  tomo  170,. 
página  438,  tiene  una  doble  importancia,  pues 
se  trata  en  él  del  carácter  constitucional  de 
los  monopolios,  declara  la  inconstitucionali- 
dad  de  la  ley  del  estado  de  Carolina  del  Sud, 
que  había  impuesto  contribuciones  á  la  venta 
de  licores  espirituosos  y  declaró  inconstitu- 
cional esa  ley,  no  por  el  hecho  de  imponer 
contribuciones  á  la  venta  de  licores,  sino  por- 
que contenía  una  cláusula  que  establecía  de- 
rechos diferenciales,  es  decir,  preferencias  en 
favor  de  los  ciudadanos  del  estado  contra 
los  de  otros  estados. 
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Pero  al  establecer  las  reglas  de  concilia- 
ción entre  las  dos  jurisdicciones, — estado  fe- 
deral y  provincial — dice:  «Los  respectivos 
estados  tienen  pleno  poder  para  regular  la 
venta  de  licores  intoxicantes,  dentro  de  sus 
limites,  y  él  objeto  y  extensión  de  tales  re- 
glas dependen  sólo  del  juicio  del  poder  le- 
gislativo de  los  estados,  á  condición,  siempre, 
de  no  ultrapasar  los  límites  de  la  autoridad 
del  estado,  invadiendo  derechos  asegurados 
por  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos, 
y  con  tal  que  las  reglas  así  establecidas  no 
importen  diferencias  contra  los  derechos  de 
rendentes  ó  ciudadanos  de  otros  estados  de 
la  Unión». 

Para  concluir  con  esta  enumeración  de  ca- 
sos voy  á  citar  otro  que  contiene  el  estudio 
de  esta  cuestión:  la  facultad  de  los  estados 
para  imponer  cuarentenas  á  las  procedencias 
de  otras  provincias  ó  del  extranjero;  cuestión 
que  cito,  no  para  sostener  yo  aquí  esta  misma 
doctrina,  sino  para  hacer  ver  á  la  honora- 
ble cámara  cómo  este  poder  de  los  estados 
es  extenso,  es  ilimitado,  y  va  hasta  donde  va 
la  necesidad  pública  del  mismo  estado. 

Es  el  caso  de  Morgan' s  Steamshsip  Cj^, 
V,  Luisiana  Board  of  Health  y  otros  (tomo 
1 1 8,  U.  S.  455). 
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La  legislatura  de  Luisiana  había  dictado 
una  ley  (N^.  6o  de  1882)  estableciendo  un 
derecho  de  30  pesos  por  inspección  de  los 
buques  que  llegasen  al  puerto  de  aquel  esta- 
do. Fué  atacada  ante  la  corte  del  estado  por 
oposición  á  estas  tres  cláusulas  de  la  Consti- 
tución: la  que  prohibe  á  los  estados  establecer 
derechos  de  tonelaje;  la  que  concede  al  Con- 
greso la  facultad  de  reglar  el  comercio  ex- 
tranjero, y  la  que  prohibe  dar  preferencias  á 
un  puerto  respecto  de  otro.  La  corte  de  Lui- 
siana declaró  que  la  ley  era  constitucional. 
Apelada  esta  sentencia,  es  confirmada  por  la 
Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos.  La 
sentencia,  que  es  un  luminoso  trabajo  del 
jvtez  Miller,  del  año  1885,  dice  estas  palabras, 
y  será  la  última  lectura  que  haga  á  la  hono- 
rable cámara. 

«La  ley  de  1799  claramente  reconoce  las 
leyes  de  cuarentena  de  los  estados,  y  exige 
de  los  empleados  del  Tesoro  Nacional  el  po- 
nerse en  conformidad  con  sus  disposiciones 
al  intervenir  en  los  buques  afectados  por  el 
sistema  cuarentenario.  Y  esto  se  refiere  con 
igual  claridad  tanto  á  las  leyes  dictadas  antes 
como  después  de  la  sanción  de  aquel  estatu- 
to.... Y  cuando  por  ley  de  29  de  Abril  de 
1878,  (by  para  evitar  la  introducción  de  en- 
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ferm edades  contagiosas  é  infecciosas  en  los 
Estados  Unidos)  sé  dieron  i ciertos  poderes  en 
este  sentido  al  cirujano  mayor  del  servicio  de 
hospitales  de  marina,  y  á  los  cónsules  y  em- 
pleados fiscales  se  les  ordenó  contribuir  con 
sus  servicios  á  impedir  la  introducción  de  la 
peste,  se  dispuso  que  no  se  opongan  en  ma- 
nera alguna  d  ningunas  leyes  ni  regíame fi* 
los  sobre  cuarentenas  existentes  ó  que  efi 
adelante  se  sa7icionasen  en  los  estados»,  de-^ 
mostrando  con  toda  evidencia  la  intención 
del  congreso  de  adoptar  esas  leyes,  ó  re- 
conocer el  poder  de  los  estados  para  dic- 
tarlas....» 

<<  Durante  y  agrega  la  corte,  el  período  de 
cerca  de  un  siglo  desde  que  el  gobierno  fué 
organizado,  el  congreso  no  dictó  ley  algu- 
7M  sobre  cuarentenas;  ni  para  proteger  d  los 
habitantes  de  los  Estados  Unidos  contra  la 
invasión  de  enfermedades  contagiosas  ó  in- 
fecciosas d€l  exterior;  y  sin  embargo,  du- 
rante la  primera  parte  de  este  siglo,  por 
muchos  años  las  ciudades  de  la  costa  atlán- 
tica, desde  Boston  y  Nueva  York  hasta  Char- 
leston  fueron  devcistadas  por  la  fiebre  ama- 
rilla. En  tiempos  más  próximos  el  cólera  hiza 
invasiones  semejantes,  y  la  fiebre  amarilla 
ha  sido  incontrastable  en  su  curso  por    las. 
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ciudades  del  Sud,  especialmente  Nueva  Or- 
leans,  por  varias  generaciones.  Durante  es- 
te tiempo  el  congreso  de  los  Estados  Uni- 
dos jamás  intentó  ejercer  este  ni  otro  poder 
alguno  para  proteger  al  pueblo  contra  los 
estragos  de  estas  temibles  enfermedades.  Es 
indudable  que  se  creyó  que  el  poder  para 
hacerlo  pertenecía  d  los  estados,  Y  si  algu- 
na vez  á  alguno  de  sus  miembros  se  le  ocu- 
rrió que  el  congreso  podía  hacer  algo  en 
tal  sentido,  creyó  éste  que  lo  que  pudiera 
hacerse  sería  mejor  y  más  acertadamente 
realizado  por  las  autoridades  de  los  estados, 
quienes  se  hallaban  más  familiarizados  con 
el  asunten  2>. 

Y  concluye  con  estas  palabríis,  que  son, 
á  mi  juicio,  dignas  de  ser  escuchadas:  «Pe- 
ro decir  ahora  que  la  exigencia  hecha  á  un 
buque  portador  del  contagio  ó  procedente 
de  una  ciudad  infectada,  de  someterse  á  un 
examen  y  pagar  su  costo,  es  prohibido  por 
la  Constitución  porque  sólo  el  Congreso 
puede  hacerlo,  es  un  fuerte  reproche  á  la 
sabiduría  de  los  cien  afios  transctcrridos,  ó 
por  lo  menos,  una  f orza d^i  interpretación  de 
la  ConstitucióNi^, 

Dejando  así  reseñada  la  principal  jurispru- 
dencia de  la  Suprema  Corte  de  los  Estados 
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Unidos  en  la  interpretación  de  los  preceptQ(s 
comerciales  y  policiales  de  la  Constitución, 
voy  á  ocuparme  del  criterio  general  que  la 
-comisión  ha  tenido  en  cuenta  al  organizar 
•este  sistema  de  policía  sanitaria. 


§  XI 

I'UÍTICA    UKh    l'KUYECTO 

Según  recuerdo  haber  escuchado  al  ilus- 
trado señor  miembro  informante,  sus  princi- 
pales modelos  habían  estado  en  P'rancia,  en 
Bélgica,  y  no  recuerdo  si  también  en  Italia. 
Pero  respecto  de  la  adopción  de  los  modelos 
para  una  ley  destinada  á  un  país  regido  por 
una  constitución  federativa,  me  parece  que 
lo  primero  es  buscar  las  leyes  de  los  estados 
•de  instituciones  similares,  bien  que  yo  no  re- 
chazo el  gran  elemento  técnico  que  las  leyes 
unitarias  pueden  tener  y  que  pueden  ser  incluí- 
dos  convenientemente  en  las  leyes  federativas. 

Sr.  Ramos  Mexia — ¿Me  permite  el  señor 
<iil)utado  una  interrupción? 

Creo  que  el  señor  diputado  no  ha  estado 
presente  cuando  pronuncié  mi  informe  gene- 
ral, y  no  ha  tenido  entonces  oportunidad  de 
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saber  en  qué  fundaba  la  comisión  el  pro- 
yecto que  está  en  discusión. 
•  Cité  incidentalmente  la  legislación  de  la 
Europa  en  un  párrafo  bien  corto  de  mi  in- 
forme y  di,  al  contrario,  mucha  extensión  á 
los  fundamentos  en  que  se  apoyaba,  tomados 
de  las  disposiciones  constitucionales  y  de  las 
prácticas  de  los  Estados  Unidos.  Allí  encon- 
traba el  fundamento  principal  del  proyecto. 

Cuando  el  señor  diputado  termine,  tendré 
la  ocasión  de  ampliar  la  observación. 

Sr,  González — En  ese  caso,  sefior  presi- 
dente, sentiría  mucho  tener  que  formular  la 
deducción  que  yo  hacía  de  esta  exj^cación 
del  señor  diputado,  y  es  que  esta  aplicación 
de  los  preceptos  de  la  Constitución  de  los 
Estados  Unidos  y  de  las  leyes  de  ese  país, 
no  ha  resultado  perfectamente  conforme  con 
nuestras  instituciones. 

T.a  comisión  — indudablemente,  esto  se  ve 
en  todo  el  cuerpo  de  su  proyecto— ha  queri- 
do darnos  una  ley  federativa  que  conciiie 
las  jurisdicciones  locales  y  la  general;  ha  que- 
rido al  mismo  tiempo,  con  mucha  razón  fun- 
dar una  unidad  completa  de  acción  en  ma- 
nos del  poder  sanitario  general;  per©  no  nos 
ha  dado  sino  una  conciliación  literad  y  no  una 
conciliación  <:onstitucionaI.  •  i: 
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Yo  creo  poder  ofrecer  á  la  cámara  los  fun- 
damentos^ que  realizan  esta  conciliación  cons- 
titucional en  un  proyecto  que  me  permitiré 
entregar  á  la  secretaría. 

Además,  la  comisión  no  ha  tenido  en  cuen- 
ta, á  mi  juicio,  las  diferencias  regionales  que 
caracterizan   nuestro  país. 

No  necesito  decir  que  nuestro  país  es,  por 
por  su  territorio,  uno  de  los  más  grandes  que 
existen,  un  país  escaso  de  población  y  cuyas 
diferencias  topográficas  y  geográficas  harán 
imposible  la  aplicación  de  esta  ley  en  la  ma- 
yor parte  de  su  extensión. 

No  es  esta  una  ley  experimental,  como  exi- 
giría la  extensión  territorial  de  nuestro  país 
y  como  la  reclaman  las  ventajas  y  excelenciais 
de  nuestro  sistema  federativo,  cuya  virtud» 
como  lo  afirman  los  últimos  autores  que  tra- 
tan de  ciencias  poÜticas,  consiste  precisa- 
mente en  ofreoer  á  la  legislación  un  eampo 
más  rico  y  variado  para  las  leyes  experimen- 
tales, porque  lo  que  no  conviene  en  una  re- 
gión inaede  ser  conveniente  en  otras,  y  mucho 
más  tratándose  de  leyes  de  este  género,  que 
afectan  dé  modo  directo  los  intereses  mate- 
rtaies  del  psm. 

No  aecéBÍto  señor  presidente,  hacer  aquí 
un  resuenen   ó  exposición  de  la  historia  del 
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derecho  experimental.  Tendrííi  que  recordar 
una  frase  de  Machiavelo,  que  ya  en  el  siglo 
XVI  enunciaba  la  filosofía  politíca  experi- 
mental, diciendo  estas  palabras  en  su  bellí- 
simo discurso  dirigido  al  papa  León  X,  so- 
bre la  reforma  de  la  Constitución  de  Florencia, 
Decía:  «I.a  causa  principal  de  las  revolucio- 
nes de  Florencia  consiste  en  que  esta  ciudad 
jamás  tuvo  un  gobierno,  ya  fuera  republicano, 
ya  monárquico,  que  se  señalase  por  el  carác- 
ter propio  de  su  pueblo». 

Por  otra  parte,  no  necesito  tampoco  recor- 
dar que  ya  Montesquieu  había  hecho  la  de- 
fensa definitiva  del  sistema  federativo,  y  las 
opiniones  de  Gervinus  que  fundaba  el  por- 
venir del  imperio  alemán  sobre  su  organiza- 
ción federativa,  en  su  Introducción  á  la 
historia  del  siglo  XIX;  é  indicaré  á  mis  ho- 
norables colegas  la  lectura  del  último  libro  de 
Raúl  de  la  Grasserie  sobre  el  Estado  federati- 
vo y  en  que  lo  estudia  á  la  luz  de  la  ciencia  social 
contemporánea,  y  por  último,  la  obra  eru- 
ditísima de  Brunialti,  en  donde  estudia  el 
estado  federal  y  dice  que  muchas  sorpresas 
tendrá  que  experimentar  todavía  la  Europa 
en  materia  de  organización  federativa,  y  que 
la  mayor  parte  de  los  mates  profundos  que 
agitan  á  la  sociedad  contemporánea,  serán  cu- 
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rados  con  la  aplicación  de  este  sistema,  que 
es  realmente  maravilloso,  pues  ni  la  ciencia 
antigua  ni  la  ciencia  de  la  edad  media  lo 
había  sospechado. 

Sr.  Bermejo — Parece  que  el  señor  diputa- 
do está  fatigado,  y  podríamos  pasar  á  cuarto 
intermedio. 

Sr,  Presidente — Si  el  señor  diputado  se 
siente  fatigado,  podríamos  pasar  á  cuarto 
intermedio. 

Sr,  González — Aunque  voy  á  terminar 
pronto,  acepto,  señor  presidente. 

Sr,  Presidente — Invito  á  la  cámara  á  pa- 
sar á  cuarto  intermedio. 

— So  pasa  á  ciiario  iiitonne'ii<». 
— Vueltos   A  sus    asientos    los   seiiorcH 
«liputH'lits,  dieo  ol 

Sr,  Presidente — Continúa  la  sesión. 

— Ocupw  MI  asiento  en  el  n'clnto  el  se- 
ñor Ministro  (!♦•  AjfriíMjHnra,  señor  "W»r- 
tin  Garría  Me  ron. 


§  XII 

l>B<iIHLAt'IONKS    EXTRANJERAS 

Sr,   González — Como  una  consagración  de 
las  ideas  que  he  expuesto  y  que  dominan  en  el 
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campo  de  la  ciencia  política  contemporánea* 
expresadas  por  los  primeros  jurisconsultos  d^e 
los  países  que  sirven  de  guía  á  la  civilización, 
las  naciones  mas  poderosas  del  mundo,  entre 
las  que  citaré  la  Inglaterra  y  la  Alemania^ 
han  creído  resolver  todos  los  problemíis  re- 
lativos á  su  grandeza  económica  favorecien- 
do la  organización  federativa  de  sus  colonias. 

Recientemente  ha  publicado  la  prensa  to- 
da del  país  que  la  Reina  de  Inglaterra  acaba 
de  suscribir  la  última  constitución  federativa 
de  las  colonias  australianas.  Esta  forma  ha 
sido  también  elegida  para  las  constituciones 
de  las  colonias  inglesas  de  América. 

Un  autor  q\(e  habia  citado,  Brunialti,  ha- 
blando del  porvenir  de  las  naciones  europeas, 
cree  posible  que  la  Italia  pueda  también 
volver,  sobre  bases  constitucionales  firmes, 
después  de  consagrada  su  unidad  nacional  y 
social,  á  un  sistema  federativo  tal  como  el 
que  puede  servirle  de  modelo:  el  de  los  Esta- 
dos Unidos. 

Raúl  de  la  Grasserie,  que  se  ha  hecho  no- 
table por  sus  estudios  sobre  la  jurispruden- 
cia alemana  última,  en  su  libro  ya  citado, 
sobre  el  estado  federativo,  cree  también  posi- 
ble la  aplicación  de  este  sistema  á  la  república 
francesa. 
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Y  cuando  tenemos  todos  estos  ejemplos 
consagrados  por  la  doctrina  y  por  los  hechos, 
me  parece  que  bien  vale  la  pena  de  qué  no- 
sotros fundemos  estas  leyes,  que  tan  intima 
y  hondamente  comprometen  el  sistema  fede- 
rativo argentino,  sobre  los  principios  que  este 
^isteína  admirable  nos  ofrece,  el  cual,  repeti- 
ré, no  se  opone  á  la  sanción  de  la  ley  y  á  una 
acción  uniforme  para  la  defensa  sanitaria  de 
la  riqueza  argentina,  muy  al  contrario,  él  ofre- 
ce numer<:)sos  resortes  para  obtener  esa  uni- 
dad, respetando,  dejando  intactas  las  esferas 
constitucionales  locales. 

Los  Estados  Unidos  en  su  legislación  han 
fundado  este  sistema  conciliador  entre  las  dos 
jurisdicciones.  Esta  puede  resumirse,  en  lo 
fundamental,  en  estos  tres  estatutos:  la  ley 
de  29  de  Abril  de  1878,  que  en  su  sección 
quinta  contiene  las  disposiciones  que  reglan 
este  régimen  de  conciliación  entre  las  dos 
jurisdicciones;  la  ley  de  20  de  Marzo  de  1884, 
que  en  su  sección  tercera  contiene,  en  sus- 
tancia, las  bases  de  este  ordenamiento  fede- 
ral y  provincial,  al  decir  qué  los  gobiernos 
de  los  estados  y  aún  de  los  territorios,  «se- 
rán mvTíados  á  cooperar  á  la  efectividad  y 
á  fó  aplicación  de  esa  ley»,  y  por  último^ 
la  ley  de    15  de  Febrero  de    1893,  estable- 
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ciendo  algunos  poderes  adicionales  sobre  los 
concedidos  por  leyes  anteriores  respecto  k 
cuarentenas,  servicio  de  hospitales,  y  otras  ma- 
terias; contiene  la  misma  cláusula  de  la  ley  an- 
terior en  su  sección  tercera,  y  manifiesta  cla- 
ramente el  deseo  de  llegar  á  u»a  uniformidad 
de  procedimiento,  fundada  sobre  los  rm&mos 
principios  federativos  de  la  Constitución.  No 
desconoce,  antes  por  el  contrario,  aprovecha 
de  las  organizaciones  higiénicas  ó  sanitarias 
que  los  estados  se  hayan  dado  para  su  propio 
régimen  interno.  Y  cuando  la  legislatura  na- 
cional dicta  disposiciones  generales  que  deban 
tener  su  cuplimiento  en  las  Provincias,  se  vale 
de  los  funcionarios  de  los  estados,  y  pone  en 
juego  los  mismos  mecanismos  creados  por  las 
leyes  de  los  estados  para  llegar  por  su  acción 
á  los  últimos  extremos  del  territorio.  Solamen- 
te en  un  caso,  cuando  por  impotencia,  por  ne- 
gativa, por  ineficacia  ó  por  contradicción  de 
las  leyes  dictadas  por  los  estados  no  pueda 
hacerse  efectiva  la  defensa  sanitaria  del  país, 
en  ese  caso  se  permite  al  Presidente  de  la  Re- 
pública obrar  por  sí  solo,  en  ejercicio  de  sus 
propios  poderes. 

Pero  esto  se  explica  perfectamente  tratán- 
dose de  una  ley  fundada  sobre  el  ejercicio 
de  poderes  expresamente  conferidos  al  Con- 
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greso,  como  es  el  de  reglar  el  comercio  in- 
terprovincial y  extranjero.  Luego,  si  la  co- 
misión ha  tenido  en  cuenta  las  leyes  de  los 
estados,  que  de  una  manera  tan  precisa,  tan 
matemática,  realizan  este  doble  juego  de  ju- 
risdicciones, no  sé  cómo  nos  ha  presentado 
en  su  proyecto  tanta  confusión,  tanta  obscu' 
ridad,  que  no  hemos  podido  llegar  á  com- 
prender dónde  estaba  este  vínculo  federati* 
vo,  respetado  é  íntegro  como  debe  ser. 

Entre  los  países  regidos  por  instituciones 
federativas  debe  citarse,  sin  duda  alguna,  á 
la  Suiza,  que  en  sus  constituciones  anteriores  á 
la  vigente  de  1874,  mantiene  estos  poderes 
de  defensa  sanitaria  en  poder  de  los  estados, 
como  lo  reconoce  Dubbs  en  su  notable  obra 
sobre  el  derecho  federal  suizo.  Pero  la  ex- 
periencia, la  invasión  de  alguucis  epidemias 
y  epizootias,  mostró  la  conveniencia  de  diri- 
girse hacia  la  unidad  de  acción;  y  la  legisla- 
ción pq3t€íOor  á  la  constitución  del  74,  dic- 
tada  por  la  Asamblea  General,  no  hace  sino 
realizar  el  principio  general  consagrado  en 
esa  constitución,  que  dice  « que  las  leyes 
concernientes  á  las  medidas  de  policía  sanita- 
ria contra  las  epidemias  y  epizootias  que 
ofrezcan  un  peligro  general,  serán  del  domi* 
nio  de  la  confederación». 
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No  citaré  los  casos  de  jurisprudencia,  que 
se  encuentran  amplia  y  detalladamente  ex-r 
puestos  en  la  obra  de  Salis,  sobre  el  derecho 
federal,  en  los  párrafos  1439  á  1460.  Estos 
pueden  condensarse  en  tres  principios  gene- 
rales: el  que  confirma  la  jurisdicción  de  los 
cantones,  cuando  legislan  sobre  materias  de 
su  policía  y  su  comercio  interno;  el  que  acuer- 
da á  los  cantones,  de  parte  de  la  autoridad 
federal,  recursos  pecuniarios  ó  auxilios  en 
elementos  de  defensa  contra  la  invasión  de 
epidemias  á  las  localidades;  y,  por  último,  las 
disposiciones  que  establecen  la,  observación 
sanitaria  en  las  fronteras. 


§  XIII 

OBJECIONES  PARTICULARES  AL  PROYBiVrO 

En  el  artículo  23  del  proyecto  dfe  la  comi- 
sión,sedice:  «Corresponden  á  la  jurisdicción  de 
los  gobierne»  provinciales  Us  rnedídas  nece- 
sarias para  combatir  las  enfermedades  ccMoita- 
glosas  existentes  en  el  país  con  carácter  per- 
manente; pero  esos  gobiernos  no  |K>drán  dic- 
tar  resoluciones    que.  traben  la  Mbertad  de 
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comercio,  sin  autorización  del  Poder  Ejecuti- 
vo Nacional». 

Dos  órdenes  de  observaciones  voy  á  for- 
mular contra  la  subsistencia  de  este  artículo 
en  la  forma  presentada:  el  primero,  en  cuan- 
to se  refiere  á  la  división  de  enfermedades  del 
punto  de  vista  de  la  jurisdicción. 

No  creo  yo  posible  que  esta  división  de 
«enfermedades  en  exóticas  y  existentes  en  el 
país,  pueda  acomodarse  en  todos  los  casos 
á  la  división  de  la  jurisdicción  en  federal  y 
provincial. 

La  jurisdicción  es  algo  superior,  inmanen- 
te en  la  personalidad  política  de  los  esta- 
dos, y  no  tiene  en  cuenta  la  extensión  ma- 
yor ó  menor  que  puedan  abarcar  las  epide- 
mias ó  pestes  que  se  desarrollen  en  el  país. 

Además,  las  epidemias  pueden  abarcar 
regiones  que  se  formen  de  secciones  distin- 
tas del  territorio  de  dos  ó  más  provincias; 
y  en  este  caso,  la  división  matemática,  me- 
cánica, establecida  por  el  proyecto  en  en- 
fermedades exóticas  é  internas,  no  podrá 
realizar  estos  diversos  aspectos  que  la  ju- 
risdicción provincial  3^  federal  presenta. 

He  echado  de  ver,  en  este  sentido  que 
faltan  en  la  ley  disposiciones  que  tengan  en 
cuenta    estos  diversos  aspectos,    cuando  las 
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enfermedades  n<^  son  verdaderamente  gene- 
rales, y  lejos  de  eso,  pueden  radicarse  en 
una  región  determinaxfe  del  territorio. 

Sr.  Ramos  Mexía — r(íMe  permite  una  in^ 
terrupción  el  señor  diputado? 

Sr,  González  —  Sí,  señor. 

Sr,  Ramos  Mexta — Faltan  en  la  orden 
del  día  algunas  agregaciones  que  la  comi- 
sión ha  hecho,  de  que  se  dio  cuenta  hace 
tiempo,  y  que  el  señor  secretario  hace  pre- 
sente cuando  se  van  á  votar  los  artículos  á 
que  se  refieren. 

Sr,  Bermejo — Y  una  de  ellas  se  refiere 
al  artículo  24. 

Sr,  Ramos  Mexta  — "Kn  el  artículo  24  hay 
una  modificación;  y  si  me  permitiera  el  se- 
ñor diputado.... 

Sr,  Gofizdlez — Me  voy  á  permitir  supli- 
car al  señor  diputado,  como  ya  voy  á  ter- 
minar, que  me  deje  concluir  mi  exposición 
en  el  orden  que  me  habia  trazado,  aunque 
tomaré  en  cuenta  su  observación. 

Sr.  "Ramos  Mexia — Perfectamente. 

Sr.  Gofizdlez — La  segunda  parte  de  este 
artículo  contiene  una  cláusula  que  me  pare- 
ce innecesario  consignar  en  la  ley;  innece- 
sario y  peligroso,  porque  no  puede  consig- 
narse  en  una  ley  un   inciso  por  el  cual  los 
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gobiernos  de  provincia  m  gobierno  cilguno 
puedan  dictar  resoluciones  que  traben  la  li- 
bertad de  comercio,  con  ó  sin  autorización 
del  poder  federal* 

Ninguna  autoridad  puede  dictar  resolu- 
ciones que  traben  la  libertad  del  comercio, 
ni  federal  ni  local;  y  si  el  pensamiento  de 
la  comisión  fué  decir:  «dictar  disposiciones 
que  afecten  al  comercio  internacional  ó  in- 
terprovinciaU,  es  otra  cosa  diferente^  y  en- 
tonces podría  consignarse  la  disposición,  si 
bien  á  mi  juicio  es  inútil  desde  que  esa  pro- 
hibición existe  en  la  Constitución  y  en  la 
esencia  misma  del  proyecto. 

Dice  el  artículo  24:  «en  la  Capital  Fede- 
ral y  en  los  Territorios  nacionales,  así  como 
en  las  Provincias  que  lo  soliciten,  el  Poder 
Ejecutivo  aplicará  respecto  de  esas  enfer- 
medades las  disposiciones  que  estime  conve- 
nientes, usando  de  las  mismas  facultades  que 
esta  ley  le  atribuye  para  los  casos  de  enfer- 
medades contagiosas  exóticas.  Igualmente 
las  aplicará  siempre  que  resuelva  extirpar 
del  territorio  de  la  República  algunas  de  las 
enfermedades  contagiosas  existentes  en  dos 
ó  más  provincias  ó  en  una  sola,  cuando  las 
medidas  tomadas  por  sus  autoridades  resul- 
taren insuficientes». 
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Sr.  Ramos  Mexta — Ahí  viene  la  modifi- 
cación. 

Sr.  González — No  conozco  la  modificación; 
no  la  he  leído;  pero  mi  intención  no  es  opo- 
nerme á  que  permanezca  este   artículo. 

Como  he  anunciado  á  la  honorable  cáma- 
ra, me  he  permitido  formular  una  serie  de 
artículos  que,  á  mi  juicio,  realizan  las  fases 
constitucionales  de  esta  ley;  y  habiendo  yo 
presentado  este  proyecto  de  artículos,  me 
parece  innecesario  entrar  á  desmenuzar  el 
texto  del  de  la  comisión. 

A  mi  juicio,  estos  artículos  que  contienen 
el  reconocimiento  de  las  facultades  de  los 
gobiernos  de  provincia,  están  en  abierta  con- 
tradicción,—3^  es  mi  objeción  principal, — con 
los  principios  sancionados  en  los  primeros  ar- 
tículos, porque  en  los  artículos  uno,  dos  y 
tres,  se  comprenden  las  verdaderas  bases 
generales  de  la  ley,  están  establecidos  los 
poderes  que  abarca  toda  la  acción  del  Go- 
bierno Federal;  y  en  los  artículos  23  y  24  no 
se  hace  sino  reconocer  literalmente  una  facul- 
tad que  de  hecho  resulta  suprimida  por  aque- 
llos preceptos  generales. 

Por  otra  parte,  los  artículos  26,  27,  28  y 
2g  han  sido  en  mi  proyecto  aceptados  en 
principio  y  refundidos  en    unos  pocos    que 
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he  presentado;  y,  por  lo  tanto,  no  voy  á  in- 
sistir sobre  ellos.  Por  lo  demás,  desde  el 
capítulo  titulado  «exportación»  en  adelante,, 
no  entra  en  mi  objeto  ocuparme  de  la  crítica: 
dejo  que  la  honorable  cámara  haga  las  modi- 
ficaciones que  crea  convenientes. 


§  XIV 

CONCLUSIONES 

Debo,  después  de  mi  exposición,  formu- 
lar las  conclusiones  doctrinales  á  que  res- 
pecto de  la  ley  he  llegado. 

En  primer  término,  hay  necesidad  de  ar- 
monizar los  primeros  articulos  de  la  ley  con 
los  que  son  objeto  de  esta  discusión:  necesi- 
dad de  armonizarlos  entre  sí  y  con  la  Consti^ 
tución  general. 

En  segundo  lugar,  limita  con  exceso  los 
poderes  de  provincia,  tanto  por  los  primeros 
como  por  los  segundos,  porque  si  bien  es 
cierto  que  establece  literalmente  que  los  po- 
deres de  provincia  entenderán  en  el  cuidado 
de  las  enfermedades  existentes  en  el  país,  en 
el  hecho,  y  dada  la  extensión  de  las  facultades 
que  acuerda  al  poder  general,  esas  facultades 
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resultan  destruidas.  Por  lo  tanto,  sobre  este 
aspecto  de  la  cuestión,  sería  yo  de  parecer 
que  la  comisión  estudiase  con  más  cuidado 
los  modelos  de  verdadera  aplicaci<Sn  en  estos 
•casos,  como  son,  por  ejemplo,  las  leyes  que 
ihe  citado  de  los  Estades  Unidos  y  otras  de 
Suiza. 

En  seguidci,  debido  á  la  confusión  que  esta- 
T^lece  entre  Icis  dos  jurisdicciones,  federal  y 
local,  esta  ley  será  siempre  una  fuente  inago- 
table de  pleitos,  litigios  y  reclamaciones  de 
parte  de  los  hacendados  de  toda  la  Repúbli- 
ca; y  evitar  esto  era  mi  objeto  principal,  al 
ocuparme  de  estudiar  el  deslinde  de  Icis  atri- 
buciones del  gobierno  federal  y  de  los  gobier- 
mos  de  provincia.  El  objeto  es,  pues,  evitar 
que  la  ley  resulte  ineficaz,  por  el  número  de 
intereses  que  afecta,  los  |)erjuioios  qu^  en 
•su  aplicación  puede  irrogar  á  la  riqueza  par- 
ticular de  cada  una  de  las  provincias,  y  por  los 
•conflictos  diarios  que  ocurrirán  entre  unos 
y  otros  poderes. 

Por  último,  la  ley  resulta  necesariamente 
ík)cal:  es  una  ley  desigual  para  la  República, 
desde  que,  examinando  con  atención  todas 
sus  clá^isulas  y  preseripeiones  generales,  ella 
tío  podrá  tener  aplicación  sino  en  la  región 
Iritoral  del  país,  sin  que,  por  la  diferencia  del 
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tefritorio  y  4as  distancias  enormes  á  que  se 
encuentran  nuestras  fronteras  norte,  sur  y 
oeste,  sea  posible  llevar  una  acción  eficaz  en 
la  aplicación  de  esta  Iqy  á  §us  últimos  ex- 
tremos. 

Crea,  por  otra  izarte,  un  centralismo  exce- 
sivo que,  Como  tal,  resulta  caro,  porque  asume 
ó  absorbe  la  sufna  de  todos  los  poderes  en 
esíta  materia,  y  asumiendo  así  su  ejercicio, 
asume  su  responsabilidad  y  el  gasto  que  la 
e^cuctón  de  la  ley  den-ande. 

Como  ha  sido  mi  propósito  no  seguir  fati- 
gando la  atención  de  la.  ■cámara,  debo,  antes 
de  concluir,  rendir  por  última  vez  un  home- 
naje sincero  y  leal  al  trabajo,  á  la  laboriosidad 
de  la  coiiii«ión. 

Ella  nos  ha  presentado  una  ley  destinada 
á  resolver  intereses  de  miicha  importancia  pa- 
ra el  patSv  y  si  yo  me  he  permitido  consagrar- 
le tanta  atención,  es  solamente  porque  he 
creído  que  ella  no  está  fundada  sobre  bases 
firmes,  sobre  bcises  indestructibles  ante  la 
jurisprudencia,  que  indudablemente  vendrá 
después  á  poner  en  claro  estos  conflictos  de 
jurisdicción,  y  ante  el  respeto  general  de  la 
opinión,  que  sin  duda  alguna  se  inclina  á  lo 
que  es  verdaderamente  constitucional  y  pru- 
dente; y   para   dar  realización  á  estas  ideas 
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expuestas  in  extenso,  con  una  fórmula  prác- 
tica de  todas  ellas,  he  presentado  á  la  secre- 
taría un  proyecto,  de  sustitución  de  artículos, 
que  sólo  alcanza  á  comprender  la  parte  ju- 
risdiccional de  esta  ley. 

Este  proyecto  contiene  bastantes  artículos.^ 
Si  la  cámara  quiere  escuchar  su  lectura,  k> 
hará;  si  prefiere  dejar  esa  lectura  para  otra 
ocasión,  ella  es  juez  y  solamente  á  su  resolu- 
ción me  atengo. 

En  este  sentido,  lo  que  corresponde  es  re- 
considerar toda  la  parte  de  la  ley  sancionada 
relativa  á  las  jurisdicciones,  y  si  la  cámara 
encuentra  por  conveniente  dar  tiempo  á  la 
comisión  para  que  estudie,  armonice  y  co- 
rrija los  distintos  artículos  sancionados,  pue- 
de también  llevar  á  su  seno  toda  la  ley  )' 
presentar  con  la  urgencia  debida  el  nuevo 
proyecto,  si  es  qua  encuentra  aceptable  el 
que  he  tenido  el  honor  de  presentar.  (Muy 
bien ). 
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EL    PSTADO    DE   SITIO,    rACULTñDES  T 
CñUSñS    FñRñ    ESTABLECERLO 
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Kl  dÍHCttrso  íjiM*  «ig'Uí'  ftt^  j)ro«ttii«ia<l«  p«f>f  su 
ntttor,  como  Btt«»iHhro  informa ii*<*  dt»  la  Comi«¡óii 
do  N<:»gof i'í>s  Coqi8títueío«ak»fi  d**  ia  CAmura  d^í 
IMputadoH,  <»u  la  tarde  del  4  de  Julio  de  1^1,  en 
sesión  exti'aordlnaria,  eelel»rada  á  eon«eeuenria 
de  la  «igiüente    p<»tkMÓn: 

«BuenoK  Aires,  Julio  4  de  1^1.— A  la  Honora- 
ble Cámara  de  IMputadoti.  —  íjon  diputados  que 
suwríhen  solicitan  del  señor  Presidente,  de  acuerdo 
con  los  artíeiilos  3á  y  H8  del  Regrlamento,  «e  sirva 
convocar  para  hoy  á  las  8  y  .10  p.  in.  á  la  Honorabh» 
Cámara,  á  ftn  de  tomar  en  consideración  el  proyecto 
de  ley  del  Honorable  Senado,  de<ílarando  en  estado 
de  sitio  A  la  Capital  de  la  República.— Saludan  al 
señor  Presidente.  —Uant/m  IxisaMfa^  Rufino  Vai^- 
/n  Ortiz^  Jimn  E.  Serú^  (rregoHo  I.  Homero^  Adeo- 
dato  8.  fkrfondo^  Napoleón  Harraza,  Joaquín  V. 
(ihnzdkz^  Vheute  L.  Cañaren^  Marro  M.  Avellane- 
da, Fratieím'o  B.  }ioneh.y> 

La  Cámara  resuelve  ocuparse  del  pi*oyecto  en 
la  misma  sesión,  después    de  un  cuarto    intermc^- 


Digitized  by 


Google 


—    220    

dio,  durante  el  cual  la  Comisión  de  Negocios  Cons- 
titucionales expediría    su  dictamen. 

El  proyecto  del    Senado  era  el  siguiente: 

«Artículo  1«»  Declárase  en  estado  de  sitio  el 
territorio  de  la  Capital  de  la  República,  por  el  tér- 
mino de  seis  meses. 

«Art.  2o  Comuniqúese  al   Poder  Ejecutivo. 

«Dado  en  la  sala  de  sesiones  del  Senado  argen- 
tino, en  Buenos  Aires,  á  4  de    Julio  de  1901 .» 

Al  remitirlo  A  la  Cámara  de  Senadores,  el  Po- 
der E^'ecutivo  lo  acompañó  con  este  mensaje,  que 
se  incorpora  aquí  para   mayor  información: 

«Buenos  Aires,  Julio  4  de  1901.— Al  Honorable 
Congreso  de  la  Nación.— La  Capital  de  la  Repú- 
blica acaba  de  ser  teatro  de  bechos  tumultuosos 
y  sangrientos.  Grupos  de  div^ersa  composición^haa 
paseado  i>or  la.s  calles  más  centrales,  profiriendo 
«j^ritos  sediciosos,  atentando  contra  varias  impren- 
tas y  domicilios,  comprendido  el  de  un  senador 
de  la  Nación,  lanzando  piedras  y  oti'os  proyectiles 
y  dando  origen  á  los  más  graves  desórdenes.  Mu- 
chas personas  han  sido  heridas  ó  lesionadas,  y 
entre  ellas  algunos  agentes  de    policía. 

«La  atítitud  prudentí^  y  mesurada  de  esa  auto- 
ridad, en  vez  de  imponer  consideración  y  respeto 
á  los  grupos  sediciosos,  sirvió  para  alentarlos  en 
su  carrera  desatentada. 

«El  país  sabe  í^ue  esos  desmanes  no  reconocen 
atenuación  ni  explicación  alguna.  La  República  se 
halla  en  plena  (luietud;  los  poderes  públicos  fun- 
cionan constitucionahnentc;  no  hay  por  el  mo- 
mento cuestión  que  divida  á  ia  familia  argentina, 
y  acabamos  de  ver  á  los  ciudadanos  desprendidos 
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ch»  todos  los  partidos  fraternizando  en  manifesta- 
ciones inequívocas   de  armonía  y    solidaridad. 

<'Eso  mismo  demuestra  (jue  estamos  delante  de 
un  síntoma  <j[ue  puede  corresponder  á  una  en- 
fennedad  oculta.  Así  mismo,  esos  hechos  pertur- 
badores y  violentos  pueden  ser  considerados  co- 
mo el  preludio  de  explosiones  más  peligrosas  aún, 
<iue  estallarían  á  título  de  conmemorar  aniversa- 
rios luctuosos,  sobre  los  cuah's  debería  extenderse 
más  bien  un  piadoso  olvido. 

«Los  (jue  se  lanzan  á  esas  manifestaciones  tu- 
multuosas, arrastrados  por  sus  temperamentos 
juveniles  ó  por  sus  pasiones,  ignoran  acaso  (\ue. 
marchan  á  su  lado  otros  elementos  nml  avenidos 
con  el  orden  social,  rechazados  acaso  de  otros 
centros  civilizados.  Es  posible  «(ue  ignoren  así 
mismo  que  de  esa  manera  tienden  á  dividir,  de- 
primir y  desmoralizar  los  poderes  y  las  fuerzas 
<iue  son  garantía  de  estabilidad  y  dé  respeto  den- 
tro y  fuera  de  la  Uepública. 

«De  todos  modos,  el  Poder  Ejecutivo  considera 
(jue  es  deber  supremo  de  su  parte  contener  esos 
extravíos  y  excesos  antes  que  tomen  mayor  in- 
cremento. Ellos  constituyen  un  estado  de  conmo- 
ción interna  y  amenazan  los  intereses  más  fun- 
dam;'ntales  de  la  sociedad  y  [)erturban,  además,  la 
aeeií'm  de  los  poderes  públicos.  Es  imposible  de- 
lil)i'rar  en  presencia    de  la  asonada  y  el  tumulto. 

«Por  estas  consideraciones,  invoi-ando  los  ar- 
tículos 2.*>  y  67,  inciso  26  de  la  Constitución,  me 
dirijo  á  Vuestra  Honorabilidad,  á  fin  de  (jue,  ejer- 
ciendo las  facultades  ((ue  ellos  confieren,  facilite 
el  pronto  restablecimiento  de  la  tran({U¡lidad  pú- 
blica y  las  medidas  que  las  circunstancias  exigen.» 
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Es  (ístudiado  y  dt*Hiwu'hado  el  proytH'to  por  la 
Ooiuíhíóu  d(*  Neji*ocíioK  Coiistátiuiioiíaies,  en  la  si- 
guiente foriaaí 

«A  lai Honorable  Cámara' de  Diputados. — Vuestra; 
Coniisión  de  Negocios  Constitucionales  hai  tomado 
en  coiiHÍderación  el  proyecto  de  ley  enviado  en 
revJs-ión  por  el  Honorable  Senado,  por  el  cual  se 
deolara  el  estado  de  sitio  en  el  territorio  de  la 
Capital  de  la  Repiiblica^  y  por  laí*  iviKones  cjue 
dará  el  miembro  infonnante,  oh  aconseja  que  le 
prestéis  vuestra  aprobación. — Sala  j|e  la  Comisión, 
.lulio  4  de  \^\.—Joaqn{ii  V.  González^  Mariano 
(iti  Vfídf'a^  Mafin(4  CarUs.  Kn  disidencia:  Joaquín 
Cn,*íteU>anos.» 
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Ci  estado   de  sitio.— Facultades  ii  causas  para 
establecerlo 


(Sesión  del  4  de  Julio   de  IfHtl) 


Sr.    Presidente — Está   en  discusión  en  ge- 
neral. 


^  I 


0RI(;KN    DKL   FHOYKC'IH» 

Sr.    González— 'V\áo  la    palabra. 

La  mayoría  de  la  Comisión  de  Negocios 
Constitucionales  me  ha  honrado  con  el  en- 
cargo de  exponer  en  el  seno  de  la  Honorable 
Cámara  los  fundamentos  del  despacho  que 
acaba  de  leerse,  por  el  cual  aconseja  la 
sanción  del  mismo  proyecto  de  ley  que  el 
Honorable  Senado  -aprobó  en  sesión  de  esta 
tarde. 

Cree    la    mayoría   de   la   comisión,  v   este 
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será  ^el  proceder  del  miembro  informante  en 
este  momento,  que  mientras  más  graves  sean 
las  circunstancias  en  que  el  país  se  encuen- 
tra, ó  en  las  cuales  debe  legislarse,  tanto 
mayor  es  la  obligación  del  legislador  de 
mantenerse  en  el  terreno  de  la  más  extricta 
serenidad,  de  la  más  absoluta  imparcialidad 
de  criterio. 

3e  ha  tenido  á  la  vista,  como  anteceden- 
tes para  aconsejar  este  despacho,  el  mensaje 
del  Poder  Ejecutivo  con  que  remitió  su  pro- 
yecto de  ley  al  Senado,  y  una  nota  del  jefe 
de  policía  de  la  capital  al  Ministro  del 
Interior,  dando  cuenta  de  los  sucesos  que 
han  tenido  lugar  en  esta  Capital  en  el  día 
de  ayer. 

De  esos  antecedentes  resulta  que  el  es- 
tado del  orden  público  en  esta  Capital  se 
encuentra  visible  y  profundamente  pertur- 
bado. No  solamente  concurren  para  calificar 
esta  perturbación  movimientos  populares,  ex- 
traños por  completo  á  la  vida  normal  de  esta 
gran  ciudad,  sino  también  actos  que  constitu- 
yen verdaderos  atentados  contra  las  garantías 
individuales,  contra  las  más  caras  garantías  in- 
dividuales, como  son  la  vida  y  la  propiedad;  y 
si  fuésemos  á  enunciar  proyecciones,  podría- 
mos también  decir  que  el  honor  estaba  en 
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peligro,  desde  que  grupos  de  gente  armada 
de  proyectiles  comunes  han  atentado  hasta 
contra  el  hogar  de  las   personas. 

Si  estas  razones,  si  estos  informes  ente- 
ramente oficiales  no  bastasen  para  fundar 
una  ley  de  este  género,  que  no  solamente 
es  preventiva,  sino  que  es  eminentemente 
represiva,  habría  otras  más  que  voy  a  per- 
mitirme enunciar  en  nombre  de  ía  mayoría 
de  la  Comisión. 


§11 

CONMOCIÓN  INTERNA 

La  Constitución,  en  sus  artículos  23  y 
67  inciso  26,  autoriza  al  Congreso  de  la 
Nación  jiara  declarar  el  estado  de  sitio  en 
caso  de  conmoción  interna. 

Esta  palabra,  conmoción  interna,  no  ne-' 
cesita  ya  en  esta  cámara  ser  definida:  tiene 
una  tradición  que  es  una  jurisprudencia  inva- 
riable, y  está  ya  sancionado  como  una  re- 
gla de  interpretación,  que  la .  conmoción  in- 
terna á  que  la  Constitución  se  refiere  com- 
prende tanto  los  movimientos  abiertamente 
hostiles   á  la  autoridad,  contrarios  al  orden 
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público,  como  también  esos  anuncios  evi- 
dentes de  más  hondas  perturbaciones,  pero 
que  no  han  tomado  todavía  una  forma  prác- 
tica, una  forma  externa. 

Existen,  señor  Presidente,  casos  de  esta 
interpretación  hecha  en  este  Congreso  en 
sucesivcis  discusiones,  y  existen  también  opi- 
niones de  los  más  reputados  autores  de  de- 
recho público  norteamericano.  Recordaré  en 
este  momento  la  opinión  de  Gooley,  cuya 
gran  autoridad  no  es  discutible,  que  ha- 
blando de  la  suspensión  del  haheas  corpus, 
que  en  esta  parte  es  semejante  á  nuestro 
estado  de  sitio,  dice:  «tal  suspensión  ha 
sido  muchas  veces  declarada  en  la  Gran 
Bretaña  ó  en  algunas  secciones  de  su  te- 
rritorio durante  el  presenté  siglo;  algunas 
veces  con  motivo  de  amenazas  de  invasión, 
y  otras  cuando  habían  tenido  lugar  ó  se 
temían  levantamientos  en  el  pueblo,  ó  cuan- 
do se  sospechaba  de  la  fidelidad  de  algunas 
personas  hacia  el  gobierno  y  cuya  influencia 
en  la  producción  del  mal  podía  ser  eficaz, 
aunque  no  hubiesen  realizado  abiertamente 
actos  de  los  cuales  la  ley  deba  tener  co- 
nocimiento.* 

No  necesito,  decía,  entrar  á  demostrar  que 
el  estado  de  sitio  es  una   medida  eminente* 


Digitized  by 


Google 


—    227    

mente  preventiva,  así  como  es  eminentemen- 
te represiva.  Y  esto  nadie  lo  duda,  desde  el 
momento  que  todos  los  señores  diputados 
han  presenciado  y  se  han  informado  oficial 
y  extraoficialmente  de  la  gravedad  de  los 
desórdenes  y  de  los  atentados  que  han  te- 
nido lugar  ayer  y  hoy  en  esta  Capital.  No 
ignoran  tampoco  que  en  este  mismo  ins- 
tante circulan  por  las  calles,  sin  poder  ser 
contenidos  por  nuestra  exigua  policía,  gru- 
pos de  gente  en  actitud  abiertamente  hostil. 
¿Contra  quién?  Contra  todos.  Contra  el  go- 
bierno, desde  que  se  gritan  abiertamente 
mueras  al  Presidente  de  la  República  y  voces 
subversivas  contra  sanciones  probables  del 
Honorable  Congreso,  atentando  también  en 
esto,  contra  las  más  elementales  libertades  del 
Parlamento.  Que  se  ha  visto  correr  sangre 
en  la  plaza  pública  de  esta  Capital  en  frente 
mismo  de  la  residencia  del  Poder  Ejecutivo 
y  del  Congreso;  que  se  han  visto  atentados 
contra  la  propiedad  privada  en  forma  es- 
truendosa, y  por  desgracia  demasiado  evi- 
dente; que  se  han  cometido  saqueos  en  casas 
de  comercio,  esto  también  es  del  dominio 
público.  Y  si  esto  no  revela,  señor  Presi- 
dente, el  estado  de  visible  conmoción  de 
toda  esta  ciudad,  que  es  por  si  sola  un  vasto 


Digitized  by 


Google 


—    228    — 

territorio  y  un  vasto  estado,  no  creo  que 
podamos  tener  un  signo  más  evidente  para 
calificar  lo  que  la  Constitución  llama  una 
conmoción  interior. 


§  III 

EL    ORDEN    PÚBLICO    EN  LA    CIUDAD  MODERNA 

También  es  preciso  tener  presente  lo  que 
son  ya  en  nuestra  época,  estas  glandes  ciu- 
dades que  los  autores  empiezan  á  llamar 
ciudades-estados,  porque  con  la  multiplicidad 
de  elementos  sociales  de  que  se  componen, 
por  la  variedad  de  las  tendencias  políticas, 
económicas  y  de  toda  denominación,  que  ha- 
cen poner  en  pugna  unas  fracciones  contra 
otras  dentro  de  la  misma  sociedad,  en  ge- 
neral, aunque  no  sea  por  los  mismos  mo- 
tivos políticos,  crean  situaciones  gravísimas 
de  consecuencias  imposibles  de  preveer,  y 
que  sacan  esta  cuestión  del  estado  de  sitio  del 
terreno  eminentemente  político  en  que  hasta 
ahora  ha  sido  considerada,  para  colocarla 
en  otro  terreno  nuevo,  que  la  Constitución 
no  ha  dejado  de  preveer  y  es  el  solo  orden 
social.  La  Constitución  acuerda  y  comete  á 
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los  poderes  públicos,  y  especialmente  al 
Poder  Ejecutivo,  á  quien  ha  confiado  el  go- 
bierno  de  la  fuerza  pública,  el  cuidado  de 
la  paz,  de  la  tranquilidad  social  y  del  ejer- 
cicio de  todos  los  derechos  privados  que  en 
su  conjunto  constituyen  la  libertad  civil.  Si 
esto  no  es  posible,  el  gobierno  pierde  su 
razón  de  ser;  y  cuando  en  parte  ó  en  el  todo, 
un  gobierno  no  tiene  los  elementos  para 
combatir  este  estado  de  cosas,  necesita  apelar 
á  la  suma  de  los  poderes  de  que  legalmente 
puede  disponer  para  combatir  el  mal  con 
eficacia  y  hacer  efectiva  \^  garantía  de  la 
libertad  civil,  que  es  la  que  en  este  mo- 
mento está  más  en  peligro. 

En  los  países  más  adelantados  de  Europa 
y  de  América  hemos  visto  que  por  causas 
muy  semejantes  á  éstas,  y  acaso  menos 
graves,  se  ha  declarado  muchas  veces  el 
estado  de  sitio,  no  porque  se  temiera  un 
movimiento  revolucionario  que  pusiera  en 
peligro  la  existencia  del  gobierno  ni  la  in- 
gridad  nacional,  sino  por  simples  movi- 
mientos sociales,  que  ponían  en  peligro,  cir- 
cunscripta y  limitadamente,  el  goce  de  la 
tranquilidad  doméstica  y  el  ejercicio  de  los 
más  comunes  derechos  que  constituyen  la 
paz  social. 
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En  una  situación  como  la  que  ha  alcana 
zado  la  ciudad  de  Buenos  Aires  en  estos  dos 
últimos  días,  es  indudable  que  el  ^ercicio 
del  comercio  sufre  los  más  graves  perjuicios. 
Las  industrias  y  la  vida  entera  de  las  tran- 
sacciones son  imposibles,  desde  el  momento 
en  que  hemos  visto  no  sólo  ya  amenazas 
sino  asaltos  de  hecho  contra  la  propiedad 
privada,  delitos  verdaderos,  calificados  por 
la  ley  penal. 

Estos  son  signos  evidentes  de  una  pro- 
funda perturbación;  y  si  esto  no  fuese  bas-" 
tante,  debo  todavía  aducir  otras  consideracio- 
nes— brevemente  para  no  fatigar  la  atención 
de  la  Cámara, — que,  á  mi  juicio,  demuestran 
con  más  eficacia  la  necesidad  de  esta  me- 
dida que  la  mayoría  de  la  Comisión  acon- 
seja. Se  trata,  señor  Presidente,  de  protejer, 
no  solamente  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles  de  los  ciudadanos,  se  trata  de  pro- 
tejer  la  existencia  y  la  libertad  de  este  alto 
cuerpo,  que  es  el  único  que  representa  la 
verdadera  y  directa  soberanía  legislativa  del 
pueblo  argentino. 

Nadie — dice  el  artículo  22  de  la  Consti- 
tución— tiene  derecho  á  deliberar  guberna- 
tivamente sino  las  autoridades  que  el  voto 
público  ha  creado.  Y  si  hemos   de  obrar  de 
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acuerdo  con  los  principios  de  nuestro  régi- 
men representativo,  no  podemos  menos  que 
dictar  una  ley  como  ésta,  que  garantiza  el 
ejercicio  del  derecho  soberano  que  el  pue- 
blo nos  ha  confiado.  Que  estos  privilegios 
están  amenazados  no  necesito  demostrarlo, 
pero  dejaremos  constancia  de  los  hechos. 

Un  senador  de  la  Nación  ha  sido  ape- 
dreado en  la  calle  pública  y  asaltado  su 
domicilio.  En  Inglaterra,  una  vez,  porque 
en  un  jardín  de  uno  de  los  miembros  de  la 
Cámara  de  los  Comunes  se  encontró  un  la- 
drón, se  consideró  violado  el  privilegio  par- 
lamentario de  los  comunes.  Nosotros  no 
vamos  tan  lejos.  Pero  desde  el  momento 
en  que  la  persona  de  un  senador,  el  mis- 
mo domicilio  de  ese  senador  ha  sido  agre- 
dido por  vías  de  hecho,  creo  que  ningún' 
señor  diputado  me  negará  que  los  privile- 
gios de  ese  senador  están  violados  y  vio 
lada  por  consiguiente  la  integridad  moral  y 
soberana  de  este  alto  cuerpo. 

¿Por  qué  ha  sido  violado  el  privilegio  de 
este  senador?  Porque  ha  manifestado  en  el 
seno  del  Congreso  opiniones  en  favor  de 
un  proyecto  de  ley;  y  esta  es  la  condición 
constitucional  para  que  exista  la  violación 
del  privilegio.    {/Muy   bien!)    Y  porque  to- 
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dos  ío  dicen  públicamente,  tanto  la  prensa 
de  la  Capital  como  el  parte  oficial  de  la 
Policía,  que  las  causas  de  estas  perturba- 
ciones sociales  están  en  las  opiniones  ver- 
tidas por  estas  personas  en  la  discusión  pen- 
diente sobre  la  ley  de  unificación  de  las 
deudas. 

Cree,  pues,  la  mayoría  de  la  Comisión, 
que  el  caso  es  calificado  de  violación  pú 
blica  y  abierta  contra  los  privilegios  del 
Congreso  de  la  Nación.  El  Congreso  nece- 
sita entonces  que  el  Poder  Ejecutivo  dis- 
ponga de  todos  los  elementos  que  le  per- 
mitan defender  la  integridad  de  sus  privi- 
legios; y  éstos  no  sólo  debe  el  Congreso 
defenderlos  en  homenaje  á  la  paz  social,  á 
la  integridad  de  los  derechos  civiles,  sino 
en  defensa  de  sus  privilegios  ofendidos  por 
tumultos  de  pueblo  que  le  impiden  legislar 
en  paz,  como  la  Constitución  le  manda  que 
legisle. 

§    IV. 

BSTADO  DB  SITIO  PREVENTIVO 

El  estado  de  sitio,  como  he  dicho,  es  no 
sólo  represivo;  es  también    preventivo;  y  si 
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no  fuese  así,  esta  medida  de  gobierno  care- 
cería de  efecto  y  tanto  más  de  eficacia.  Ya 
no  estamos  en  una  época  de  libertades  pri- 
mitivas é  infantiles,  en  que  debamos  creer 
tan  sólo  en  la  letra  de  la  ley,  porque  sa- 
bemos que  tiene  además  un  espíritu. 

La  civilización,  por  otra  parte,  el  adelan- 
to de  todas  las  clases,  tanto  en  las  gober- 
nantes como  en  las  pasivas,  es  tal,  que  no 
es  posible  creer  que  un  gobierno  falte  tan 
abiertamente  á  las  consideraciones  sociales, 
que  se  erija,  por  el  solo  hecho  de  estar  in- 
vestido de  un  poder  excepcional,  en  una  ti- 
ranía ó  en  una  dictadura. 

Blackstone,  el  gran  comentador  inglés,  de- 
fine la  suspensión  del  habeas  corpus  dicien- 
do que  es  una  momentánea  pérdida  de  la 
libertad,  con  el  objeto  de  gozarla  definiti- 
vamente, de  gozarla  depués  para  siempre. 
Y  esta  es,  sin  duda  alguna,  la  verdadera 
definición  que  se  puede  dar  de  esta  medida 
excepcional.  No  tiene  nada  de  peligroso  que 
en  el  estado  actual  de  nuestra  cultura  nos 
privemos  un  instante  de  ella  virtualmente, 
desde  el  momento  que  el  Poder  Ejecutivo 
no  hará  uso  de  esta  medida  sino  en  los 
casos  particulares  en  que  sea  necesario  ó 
indispensable. 
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Nos  privamos,  decía,  nominal  y  virtual- 
mente  de  esta  libertad  para  poder  gozarla 
en  realidad  y  efectivamente  en  adelante,  al 
abrigo  de  todas  esas  tendencias  perturba- 
doras, que  hoy  se  agitan  y  que  Dios  quiera 
no  se  conviertan  en  una  modalidad  perma- 
nente de  nuestra  ciudad. 

Por  otra  parte,  refiriéndome  de  nuevo  á 
lo  que  son  estos  grandes  organismos  urba- 
nos, mucho  más  en  estos  últimos  tiempos 
en  que  los  movimientos  sociales  han  adop- 
tado formas  nuevas,  debo  decir  que  en 
nuestra  ciudad  fermenta  ya  una  crecida 
cantidad  de  pasiones  colectivas  que  tienden 
á  tomar  forma,  á  tomar  cuerpo.  Acaso 
nuestras  autoridades,  nuestros  pensadores, 
nuestros  hombres  de  Estado,  no  les  dan  to- 
davía el  valor  que  ellas  tienen;  pues  desde 
el  momento  que  hemos  proclamado  la  más 
amplia  libertad  de  inmigración,  que  hemos 
abierto  las  puertas  de  nuestro  país  á  todos 
los  hombres  del  mundo  que  quieran  habi- 
tar nuestro  suelo,  las  hemos  abierto  tam- 
bién á  todos  los  vicios  sociales  que  fermen- 
tan en  Europa;  porque  allá,  siendo  mejores 
comprendedores  que  nosotros  de  la  libertad 
humana,  les  tratan  con  rigores  que  les  obli- 
gan á    desbordarse  sobre    nuestras    playas. 
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viniendo  á  perturbar  la  paz  que  tanto    ne-  - 
cesitamos  para    desenvolver  todos   los  pro- 
gresos   materiales,   morales,    intelectuales  y 
económicos.  {Muy  bien). 

Si  el  Poder  Ejecutivo  no  dispone  de  to- 
dos los  medios  que  son  necesarios  para  ata- 
car el  mal  donde  se  encuentra,  para  atacar- 
lo en  su  raíz,  no  creo  qne  hacemos  un  go- 
bierno efectivo,  no  tenemos  razón  de  existir 
como  cuerpo  político. 

§  V. 

NECESIDAD   Y   EFICACIA   DEL    ESTADO   DE  SITIO 

La  política  no  es  teoría,  no  es  abstrac- 
ción; la  política  es  hecho,  sucesión  de  he- 
chos que  constituyen  un  estado  poh'tico.  El 
Poder  Ejecutivo,  indudablemente,  necesita 
de  este  poder  excepcional  para  ponerlo  en 
práctica  en  la  tarea,  que  sin  duda  empren- 
derá con  energía,  de  descubrir  las  raíces  de 
estos  males,  cuya  forma  externa  estamos 
presenciando;  pero  como  en  tiempos  anor- 
males se  requieren  procedimientos  breves, 
no  es  posible,  en  cada  caso,  ir  á  solicitar 
del  juez  la  orden  de  allanamiento:  es  nece- 
sario ir  directa  y  rápidamente  á  donde  el 
mal  se  encuentre    para   atacarlo  en  su  raíz 
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y  nacimiento  y  no  dejarlo  crecer.  Necesita 
arrestar  personas,  necesita  vigilarlas,  seguir- 
las de  cerca,  es  decir,  necesita  coartarles 
la  libertad  absoluta  de  que  gozan  hasta 
ahora;  y  esto  no  es  posible  en  el  ejercicio 
normal  de  nuestras  instituciones.  Necesitará 
quizá  expulsar  del  país  elementos  perturba- 
dores que  traen  á  nosotros,  á  nuestro  sue- 
lo, todas  las  resacas  sociales  de  otros  pue- 
blos en  donde  son  perseguidos  con  más 
energía  que  aquí. 

Necesita  igualmente  el  Poder  Ejecutivo 
tener  amplitud  para  prohibir,  para  disolver 
reuniones  tumultuosas  realizadas  en  contra 
de  la  forma  que  la  ley  ha  previsto,  aunque 
no  ha  definido,  porque  nuestra  Constitu- 
ción, aunque  no  ha  definido  este  derecho 
de  reunión  lo  supone  incluido  en  el  dere- 
cho de  asocirse  con  fines  útiles.  No  puede 
tampoco  el  Poder  Ejecutivo  permitir  reunio- 
nes que  por  lo  menos  no  tengan  un  fin  li- 
cito, un  fin  social,  un  fin  civilizador;  y  es 
en  estas  reuniones  antisociales,  contrarias  al 
orden  normal  de  la  vida  civil,  en  donde 
fermentan  todos  los  gérmenes  de  las  diso- 
luciones y  perturbaciones  sociales,  que  to- 
man formas  tan  agresivas  como  sucede  en 
estos    momentos.    Necesita,   igualmente,  se- 
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ñor  Presidente,  disponer  de  este  poder  ex- 
cepcional para  moderar  un  tanto  este  dere- 
cho tan  precioso  de  la  publicidad,  que  se 
convierte  á  veces  en  el  más  fuerte  de  los 
elementos  de  perturbación.  No  seré  yo  quien 
pida  que  la  libertad  de  la  prensa  sea  coar- 
tada, ni  sea  prohibida.  Limitar  no  es  alterar, 
según  el  sentido  de  la  Constitución.  Si  la 
libertad  de  la  prensa  es  limitada  y  es  mo- 
derada, es  fecunda  en  beneficios  morales  é 
intelectuales  para  todo  país:  pero  si  la  pren- 
sa se  desborda,  no  es  ya  un  misterio  que 
es  el  primero  y  el  más  formidable  de  los 
elementos  de  disolución  social!  {¡Muy  bien!) 
Enumero  esta  serie  de  derechos  que  la 
acción  del  gobierno  puede,  en  caso  nece- 
sario y  en  los  casos  comprobados,  limitar 
en  obsequio  á  la  paz  y  armonía  social  es,  no 
porque  desee  que  el  Poder  Ejecutivo  lo 
ponga  en  práctica,  no  porque  desee  que  el 
estado  de  sitio  se  convierta,  en  realidad,  en 
un  estado  de  persecución;  no  señor,  no  lo 
creo;  la  Comisión  no  lo  cree  ni  lo  espera; 
no  cree  que  el  Poder  Ejecutivo  actual,  que 
ha  garantido  todas  estas  libertades  y  á  cu- 
yo amparo  se  desarrollan  con  toda  ampli- 
tud los  derechos  del  pueblo,  se  vea  en  el 
caso,  por   el   solo    placer   de    persegfuir,  de 
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alterarlo  en  su  ejercicio.  Sobre  esta  base 
de  confianza,  la  Comisión  no  ha  vacilado 
un  instante  en  prestar  su  .  aprobación  al 
proyecto  de  ley  del  Honorable  Senado,  con- 
fiada en  que  esta  Cámara,  si  aprueba  el 
despacho  de  la  ma3'^oría,  habrá  dictado  una 
ley  previsora,  una  ley  de  paz  y  de  tran- 
quilidad social,  una  ley  que  ningún  peligro 
envuelve,  no  solo  para  la  alta  mesura  y 
conocida  liberalidad  de  los  poderes  públi- 
cos, sino  por  el  estado  de  civilización  á  que 
el  pueblo  en  general  ha  llegado,  y  en  cuyo 
medio  ambiente  no  son  ya  posibles  las  me- 
didas de  rigor  y  los  despotismos  que  en 
otra  época  pudimos  haber  lamentado. 

De  esto  podemos  estar  seguros,  y  la  tran- 
quilidad con  que  la  Comisión  ha  firmado 
su  despacho  revela  también  á  la  Honorable 
Cámara  que  es  fruto  de  una  convicción  pro- 
funda de  que  se  viene  á  resolver  un  esta- 
do de  cosas  que  no  puede  continuar  por  más 
tiempo,  y  que  hará  honor  á  las  institucio- 
nes que  nos  rigen  y  en  cuya  virtud  debemos 
aspirar  á  deliberar   en  paz  y  en  seguridad. 

He  dicho.  (¡Muy  bien!  ¡?nuy  bienl) 
[Aplausos^ 
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ESTñDO    DE  SITIO. 
SUSPENSIÓN  T   LEUANTñniENTO. 
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ANTCCCDCNTCS 


El  corto  espacio  de  veinticinco  días  que  duró 
el  estado  de  sitio  sancionado  el  4  de  Julio  de  1901, 
fué  fecundo  en  acontecimientos  de  orden  político 
interno,  que  tocará  á  la  historia  de  los  partidos 
referir  y  juzgar. 

Sancionado  por  el  Senado  el  proyecto  que  man- 
dó cesar  el  estado  de  sitio,  la  Comisión  de  Nego- 
cios Constitucionales  de  la  Cámara  de  Diputados, 
lo  despacha  de  acuerdo,  en  los  términos  de  que 
informan  los  documentos  siguientes: 


A  la  Honorable  Cámara  de  Diputados: 

La  Comisión  de  Negocios  Constitucionales  ha 
estudiado  el  proyecto  de  ley  relativo  al  estado  de 
sitio,  venido  en  revisión  del  honorable  Senado,  y 
por  las  razones  que  dará  el  miembro  informante, 
os  aconseja  su  sanción. 

Sala  de  la  Goiuísíód,  Buenos  Aires  Julio  29  de  1901. 


Joaquín  V.  González.—José 
Fonrouge. — Mañano  ele  Fe- 
dia,— Manuel  CarUsi». 


j.  Y.  aoMzÁLBz  -  Debatea  Coneiitueionalee  -  Tomo  X.  16 

Digitized  byCjOOQlC 


—  242  — 


PROYECTO  DE  LEY: 

«El  Senado  y  Cámara  de  Diputados^  etc.: 

Articulo  1.0  Cesa  el  estado  de  sitio  en  la  Capi- 
tal de  la  República,  declarado  por  ley  núme- 
ro 3996,  de  5  de  Julio  del  corriente  año. 

Art.  2.<>  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo» . 
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Estado  de  sitió.— Suspeasión  y  levantamiento 


(Sesión  del  29  do  Julio  do    1901) 

Sr,  Presidente  —  Está  en  discusión  en 
general. 

Sr,  González — Pido  la  palabra. 

§  I- 

ADVERTENCIAS   PREVIAS 

La  situación,  señor  Presidente,  en  que  la 
Comisión  de  Negocios  Constitucionades  se 
presenta  esta  vez  ante  la  Honorable  Cáma- 
ra necesita  unas  breves  palabras  de  expli- 
cación. 

Como  ha  podido  verse,  el  despacho  vie- 
ne firmado  por  la  totalidad  de  sus  miem- 
bros, con  excepción  del  señor  diputado  Cas- 
tellanos, que  se  encuentra  indispuesto. 
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Debe  declarar  el  miembro  informante  que 
el  señor  diputado  doctor  Caries  se  ha  re- 
servado expresar  en  el  seno  de  la  Honora- 
ble Cámara  los  fundamentos  por  los  cuales 
él  ha  prestado  su  firma  al  despacho  que 
acaba  de  leerse. 

Por  parte  del  diputado  que  habla,  él  ha 
recibido  el  honor,  nuevamente,  de  ser  desig- 
nado para  expk-esar  los  fundamentos  que  la 
mayoría  de  la  Comisión  ha  tenido  para  subs- 
cribir el  proyecto  del  honorable  Senado,  y 
debe  hacer  presente  que,  hablando  á  nom- 
bre de  la  mayoría  de  la  Comisión,  quizá  en 
el  curso  de  la  exposición  pudiera  expresar 
alguna  idea  que  no  estuviese  extrictamente 
comprendida  dentro  del  programa  oficial, 
diré  21SÍ,  de  un  informe  en  nombre  de  di- 
cha mayoría;  pudiera  ocurrir  que  alguna  opi- 
nión personal,  algún  juicio  enteramente  ín- 
timo, pudiera  apartarme  de  esta  norma 
de  criterio;  y  en  este  caso,  ruego  me  discul- 
pen tanto  los  rtiiembros  de  la  Comisión  que 
me  han  honrado  con  su  confianza,  como  la 
honorable  Cáitiara,  cuya  discreción  sabrá 
separar  lo  que  es  oficial  de  lo  que  es  per- 
sonal. ^ 

Esto  no  quiere  decir,  señor  Presidente, 
que  me  disponga  á  sacar  este    informe    de 
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su  terreno  exclusivamente  reglamentario  y 
constitucional.  Si  hago  esta  prevención  es 
simplemente  porque  conozco  la  debilidad  de 
mi  juicio  y  la  insuficiencia  de  mi  palabra, 
y  pudiera  por  estas  deficiencias  puramente 
mías,  incurrir  en  alguna  transgresión  del 
honroso  mandato  que  la  mayoría  de  la  Co- 
misión me  ha  dado. 


§  II. 

CESACIÓN   DE  LAS    CAUSAS 

Se  trata,  señor  Presidente,  de  ejercitar 
una  de  las  facultades  que  la  Constitución 
ha  referido  al  Congreso  Nacional:  declarar 
suspendido  el  estado  de  sitio  acordado  como 
una  facultad  excepcional  al  Poder  Ejecuti- 
vo durante  los  graves  acontecimientos  que 
han  tenido  lugar  á  principios  de  este  mes  y 
que  son  del  dominio  público. 

Es  una  regla  elemental  de  derecho  pú- 
blico que  toda  facultad  excepcional  confe- 
rida á  un  poder  cesa  desde  el  momento  que 
han  cesado  las  causas  que  le  dieron  exis- 
tencia. El  estado  de  sitio,  por  otra  parte,  es 
una  medida   excepcional    restrictiva   de    los 
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derechos  personales  de  los  ciudadanos  y  de 
los  derechos  colectivos  del  pueblo,  y  que 
impone,  por  lo  tanto,  al  poder  que  la  de- 
sempeña, el  deber  de  ejercitarla  con  todos 
los  miramientos  que  se  deben  á  la  ampli- 
tud de  los  derechos  civiles  del  ciudadano. 

La  Comisión  ha  tenido  la  ocasión  de  re- 
cibir en  su  seno  durante  algunos  momentos 
al  señor  Ministro  del  Interior,  y  le  ha  re- 
cabado los  informes  necesarios  sobre  la  ma- 
nera como  el  Poder  Ejecutivo  ha  desempa- 
ñado esta  medida  excepcional,  así  como 
sobre  el  estado  en  que  se  encuentra  actual- 
mente el  pueblo  de  la  Capital,  dentro  de 
cuyo  territorio  se  había  limitado  el  uso  de 
esta   facultad  excepcional. 

El  señor  Ministro  del  Interior  ha  infor- 
mado á  la  Comisión  que  las  causas  inme- 
diatas que  determinaron  al  Congreso  á  es- 
'  tablecer  el  estado  de  sitio,  han  desaparecido 
y  que,  por  lo  tanto,  ha  desaparecido  el  mo- 
tivo  determinante  de   esta  sanción. 

El  Congreso,  que  no  tiene  á  su^  cargo  la 
administración  inmediata  de  la  fuerza  pú- 
blica y  la  vigilancia  policial  de  la  Capital 
de  la  República,  no  puede  sino  confiar  ple- 
namente en  los  informes  que  le  presta  la 
autoridad  ejecutiva,  que  es  la  que  cuida  de 
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la  alta  policía  del  Estado.  Por  consiguiente, 
mi  informe  no  puede  tener  otro  fundamen- 
to ni  otra    base,  que    estas  manifestaciones 
procedentes    del  Poder  Ejecutivo.    En  Qste 
sentido,  creo  coincidir  con  todos  los  miem- 
bros de  la  Comisión  en  que  la  cesación  del 
estado  de  sitio  se  impone  de  pleno  derecho. 
Ahora,   el    Congreso,   segpin  la   Constitu- 
ción, es  dueño  de  la  facultad  de  declarar  el 
estado  de  sitio  por  causa  de  conmoción  in- 
'erna.  Hace  una  delegación  al  Poder  Ejecu- 
tvo,  y  cuando  vuelve  á  traer  á  su  juicio  el 
cimplimiento    de   esta   ley   excepcional,    el 
Ccngreso    tiene   el    derecho  de   juzgar    los 
acbs  del  Poder    Ejecutivo,  en  cuya^  virtud 
se  la  dado   cumplimiento  ó  se  ha  ejercita- 
do ísa  facultad  constitucional. 


§  iii. 


conduca   observada  por  el  p.  e.  durante  el 
estado  de  sitio 


Ejercindo,  pues,  este  criterio,  la  mayoría 
de  la  Ccnisión  cree  deber  expresar  en  el 
seno  de  a  Cámara   su  más  completa  satis- 
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facción  por  la  manefa  elevada,  culta  y  mo- 
derada con  que  el  Poder  Ejecutivo  ha  sa- 
bido ejercitar  esta  facultad  excepcional,  con- 
ferida por  el  Congreso  como  una  alta  prueba 
de  confianza  y  en  homenaje  á  las  necesi- 
dades públicas. 

Desde  luego,  el  estado  de  sitio  ha  sido 
limitado,  según  el  precepto  constitucional, 
al  sólo  territorio  de  la  Capital  de  la  Repú- 
blica. El  Congreso  dictó,  cuando  sancione 
esta  ley,  una  ley  de  paz,  no  una  autoriza- 
ción de  coerción  ni  de  presión  sobre  l'S 
elementos  populares;  la  prueba  está,  seiOr 
Presidente,  en  que  no  ha  habido  necesiiad 
durante  los  días  del  estado  de  sitio,  de  ¿er- 
citar,  en  el  hecho,  ninguna  de  las  faculta- 
des que  esa  situación  comporta.  No  sf  han 
realizado  más  arrestos  personales  que^que- 
Uos  que  se  hicieron  en  los  primeros  tías  de 
los  tumultos  conocidos:  no  ha  sido  neesario, 
tampoco,  realizar  deportaciones  ni  cambio 
de  domicilio  de  las  personas  de  unpunto  á 
otro  de  la  República,  ni  menos  ha  habido 
necesidad  de  que  ningún  ciudadafr  tuviera 
que  abandonar  el  país;  no  ha  habdo  nece- 
sidad de  allanar  domicilios,  papáes  ni  co- 
rrespondencia pública  ó  privada  le  ningún 
género;  tampoco   ha    habido    ne^sidad    de 
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imponer  á  la  palabra  hablada  ó  escrita,  nin- 
guna restricción  excepcional,  salvo  un  breve 
incidente  que  fué  pronto  subsanado,  con  un 
diario  de  la  Capital. 

En  cambio,  señor,  los  beneficios  sociales 
y  políticos,  en  general,  del  estado  de  sitio, 
han  podido  ser  palpados  por  toda  la  Repú- 
blica. La  prensa  ha  moderado  su  lenguaje 
y  ha  permitido  que  las  pasiones,  que  se 
agitan  y  conmueven  en  este  estado  de  la 
sociedad,  se  serenen  y  tranquilicen,  y  pue- 
dan desarrollarse  los  sucesos  con  su  equili- 
brio y  calma  normal. 

El  gran  beneficio  del  estado  de  sitio  con- 
siste en  la  autoridad  moral  que  ejerce  sobre 
todo  el  espíritu  público,  impidiendo  natu- 
ralmente, por  su  propia  virtud,  la  formación 
de  agrupaciones  peligrosas,  sediciosas  ó  en 
son  de  revuelta  que,  siguiendo  una  ley  na- 
tural de  expansión,  podrían  haberse  desa- 
rrollado en  aquéllos  días  en  que  presencia 
mos  tantas  escenas  tumultuosas  en  las  calles 
de  la  ciudad, 

Al  juzgar  de  la  conducta  del  Poder  Eje- 
cutivo durante  el  ejercicio  del  estado  de  si- 
tio, no  puede  la  mayoría  de  la  Comisión 
menos  de  hacer  notar  la  actitud  elevada, 
digna  y  correcta  con  que  el  primer  magis- 
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irado  de  la  Nación  ha  sabido  conducirse 
durante  esos  días  de  excepcionales  atribu- 
ciones. 

El  presidente  de  la  República,  según  el 
espíritu  de  nuestra  Constitución  y  la  letra 
de  este  gran  código  de  nuestras  libertades, 

-  no  se  debe  en  particular  á  ninguna  agru- 
pación ni  á  ninguna  persona;  no  tiene  fa- 
cultad para  celebrar  pactos  con  ningfuna 
agrupación  ni  persona.  Los  vínculos  que  li- 
gan al  Presidente  los  son  única  y  exclusi- 
vamente con  la  Constitución  deja  República. 
La  falta  de  cumplimiento  á  deberes  de  leal  - 

_  tad,  de  éxtricta  consecuencia  política,  sólo  le 
sería  imputable  el  día  que    le   fuera   impu- 

.  table  una  transgresión  á  la  Constitución.  Se- 
ría^ por  lo  tanto,  una  acusación  gratuita  im- 
putarle faltas  á  compromisos,  á  palabras,  á 
empeños  que  el  presidente  de  la  República 
no  puede  formar,  hallándose  establecido,  como 
lo  está,  que  la  única  vinculación  inviolable 
para  el  presidente  de  la  República  es  la 
que  lo  liga  con  el  juramento  de  guardar  y 
hacer  guardar  la  Constitución. 
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§  IV 


LIBERTAD   DE   CRÍTICA  POLÍTICA 


Es  necesario  darse  cuenta  exacta  de  lo 
que  vale  una  conducta  semejante  del  Pre- 
sidente bajo  el  imperio  de  nuestras  institu- 
ciones, y  debemos  hacer  honor  á  la  palabra 
del  señor  Presidente,  cuando  por  medio  de 
su  Ministro  del  Interior,  ha  hecho  declara- 
ciones en  el  seno  del  Congreso,  de  que  se 
adhiere  plenamente  á  la  ley  que  manda  le- 
vantar el  estado  de  sitio  en  la  capital  de  la 
República.  Esta  ley  es  indudablemente  ne- 
cesaria; es  indudablemente  necesario  que  la 
opini(Sn  pública  recobre  el  ejercicio  pleno  de 
su  juicio  sobre  todos  los  actos  del  gobierno 
y  sobre  todas  las  personas  políticas.  En  es- 
ta ocasión,  por  tantos  motivos  solemne,  yo 
puedo  hacer  mías  las  palabras  de  un  gran 
orador  inglés  que  en  una  circunstancia  se- 
mejante pedía  al  parlamento  la  concesión  de 
medidas  extraordinarias  para  reprimir  los 
excesos  de  las   asociaciones  populares  que 
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amenazaban  perturbar  la  paz  pública,  para 
que  se  haga  la  distinción  clara  entre  lo  que 
son  libertades  de  reunión,  petición,  y  opinión, 
y  lo  que  es  la  licencia,  el  peligro  y  la 
amenaza  contra  la  paz. 

William  Pitt  decía  estas  palabras  que  po- 
drían ser  pronunciadas  por  un  Ministro  de 
Estado  argentino  en  las  presentes  circuns- 
tancias: «sin  duda,  nadie  pretende  negar  al 
pueblo  el  derecho  de  expresar  sus  opinio* 
nes  políticas,  sobre  los  hombres  y  sobre  las 
cosas,  y  menos  el  derecho  de  petición  á  las 
dos  ramas  de  la  legislatura;  nadie  más  que 
yo  está  dispuesto  á  reconocer  estos  dere- 
chos: es  un  privilegio  que  nadie  puede  des- 
truir. Pero  si  estos  actos  no  son  más  que 
un  pretexto  para  encubrir  otras  agitaciones 
contrarias  á  la  libertad  de  los  ciudadanos; 
si  en  lugar  de  defender  sus  derechos,  se 
quiere  excitar  al  pueblo  á  la  rebelión,  y 
en  fin,  si  en  vez  de  proteger  la  libertad  se 
propone  minarla  en  sus  cimientos,  enton- 
ces, yo  declaro  que  es  tiempo  de  que  el  par- 
lamento de  Inglaterra  interponga  su  auto- 
ridad». 

Es,  sin  duda,  necesario  devolver  al  pue- 
blo en  estos  momentos  la  plenitud  del  ejer- 
dicio  de  sus  derechos,  de  sus  opiniones,  de 
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sus  juicios  sobre  los  actos   y  sobre   las  co- 
sas del  gobierno. 

Pero  el  Congreso  argentino,  al  resolverse 
á  dar  su  voto  en  estas  circunstancias,  creo 
que  debe  meditar  sobre  las  consecuencias 
que  esta  libertad  puede  traer  en  adelante; 
y  si  ahora  :  con  mano  liberal  devuelve  al 
pueblo  el  ejercicio  de  sus  derechos  transi- 
toriamente limitados,  debe  reservarse  el  que 
tiene  para  reprimir,  en  caso  necesario,  con 
la  energía  que  corresponda  á  nuestra  cul- 
tura y  á  nuestra  civilización,  toda  tentativa 
de  sojuzgar  las  libertades  públicas,  á  título 
de  protegerlas  ó  fomentarlas;  pues  no  pa- 
rece absurdo  suponer  que  el  mismo  Con- 
greso, por  su  propia  autoridad  ó  por  ini- 
ciativa del  Poder  Ejecutivo,  tuviese  en  otra 
ocasión  que  volver  á  imponer  este  régimen 
restrictivo  de  las  libertades,  por  ser  ellas 
mal  comprendidas  ó  mal  ejercitadas. 

§  v- 

FUBRZAS  QÜB  ACTÚAN 
BN    LAS  SOCIBDADBS    MODBRNAS 

Trabajan  en  este  momento  á  la  sociedad 
argentina  y  á  la   sociedad   humana,  en  ge- 
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neral,  causas  profundas  de  perturbación.  No. 
necesito  recordar  á  los  señores  Diputados  las 
obras  de  grandes  pensadores  que  estudian 
el  estado  psicológico  de  la  humanidad. en 
los  momentos  actuales.  Y  á  nosotros,  que 
estamos  en  continua  comunicación  con  el 
mundo  europeo,  todas  las  causas  de  pertur- 
bación social  nos  tocan;  más  ó  menos,  pro- 
fundamente; y  al  juzgar  los  actos  que  han 
motivado  el  estado  de  sitio,;  ílebemos  tener 
presente  que  no  .gon  ya  solamente  causas  por 
líticas  las  que  perturban  lá  paz  de  la  sociedad, 
sino  también  económicas,  morales^  religio- 
sas, íntimas  que  están  en  el  fondo  del  al- 
ma  del  pueblo  y  que  tío  se  revelan  en  las 
formas  acosturnbradas  hasta  ahora. 

Cuando  tuve  el  honor  de  informar  el  pro- 
yecto mandando  establecer  el  estado  de  si- 
tio, me  permití  hacer,  presente  á  la  Cámara 
que  las  circunstancias  habían  cambiado,  y 
que  el  estado  de  sitio  procedería  no  sola- 
mente en  el  caso  de  una  revolución  produ- 
cida ó  próxima  á  producirse,  sino  que  bas- 
taría, para  dar  lugar  á  esta  medida  excep- 
cional, cualquier  otra  causa  profunda  y 
efectiva  de  perturbación  del  espíritu  público, 
que  amenazase  turbar  la  paz  de  la  sociedad. 

Me  escudaba  también,  al  íemitir  esta  opi^ 
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nión,  en  el  estado  de  cultura  que  hemos  alcan- 
zado, en  el  cual  no  son  ya  posibles  los  actos . 
de  tiranía,  de  despotismo  voluntario  de  par-, 
te  de  un  Poder  Ejecutivo,  que  armado  de 
facultades  excepcionales,  se  creyese  en  la! 
libertad  de  hacer  persecuciones  inútiles  ó: 
injustificadas. 

Nuestra  cultura  ha  avanzado  mucho,  y 
al  hablar  de  ella,  rae  permito  insinuar  que 
la  razón  más  profunda  de  las  perturbacio- 
nes que  agitan  de  tiempo  en  tiempo  nues- 
tra sociedad  política,  procede  de  causas  edu- 
cativas: todo  es  cuestión  de  educación,  po- 
lítica. 

§  VI. 

DEBERES  DE  LA  PRENSA 
COMO  FACTOR    DE    EDUCACIÓN   SOCIAL    Y    POLÍTICA 

Y  es  en  este  concepto  que  adhiero  con; 
todo  entusiasmo  al  proyecto  de  levanta-, 
miento  del  estado  de  sitio,  porque  quiero 
ver  ejercitados  en  su  mayor  amplitud  todos, 
los  elementos  de  educación  política  que  es- 
te país  cuenta,  entre  los  cuales  debemos  se- . 
ñalar  en  primer  término  á  la  prensa;  la 
prensa  cuyo  poder  es  tan  grande  cómo  pe-> 
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ligfroso,  y  cuyos  peligros  están  en  razón  di- 
recta de  la  libertad  casi  ilimitada  que  nues- 
tréis  instituciones  le  acuerdan.  Su  responsa- 
bilidad es  tanto  mayor,  cuanto  mayor  es  la 
influencia  que  ella  ejerce  en  el  espíritu,  en 
la  instrucción  de  las  masas,  y  en  la  facili- 
dad con  que  la  palabra  de  la  prensa  diaria 
es  transmitida  á  las  clases  más  numerosas, 
más  pobres  y  desvalidas  de  la  sociedad, 
porque  puede  promover  esos  movimientos 
colectivos  que  ponen  en  peligro  la  existen- 
cia de  las  instituciones. 

No  sólo  trabajan,  comp  decía,  á  la  so- 
ciedad contemporánea  perturbaciones  polí- 
ticas sino  violentas  perturbaciones  econó- 
micas. Muchas  veces  nace  una  revolución 
en  donde  ningún  estadista,  aún  el  más  pe- 
netrante, ha  podido  preverla.  Lecky,  el  gran 
filósofo  político  inglés,  juzgando  el  estado 
de  la  vida  política  moderna,  hace  notar  los 
peligros  de  la  plutocracia  triunfante,  de  la 
desigualdad  de  las  fortunas  existentes  en  las 
grandes  agrupaciones  humanas,  y  cómo  na- 
cen estas  revoluciones  por  causas  aparente- 
mente nimias,  pero  que  radican  en  lo  más 
hondo  del  espíritu  de  las  masas,  sublevadas 
por  el  espectáculo  perenne  de  las  injusticias 
de  la  vida. 
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i  u.  Devolvctmois  á  la   prensa 'láiabsoliatai  li- 
bertad que  goza  por  nuestras  instituciones; 
pero  debemos  recordarle  q¡ue  lá  mayor  piar- 
te de  la    responsabilidad  sobre  lá  situación 
.moral  y  política  del  país  ^stá  sobre  sus  es- 
paldas»  La»  prensa  es  realmente  un  p<?d^n  y 
-por  lo  mismo,  yá  que  gobierna  en  tan  gran- 
de escala  á  la  sociedad    aqtual,  á/ella  es  »á 
.quien    corresponde  la   más   grande    de    las 
responsabilidades  ^  en    los    desastres  que  la 
azotan.  '  . 

Devolvámosle,  pues,  esa.  libertad^  pei-o  rq- 
cordémbsle  que  está  en  el  deber  de.  usar  dé 
la.  mayor  compostura,  de  ini^irarse  ¿n' idea- 
Jes  de  patriotismo,  y  procurar  que  tasí  como 
encamina  los  sentimientos  populares  en  con- 
tra de  una  idea  de  gobierno,  está  en  el  de- 
ber de  dirijirlos  en  favor  de  las  grandes 
causas,  de  la  libertad  y  de  la  defensa  na- 
nacional,  porque  puede  ser  alguna  vez  ne- 
cesario que  este  gran  prestigio  moral  sobre 
las  almas  se  uniforme  y  dirija  el  espíritu 
público  hkdia  un*  ideal 'superior. 

Nosotros  rtiismos,  señor  Presidente,  como 
Congreso,  como  representantes  del  pueblo 
de  la  República,  estamos  en  el  deber  de 
observar  una  conducta  que  refluya  sobre  él 
pueblo-  en  una  forma  educativa,  en  una  for- 
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ma  progresiva;  tenemos  el  deber  de  dictar 
leyes  que  no-  solamente  aseguren  el  ejerci- 
cio de  las  libertades  públicas,  sino  que  tran- 
quilicen los  ánimos,  que  eviten  la  formación 
de  estos  núcleos  invisibles,  imperceptibles, 
en  aparencia,  pero  que  se  presentan  de  re- 
pente en  forma  de  revueltas,  de  sediciones, 
de  revoluciones. 

Debemos  recordar  que  en  la  antigüedad, 
en  la  época  clásica  de  las  libertades  roma- 
nas, se  designaba  á  los  representantes  del 
pueblo  con  un  nombre  que  es  toda  una  de- 
finición: se  les  decía  paires  conscriptí.  Son 
los  padres  de  la  patria  congregados  para 
velar  por  la  paz  de  la  sociedad  como  se  vela 
por  la!  paz  de  un  hogar. 


§  VIL 

EL  APOSTOLADO  DE  LA  CÁTEDRA 

No  corresponde  menos  esta  misión  edu- 
cadora de  nuestro  pueblo,  al  que  todos  an- 
helan ver  perfectamente  preparado  para  de- 
sempeñar las  funciones  que  la  Constitución 
le  atribuye,  á  los  hombres  de  pensamiento, 
á  los  hombres  de  estudio  que  ocupan  pues- 
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tos  en  las  cátedras  de  alta  enseñanza  en 
el  país. 

La  conducta  del  maestro  en  la  cátedra  es 
algo  que  excede  el  límite  de  los  deberes 
comunes,  que  excede  las  simples  nociones 
del  deber,  para  convertirse  en  lo  que  se 
ha  llamado  con  mucha  razón  un  verdadero 
apostolado,  porque  se  dirije  al  espíritu  de 
la  juventud,  siembra  su  semilla  en  un  te- 
rreno excesivamente  fecundo,  y  por  eso  su 
palabra  debe  hallarse  inspirada  en  ideales 
supremos,  en  ideales  uniformes,  concurren- 
tes á  formar  este  alto  ideal  de  la  naciona- 
lidad que  nosotros  todavía  no  hemos  con- 
solidado, ni  definido   totalmeptc. 

La  palabra  del  catedrático  dirigiéndose 
á  la  juventud,  que  es  la  generación  de  ma- 
ñana, de  donde  saldrán  los  hombres  que  van 
á  gobernar  después  de  nosotros, — y  por  eso 
me  permito  detenerme  un  instante  sobre 
este  tópico, — no  puede  ser  apasionada,  no 
puede  ser  parcial,  no  puede  eipbanderarse  en 
sectas  pasajeras  ó  fugaces:  es  necesario  dar 
á  la  juventud  un  ideal,  y  este  ideal  no  pue- 
de ser  sino  patriótico. 

Ya  que  es  imposible  desprender  al  hom- 
bre de  sus  pasiones,  ya  que  esto  es  huma- 
no, está  escrito  en  nuestra  sangre,  exijamos 
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por  lo  menos  que  los  que  hablan  á  la  ju- 
ventud, los  que  pretenden  acaudillarla,  la 
inspiren  "en  ideales  supremos,  apartándola  de 
nuestras  contiendas  diarias,  de  nuestras  pe- 
queneces corrientes,  de  nuestras  luchas  fra- 
tricidas; hagámosle  ver  algo  más  que  un 
triunfo  electoral,  algo  más  que  el  efímero 
gobierno  de  un  día;  es  necesario  hacer  ver 
á  la  juventud,  que  es  la  encargada  de  guiar 
para  siempre,  por  la  eternidad,  los  destinos 
de  la  Nación,  porque  nosotros  somos  sim- 
ples antecesores  de  ellos,  ellos  son  nuestros 
herederos  legítimos,  y  todo  lo  que  hagamos 
nosotros  es  un  tesoro  que  acumulamos  para 
que  ellos  lo  aprovechen  y  desenvuelvan  en 
el  tienipo*.  {¡Muy    bien!). 

Un  gran  escritor  y  orador  francés,  inau- 
gurando un  curso  de  historia  en  la  Sobor- 
na en  1897,  si  no  me  equivoco,  Albert  So- 
rel, decía,  señor,  á  sus  jóvenes  alumnos:  «yo. 
sé  que  el  historiador  de^e  ser  imparciál,  que 
el  político  debe  ser  recto  y  juicioso,  pero 
también  sé  que  es  imposible  despojar  al 
hombre  de  sus  pasiones,  porque  solo  existe 
un  mundo  donde  no  hay  pasiones,  y  es  en 
ese  astro  muerto  que  gira  en  torno  de  la 
tierra». 

Aprovechemos    este     elemento     fecundo'- 
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de  la  pasión  humana,  pero  dirigiéndolo 
hacia  destinos  superiores.  Hagamos  reso- 
nar fuertemente  esta  palabra  patria,  que 
va  perdiéndose  de  nuestros  oídos,  y  que  el 
diletantismo  del  día  va  convirtiendo  en  una 
cosa  ridicula:  es  necesario  que  en  todas  par- 
tes resuene  en  forma  vibrante,  como  la  pro- 
nuncio yo  en  este  momento.  {¡Muy  bien  I 
¡Aplausos!) 


§  VIII. 

MISIÓN  DÉLOS  HOMBRES  DE  GOBIERNO  EN  NUESTRAS 
DEMOCRACIAS 

No  es  menos  grave,  señor  Presidente,  y 
pido  disculpa  á  Ig.  honorable  Cámara  si  le 
arrebato  su  tiempo,  la  misión  que  corres- 
ponde en  estos  países  democráticos  á  esos 
hombres  políticos,  sobre  todo  los  hombres  á 
quienes  su  suerte  ó  sus  cualidades  han  co- 
locado en  las  condiciones  de  guías,  de  con- 
ductores de  pueblos. 

Yo  quisiera  tener  aquí,  para  leer  á  la 
honorable  Cámara,  el  discurso  que  puede 
calificarse  como  un  nuevo  sermón  de  la  mon- 
taña de  la  democracia,  pronunciado  por  Cle- 
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veland  sobre  los  deberes  educadores  que 
corresponden  á  los  hombres  políticos. 

En  aquel  discurso  memorable,  escuchado 
por  tres  mil  estudiantes  de  los  Estados  Uni- 
dos, Cleveland  hizo  su  testamento  político, 
porque  aquel  ilustre  hombre  público  segu- 
ramente no  aceptará  una  tercera  presiden- 
cia. En  aquella  ocasión,  Cleveland  recomen- 
daba á  los  hombres  que  llegan  á  las  altas 
posiciones,  que  se  hacen  caudillos  de  las 
multitudes,  esta  misión  que  en  breves  y  mal 
diseñadas  palabras  yo  he  trazado:  la  de  edu- 
car, la  de  conducir  hacia  destinos  superio- 
res, imperturbables,  eternos  y  siempre  patrio- 
ticos,  la  masa  común  de  la  sociedad  huma- 
na; unir  á  la  juventud  en  un  solo  ideal  que 
no  pierda  de  vista  este  destino  general  y 
único  que  debe  seguir  la  Nación  en  el  tiem- 
po, y  hacerla  inmortal,  imperecedera.  Esa 
es  también  la  gran  misión  de  todos  los  ele- 
mentos intelectuales  de  nuestro  país. 

Lavisse,  inaugurando  las  universidades 
francesas  el  año  1896,  pronunció  otro  gran 
discurso,  que  ha  quedado  profundamen- 
te impreso  en  mi  memoria  y  en  mi  con- 
ciencia, sobre  la  necesidad  de  que  los  hom- 
bres políticos  no  dividan  el  concepto  de  la 
moral,  que  no  tengan   dos    tipos  de  moral, 
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una  para  la  vida  privada  y  otra  para  la  vida 
pública,  que  no  haya  una  moral  electoral  y 
otra  personal.  Es  necesario  que  la  moral 
sea  una,  que  la  vida  cívica  sea  un  reflejo 
de  la  vida  privada,  para  que  el  hombre  sea 
sano  y  honesto  en  su  vida  íntima,  y  en  sus 
relaciones  coii  el  gobierno  y  en  el  cumpli- 
miento de  sus  deberes  cívicos. 

Esta  duplicidad  dé  la  moral  y  de  la  con- 
ducta, es  la  que  en  nuestra  época  está  con- 
virtiéndose en  una  verdadera  enfermedad 
humana,  y  es,  no  me  avergüenzo  de  decir- 
lo, una  enfermedad  nacional;  y  cuando  se 
clama  contra  el  fraude,  cuando  se  grita 
amargamente  contra  nuestros  actos  guber- 
nativos, se  comete  una  injusticia  al  desco- 
nocer los  orígenes  verdaderos  de  estos 
males. 

Necesitamos  uniformar  todas  estas  ten- 
dencias, todas  estas  nociones  que  refluyen 
sobre  la  masa  «del  pueblo  para  que  nuestros 
hombres  públicos  tengan  siempre  la  ente- 
reza necesaria  para  armonizar  la  conducta 
con  la  conciencia,  para  que  predominen 
siempre  sobre  vanos  compromisos  la  inde- 
pendencia del  carácter,  la  independencia  de 
la  opinión  propia;  para  que  así  no  nos  vea- 
mos  en  el  caso   de  imputar   infidencias,  ni 
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imputar  faltas,  ni  deserciones,  que  no  pue- 
den ser  cometidas  sino  cuando  se  obra  con 
esta  duplicidad  de   criterio.    . 

Quizá  mis  palabras  toman  un  carácter  abs- 
tracto, y  esto  me  obliga  á  volver  á  la  cues- 
tión. Pero  lo  he  hecho,  señor  Presidente, 
porque  en  este  momento  creo  que  en  la  Re- 
pública están  ocurriendo  fenómenos  intere- 
santes, á  pesar  de  su  gran  gravedad;  y 
puesto  que  vamos  á  devolver  á  la  opinión 
pública  el  pleno  ejercicio  de  su  libertad  de 
juicio,  es  necesario  que  el  espíritu  con  que  es- 
ta ley  se  dicta  quede  fijado  en  la  concien- 
cia de  todos,  así  como  la  intención  con  que 
el  Congreso  devuelve  en  este  instante  al 
pueblo  sus  libertades. 

§  IX 

BL  FRAUDE  Y  LA  RBVOLUCIÓN 

Una  de  las  cuestiones  que  más  preocupan 
mi  espíritu,  y  que  indudablemente  preocupa 
á  todos  los  hombres  de  gobierno  de  mi  país, 
es  la  frecuencia  con  que  las  revoluciones 
ocurren  en  el  escenario  de  nuestra  historia 
y  el  juicio  diverso  con  que  los  hombres  pú- 
blicos las  juzgan.  Y  es  sorprendente  por 
eso  cuando  algún  espíritu  elevado,  eminen- 
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teniente  colocado  sobre  el  escenario  polí- 
tico procura  culpar  á  revoluciones  determi- 
nadas los  males  que  deben  imputarse  á  todas* 

En  cuanto  á  mí,  no  tengo  inconveniente  en 
confesarlo,  soy  un  hombre  consagrado  al  es- 
tudio, y  es  posible  que  mis  ideas  no  resul- 
ten políticas,  pero  acaso,  al  menos,  allá  en  el 
fondo  de  mi  conciencia,  resultan  verdaderas. 

El  fraude  electoral — esta  es  la  gran  pa- 
labra que  se  emplea  para  conmover  las  ma- 
sas populares — ¿dónde  tiene  su  origen?  ¿Por 
qué  lo  ha  de  tener  en  estas  revoluciones 
deleznables  que  sacuden  nuestra  sociedad  y 
se  repiten  con  frecuencia  alarmante  y  do- 
lorosa?  No  busquemos  en  una  revolución 
determinada  la  causa  de  esto.  La  Repú- 
blica entera  es  hija  de  una  revolución.  Si  esta 
palabra  no  hubiera  existido,  si  esta  forma 
no  hubiese  nacido  del  espíritu  de  libertad 
que  caracteriza  al  ser  humano,  no  gozaría 
la  República  Argentina  de  las  libertades 
y  de  las  instituciones  de  que  hoy  disfruta. 

La  misma  Inglaterra,  seflalada  como  ejem- 
plo de  libertades,  de  instituciones  y  de  po- 
derío, está  marcada  en  su  larga  historia  por 
un  reguero  de  revoluciones,  por  un  reguero 
de  sangre,  pero  cada  conquista  realizada  por 
una  revolución  es  un  triunfo  definitivo,  pues- 
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to  que  una  vez  conquistada  la  libertad  per- 
sonal del  haheas  corpus  en  1688,  no  vol- 
verá á  repetirse  la  revolución  por  esa  causa; 
y  una  vez  conquistada  la  absoluta  libertad 
de  pensamiento  y  de  opinión  en  la  misma 
revolución,  que  he  mencionado,  no  volverá 
á  perturbarse  ni  ensangrentarse  por  iguales 
pretensiones  ó  aspiraciones  de  libertad  in- 
telectual ó  religiosa.  Por  eso  digo  que  las 
revoluciones  no  son  un  mal  sino  cuando  se 
convierten  en  un  medio  de  gobierno,  en 
un  medio  de  ejercitar  derechos  ó  desempe- 
ñar facultades  que  una  Constitución  escrita 
reconoce  y  acuerda. 

§x. 

VOTOS   FINALB8 

Lo  que  debemos  desear  y  pedir  para 
nuestro  país  es  que  todas  las  fuerzas  que 
concurren  á  civilizarla,  á  dirigirla,  á  go- 
bernarla, se  inspiren  en  ideales  de  libertad 
permanente;  en  que  las  conquistas  realiza- 
das, ya  sea  por  medio  de  revoluciones  san- 
grientas, ya  sea  por  actos  de  gobierno,  por 
forzosos  y  dolorosos  que  sean,  queden  de- 
finitivamente incorporadas  en  nuestras  ins- 
tituciones, y  que  no  tengamos  que  remover 
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de  nuevo  sus  cimientos  para  lanzarnos  otra 
vez  á  la  revolución. 

Todos  los  elementos  de  educación  que  he 
mencionado  concurren  á  matar  esta  planta 
venenosa  del  fraude  que  ha  ensangrentado 
tantas  veces  nuestra  historia:  pero  ella  no 
es  moderna.  Esta  imagen  siniestra  del  frau- 
de, que,  según  el  gran  poeta,  «con  su  aguda 
cola  atraviesa  todos  los  montes  y  con  su 
aliento  envenena  el  mundo»,  se  levantó  so- 
bre nuestro  territorio  hace  muchas  décadas. 
Ella  ha  disuelto  muchas  veces  los  vínculos 
de  la  nacionalidad.  Ella  nos  ha  lanzado  á 
revoluciones  peligrosas  qne  han  llegado  hasta 
á  amenazar  la  integridad  de  la  Nación. 

A  medida  que  cenozcamos  las  causas  per- 
manentes y  generales  de  los  males  que  nos 
agitan,  debemos  estrechar  nuestros  víncu- 
los y  resolvernos  á  proceder  todos  de  acuer- 
do, todos  unidos  para  realizar  esa  gran  con- 
quista del  porvenir,  que  es  la  educación 
política  y  democrática  de  nuestro  pueblo, 
para  que  nuestras  instituciones  se  desen- 
vuelvan alguna  vez  imperturbablemente  por 
el  sendero  de  una  paz  fecunda.  ( ¡Muy 
bien!). 

Con  estas  ideas,  la  comisión  y  el  miem- 
bro de  ella    que  tiene   el  honor  de  hablar. 
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entregan  confiados  al  p^eblD  de  la  Capital 
de  la  República  el  uso  pleno  de  todos  sus 
derechos,  civiles  y  políticosi,.. en  1^  seguri- 
dad de  que  .la  cultura  del  pueblo  argentino 
es  la  mejor  garantía,  de  que  las  institucio- 
nes han  de  ser.  respetadas,  aí^í  como  las  li- 
bertades públiccis  conquistadas  por  el  esfuer- 
zo común  de  todas  las  generaciones  y  de, 
las  revoluciones  ^  que  ,  han  agitado  nuestro 
suelo:  esta  I  cultura  será  en.  todo  tiempo  la 
más  firme.  g^L^antía,  el  cimiento  más  inque;- 
brantable  .  de  la  paz  y  de  la  prosperidad 
de  la  República! 

He  dicho.     (jMuy  bien!  ¡muy  bien!). 
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ANTCCCDENTCS 


LA  HUBLGA  DE  1902 


£n  Noviembre  de  1902  las  huelgas  asumieron 
por  primera  vez  en  Buenos  Aires,  los  caracteres 
de  una  perturbación  general  del  orden  público, 
á  punto  de  qué  se  creyó  necesario  el  estado  de 
sitio  para  armar  al  P.  E.  de  medios  suficientes 
de  prevención  y  represión  de  los  actos  de  violen- 
cia que  comenzaban  á  cometerse. 

La  propagación  de  la  resistencia  habría  llega- 
do hasta  detener  el  movimiento  de  exportación  en 
las  principales  ciudades  litorales  de  la  República, 
y  asi  se  hubiera  producido  una  verdadera  sub- 
versión del  orden  constitucional,  impidiendo  el  li- 
bre comercio  interno  y  externo. 

Explican  el  caso  con  suficiente  claridad,  los  do- 
cumentes parlamentarios  que  motivaron  el  debate 
del  24  de  Noviembre,  en  la  Cámara  de  Diputados, 
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II 

MENSAJE    DEL    P.    E. 

Buenos  Aires,  Noviembre  2i  de  19)2. 

Al  Honorable  Congreso  de  la  Nadan: 

La  situación  creada  por  la  huelga  de  obreros 
en  esta  Capital  y  provincias  de  Buenos  Aires  y 
Santa  Fé,  á  la  que  continúan  adhiriendo  algunas 
otras  sociedades  de  los  distintos  gremios,  adquie- 
re cada  vez  caracteres  más  generales  y  graves,  y 
entraña  la  amenaza  de  perturbaciones  y  peligros 
en  el  orden  y  la  seguridad  pública,  aparte  de  los 
considerables  perjuicios  que  hace  experimentar  á 
las  industrias  abandonadas,  al  comercio,  la  nave- 
gación y  la  renta  nacional. 

El  Poder  Ejecutivo  ha  adoptado  todas  las  medi- 
das y  las  precauciones  que  las  circunstancias  íe- 
claman;  {>ero  ante  la  posibilidad  de  que  se  pro- 
duzcan mayores  desórdenes  ó  excesos,  cuya  mag- 
nitud y  consecuencia  es  difíeil  prever,  dada  la 
agitación  que  se  mantiene  entre  algunos  gremios 
de  obreros  y  las  incitaciones  á  la  protesta  contra 
las  mismas  sanciones  de  los  poderes  públicos,  con- 
jsidera  llegado  el  caso  de  poner  en  acción  los  me- 
dios constitucionales  y  legales  que  habilitan  al 
gobierno  para  prevenir  en  su  germen  los  distur- 
bios de  esta  naturaleza,  sin  tener  que  recurrir  á 
actos  de  fuerza  y  de  rigor  más  propios  de  los 
momentos  extremos. 
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El  Poder  Ejecutivo  cree  que  mediante  la  decla- 
ración del  estado  de  sitio  en  la  capital  y  provin- 
cias de  Buenos  Aires  y  Santa  Fé,  conseguirá  fá- 
cil y  brevemente  asegurar  á  todos  los  habitantes 
y  al  comercio  el  goce  de  sus  derechos  y  garan- 
tías, en.  la  plenitud  que  los  consagra  la  Consti- 
tución, sin  perjudicar  ni  desconocer,  en  lo  que 
tengan  de  legítimo,  las  reclamaciones  de  los  obre- 
ros, que  tendrán  su  resolución  por  otros  medios 
normales. 

Por  estos  motivos  y  con  estos  propósitos,  pide 
á  vuestra  honorabilidad  se  digne  aprobar  el  ad- 
junto proyecto  de  ley  que  declara  en  estado  de 
sitio  él  territorio  de  la  Capital  y  de  las  menciona- 
das provincias  de  Buenos  Aires  y  Santa  Fe. 

Dios  guarde  á  vuestra  honorabilidad. —  Julio  A. 
Roca.  —  J,  V.   González. 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados,  etc. 

Art.  l.<»  Declárase  en  estado  de  sitio  el  territo- 
rio de  la  Capital  y  los  de  las  provincias  de  Bue- 
nos Aires  y  Santa  Pe. 

Ar.  2.0  Autorizase  al  Poder  Ejecutivo  para  ha- 
cer los  gastos  que  reclame  el  cumplimiento  de  ésta 
ley,  con  imputación  á  la  misma. 

Art.  S.^  Comnniqueae.  —  González.  '■'  ' 


J.  V.  GONZÁLEZ  -  2>e6a<««  Oonatitticionalea  -Tomo  I.  18 
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III 


DIGTÁMBN  DB    LA    COMISIÓN  DE  NEGOCIOS  CONSTI- 
TUCIONALES 

A  la  Honorable  Cámara  de  Diputados: 

La  comisión  de  negocios  constitucionales  ha 
estudiado  el  proyecto  de  ley  remitido  por  el  Poder 
Ejecutivo  declarando  el  estado  de  sitio  en  la  Ca- 
pital de  la  Bepública  y  en  las  provincias  de  Bue- 
nos Aires  y  de  Santa  Fe;  y  por  las  razones  que 
dará  el  miembro  informante,  os  aconseja  su  san- 
ción. 

Sala  de  la  comisión,  Noviembre  24  de  1902.  — 
M,  de  Vedia,-'D.  Balaguer.  —  M,  Caries.  — A. 
Mvjica, 

Informado  este  despacho  por  la  Comisión,  se 
suscita  un  animadisimo  debate,  durante  el  cual  el 
Ministro  del  Interior,  Dr.  Joaquín  V.  González, 
pronunció  los. dos  breves  discursos  que  siguen,  el 
primero  en  sostenimiento  del  proyecto,  y  el  se- 
gundo para  contestar  algunas  preguntas  del  sefior 
diputado  Barroetaveña,  dirijidas,  como  se  verá,  en 
forma  de  interpelación  al  Poder  í^ecctivo. 
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VI. 

Estado  de  sltk).—  Las  huelgas  como  causa 


(Seaida  del  24  de  Noviembre  de  1902) 


Sr.  Ministro  del  Interior r^Yxáo  la  pa- 
labra« 

Dada  la  urgencia  de  los  momentos,  se- 
ñor Presidente,  no  seré  yo  quien  entre  en 
el  terreno  de  la  réplica  á  las  recriminacio- 
nes, mucho  menos  de  formularlas. 

Creo  que  el  honorable  Congreso  está  en- 
frente de  un  caso  urgente.  Veo  que  lo  ha 
abordado  con  la  serenidad  de  criterio  y  la 
amplitud  de  miras  que  siempre  han  inspi- 
rado sus  actos  cuando  se  ha  tratado  de  con- 
servar el  orden  público  ó  de  contribuir  á 
la  conservación  del  régimen  institucional 
que  nos  hemos  dado. 

En  cuanto  al  Poder  Ejecutivo,  creo  poder 
afirmar  con  verdad  que  se  ha  mantenido  en 
un  término  medio  razonable,  equidistante  de 
los  rigores    excesivos  que  algunos    de   los 
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señores  diputados  exigen,  con  anticipacio- 
nes C21SÍ  prematuras,  y  de  las  prescinden- 
cicis  absolutas  de  las  facultades  constitucio- 
nales que  una  situación  de  fuerza  exige  en 
estos  momentos. 

El  estado  de  sitio,  señor  Presidente,  es 
una  necesidad  en  la  sociedad  actual,  impues- 
ta no  sólo  'pot*  las  perturbaciones  violentas 
y  armadas  á  que  hemos  estado  acostum- 
brados. Por  lo  mismo  que  se  habla  siem- 
pre de  los  fenómenos  nuevos  de  ía  socie- 
dad contemporánea,  es  necesario  que  el  le- 
gislador que  observa  momento  por  momento 
el  progresó  del  espíritu  público,  tenga  él 
criterio  práctico  dispuesto  para  aplicar  las 
medidas  preventivas  que  ese  estado  recia* 
ma  en  la  oportunidad  eñ  que  sean  requeri- 
das; tiene  que  concUiar  siempre  el  poder 
publicó  entre  Icis  exigencias  reales  de  la 
fuerza  y  él  líniíite  extremo  de  las  institucio- 
nes escritas. 

El  Poder  Ejecutivo  es,  pues,  el  poder  mo- 
derador en  este  caso,  y  eñ  el  hecho  lo  está 
demostrando,  llamado  á  contrapesar  estas 
teorías,  estos  impulsos  extremos  dé  los  que 
quisieran  precipitarlo  á  medidas  dé  rigor  an- 
ticipadas, y  de  los  qué  quisieran  implantar  en 
la  sociedad  el  régimen  de  lá  fuéfzíi   bruta. 
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No  puede  el  Poder  Ejecutivo,  guardián 
«xtricto  de  la  ley  y  de  la  Constitución,  op- 
tar sino  por  el  cumplimiento  extricto  de  la  ley 
y  de  la  Constitución.  Esto  es  lo  que  el  Po- 
der Ejecutivo  pide  en  este  momento  en  que 
«s  necesario  extralimitarse  de  las  faculta- 
des normales  del  orden  constitucional,  para 
poder  ir  al  domicilio  de  los  ciudadanos  y 
de  los  extranjeros,  para  poder  disolver  las 
reuniones  tumultuarias  y  agresivas  contra 
la  misma  autoridad,  para  poder  acudir  en 
defensa,  en  la  medida  necesaria,  de  lo  más 
caro  que  tiene  el  país  en  e^te  momento,  de 
su  gran  cosecha,  que  todo  el  mundo  espe- 
ra como  un  día  de  regeneración  para  largos 
momentos  de  crisis  angustiosa. 

Creemos  que  esta  medida,  ejercida  como 
será,  no  lo  dude  la  Cámara  ni  puede  dudar- 
lo el  país  entero,  en  la  medida  extricta  de 
las  necesidades  y  del  régimen  contitucional 
vigente,  hará  más  bien  al  crédito  argenti- 
no en  Europa  que  el  estado  en  que  nos 
encontramos  en  este  instante,  cuando  el  mer- 
cado europeo  está  esperando  los  barcos  car- 
gados con  nuestros  productos  y  no  llegan, 
porque  no  pueden  salir  de  nuestros  puer- 
tos, porque  hay  elementos  anárquicos  ex- 
tranjeros,  de  ninguna  manera  vinculados  á 
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nuestro  país,  que  están  interesados  en  evi- 
tar que  esta  exportación  se  verifique,  subor- 
dinando á  inter-eses  de  gremio,  muy  dignos 
de  consideración,  y  que  á  su  hora  deben  ser 
estudiados  y  satisfechos  en  cuanto  sean  jus- 
tos, los  más  grandes  y  salvadores  intereses 
de  la  Nación. 

No  es  ya  en  nuestro  país  un  arma  peli- 
grosa el  estado  de  sitio,  de  esas  que  sólo 
se  ponen  en  práctica  en  los  momentos  de 
conmoción  poh'tica,  producto  de  épocas  un 
poco  más  atrasadas  de  nuestra  cultura  na« 
cional.  Hoy  el  estado  de  sitio  es  una  me- 
dida de  gobierno  puesta  en  manos  del  Con- 
greso y  del  Poder  Ejecutivo,  y. es  siempre 
grato  para  el  Ministro  que  habla,  ya  sea 
como  diputado,  que  ha  tenido  el  honor  de 
sentarse  entre  los  nriembros  de  esta  Cáma- 
ra, ya  en  sü  carácter  actual,  venir  á  solicitar, 
con  el  acatamiento  debido  y  con  la  más 
perfecta  convicción  de  las  necesidades  cons- 
titucionales, el  apoyo  de  las  dos  Cámaras  del 
Congreso  para  alterar  por  brevcj  tiempo,  por 
período  transitorio,  el  orden  normal,  y  ar- 
marse con  la  facultad  excepcional  que  el  es- 
tado de  sitio  comporta,  para  poder  tomar 
las  medidas  rf^clamadas  por  las  exigencias 
públicas.  {¡Muy  bien!) 
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E«te  es  el  criterio  con  que  el  Poder  Eje- 
cutivo concurre  á  esta  sanción.  No  la  pi- 
de alarmado,  ni  cree  que  llegará  el  caso  de 
derramar  sangre  de  ciudadanos  ó  de  ex- 
tranjeros: solamente  quiere  estar  armado 
de  este  poder  moral, .  que  importa  el  es- 
tado de  sitio,  desde  que  en  una  sociedad 
culta  como  la  nuestra,  la  sola  convicción  de 
que  jel  estado  de  sitio  arma  al  gobierno 
de  poderes  excepcionales,  basta  para  impo- 
ner el  sosiego  y  la  quietud  á  todos  los  gre- 
mios y  á  todos  los  órdenes  «ociales. 

Yo,  como  guardián  celoso  de  la  Consti- 
tución en  todos  los  años  de  mi  vida,  sería 
el  primero  en  poner  mi  acción  y  mi  vo- 
luntad más  enérgica  para  la  más  rápida  so- 
lución de  este  conflicto.  Pero  también*  ga- 
ranto y  aseguro  á  la  honorable  Cámara  que 
ninguno  de  los  miembros  del  Gobierno  se 
extralimitará  un  solo  paso  en  el  ejercicio  de 
las  facultades  que  la  Constitución  les  acuer- 
da, tanto  respecto  de  los  ciudadanos  como 
respecto   de  las   colectividades. 

Del  punto  de  vista  literal  del  proyecto, 
debo  agregar  dos  palabras  para  justificar  el 
alcance  que  tiene. 

Por  él  se  declara  en  estado  de  sitio  á  la 
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capital  de  la  República  y  á  las  provincias 
de  Buenos  Aires  y  Santa  Fe. 
'.  Se  tienen  informes  oficiales  de  que  ^1  mo- 
vimiento d-e  resistencia,  como  ha  dado  en 
llamarse,  impulsado  por  asociaciones  agre- 
sivas; por  esas  asociaciones  á  quienes  no 
les  interesa  el  precio  del  jornal,  ni  lo  que 
él  obrero  gana^  ni  las  condiciones  en  que 
presta  sus  servicios,  sino  que  les  interesa, 
como  lo  están  demostrando  los  hechos  pre- 
sentes, la  perturbación  del  orden  social  en 
todo  el  país,  tienen  establecidas  agencias  en 
distintos  pufí,rtos  de  las  provincias  de  Bue- 
nos Aires  y  Santa  Fe;,  y  como  puede  ser 
necesaria  y  es  difícil  la  acción  eficaz  del 
pod^r  policial  dentro  de  toda  una  provincia 
y  puede  s^r  necesario  perseguir  4  los  de- 
lincuentes en  el  territorio  de  otra,  se  hace 
necesario  que  el  estado  de  sitio  se  extien- 
da á  la  totalidad  de  los  territorios  de  esas 
4)rpvincias. 

Es  esto' todo  cuanto  deseaba  manifestar 
á  la  honorable  Cámara  y  la  protesta  más 
profunda  de  mi  parte  y  de  parte  del  Poder 
/Ejecutivo^  de  que.  esta  ley  será  usada,  como 
ha  sido  siempre,  bajo  el  régimen  de  nues- 
tros gobiernos  actuales,  en  la  medida  única 
y  exclusiva  qué  exijan  las  necesidades  pú- 
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blicas,  dentro  de  las  facultades  que  la  Cons- 
titución  le  acuerda. 
He  dicho. 


Sr.  Barroetaveña  —  Fiáo  la  palabra. 

Antes  de  fundar  mi  voto  en  contra  de  este  pro- 
yecto, deseo  que  el  señor  Ministro  del  Interior  se 
sirva  informarme  acerca  de  algunos  puntos  capi- 
tales sobre  esta  materia. 

Deseo  saber  del  poder  administrador  cuáles  son 
las  exigencias  de  las  huelgas  producidas  en  la 
capital  de  la  Kepública^  y  en  las  provincias  de 
Buenos  Aires  y  Santa  Fe;  cuáles  son  las  medidas 
administrativas  tendentes  á  estudiar  y  conciliar 
los  intereses  de  los  obreros  declarados  en  huelga 
y  los  de  las  empresas  ó  capitalistas;  y,  por  últi- 
mo cuáles  son  los  hechos  graves  de  alzamiento 
público  producidos  ó  que  se  temen  eñ  el  litoral, 
para   dominarlos  con  una  ley  de   estado  de  sitio. 

Y  dirijo  estas  preguntas  al  señor  Ministro  del 
Interior,  porque,  como  lo  voy  á.  demostrar  más 
adelante,  el  movimiento  huelguista  y  las  causas 
económicas  que  lo  producen,  no  se  solucionan  con 
suspensión  de  J-garantías  constitucionales,  ni|con 
leyes  ó  actos  de*  fuerza,  sino  con  soluciones  de 
concordancia  entre  el  obrero  que  trabaja  con  un 
horario  inhumano{en  algunos^casos  (aplauso»  en 
la  barra)  y  la  retribución  exigua  que  le  m^ntieuje 
siempre  en  la  miseria..  Hay  entonces  razones. .de 
humanidad  y  de  justicia  para  reducir  los  rendi- 
mientos excesivos  del  capital,  en  beneficio  de  las 
clases  trabajadoras. 
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Es  por  ello  que  los  gobienios  europeos^  asi  como 
el  de  Estados  Unidos,  en  los  últimos  tiempos  ex- 
hiben como  un  timbre  de  honor  y  de  prestigio 
para  los  jefes  de  gabinetes,  ministros  del  Interior 
y  hasta  presidentes  de  la  República,  el  anticipar- 
se, apenas  estallan  las  huelgas  á  estudiar  las  cau- 
sas que  las  han  originado  y  á  proponer  los  me- 
dios de  solucionarlas  pacificamente,  por  medio  de 
fórmulas  equitativas,  ó  someter  al  tribunal  arbi- 
tral las  divergencias  entre  los  obreros  y  el  ca- 
pital. 

Deseo,  pues,  que  el  señor  Ministro  del  Interior 
se  sirva  informarme  sobre  estos  puntos  concretos: 
cuáles  soh  las  exigencias  de  la  huelga,  y  cuáles 
las  medidas  que  ha  tomado  eí  poder  público  para 
estudiar  las  razones  económicas  que  las  han  mo- 
tivado, y  los  medios  conciliatorios  para 'arribar  á 
una  inteligencia  entre  los  trabajadores  y  los  ca- 
pitalistas. (Aplausos  en  la  barra), 

Sr,  Ministro  del  Interior — Debo  contes^- 
tur,  ya  que  ha  sido  presentada  en  términos 
tan  directos,  lé^  interrogación  del  señor  di- 
putado por  Buenos  Aires;  pero  debo  ha- 
cerlo manifestando  antes  á  la  Honorable 
Cámara  que  esta  forma  de  producirse  en 
los  debates  de  este  género,  tiene  un  trámite 
marcado  en  lá  Constitución  y  en  el  regla- 
mento de  la  Honorable  Cámara:  y  lo  tiene 
tan  previsoramente  establecido,  cuanto  que 
investigaciones   tan  amplias .  con;io  las  que 
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el  señor  diputado  exige  en  este  instante  y 
verbalmente  al  Ministro  del  Interior,  sin  te- 
ner  casi  en  cuenta  que  algunas  de  esas 
cuestiones  corren  por  otros  ministerios  y 
nó  aquel  que  sólo  cuida  del  orden  público, 
no  son  posibles  de  contestar  en  tan  breves 
instantes. 

El  articulo  63  de  la  Constitución  faculta 
á  las  cámaras  para  hacer  venir  á  su  sala 
á  los  ministros  del  Poder  Ejecutivo  «para 
recibir  las  explicaciones  é  informes  que  esti- 
me convenientes». 

El  reglamento  de  la  Honorable  Cámara 
fija  un  plazo  provio  para  que  estas  cues- 
tiones sean  conocidas  por  el  Ministerio  y 
pueda  tomar  las  informaciones  del  caso  para 
que  pueda  contestarlas  con  acierto. 

Yo  reclamo  de  la  Honorable  Cámara  un 
poco  más  de  serenidad  al  tratar  este  asunto. 
No  ne  trata  de  asuntos  tan  graves  como 
los  que  acaso  pudieran  motivar  la  inter- 
pelación, que  eso  importa  en  realidad  la 
pregunta  del  seftor  diputado  por  Buenos 
Aires,  y  que  me  creo  con  derecho  de  no 
contestar  en  este  instante,  debiendo  serme 
muy  grato  contestar  en  los  términos  regla- 
mentarios. 

Pero    debo  informar,    y    acaso  con  esto 
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quede  s^-tisfecho  el  señor  diputado-  para  su 
objeíp^  que  antes  de  prpíducirse  el  movi- 
Uílento  huelguista,  ^Igún  gremio  .  originario 
de  este  movimiento,  por  mjp<iio,  de-. un  abo- 
gado distinguido,  s^  presentó  al  Ministerio 
del  Interior  á  offj^^r  términos  de  un  arbi- 
traje. El  Ministerio  lo  acogió  con  PmchQ 
agrado,  con  e^- propósito  de  resolver  en  el 
menpr  tiempo  posible  la  dificultad  surgida 
eníre  los  estibadores  y  los  agentes  de  na- 
yegcipión,  -        , 

Pero,  llevada  la  cuestión  á  un  tribunal 
de  aquellos  que  en  los  presentes  momentos 
están  pretendiendo  legislar  con  preferencia 
á  las  facultades  legislativas  del  Congreso^ 
se  .pennitió  desconocer  las  facultades  del 
Ministerio  para  intervenir  en  un  arreglo  se- 
mejante, inducidos  á  esta  actitud,  verdade- 
ramente insólita,  como  he  dicho  ya,  por  ele- 
mentos perturbadores  que  en  su  interés 
mantienen  en  agitación  las  cuestiones  socia» 
les  :y  económicas  que  se:  debaten,  y  que' 
simplemente  tienen  el  Inferes,  como  lo  he 
dicho  ya  y  lo  diré  siempre,  de  vivir  á  ex- 
pensas del' desgraciado  obrero:  que  en  la 
mayí.r  parte  denlos  casos ^no  sabe  ib  que 
hace.  (¡Muy  bien!) 
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El  gobierno,  por  otra  parte,  señor  presi- 
dente, está  desde  haee  mucho  tiempo  em-? 
peñado  eñ  estudiar  la  ley  social  que  re- 
suelva todos  los  inconvenientes  que  este 
género  de  ¿isuntos  produce.  Como  debe  com- 
prender la  Cámara,  compuesta  de  hombres 
ilustrados,  ésta  es  la  cuestión  n^ás  vasta  que 
pueda  tratarse  en  estos  tiempos,  y  que  por 
primera  vez  se  plantea  en  la  legislación  ar- 
gentina, cuestión  que  abarca  una  infinidad 
de  otras  que  el  vulgo  no  conoce,  que  no 
atiene  el  derecho  de  conocer,  y  que  se  rozan 
con  todos  los  ramos  de  la  legislación  civil, 
de  la .  legisfación  común  de  lá  República 
y  con  la  legislación  del  orden  público. 

El  Poder  Ejecutivo  está  estudiando  esta 
materia  y-  no  €£sr  posible  que  la  presente  rá- 
pida y  fulminantemente  á  la  consideración 
de  la  'Cámara,  porque  estas  son  cuestiones 
que  afectan  lo  más  fundamental  de  la  orga- 
nización social  contemporánea;  y  como  el 
Poder  Ejecutivo  -cree  que  esta  cuestión  debe 
ser  resuelta  de  una  manera  radical,  definitiva 
y  permanente,  como  lo  han  resuelto  otras 
legislaciones, — la  alemana,  la  francesa,  la  in-: 
glésa  y  otras,--no  cree  que  sea  el  caso  de 
ajlresurarse,  puesto  que  los  intereses  com 
prometidos  en  esta  circunstancia,  consisten. 
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en  una  perturbación  dd  orden  y  utu  ame- 
naza de  perturbaciones  mayores. 

Cree  el  Poder  Ejecutivo  que  la  Cámara 
puede  votar  con  espíritu  tranquilo  esta  ley 
que  lo  arma  para  sofocar  movimientos  tran* 
sitorios.  Puede  confiar  el  señor  diputado  por 
Buenos  Aires,  como  toda  la  Honorable  Cá- 
mara, en  que  este  estadio  se  realiza,  y  aun- 
que invada  atribuciones  de  otra  rama,  admi- 
trativa  diré,  aunque  no  me  corresponda,  que 
estoy  personalmente  consagrado  al  estudio 
de  una  ley  social  del  punto  da  vist^  del^ 
orden  constitucional  y  público. 

Después  de  estas  manifestaciones  y  con 
la  seguridad  que  doy  al  señor  diputado 
por  Buenos  Aires  y  á  la  Cámara,  de  que 
no  son  precisamente  los  obreros,  ni  soalos 
intereses  sociales  ó  económicos  de  gananciaft 
ó  de  salarios  los  que  están  en  discusión  eis 
estos  momentos  en  el  público,  sino  el  de 
agitadores  profesionales,  extraños  á  la  vida 
pacífica  y  ordenada  del  trabajo,  ($ae  vienen 
al  país  á  traer  todos  sus  vicios  y  defectos 
{/muy  bieni)  y  á  contaminar  la  sociedad  <x>n 
sus  malas  costumbres  (/muy  bien/),  creo  que 
la  ley  puede  ser  sancionada  An  ningún  gé- 
ñero  de  reservas,  en  la  confianza  de  que 
con  ella  nada   tienen  que  ver   los  anbelos 
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patrióticos  del  señor   diputado  por  Buenos 
Aires. 

{El  proyecto  se  sanciona  en  ambas   Cá^ 
matas  por  una  mayoría  muy  considerable). 
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VII. 

RESIDENCIA  DE  EXTRANJEROS. 


j.  V.  GONZÁLEZ  -  Debatea  Consiitueionalea  -  Tomo  I.  19 

/ 
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ANTECEDENTES 


Los  documentos  parlamentarios  siguientes  in- 
forman sobre  las  circunstancias  en  que  fué  dic- 
tada la  ley  que  se  ha  llamado  de  «residencia»  de 
extranjeros,  asi  como  del  alcance  y  significación 
de  las  medidas  ejecutivas  autorizadas  por  ella. 

Durante  la  sesión  del  22  de  Noviembre  de  1902, 
celebrada  por  la  noche  desde  las  9.30  hasta  las 
11.30,  en  medio  de  una  viva  agitación  pública, 
producida  por  las  violencias  que  empezaban  á 
poner  en  práctica  los  huelguistas,  pronunció  el 
Ministro  del  Interior,  los  dos  discursos  que  van 
á  continuación  de  estas  lineas  preliminares. 


II 


Buenos  Alies,  Noviembre    22  de  1902. 

Al  señor  Presidente  de  la  Honorable   Cámara  de 
Diputados. 

Pendiente  de  la  sanción  del  Honorable  Con- 
greso el  proyecto  de  ley  de  residencia  de  extran- 
jeros, el  Poder  Ejecutivo  cree  necesario  solicitar 
su  consideración  en  la  noche  de  hoy,  en  sesión 
extraordinaria. 
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Son  del  dominio  público  los  sucesos  que  en 
este  momento  se  desarrollan  en  esta  capital  y 
parte  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  con  mo- 
tivo de  la  huelga  en  que  se  han  declarado  nu- 
merosos obreros  de  distintos  gremios,  que  ame- 
nazan el  orden  público,  y  los  intereses  del  comercio 
y  la  navegación. 

Dadas  estas  circunstancias,  á  fin  de  que  el 
Poder  Ejecutivo  esté  habilitado  para  tomar  las 
medidas  eficaces  que  ellas  reclaman,  os  pido  la 
aprobación  del  proyecto  que  en  sesión  de  esta 
misma  fecha  ha  tenido  sanción  del  Honorable 
Senado.  Dios  guarde  al  señor  presidente.— JULIO 
A.  ROCA.— Joaquín  V.  González. 


III 
PROYECTO  DE  LEY 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados,  etc. 

Articulo  1^  El  Poder  íjecutivo  podrá  ordenar 
la  salida  del  territorio  de  la  Nación  á  todo  ex- 
tranjero que  haya  sido  condenado  ó  sea  perse- 
guido por  los  tribunales  extranjeros,  por  críme- 
nes ó  delitos  de  derecho  común. 

Art.  2®  El  Poder  Ejecutivo  podrá  ordenar  la 
salida  de  todo  extranjero  cuya  conducta  com- 
prometa la  seguridad  nacional  ó  perturbe  el  orden 
público. 
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Art.  3<»  El  Poder  íjjecutivo  podrá  impedir  la 
entrada  al  territorio  de  la  República  de  todo 
extraiyero  cuyos  antecedentes  anteriores  autori- 
cen á  incluirlo  entre  aquellos  á  que  se  refieren 
los  dos  artículos  precedentes. 

Art.  4<>  El  extranjero  contra  quien  se  haya  de- 
cretado la  expulsión,  tendrá  tres  días  para  salir 
del  país,  pudiendo  el  Poder  í^jecutivo  como  me- 
dida de  seguridad  pública,  ordenar  su  detención 
hasta  el  momento  del  embarco. — Dada  en  la  sala 
sesiones  del  Congreso  Argentino,  en  Buenos  Aires, 
á  22  de  Noviembre  de  1902.  -José  E.  Uriburu. 
—Benigno  Ocampo^  Secretario. 
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VII. 

Residencia  de  extranjeros 


«         (Sesióa  del  22  de  Noviembre  de  19D2 

§1 

GÉNESIS  Y  NATURALEZA  DB  LA  LEY 

Señor  Ministro  del  Interior — Pido  la  pa- 
labra. 

La  atmósfera  bajo  la  cual  viene  á  la  con- 
sideración de  la  Cámara  este  asunto  ha  sido 
un  tanto  abultada  en  su  importancia  real, 
á  punto  de  verse  en  ella  peligros  que  en  rea- 
lidad no  existen  en  toda  la  magnitud  que  se 
cree.  Por  eso  no  es  raro  escuchar  opiniones 
que  exigirían  medidas  más  severas  que  las 
contenidas  en  el  proyecto  que  hoy  viene  á 
estudio  de  la  Cámara. 

No  se  ocultan  al  Poder  Ejecutivo  las  me- 
didas que  debería  adoptar  en  caso  de  que 
las  huelgas  que    actualmente  conmueven  á 
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una  gran  parte  de  esta  capital  y  de  la  Pro- 
vincia vecina  asumiesen  proporciones  ma- 
yores que  en  la  actualidad. 

Este  proyecto  de  ley  no  se  propone  di- 
recta y  únicamante  cursir  el  mal  de  las 
huelgas. 

Ellas,  como  muy  bien  se  ha  dicho,  obe- 
decen á  causas  múltiples.  Hay  huelgas  que 
tienen  una  explicación  racional  en  el  orden 
de  los  fenómenos  económicos  y  sociales;  hay 
otras  hostiles  ó  agresivas,  que  empiezan  des- 
de luego  por  atacar  al  orden  social,  al  orden 
constitucional  establecido. 

El  Poder  Ejecutivo  no  cree  que  esta  ley 
sea,  pues,  de  un  efecto  inmediato,  ni  desti- 
nado á  curar  de  raiz  y  de  un  golpe  todos 
los  inconvenientes  que  la  situación  actual 
trae  consigo.  La  ha  prestigiado,  ha  pedido 
su  sanción  al  Senado,  y  este  honorable 
cuerpo  la  ha  aprobado  hace  pocos  momen- 
tos, en  la  creencia  de  que  ella  contribuirá 
inmediatamente  á  remediar  una  gran  parte 
del  mal  que  la  Capital  presencia,  y  más 
que  todo,  á  evitar  que  este  mal  se  haga 
mayor. 

No  va  tampoco  dirigida,  ni  puede  ir,  según 
sus  términos,  contra  todos  los  que  actual- 
mente se  encuentran  en  huelga,  más  bien,  á 
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proteger  á  esos  gremios  conmovidos,  agi- 
tados, exaltados  y  arrastrados,  diré  así,  por 
la  prédica  subversiva  del  orden  jurídico  y 
social  establecido,  de  ciertos  agitadores  co- 
nocidos, perfectamente  filiados,  profesionales 
de  este  oficio,  que  viven  de  esto  y  que  son 
la  única  causa  de  las  perturbaciones  actua- 
les, y  que  ponen  en  tanto  peligro  la  libre 
circulación  del  comercio  interno  y  externo 
de  la  República.  {¡Muy  bien!) 

No  hagamos,  pues,  más  grave  la  cues- 
tión de  lo  que  en  realidad  es,  ni  le  quite- 
mos su  verdadera  gravedad;  y  me  parece  que 
la  Honorable  Cámara  haría  acto  de  buen  go- 
bierno procediendo  como  en  todas  estas  cir- 
cunstancias proceden  los  cuerpos  formados 
por  hombres  políticos:  armando  al  gobierno 
en  su  rama  ejecutiva,  de  los  medios  de 
poner  eficaz  y  pronto  remedio  á  la  situa- 
ción actual  en  que  el  conflicto  está  pro- 
ducido. 

Indudablemente  el  Poder  Ejecutivo  no 
puede,  al  amparo  de  esta  ley,  ir  á  resolver 
el  problema  social  de  la  huelga.  Este  pro- 
blema es  muy  vasto,  contiene  múltiples 
cuestiones,  y  se  rige  por  leyes  de  otro  gé- 
nero. El  Poder  Ejecutivo  tiene  á  estudio 
este    problema    desde    hace    algfún   tiempo; 
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pero  como  es  una  gran  cuestión  social,  la 
Honorable  Cámara  hará  al  Poder  Ejecutivo 
el  honor  de  creerle  cuando  dice  que  le  ha 
dedicado  toda  su  atención,  no  siendo  po- 
sible tampoco  resolverlo  en  un  día:  son  las 
cuestiones  más  complicadas  que  puedan  tra- 
tarse en  la  actualidad. 

Es,  pues,  esta  una  ley  de  efectos  inme- 
diatos. No  puede  decirse  que  ella  sea  des- 
conocida á  la  Honorable  Cámara,  ni  á  la 
opinión  pública  ilustrada,  ni  al  país.  Hace 
dos  años  que  este  problema  está  planteado 
en  una  de  las  Cámaras  del  Congreso  que 
acaba  de  sancionar  este  proyecto.  Los  es- 
píritus más  ilustrados  lo  han  discutido.  Esta 
Honorable  Cámara  se  compone  en  su  ma 
yor  parte  de  hombres  perfectamente  versa- 
dos en  las  leyes  políticas  y  comunes  del 
país,  y  no  le  son  desconocidas  estas  cues- 
tiones resueltas  ya  en  esta  misma  forma 
ejecutiva,  breve  y  eficaz,  por  todos  los  pueblos 
civilizados. 

En  el  Honorable  Senado  se  ha  discutido 
en  parte  este  asunto,  del  punto  de  vista 
de  nuestra  Constitución.  Allí  se  citaron  las 
opiniones  de  los  jurisconsultos  y  la  jurispru- 
dencia de  los  altos  tribunales  de  los  Esta- 
dos Unidos,   donde  estos    problemas    están 
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resueltos  en  la  misma  forma  ejecutiva  que 
se  propone. 

Nuestra  Constitución  no  puede  oponerse, 
como  no  se  opone,  á  nada  que  sea  instru- 
mento eficaz  de  gobierno.  Ella  misma  ha 
sido  discutida  como  un  instrumento  de  go- 
bierno, y  en  ningún  caso  puede  ser  citada 
como  restrictiva  de  la  acción  de  los  po- 
deres públicos  en  cuanto  sea  tendente  á 
defender  al  país,  á  preservarlo  contra  desór- 
denes traídos  del  exterior  y  que  están  fuera 
de  su  mecanismo  constitucional. 

Es  esta  una  de  las  leyes  que  se  sancio- 
nan con  el  criterio  político  de  las  asambleas 
públicas.  Están  perfectamente  á  salvo  todas 
las  garantías  constitucionales  que  pudieran 
ser  afectadas  por  su  aplicación.  Ha  sido 
inspirada  en  el  ejemplo  de  las  naciones  más 
cultas  del  mundo.  En  los  fundamentos  am- 
plios é  ilustrados  con  que  su  autor,  el  se- 
nador por  la  Capital  doctor  Cañé,  la  pre- 
sentó al  Senado,  están  expuestos  los  ante- 
cedentes legislativos  de  otros  países,  3^  aún 
la  jurisprudencia  preestablecida  de  los  Es 
tados  Unidos,  que  abonan  su  constitucio- 
nalidad  y  su  perfecta  justicia.  Por  eso  el 
Poder  Ejecutivo  no  ha  tenido  el  menor  re- 
paro   el    prestarle  su  más    decidido  apoyo, 
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sin  quitarle  tampoco  su  carácter  de  urgen- 
cia, desde  que  no  hay  nada  perdido  con 
que  la  Honorable  Cámara  celebre  una  se- 
sión extraordinaria,  contribuyendo,  si  no  á 
curar  el  mal  en  su  raíz,  que  no  ha  asumido 
las  proporciones  que  á  nuestro  juicio  ha- 
rían necesaria  ima  medida  más  general  y 
más  extraordinaria,  por  lo  menos  á,  evitar 
que  este  mal  sea  mayor. 

En  la  aplicación  de  esta  ley,  el  Poder  Eje- 
cutivo procederá  con  el  espíritu  déla  más  alta 
justicia,  y  sin  tener  otra  mira  que  la  tranquili- 
dad pública,  asegurar  la  libre  circulación  del 
comercio  interior  y  exterior,  en  estos  mo- 
mentos en  que  el  país,  afligido  por  una 
larga  crisis,  tiene  su  vista  puesta  en  la  ex- 
portación, que  le  asegurará  un  período  feliz 
en  sus  finanzas  públicas.  El  Poder  Ejecutivo 
no  puede,  pues,  dudar  que  la  Honorable 
Cámara,  inspirándose  en  esos  propósitos  y 
apartando  quizá  escrúpulos  legales  que  sería 
fácil  destruir  en  una  discusión  detallada, 
procediendo  con  criterio  político,  se  apre- 
surará á  dictar  esta  ley,  que,  á  su  juicio, 
servirá  en  las  actuales  circunstancias  para 
contener  en  parte  el  mal  y  evitar  que  tome 
proporciones  mayores.  {/Muy  bien!  ¡muy 
bien!) 
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RÉPLICA   Á  LAS  OBJBCIOKBS  LBGALBS 


Señor  Ministro  del  Interior — Pido  la  pa- 
labra. 

Siento  muchísimo  carecer  de  esas  admi- 
rables dotes  oratorias  que  tanto  ayudan  á 
la  improvisación  de  los  señores  diputados, 
como  la  misma  ilustración  con  la  cual  tratan 
todas  las  cuestiones  que  se  presentan,  por  más 
complejas  que  ellas  sean:  esto  demuestra  la 
exactitud  de  mi  juicio  anterior,  sobre  que 
la  Cámara  posee  los  elementos  bastantes  para 
discutir  en  cualquier  momento  todas  las 
leyes  que  reclamen  la  seguridad  y  el  orden 
constitucional  del  país.  Pero  á  falta  de  estas 
cualidades  que  siempre  he  deplorado  en  el 
seno  de  esta  Cámara,  y  que  no  puedo 
crear,  voy  á  limitarme  á  desvanecer,  si  es 
posible,  los  escrúpulos  constitucionales  opues- 
tos á  la  sanción  de  esta  ley. 

En  primer  lugar,  y  voy  á  ser  muy  bre- 
ve, no  se  trata  de  imponer  una  pena  á 
ningún  extranjero.  vSe  trata  simplemente 
del  ejercicio  de  un  derecho  político,  perfec- 
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tamente  reconocido,  comprendido  dentro  de 
los  términos  de  nuestra  Constitución,  y  adop- 
tado por  todos  los  pueblos  cultos  como 
un  derecho  inherente  á  la  soberanía,  como 
lo  declaran  los  jurisconsultos  3^  lo  estable- 
cen todas  las  jurisprudencias  similares  á  la 
nuestra,  las  cuales  autorizan  á  excluir,  sin  de- 
clararlo por  eso  culpable,  á  todo  extranjero, 
á  todo  miembro  adventicio  de  la  comuni- 
dad, que  no  se  aviene  con  las  reglas  ordi- 
narias de  la  vida  de  la  sociedad  que  lo  ha 
admitido  en  su  seno. 

La  exclusión  del  extrangero  que  perturbe 
el  orden  social  no  significa  una  pena,  desde 
el  momento  que  no  se  le  devuelve  por  re- 
quisición de  ningún  tribunal  al  país  que  le 
ha  condenado:  importa  simplemente  mostrarle 
las  fronteras  del  país  y  decirle  que  su  per- 
manencia no  conviene,  no  se  armoniza  con 
las  leyes  de  nuestra  organización  social.  No 
importa  una  pena;  por  lo  tanto  fallan  por  su 
base  las  observaciones  que  los  señores  di- 
putados han  formulado  sobre  las  facultades 
judiciales  del  Presidente  de  la  República, 
que  los  ha  llevado,  como  ha  sucedido  en 
el  Senado,  á  compararlas  con  facultades 
extraordinarias  que  ya  murieron  con  la  or- 
ganización   definitiva  del   país,   y  que  solo 
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tienen  sentido  histórico,  enteramente  fuera 
de  lugar  é  imposibles  de  reproducirse  más, 
dada  nuestra    cultura   social  y  política. 

Debemos  desechar  todas  esas  hipérboles 
á  que  nos  lleva  nuestro  temperamento  apa- 
sionado, y  la  misma  elocuencia  que  carac- 
teriza á  los  oradores  de  esta  Cámara,  que 
muchas  veces,  para  producir  el  efecto  na- 
tural de  una  imagen  ó  de  una  frase  feliz, 
olvidan  que  tratamos  de  leyes  prácticas,  y 
que  estamos  aplicando  una  ley  fundamental 
que  por  todos  ha  sido  definida  como  ins- 
trumento de  gobierno. 

Si  el  proyecto  que  está  á  la  considera- 
ción de  la  Honorable  Cámara  fuera  anali- 
zado artículo  por  artículo,  se  vería  que  en 
nada  compromete  facultades  constitucionales. 

El  primero  habla  de  los  extranjeros  con- 
denados ó  perseguidos  por  tribunales  de 
otros  países,  que  llegan  á  nuestro  suelo  fu- 
gando de  la  justicia  que  los  ha  condenado  y 
sin  derecho,  por  consiguiente,  para  habitar 
honestamente  en  su  seno,  desde  que  nues- 
tra Constitución  sólo  abre  las  puertas  del 
territorio,  como  muy  claramente  lo  establece 
su  artículo  25,  á  aquellos  que  tienen  la  inten- 
ción honesta  de  colaborar  en  el  progreso 
intelectual  y  económico  del  país. 
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La  distinción,  pues,  la  hace  la  propia  Cons- 
titución, y  no  debemos  invocar  su  preámbulo 
con  la  latitud  inmensa  que  puede  dársele, 
sino  en  los  casos  de  obscuridad  de  los  tér- 
minos, ó  cuando  en  el  estatuto  que  se  aplica 
no  exista  ninguna  cláusula  precisa  ó  literal 
que  prevea  el  caso. 

En  el  segundo  se  habla  de  los  extran- 
jeros ¡residentes  en  el  país  que  perturben 
el  orden  público  y  la  seguridad  social,  la 
seguridad  nacional.  No  podemos  poner  en 
duda  la  facultad  de  alta  policía  de  los  po* 
deres  públicos  para  dictar  una  medida  in- 
mediata, destinada  á  librar  al  país  de  la 
acción  de  estos  elementos  perturbadores,  en 
el  momento  en  que  los  hechos  se  producen. 

En  el  caso  de  un  extranjero  que  atenta 
contra  la  seguridad  de  la  Nación,  que  viene, 
por  ejemplo,  siendo  agente  de  un  enemigo 
del  país,  que  dentro  del  país  realiza  actos 
que  atentan  contra  la  integridad  de  la  patria, 
¿con  qué  derecho  podríamos, — sin  necesidad 
de  formación  de  juicio  ni  de  ninguna  de  esas 
morosidades  enormes,  que  en  casos  urgentes 
son  verdaderos  peligros  nacionales,  con 
qué  derecho  podríamos  impedir  que  los  po- 
deres públicos  se  apoderasen  de  ese  ele- 
mento de  perturbación,  de  peligro  nacional, 
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y  les  mostrasen  sencillamente  la  frontera, 
como  diciéndoles  que  su  presencia  no  es 
conveniente  á  la  seguridad  ni  á  la  tranqui- 
lidad social. 

No  se  trata,  señor  Presidente,  de  clasi- 
ficar la  conducta  del  extranjero,  de  decla- 
rarlo delincuente;  nó;  se  trata  simplemente 
de  una  medida  de  prevención,  de  seguridad 
sociaJ,  de  segxiridad  política.  En  este  sen- 
tido ha  sido  reconocida  por  la  legislación 
de  los  Estados  Unidos,  que  ha  estado  tam  • 
bien  bajo  el  régimen  vigente  aquí,  donde 
las  policías  de  los  estados  tienen  atribución 
para  hacer  volver  de  los  mismos  puertos 
donde  desembarcan,  á  los  inmigrantes  que 
se  presentan  en  malas  condiciones  del  punto 
de  vi¿ta  moral  ó  del  punto  de  vista  higié- 
nico. 

Las  sentencias  de  Icis  cortes  de  los  Estados 
Unidos,  en  tres  casos  de  los  más  notables  en 
que  ha  sido  fallada  esta  cuestión,  principal- 
mente con  motivo  de  la  exclusión  de  los 
chinos  y  otros  t elementos  perniciosos»,  cla- 
sificados así  por  las  leyes  del  país,  han  es- 
tablecido ya  de  una  manera  irrevocable  el 
peder  de  la  soberanía  para  excluir  todos  los 
elementos  malsanos;  y  esta  facultad  la  ejerce 
naturalmente  el  Poder  Ejecutivo,  porque  si 
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la  Constitución  ha  de  ser  un  instrumento 
eficaz  de  gobierno,  no  puede  crear  dificul- 
tades cuando  trata  de  curar  males  en  que 
debe  procederse  rápida  é  inmediatamente, 
como  en  la  exclusión  de  los  elementos  per- 
turbadores, reales  y  visibles,  que  tenemos 
en  nuestra  presencia. 

Por  otra  parte,  el  Poder  Ejecutivo  ha  to- 
mado ya,  y  no  podía  dudarlo  la  Honorable 
Cámara,  todas  l^.s  medidas  posibles  dentro 
de  las  atribuciones  que  en  el  orden  normal 
de  nuestras  instituciones  le  confieren  las 
leyes  del  país.  Cree  que  esta  medida  bas- 
tará para  asegurar  la  tranquilidad,  el  orden 
y  la  libre  circulación  del  comercio;  pero  si 
no  bastase  y  estimara  necesario  armarse 
de  otros  recursos  que  actualmente  no  po- 
see, será  el  primero  en  venir  á  pedir  al 
Congreso  que  sancione  la  ley  de  estado  de 
sitio,  que  es  medida  excepcional, —  y  con- 
vendrá conmigo  la  Honorable  Cámara  — 
extraordinariamente  excepcional,  desde  que 
trae  consigo  la  suspensión  de  todas  las  ga- 
rantías constitucionales. 

Si  la  situación  se  agrava,  si  realmente  el 
estado  de  sitio  es  requerido  por  los  suce- 
sos, no  dude  la  Honorable  Cámara  que  el 
Poder  Ejecutivo  aceptará  este  ofrecimiento, 
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que  desde  luego  recibe  como  un  voto  an- 
ticipado, como  una  indicación  saludable  para 
el  momento  en  que  el  peligro  sea  inmi- 
nente. 

Por  lo  demás,  señor  Presidente,  me  atengo 
á  las  palabras  que  he  pronunciado.  Esta 
ley — volveré  sobre  las  facultades  judiciales — 
tampoco  excluye  las  funciones  de  la  justi- 
cia, desde  que  todas  las  leyes  que  el  Con- 
greso dicta  quedan  sometidas  á  la  interven- 
ción de  los  tribunales  nacionales,  en  caso 
que  la  autoridad  que  debe  ejecutarlas  abuse 
ó  falte  á  los  deberes  que  en  ellas  están 
comprendidos:  no  importa  una  delegación 
del  poder  judicial,  ni  una  absorción  de  fa- 
cultades legislativas;  y  por  esto  es  que  el 
Poder  Ejecutivo  viene  á  reclamar  que  se 
le  arme  de  esta  facultad,  que,  no  puede  du- 
darse, será  ejercida  como  la  usaría  todo 
gobierno  argentino  en  nuestro  actual  estado 
de  civilización;  y  si  algunos  hombres  pu- 
dieran sentirse  tentados  á  abusar  del  poder 
excepcional,  tenga  por  segfuro  la  Cámara 
que  el  medio  ambiente,  la  cultura  de  los 
cuerpos  políticos  del  estado  y  la  educación 
del  país  entero,  le  impedirían  desempeñar 
abusivamente  los  poderes  que  ponga  en  sus 
manos.    Crea   que,  en  este   caso,  el  Poder 
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Ejecutivo  usará — como  ha  usado  otras  ve- 
ces de  poderes  discrecionales  que  el  Con- 
greso le  ha  confiado — con  la  mayor  justicia 
y  equidad,  y  solo  en  la  medida  de  las  nece- 
sidades, de  los  poderes  que  por  esta  ley  le 
dé  el  Honorable  Congreso. 
He  dicho. 
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Péglmerv  municipal  de   la  Capital 


(Cámara  de  Diputados— Sesión  del   20  dt^  Noviembn-  d*»  1901) 


— Se  vota  si  se  entra  inmedia- 
tamente á  tratar  el  proyecto  del 
señor  Diputado  Argerich  sobre 
nombramiento  de  una  comisión 
munieipal,  y  después  la  ley  elec- 
toral, constituyéndose  la  Cáíuara 
en  sesión  permanente  hasta  ter- 
minar ahibos  proyectos,  y  resulta 
afirmativa. 

—Ocupa  su  asiento  el  señor 
Ministro  del  Interior,  doctor  Joa- 
quín V.  González. 


Sr,  Presidente — La  Honorable  Cámara  ha 
resuelto  continuar  la  discusión  del  pro)/ecto 
del  señor  Diputado  Argerich  sobre  nom- 
bramiento de  una  Comisión  Municipal.  En 
una  sesión  anterior  el  señor  Ministro  había 
pedido  la  palabra  sobre  este    asunto. 
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§1 

POSICIONES    PREVIAS 

Sr,  Ministro  del  Interior — Señor  Presi- 
dente: La  interrupción  que  ha  experimentado 
este  debate,  interrupción  de  bastante  tiempo 
como  para  dejar  que  se  desvanezcan  algu- 
nos de  los  efectos  que  haya  podido  producir 
lá  oratoria  de  los  distinguidos  miembros  de 
esta  Cámara,  que  han  tomado  parte  en  la 
discusión  de  esta  que  se  ha  llamado  la  «cues- 
tión municipal»;  impondrá  sin  duda  á  mi  pa- 
labra algún  deslucimiento,  aparte  de  ser 
ella  en  sí  misma  descolorida  y  desanima- 
da. En  cambio,  espero  que  este  distan  • 
ciamiento  del  último  día  de  la  sesión  servirá 
para  ahorrarme,  y  ahorrar  por  consiguiente 
á  la  Honorable  Cámara,  entrar  en  demos- 
traciones ó  refutaciones  de  argumentos  que 
el  tiempo  por  su  misma  obra  hubiese  des- 
vanecido. 

El  espíritu  con  que  el  Poder  Ejecutivo 
ha  intervenido  en  este  asunto  no  necesito 
encarecerlo,  sino  manifestarlo  con  toda  fran- 
queza al  empezar  este  debate.  Desde  que 
concibió  el  pensamiento  de  adherir  al  pro- 
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pósito  de  reemplazar  el  actual  Concejo  De- 
liberante por  una  Comisión  ejecutiva,  al  es- 
tilo de  la  que  existe  en  el  municipio  de 
Washington,  no  ha  tenido  otro  móvil  que 
el  anhelo  más  sincero  y  más  profundo  por- 
que la  ciudad  de  Buenos  Aires,  cuyo  des- 
arrollo social  y  económico  es  ya  un  asom- 
bro para  el  mundo  entero,  tenga  el  gobierno 
municipal  que  le  corresponde  por  su  creci- 
miento extraordinario  y  por  el  lugar  que 
ocupa  hoy  entre  las  grandes  ciudades  capi- 
tales. 

No  se  ha  preocupado  el  Poder  Ejecu- 
tivo en  este  asunto  más  que  de  esta  cues- 
tión: de  que  esta  gran  ciudad  tenga  el 
gobierno  municipal  que  reclama  la  opinión 
la  opinión  capaz  de  gobernar  en  el  pueblo 
de  Buenos  Aires,  la  opinión  ilustrada,  la  que 
se  funda  en  una  larga  experiencia  de  los 
negocios  y  que  tiene  interés  en  conservar 
y  mejorar  las  instituciones  comunales,  que 
son  para  ella  una  defensa  y  un  motivo  de 
progreso  verdaderamente  institucional.  El 
PoJler  Ejecutivo  ha  creído  satisfacer  estas 
aspiraciones  de  la  opinión,  que  desde  el  prin- 
cipio se  ha  manifestado  favorable  á  este  cam- 
bio transitorio  de  sistema,  aunque  posterior- 
mente algunos  órganos  de  esa  misma  opinión, 
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aunque  felizmente  parciales,  hayan  cambiado 
de  táctica,  hasta  el  punto  de  presentarse  hoy 
en  un  lugar  enteramente  opuesto  al  que 
marcara  su  iniciativa  en   esta  campaña. 

Ha  sido  curiosa  indudablemente  esta  cir- 
cunstancia. Por  una  parte,  de  la  prensa  de 
la  Capital,  y  por  otra  parte,  de  los  círculos 
políticos,  partió  la  iniciativa  de  transformar 
el  gobierno  municipal  de  Buenos  Aires  con 
el  objeto  de  mejorar  en  general  sus  con- 
diciones de  desarrollo  y  de  actuación.  No 
entraré  á  averiguar  ni  á  analizar  las  causas 
por  las  cuales  este  cambio  extraño  se  ha  pro- 
ducido; pero  que  el  hecho  existe  es  una  ver- 
dad, y  hubiera  tal  vez  impulsado  al  Poder 
Ejecutivo  á  adoptar  igualmente  alguna  va- 
riante en  su  conducta  al  respecto,  si  no  hubie- 
se descubierto  en  esas  actitudes  parciales 
una  falta  completa  de  razón,  una  falta  de 
fundamento  que  lo  ha  obligado  á  mantenerse 
firme  en  su  primitivo  propósito,  seguro  no 
solamente  de  contar  con  el  apoyo  de  la  ju- 
risprudencia, de  las  doctrinas  más  adelan- 
tadas en  esta  materia,  sino  con  el  apoyo 
decidido,  aunque  no  bullicioso,  de  la  ver- 
dadera opinión  pública,  la  que  gobierna  y 
la  que  conserva  los  grandes  intereses  de  la 
sociedad. 
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Hemos  visto  igualmente  desarrollarse  este 
debate  en  una  escala  muy  vasta.  Iniciado  en  un 
tono  levantado,  doctrinal,  cientifico,  aunque 
á  veces  abstracto,  lo  hemos  visto  también 
descender  en  ciertos  momentos  á  un  terreno 
en  el  cual  me  abstendré  en  absoluto  de  entrar, 
porque  creo  que  es  estéril  para  la  discusión 
de  los  grandes  asuntos  de  interés  público. 

Dejaré  de  lado  igualmente  la  faz  polí- 
tica de  este  asunto,  porque  el  P  )der  Ejecu- 
tivo, al  resolverse  á  apoyar  el  proyecto  del 
señor  diputado  Argerich,  ha  tenido  en  vista 
todo  menos  el  interés  político,  y  aúnj  como 
tuvo  ocasión  de  manifestarlo  en  el  seno  de 
la  comisión,  consideraba  que  no  solamente 
sería  un  error  introducir  el  elemento  polí- 
tico,—  en  el  estado  actual  de  las  cosas, 
quizá  pudiéramos  decir  mejor  el  espíritu  de 
facción, — en  estas  cuestiones  de  tanta  tras- 
cendencia, sino  que  lo  consideraba  una  ver- 
dadera falta,  porque  el  criterio  necesaria- 
mente estrecho,  limitado,  de  las  facciones 
políticas,  no  puede  tener  otro  resultado  que 
ofuscar  el  espíritu  para  las  grandes  solucio- 
nes, reclamadas  por  asuntos  de  esta  natu- 
raleza, en  que  tanto  interviene  la  doctrina 
como  el  estudio  serio,  sereno  y  tranquilo 
de  las  verdaderas    necesidades  públicas. 
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Sería  también  injusto  si  no  hiciese  una 
pública  y  franca  manifestación  de  mi  agra- 
decimiento al  señor  miembro  informante  de 
la  mayoría  de  la  comisión,  por  los  repetidos 
elogios  con  que  me  ha  honrado  durante  su 
discurso;  y  no  á  título  de  devolución  de 
elogios  que  yo  no  merezco,  pero  sí  á  titulo 
de  justicia,  debo  declarar  que  su  exposición 
está  llena  de  teoría,  de  ideas  generales,  de 
introducciones  históricas,  de  preliminares  y 
de  doctrinas  útilísimas  para  el  estudio  pro- 
fundo de  toda  cuestión  municipal:  deploro, 
solamente  que  él  no  me  haya  dejado,  sin 
embargo,  en  el  espíritu,  un  convencimiento 
ni  siquiera  aproximado  respecto  de  la  tesis 
que   él   sostenía. 

Su  discurso,  como  acabo  de  clasificarlo, 
podría  considerarse  muy  bien  como  una 
introducción  general  á  todo  debate  sobre  el 
gobierno  municipal,  introducción  general  en 
que  podrían  beber  abundante  doctrina  y  rica 
ilustración  histórica,  todos  los  contendientes 
en  la  cuestión,  tanto  los  que  sostuviesen  el 
pro  como  los  que  sostuviesen  el  contra,  por- 
que hay  un  punto  de  doctrina  sobre  el  cual 
nadie  tiene  duda,  y  es  que  Ifis  libertades 
comunales  son  una  gran  conquista  de  la  ci- 
vilización;   que  el    gobierno  comunal  es    la 
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escuela  primaria  de  la  libertad,  como  se  ha- 
dicho  y  se  puede  repetir  de  memoria  en  to- 
dos los  tiempos. 

Que  es  el  gobierno  que  mejor  conviene 
á  las  sociedades  civilizadas  el  de  las  muni- 
cipalidades electivas,  es  también  principio 
general  indudable,  que  solamente  en  su  apli- 
cación puede  variar,  como  varían  todos  los 
principios  abstractos  cuando  se  trata  de  adap 
tarlos  á  un  hecho,  á  un  estado  determinado 
de  cultura  de  cualquier  pueblo  de  la  tierra. 

Es  conocido  *de  los  señores  Diputados, — 
que  muchas  veces  me  han  oído  en  esta  Cá- 
mara sostenerlo — este  que  es  también  prin- 
cipio universal:  la  política  no  es  abstrac- 
ción sino  acción;  y  cuando  se  dice  accñón,  se 
eliminan  todas  esas  abstracciones  que  pue- 
den alejar  á  los  pueblos  como  á  los  hombres 
de  las  soluciones  prácticas. 

El  señor  miembro  informante  de  la  ma- 
yoría de  la  comisión,  embebecido  sin  duda 
en  el  encanto  de  estos  estudios  teóricos  é 
históricos,  por  estos  estudios  en  que  inter- 
viene en  tanta  parte  el  espíritu  de  libertad, 
que  es  la  base  de  la  civilización  moderna, 
se  ha  quedado  un  poco  lejos  del  estado  actual 
de  la  evolución  de  la  ciencia  política,  y  nos 
ha  exhibido    con  abundancia    admirable  de 
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información,  autores  que  exponen  doctrinas 
correspondientes  á  hace  cuarenta  años.  Y  si 
hemos  de  tener  en  cuenta  el  carácter  fu- 
gaz, rápido,  precipitado  de  nuestra  civili- 
zación latina,  podemos  decir  muy  bien  que 
en  estos  cuarenta  años  cuatro  veces  se  ha 
renovado  la  modalidad  social  de  nuestro  país. 
Así  es,  como  el  señor  diputado,  miembro 
informante  de  la  mayoría  de  la  comisión  ha 
dejado  estereotipados  esos  principios  en  el 
momento  histórico  del  año  1851,  cuando  Al- 
berdi  exponía  las  bases  de  nuestra  Constitu- 
ción; pero  si  tenemos  en  cuenta  esto,  po- 
demos decir  que  hoy,  después  de  cuatro 
décadas,  la  evolución  de  nuestra  sociedad, 
y  por  consiguiente  los  principios  jurídicos 
que  le  corresponden,  han  cambiado  total  y 
radicalmente  la  faz  de  la  cuestión,  y  nos 
obliga  á  los  que  estamos  llamados  á  legis- 
lar sobre  asuntos  de  naturaleza  tan  practi- 
ca, á  verla  de  un  modo  muy  diferente,  esto 
es,  con  arreglo  á  los  principios  qué  gobier- 
nan la  sociedad  contemporánea. 
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EL  ARGUMENTO  DE  LAS  CONTRADICCIONES- 
EVOLUCIÓN  Y  PROGRESO 

Ne  sería  extraño,  pues,  señor  Presidente 
siendo  humano  como  soy  y  poco    afecto  á 
las  abstracciones,  que  espíritus  poco   pene- 
trantes ó  poco  benévolos  para  con  los  auto* 
res  que  citan,  pudieran  encontrar  aparentes 
contradicciones  entre  las  idea^  generales  de 
doctrina  vertidas  en  un  pobre  libro  mío,  que 
tantas  veces  ha  merecido  el  honor  de  la  cita 
en  estos  últimos  días,  y  las  actuales  opinio- 
nes de  su  autor.  No  he  querido  jamás   de* 
tenerme  un  sólo  instante  en  esta   Honorable 
Cámara,  ni  en  ningún  otro  sitio,  á  contestar 
esas  objeciones,  no  solamente  porque  me  obli- 
gaban á  poner  mi  persona  en  la  expectativa 
de  la  Honorable   Cámara,  cosa  que   jamás 
he  pretendido,  sino  también   porque  perte- 
necen á    cierta   clase    de  argumentos   que, 
en  mi  opinión,  no  deben  ser  invocados  en 
una  Cámara  del  Congreso.  Pertenecen,  como 
me  parece  haberlo  dicho  otra  vez,  á  la  ín- 
dole de  esos    argumentos  ad  hominem  que 
suelen  ser  prohibidos  en  las  asambleas,  por- 
que   es    difícil    poder    probar    que    un  ins- 
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tante  está  en  contradicción  con  una  larga 
época;  que  una  máxima  está  en  contra- 
dicción con  toda  una  doctrina;  que  una  ex- 
cepción puede  destruir  una  regla;  que  un 
hecho  particular  puede  destruir  un  princi- 
pio general.  Elsas  son  pruebas  de  ingenio, 
ejercicios  de  dialéctica,  diversiones  que  es- 
taban muy  bien  en  los  claustros  de  la  edad 
media,  y  que  estaban  muy  bien  indudable- 
mente y  divertían  mucho  á  nuestros  ante- 
pasados en  las  viejas  universidades  colonia- 
les; pero  hoy  no  se  puede  invocar  este  gé- 
nero de  argumentación;  no  se  lo  puede  traer 
á  los  debates  de  un  parlamento  que  legisla 
para  un  pueblo  que  está  exigiendo  hechos, 
leyes  prácticas,  gobierno  en  una  palabra. 
Por  otra  parte,  ese  humilde  libro  fué  es- 
crito para  los  estudiantes,  fué  escrito  para 
los  jóvenes.  Esto  no  quiere  decir  que  no 
esté  en  sus  páginas  toda  el  alma  de  su  autor. 
Al  contrario,  quiero  decir,  con  esto  que 
cuando  ese  libro  fué  escrito,  teniendo  en 
vista  que  la  juventud  iría  quizá  á  beber  en 
sus  páginas  alguna  enseñanza,  realizaba  una 
obra  altamente  patriótica;  conversaba  como 
en  un  templo— permítaseme  la  vulgaridad 
y  lo  usado  de  la  comparación,  pero  es  exac- 
ta realiza  y  expresa  mi   pensamiento — con- 
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versaba  con  los  que  han  de  ser  mañana  go- 
bernantes de  nuestro  país.  No  existe  en 
ninguna  de  sus  páginas  una  sola  idea,  un 
solo  propósito  que  no  respondan  á  formar  en 
el  alma  del  ciudadano  argentino  y  los  sen- 
timientos más  profundos,  más  leales  so- 
bre la  libertad  y  sobre  el  gobierno  propio, 
tratando  de  explicar  para  ahora  y  para  el 
porvenir  las  máximeis,  los  principios  escul- 
pidos en  nuestra  Constitución  y  que  necesi- 
tan una  explicación  sana,  como  que  va  di- 
rigfida  al  alma  sana  é  impecable  de  la  ju- 
ventud. 

Jamás  me  habría  imaginado  que  estas 
pobre  páginas  pudieran  algún  día  ser  es- 
grimidas, con  aparente  bondad  pero  con  vi- 
sible ensañamiento  contra  el  autor,  que  sólo 
tuvo  en  vista  este  ideal  que  acabo  de  ex- 
presar á  la  Cámara.  Nunca  hubiera  espe- 
rado tampoco  que  la  pasión  política,  que 
los  intereses  limitíidos  de  círculo  pudieran 
ir  á  buscar  en  ella  elementos  de  perturba- 
ción para  el  criterio  de  esos  jóvenes,  que 
deben  ser  respetados,  dejándolos  allí,  tran- 
quilos, concurriendo  diariamente  á  las  aulas 
y  recibiendo  las  enseñanzas  generales  y  teó- 
ricas que  ellos  se  encargarán  más  tardo,  en 
contacto  con  las  dificultades   de  la  vida  y 
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con  los  hechos  de  la  historia,  de  comparar 
con  la  realidad.  No  anticipemos  estas  co- 
sas, aparte  de  que  no  somos  capaces  de 
anticipar  jamás  los  choques  que  pudieran 
ocurrir  entre  los  hechos  y  las    teorías* 

Con  todo,  señor  Presidente,  para  seguir 
adelante,  renuevo  la  expresión  de  mi  más 
profunda  gratitud  á  los  conceptos  que  el  se- 
ñor miembro  informante  de  la  mayoría  de 
la  comisión  ha  expresado  re-ipecto  de  ese  li- 
bro. Comprendo  toda  la  generosidad  de  su 
intención,  la  bondad  de  su  propósito,  y  crea 
que  me  halaga  mucho  el  hecho  de  que  conste 
en  su  precioso  y  gran  discurso  una  opinión 
favorable  á  este  Manual  de  la  Constitución. 
que  tantas  veces  ha  merecido  el  honor  de 
ser   invocíido  en  estos  debates. 

Pero  puedo  oponerle  al  señor  miembro 
informante  una  opinión  que  apoya  mis  úl- 
timas palabras,  respecto  á  la  imposibilidad 
de  conformar  en  todo  tiempo  el  pensamiento 
científico  con  la  realidad  de  los  hechos;  y 
consiste  precisamente  la  penetración  del  hom- 
bre político  en  saber  descubrir  la  relación 
íntima  que  existe  entre  la  doctrina  y  el  hecho 
práctico.  El  espíritu  observador,  el  hombre 
político  moderno  no  va  buscando  las  anti- 
nomias, las  contradiciones,  los  contrastes  en- 
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tre  las  doctrinas  y  el  hecho;  va  buscando 
las  armonías  profundas,  y  hay  que  descu- 
brir las  leyes  que  rigen  los  fenómenos  per- 
manentes de  la  sociedad,,  porque  las  leyes 
sociales,  como  las  leyes  físicas,  no  son  sino 
las  relaciones  permanentes  que  existen  entre 
las  causas  y  los  efectos. 

Un  gran  orador,  para  mí  el  más  grande 
de  los  tiempos  moderaos,  Edmundo  Burke 
cuyo  espíritu  no  podía  calificarse  de  débil, 
sino,  por  el  contrario,  citarse  como  ejemplo, 
como  tipo  del  carácter  político;  el  mismo 
orador  que  mantuvo  ocho  años  la  discusión 
sobre  el  juicio  político  de  Warren  Has- 
tings;  el  mismo  orador  que  durante  ese  jui- 
cio tuvo  la  fortuna  de  introducir  en  el  de- 
recho parlamentario  profundas  innovaciones 
que  hemos  aprovechado  á  cada  momento; 
ese  gran  orador,  en  un  discurso  pronuncia- 
do en  1792  sobre  ciertas  reformas  de  orden 
religioso,  dijo  estas  palabras,  que  voy  á  re- 
petirlas, para  que  queden  aquí  como  ante- 
cedente: «Un  hombre  de  estado,  decía,  es 
distinto  de  un  profesor  universitario.  El  úl- 
mo  tiene  solamente  en  cuenta  el  carácter 
general  de  la  sociedad.  El  primero,  el  go- 
bernante, tiene  que  combinar  una  gran  su- 
ma de  circunstancias  con  aquellas  ideas  ge- 
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nerales.  Las  circunstancias  son  infinitas,  están 
infinitamente  combinadas;  son  variables  y 
transitorias.  Aquel  que  no  las  toma  en  cuenta 
no  es  sólo  un  equivocado  sino  también  un  loco 
de  remate»  (Risas): — dat  operam  ut  cy^m  ra- 
tione  insaniat:  está  metafíiricamente  loco. 
El  hombre  de  estado,  sin  perder  de  vista 
los  principios,  será  guiado  siempre  por  las 
circunstancias,  y  si  procede  en  contra  de 
las  exigencias  del  momento,  puede  arruinar 
á  su  país  para  siempre.»  Y  agrega  después: 
«Yo  marcho  siempre   sobre  esta  base.» 

Ciento  y  tantos  años  después,  señor  Pre 
sidente,  otro  profundo  observador  de  la  so- 
ciedad inglesa,  Boutmy,  en  una  de  sus  obras 
últimas,  su  Ensayo  sobre  la  psicologia  po- 
lítica del  pueblo  inglés,  definiendo  en  qué 
consiste  el  carácter  de  los  políticos  ingleses, 
de  estos  políticos  que  hoy  gobiernan  el 
mundo,  que  hoy  son  ornato  y  lujo  de  la 
sociedad  más  poderosa  y  más  perfecta,  re- 
nueva estas  mismas  ideas  de  Burke,  y  hace 
notar  los  perpetuos  y  continuos  cambios  á 
que  se  halla  sujeta  la  política  inglesa  por 
efecto  de  las  novedades  que  traen  todos  los 
días  al  campo  de  la  discusión  las  cosas  mis- 
mas, el  desarrollo  expontáneo  de  los  suce- 
sos, estas  leyes  invisibles  de  la  sociedad,  que 
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sorprenden  aún  á  los    políticos    más    pene 
trantes. 

¿Qué  haría  el  hombre  político  si  en  pre- 
sencia jle  un  fepómeno  nuevo,  ante  las  leyes 
permanentes  que  conoce  por  los  libros  y  no 
por  los  hechos,  tuviese  que  aplicar  un  re- 
medio ó  establecer  una  nueva  dirección  de 
los  segundos?  Se  vería  sorprendido,  arras- 
trado y  derribado  por  los  acontecimientos. 
Y  ese  fenómeno  ha  venido  también  á  dar 
la  razón  á  otro  gran  politico  de  este  siglo 
pasado,  cuando  decía  que  la  historia  enseña 
á  los  reyes:  «Marchad  á  la  cabeza  de  las 
ideas  de  vuestro  siglo,  si  queréis  que  ellas 
os  sigan  y  os  sostengan;  porque  si  vais  de- 
trás os  arrastrarán,  y  si  vais  contra  ellas, 
vuestra  caída  es  segura'». 

No  paguemos  tanto  tributo,  señor  Presi- 
dente, á  las  aparentes  y  triviales  verdades 
del  día.  No  hagamos  capítulos  de  acusación 
sobre  apariencias  que  se  desvanecen  fácil- 
mente ante  el  más  leve  análisis,  y  tenga- 
mos en  cuenta, — si  hemos  de  ser  hombres 
políticos,  si  hemos  de  aspirar  á  formar  para 
nuestro  país  un  núcleo  de  hombres  de  go- 
bierno, de  hombres  directivos,  de  hombres 
eficaces, — que  debemos  apartarnos  de  estas 
verdades  admitidas,  de  estas  rutinas  que  no 
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hacen  sino  estereotipar  la  civilización  en  un 
punto  determinado,  é  impedirle  que  se  de- 
senvuelva con  arreglo  á  las  leyes  generales 
de  la  misma. 

Apenas  necesito  recordar  que  hoy  la  juris- 
prudencia y  la  doctrina  del  derecho  público 
en  Estados  Unidos  y  entre  nosotros  están 
perfectamente  modeladas  sobre  las  ideas  que 
acabo  de  expresar;  y  es  un  hecho  averiguado 
que;  no  sólo  los  autores  que  siguen  con  más 
libertad  el  desarrollo  de  la  civilización  y  los 
sucesos  de  la  vida  diaria,  sino  los  jueces, 
las  cortes  superiores  en  los  Estados  Unidos, 
han  establecido  3^a  como  doctrina  irrefuta- 
ble que  la  Constitución  no  es  un  lecho  de 
hierro,  no  es  un  anillo  inquebrantable  donde 
deba  ajustarse  hoy  y  siempre  el  cuerpo  al 
cual  se  ha  adaptado;  y  dicen  todos  ellos 
con  más  ó  menos  variantes:  la  Constitución 
es  un  organismo  en  perpetuo  crecimiento 
es  una  planta,  es  un  organismo  vivo,  y  por 
lo  tanto,  sigue  el  desarrollo  de  la  sociedad, 
como  el  árbol  se  cría,  como  los  animales  de 
la  selva  se  desenvuelven  libremente  con  sus 
fuerzas,  su  vitalidad  y  su    hermosura. 

La  sociedad  humana  que  se  dicta  una 
Constitución,  puede  decirse,  que  es  un  cuerpo 
vivo:  tiene  su  alma,— el  principio  jurídico  de 
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la  Constitución  que  se  ha  votado  y  que  vive 
inmanente  en  todos  sus  actos, — y  tiene  tam- 
bién un  cuerpo,  que  es  la  Nación  misma,  la 
sociedad  físicamente  considerada. 

Y  así  podemos  aplicar  en  este  caso  la  figu- 
ra que  un  publicista  distinguido  aplicaba  á  la 
educación:  la  Constitución  de  un  pueblo  joven 
se  parece  á  esas  letras  que  suelen  grabarse 
en  los  árboles  tiernos,  pues  á  medida  que  se 
desenvuelven    éstos,    se    agrandan    aquellas. 

Esta  es  la  verdad  respecto  de  las  cons- 
tituciones, y  cometeríamos  una  falta  imper- 
donable contra  las  leyes  sociales  si  creyéra- 
mos que  son  cuerpos  sin  alma,  organismos 
privados  de  vitalidad. 

Entre  nosotros  tiene  también  representan- 
tes distinguidos  esta  escuela. 

El  Presidente  Avellaneda  expuso  ya  su 
opinión  sobre  lo  que  él  llamaba  los  «litera- 
listas»  de  la  Constitución,  aquellos  que  in- 
terpretan la  letra  por  la  letra,  y  que  no  se 
atreven  por  respecto  á  la  tradición — que 
cuando  es  muy  prolongada  suele  convertirse 
en  rutina — á  inocular  un  poco  de  espíritu, 
un  poco  de  libertad  dentra  de  estos  pre- 
ceptos constitucionales,  que  de  otra  manera 
serían  anillos  que  aprisionarían  el  desarrollo 
de  la  vida! 
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§  IIT 

NECESIDAD   Y   URGENCIA   DE  LA   REFORMA 

Cuando  el  Poder  Ejecutivo  se  resolvió  á 
enviar  á  esta  Cámara  su  opinión  sobre 
el  proyecto  de  la  minoría  de  la  comi- 
sión, lo  hizo  con  la  profunda  convicción 
de  que  eran  atribuciones  que  correspondían 
al  Honorable  Congreso  las  de  introducir 
en  el  regfimen  actual  de  la  Municipalidad 
de  la  Capital  las  modificaciones  que  creyese 
convenientes.  Reconocía  la  prerrogativa  del 
Congreso,  desde  que  el  régfimen  actual  está 
establecido  por  una  ley,  y  hallándose  el 
Congreso  reunido,  aunque  fuese  en  sesiones 
de  prórroga,  no  podía  sino  hacer  prueba 
de  acatamiento,  y  así  lo  hizo  con  toda  la 
franqueza,  con  toda  la  valentía  que  le  ca- 
racteriza, señalando  una  verdadera  necesidad 
pública,  y  pidiendo  al  mismo  autor  de  la 
institución  que  la  modifique,  que  le  ponga 
un  remedio. 

Ha  tenido  que  desoír  razones  de  verda- 
dera urgencia,  que  reclaman  una  pronta  mo- 
dificación del    régimen   municipal  existente» 
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y  tan  cierto  es  esto,  que  desde  que  esta  dis- 
cusión se  ha  iniciado,  van  corridos  cerca  de 
dos  meses. 

Los  males  que  esta  iniciativa  se  propone 
curar,  los  errores  que  se  propone  corregir» 
con  el  tiempo  no  han  hecho  sino  ahondarse 
y  agravarse,  y  por  lo  tanto,  lejos  de  dismi- 
nuir, las  razones  de  urgencia  y  de  necesidad 
que  abonan  el  proyecto  de  la  minoría  han 
aumentado  y  reclaman  cada  día  una  reso 
lución  más  perentoria. 

Debo  renovar  aquí  una  protesta  sincera 
formulada  en  el  seno  de  la  comisión  de 
esta  Cámara,  de  que  no  guiaba  al  Poder  Eje- 
cutivo otro  móvil  que  el  de  la  reforma  de 
la  institución  municipal;  que  no  ha  tenido 
en  vista  jamás  procederes  personales  de  nin- 
guno de  los  ciudadanos  que  desempeñan 
puestos  públicos  en  ese  régimen;  no  los  ha 
analizado,  no  los  ha  examinado;  sólo  ve  de- 
fectos de  hábito,  que  sólo  la  ley  puede  mo- 
dificar ó  sacar  de  raíz.  Todo  lo  que  en  este 
debate  antes  de  ahora  se  ha  repetido,  se  ha 
insinuado  ó  se  ha  sugerido  respecto  á  mó- 
viles que  el  Ministro  ó  el  Poder  Ejecutivo 
en  ninguna  forma  han  manifestado,  todo 
corre  por  cuenta  únicamente  de  la  imagi- 
nación de  sus  autores,   de  esa    gran  fuerza 
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que  en  estos  debates  ha  desempeñado  un 
papel  tan   importante. 

La  reforma  propuesta  por  el  Poder  Eje- 
cutivo, se  funda  pues,  en  una  necesidad 
observada  desde  mucho  tiempo  atrás,  de 
introducir  en  el  gobierno  municipal  de  la 
ciudad  de  Buenos  Aires  cambios  reales, 
cambios  fundamentales  que  nos  pongan  en 
el  camino  de  una  era,  de  una  nueva  época 
en  el  desarrollo  del  gobierno  municipal  de 
la  ciudad,  que  acomoden  un  poco  mejor  las 
formas,  diré  así,  políticas,  con  que  se  go- 
bierna la  ciudad,  al  estado  actual  de  su 
cultura,  de  su  cultura  excepcional,  de  su 
inmensa  población,  de  su  desarrollo  sorpren- 
dente, y  que  ha  producido  este  nuevo  fenó- 
meno: que  es  la  ciudad  de  Sud  América 
de  origen  español  que  presenta  más  simili- 
tudes y  que  tiene  en  su  seno  mayor  suma 
de  esos  fenómenos  sociales  contemporáneos 
que  son  el  motivo  de  la  preocupación  más 
profunda  de  los  más  grandes  políticos  de  la 
Europa,  y  que  están  siendo  motivos  de  dis- 
cusiones y  preocupaciones  de  todos  los  par- 
lamentos de  los  países  más  adelantados. 

Nuestra  ley  municipal,  señor  Presidente, 
fué  dictada  en  1882.  lian  pasado  ya  veinte 
años  de  esa  fecha.    Y  volviendo   á  ini  idea 
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i^obre  el  i*ápido  vdesarrollo  de  nuestra  só* 
ciabilídad,  dos  veces  ha  podido  renovarse 
ya  la  modalidad  social  de  la  capital  argen- 
tina, y  nuestra  ley  ha  quedado,  como  he 
dicho,  inmovilizada  desde  hace  veinte  años. 

Entonces  no  es  extraño  que  la  sociedad 
actual  presente  sorpresas,  presente  fenóme- 
nos que  los  actuales  representantes  del  mu- 
nicipio no  pueden  ver,  no  porque  no  ten- 
gan los  elementos  de  criterio  necesarios,  no 
porque  no  sean  capaces  de  gobernar  una 
comuna  más  grande  que  esta;  no  es  por 
eso:  es  porque  hay  una  relación  fundamen- 
tal entre  el  origen  de  ese  mandato  y  el 
mandato  mismo,  porque  el  régimen  muni- 
cipal de  la  ciudad  de  Buenos  Aires  no  está 
organizado  de  manera  que  surjan  del  voto 
los  representantes  de  toda  la  suma  de  in- 
tereses que  deben  tener  sii  asiento  y  su 
desenvolvimiento  en  los  {poderes  municipales. 

El  mecanismo  electoral  en  virtud  del  cual 
vienen  al  Concejo  Deliberante  los  represen- 
tantes del  municipio,  no  puede  producir  otro 
fruto  que  el  fruto  de  hace  veinte  años;  es 
decir,  que  la  ley  no  se  ha  desarrollado  de 
acuerdo  con  la  sociedad,  y  menos  es  con- 
cebible que  exista  todavía  una  ley  dictada 
para  una  ciudad  de    200.000  habitantes,  con 
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escasas  comunicaciones  todavía,  rigiendo  los 
destinos  de  una  ciudad  que  recibe  hoy  las 
grandes  fuentes  de  perturbación  social  que 
nos  suministra  la  Europa.  Mientras  esa  ley 
fué  dictcida  para  una  ciudad  de  200.000  ha- 
bitantes, tenemos  hoy  fenómenos  corres- 
pondientes á  una  agrupación  inmensa  de 
850.000  almas,  lo  que,  estudiando  las  leyes 
psicológicas  de  las  sociedades  modernas,  nos 
dá  la  solución  del  problema.  No  se  trata 
de  cambios  caprichosos,  de  simples  veleida- 
des de  modificar  una  institución  existente; 
se  trata  de  un  verdadero  y  profundo  pro- 
blema de  sociabilidad  política,  que  nos  obliga 
ú  conformar  el  gobierno  municipal  con  las 
nuevas  exigencias  de  la  sociedad  agentina, 
como  he^dicho,  ampliamente  desarrolladas  y 
sorprendentemente  diversas. 

Así  vemos  cómo  nuestras  ordenanzas  muni- 
cipales vigentes  no  han  podido  prever  nin- 
guno de  los  defectos  que  agitan  á  esta  so- 
ciedad en  sus  más  profundas  etapas.  El 
pauperismo  existente  en  esta  capital,  los 
gérmenes  de  la  anarquía,  mejor  dicho  de 
anarquismo,  que  perturban  este  pueblo,  sin 
que  sus  gobernantes  inmediatos  se  den  cuenta 
del  verdadero  origen,  del  verdadero  remedio 
que  ellos  exigen,  son  una  demostración  de 
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qtie  tío  existe  en  la  ley  el  eletnento  pré* 
visor  para  evitarlos  y  para  ponerles  un  re- 
medio; y  serán  inútiles  todas  las  prédicas, 
serán  inútiles  todos  los  meetings,  y  las  reu- 
niones y  todas  las  peticiones  públicas,  si  la 
ley  orgánica  municipal  no  provee  al  gobier- 
no local  con  los  elementos  de "  previsión  y 
jde  acción  necesarios  para  corregirlos  6  re- 
mediarlos. 

Estamos,  pues,  en  presencia  de  un  orga- 
nismo viejo,  de  un  organismo  caduco,  que 
rio  responde  á  la  civilización  de  este  pueblo, 
y  eso  es  sólo  ló  que  el  Poder  Ejecutivo  tie- 
ne en  cuenta:  el  punto  de  vista  más  alto  de 
la  cuestión  y  del  cual  yo  invitaría  á  los 
señores  diputados  á  no  salir,  para  llegar  á 
una  solución  acertada,  verdaderamente  ex- 
perimental. 

Para  llegar,  pues,  á  una  reforma  funda^ 
mental  en  el  sentido  que  acabo  de  expre- 
sar, se  necesita,  como  en  todas  las  cosas 
humanas,  un  período  de  transición,  un  pe- 
ríodo de  estudio,  de  prueba,  durante  el  cual 
se  vean  las^  verdaderas  causas  y  se  estudien 
los  remedios  eficaces.  No  es,  pues,  obra  del 
capricho  de  un  partido,  ni  puede  serio  ja- 
más, mucho  menos,  de  las  veleidades  de  un 
círculo.  Estas  son  medidas  dé  gobierno,  me- 
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didas de  alta  legislación,  que  es  necesario 
abordar  con  criterio  elevado,  con  criterio 
sereno,  con  criterio  verdaderamente  político, 
en  el  sentido  más  amplio  y  más  noble  de 
esta  palabra  Sólo  de  esta  manera  podemos 
producir  este  resultado:  que  la  nueva  ley 
venga  prestigiada  con  la  experiencia,  que 
no  sólo  varíe  la  forma  de  hacer  una  elección, 
sino  que  varíe  el  criterio  de  la  masa  electo- 
ra; porque  si  hacemos  una  ley  formularia 
y  esa  ley  no  responde  á  una  inspiración  so- 
cial del  medio  ambiente,  sería  una  ley  inútil, 
perjudicial,  y  jamás  un  medio  de  remediar 
los  mad^  que  estamos  deplorando:  no  haría- 
mos sino  ahondarlos  y  agravarlos  cada  día 
más. 

Ninguna  forma  política  puede,  por  lo  tan- 
to, realizar  mejor,  de  manera  más  experi- 
mental y  práctica,  esta  necesidad  de  una 
transición,  de  un  estudio  mejor,  de  una  in- 
vestigación más  amplia  que  esta  que  se  ha 
propuesto,  que  viene  abonada  por  la  expe- 
riencia de  la  nación  modelo,  por  experiencia 
de  la  nación  mejor  gobernada,  que  mejores 
resultados  ha  dado  en  el  mundo  actual  en 
materia  de  instituciones  políticas;  que  es  el 
remedio  que  acaba  de  adoptar  igualmente 
el  gobierno  italiano  en  presencia  de  los  des- 
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órdenes  ocurridos  en  la  ciudad  de  Ñapóles, 
donde  se  ha  establecido  justamente  el  pen- 
samiento literal  del  proyecto  que  está  en 
discusión.  En  uso  de  las  atribuciones  de  in- 
tervención soberana  y  superior  que  ejerce 
el  gobierno  nacional  sobre  todas  las  comu- 
nas, se  ha  declarado  intervenida  la  munici- 
palidad de  Ñapóles,  y  el  gobierno  nacional 
presidirá,  por  medio  de  una  comisión  ejecu- 
tiva igual  á  la  de  Washington,  los  negocios 
de  la  comuna,  mientras  no  llegue  la  oca- 
sión de  dictar  la  ley  orgánica  permanente 
que  corrija  todos  esos  males  notados  por  la 
experiencia. 

No  se  trae,  pues,  un  pensamiento  insólito 
á  la  discusión  de  la  cámara:  y  tan  no  es 
así,  que  tiene  sus  precedentes  entre  nosotros 
mismos,  desde  que  el  año  1889  fué  dictada 
también  una  le)'  semejante  á  ésta,  que  sir- 
vió de  transición  para  el  restablecimiento 
del  régimen  electivo,    tal  como  existe   ho)'. 

§  IV 

LA    REFOllMA   Y    LOS    INTERESES    POLÍTICOS 

Entre  los  argumentos  que  se  han  expues- 
to para  combatir  este  pensamiento,  y  sacar- 


Digitized  by 


Google 


—  34  — 

lo  del  terreno  propio  de  la  discusión  doctri- 
nal en  que  había  sido  colocado,  con  acierto, 
por  el  miembro  informante  de  la  mayoría, 
entre  esos  argumentos,  algunos  enunciados 
por  otros  señores  diputados,  se  insinuaba 
éste,  que  brevemente  voy  á  expresar:  ha 
determinado  este  pensamiento  un  interés  po- 
lítico. Este  espíritu  político  ha  perturbado 
la  cuestión,  ha  adulterado  el  espíritu  insti- 
tucional con  que  debía  ser  estudiada  y  abor- 
dada, y  ha  hecho  que  en  vez  de  ser  esto 
una  reforma  institucional,  se  la  convierta 
en  un  pacto  político. 

Vuelvo  aquí  á  lo  que  dije  al  comenzar: 
que  este  género  de  insinuaciones,  visible  y 
abiertamente  contrarias  al  texto  de  las  pala- 
bras que  el  Ministro  pronunció  en  el  seno 
de  la  comisión,  cuando  expresó  el  pensamien- 
to del  Poder  Ejecutivo  á  este  respecto,  co- 
rren sólo  por  cuenta  de  sus  autores  y  perte- 
necen, pues,  al  ejercicio  de  esa  facultad 
imaginativa  que,  como  he  dicho,  es  un  re- 
curso tan  grande  en  los  debates  cuando  és- 
tos se  convierten  en  pugilatos  políticos.  Pe- 
ro el  Poder  Ejecutivo  declaró  en  el  seno 
de  la  comisión,  con  la  mayor  lealtad,  con 
la  mayor  franqueza  que  se  debe  á  este  al- 
to cuerpo,  que  no  le  animaba    ningún  pen- 
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Sarniento  político  de  esa  clase,  y  que  creía 
no  sólo  un  error  sino  una  falta  el  introducir 
en  este  debate  el  interés  de  partido,  porque 
creía  que  ese  interés  de  partido  había  de 
desvirtuar,  había  de  adulterar  los  verdaderos 
términos  de  esta  cuestión. 

Se  ha  llegado  á  sugerir  una  especie  so- 
bre la  cual  no  me  voy  á  detener,  porque^ 
como  he  dicho,  no  quisiera  jarnás  que  este 
debate  degenerase,  desde  que  me  he  pro- 
puesto seguirlo  en  el  tono  superior  y  real- 
mente institucional  en  que  ha  sido  colo- 
cado. Se  ha  sugerido  que  este  proyecto 
había  sido  inventado  para  entregar  el  go- 
bierno del  municipio  á  un  partido  determi- 
nado. 

Esto,  señor  presidente,  quizá  podría  ha- 
berlo calificado  con  palabras  más  duras 
en  el  momento  del  debate;  pero  hoy,  des- 
pués de  tanto  tiempo,  no  me  queda  sino 
deplorar  que  se  haya  insinuado  tal  suges- 
tión, porque  no  es  dable,  no  es  lícito  anti- 
ciparse á  los  hechos  cuando  un  poder  públi- 
co promete  á  un  cuerpo  legislativo  como 
este  y  hace  protestas  leales  y  sinceras  de 
su  verdadero  propósito,  que  es  altamente  polí- 
tico é  institucional:  no  es  lícito  ni  es  per- 
permitido  anticiparse  á  los  hechos  y  sugerir 
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intenciones   que    el    autor  no    ha   manifes- 
tado. 

Yo  puedo  asegurar  que  si  este  proyecto 
se  convierte  en  ley  y  se  deja  al  Poder  Eje- 
cutivo la  facultad  que  en  el  proyecto  se 
contiene,  de  nombrar  la  comisión  adminis- 
tradora de  los  intereses  del  municipio,  la 
sociedad,  el  público,  los  partidos  políticos 
quizá  se  sorprenderían  ante  los  resultados, 
ante  la  excelencia  y  la  imparcialidad  de  los 
nombramientos  que  se  realizasen. 

Puede  asegurar,  pues,  el  Poder  Ejecutivo 
que  no  hará  nombramientos  políticos,  que 
no  entregará  á  ningún  partido  político  de- 
terminado el  gobierno  del  municipio,  porque 
quiere,  pretende  y  es  su  deseo,  interpretar 
el  voto  de  la  opinión  pública  tal  como  lo 
emitiría  en  urnas  libres,  en  urnas  universa- 
les: y  así  será,  mientras  las  personas  que 
hoy  desempeñan  el  Poder  Ejecutivo  man- 
tengan su   autoridad. 

Por  lo  tanto,  volviendo  en  parte  sobre 
cierto  argumento  ya  insinuado  antes  por  la 
oposición  al  proyecto  de  la  minoría,  que 
pretende  hacer  aparecer  á  los  que  lo  sos- 
tienen como  conspirando  contra  la  capaci- 
dad electoral  del  pueblo  de  Buenos  Aires, 
como   considerándolo  incapaz  de  darse  una 


Digitized  by 


Google 


—  37   — 

municipalidad  propia  electiva,  sólo  se  me 
ocurre  decir  que  su  efectismo,  su  intención 
alarmista  se  impone  á  los  ojos  del  más  vul- 
gar observador. 

Cuando  ha  declarado  el  Poder  Ejecutivo, 
por  mi  intermedio,  que  se  propone  realizar 
un  gobierno  comunal  digno  de  la  ciudad  de 
Buenos  Aires;  cuando  acaba  de  expresar 
que  considera  que  la  ley  actual,  estereoti- 
pada hace  veinte  años,  es  incapaz  de  res- 
ponder al  desarrollo  actual  de  la  ciudad,  es- 
tá muy  lejos,  por  cierto,  de  creer  en  la 
incapacidad  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires 
para  darse  un  gobierno  propio,  y  sólo  cree 
que  el  gobierno  municipal  actual  es  indig 
no,  es  impropio  del  desarrollo  de  esta  ca- 
pital, porque  el  sufragio  y  todos  los  recor- 
tes que  ha  creado  la  ley  son  inadecuados 
para  producir  el  tipo  de  gobierno  que  ella 
exige  para  desarrollarse  libre  y  convenien- 
temente. 

No  merece  la  pena  de  detenerse  más  en 
este  argumento;  y  quiero  referirme  de  paso, 
á  otro  que  también  suele  producir  gran 
efecto  en  las  asamblas  política3,  cuando  los 
oradores  tienen  la  fortuna  de  inocular  su 
espíritu  de  partido  en  ellas.  Me  refiero  á  la 
«muerte  de  las  libertades  comunales»  tema 
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explotado  por  la  poesía,  tema  fecundo  en 
declamaciones,  en  palabras  y  en  discursos, 
y  muy  á  propósito  para  servir  de  rica  mi- 
na á  los  retóricos  de  profesión. 


§v 

LAS  LIBERTADES  COMUNALES 

Se  nos  ha  hecho  la  historia  de  las  liber- 
tades comunales,  creo  que  desde  los  fueros 
de  Aragón  hasta  el  señor  intendente  BuU- 
rich;  y  más  todavía,  se  ha  hecho  su  histo- 
ria desde  los  orígenes  de  Roma.  No  creo 
necesaria  tanta  erudición  ni  tan  largo  viaje 
para  llegar  á  esa  sencilla  verdad:  la  liber- 
tad municipal,  siendo  un  derecho  natural, 
tiene  su  forma  en  la  ley.  Y  aquí  contesto 
indirectamente  á  una  cita,  honrosa  para 
mí,  como  todas  las  que  ha  hecho  el  miem- 
bro informante  de  la  mayoría,  respecto  de 
mi  pobre  libro,  en  el  cual  sostuve  la  opi- 
nión de  que  el  gobierno  municipal  es  de 
derecho  natural.  Efectivamente,  es  de  de- 
recho natural.  Pero  ¿cómo  se  traduce  en  la 
forma  de  precepto  el  derecho  natural?  Se 
traduce  en  la  ley.  La  ley,  ¿quién  la  dicta?  El 
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cuerpo  legislativo  creado  por  la  sociedad 
para  gobernarla  y  dictarle  todas  las  leyes 
que  crea  convenientes  á  su  felicidad  y  pros- 
peridad. 

Pero  Hy  natural  no  quiere  decir  ley  ex- 
traña al  cuerpo  mismo;  al  contrario:  más 
parecería  relacionarse  ese  concepto  expre- 
sado por  el  señor  miembro  informante,  con 
la  intención  que  lo  ha  hecho,  al  sentido  que 
le  daban  los  romanos,  cuando  decían  que 
la  ley  natural  era  aquella  que  se  refería  á 
los  animales.  No,  señor  presidente;  no  es  ese 
el  concepto  de  la  filosofía  natural  en  esta 
materia.  Por  lo  tanto,  es  la  ley,  el  cuerpo 
soberano  elegido  por  el  pueblo  para  dictar- 
la, que  le  da  forma  práctica,  forma  impera- 
tiva á  estos  mandatos  abstractos,  generales 
é  inmanentes  que  viven  con  la  sociedad 
misma,  y  que  se  llaman  leyes  naturales,  y 
que  no  tienen  imperio  si  un  cuerpo  legisla- 
tivo no  les  da  su  autoridad. 

Por  lo  tanto,  hay  en  esto  también  un  poco 
de  retórica,  un  nuevo"  juego  de  palabras,  y 
diré,  de  dialéctica;  y  yo  no  creo  que  estoy 
en  el  deber  de  detenerme  por  más  tiempo. 

Pero  el  gobierno  es,  señof  Presidente,  al- 
go más  que  esto;  y  es  extraño  que  tratán- 
dose de  cosas  tan  prácticas,  experimentales, 


Digitized  by 


Google 


40 


tengamos  que  aceptar  hasta  el  consejo  de 
los  poetas.  El  poeta  inglés  Pope,  tiene  por 
ahí  un  verso— no  lo  diré  en  inglés  porque 
lo  pronuncio  muy  mal,  pero  traduciré:  — 
«Dejad  que  los  tontos  discutan  sobre  estas 
formas  abstractas  de  gobierno.  Para  mí  el 
que  da  la  mégor  administración  es  el  me 
jor  gobierno*.  Indudablemente  este  poeta — 
y  Cctsi  siempre  los  grandes  poetas  han  pre- 
dicho  Icis  grandes  verdades  políticas— ha 
dicho  una  gran  verdad  política.  Busquemos, 
pues,  el  tipo  de  gobierno  que  nos  dé  el 
mejor  tipo  de  administración;  y  una  vez  que 
nos  dé  el  mejor  tipo  de  administración  y 
que  estemos  bien  administrados,  tengamos 
seguro  que  el  gobierno  es  bueno,  y  que  lo 
es  también  la  política. 

Pero  no  solamente  los  poetas,  los  re- 
tóricos, los  oradores  nos  han  hablado  de 
esto  con  muy  buenas  razones;  voy  á  citar 
ahora  el  pensamiento  de  algunos  grandes 
filósofos  contemporáneos  respecto  del  ver- 
dadero valor  de  estas  libertades  comunales» 
cuyo  nuevo  sacrificio,  después  del  de  los  cam- 
pos de  Villalar,  estamos  presenciando  con 
este  proyecto  del  señor  diputado  Argerich, 
que  parece  quisiera  ser  el  sucesor  de  Carlos 
V  ó  de  Felipe  III 
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Fiske,  en  su  libro  sobre  El  gobierno  civil 
de  los  Estados  Unidos,  habht  del  contraste 
que  existe  hoy  entre  el  antiguo  concepto 
que  tenían  los  jurisconsultos  y  oradores  nor- 
leamericanos  respecto  de  la  excelencia  de 
las  libertades  comunales,  y  el  estado  actual 
de  esos  gobiernos  en  Estados  Unidos;  y  di- 
ce que  mientras  esos  oradores  hablaban  de 
sus  libertades  como  si  hubieran  sido  creadas 
por  Dios  para  el  pueblo  americano,  hoy  se 
atreven  á  hablar  de  profundos  vicios  que 
minan  el  gobierno  municipal,  no  solamente 
de  allí,  sino  de  Inglaterra  y  de  otros  países 
civilizados:  frases  que  nos  dan  á  entender 
que  existe  una  crisis  universal  en  materia 
de  gobierno  municipal.  Y  de  esto  no  tiene 
la  culpa  el  autor  del  «Manual  de  la  Cons- 
titución», ni  ninguno  de  los  autores  que  es- 
cribieron hace  cincuenta  años:  tiene  la  culpa 
el  desarrollo  natural  y  expon táneo  de  la  so- 
ciedad, que  ha  hecho  que  sea  hoy  mucho 
más  adelantada   que    hace    cuatro   décadas. 

Otro  autor,  que  escribe  en  los  <i Anales 
de  la  Academia  Norteamericana  de  ciencias 
politicas  y  socialesi^,  Oberholtzer,  cuya  obra 
se  titula  Estudio  del  gobierno  propio  de 
nuestras  ciudades  americanas,  hace  ver  tam- 
bién— casi  hubiera  dicho  que  he  bebido  en 
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él  mis  palabras  de  hace  poco — que  no  solí 
los  hombres  los  autores  de  este  mal.  «Es  que 
de  los  procedimientos  electorales  actuales, 
de  los  municipios  existentes,  resultará  siem- 
pre el  mismo  núcleo  de  hombres,  resul- 
tará siempre  el  mismo  producto,  resultarán 
las  mismas  ideas,  los  mismos  hábitos,  las 
mismas  rutinas.  Los  males  están  en  el 
sistema.  Hay* que  atacar  el  sistema  de  raíz, 
porque  éste  es  el  mal  universal;  es  la  crisis 
general  y  universal  del  sistema  municipal 
en  todas  partes».  No  es  un  mal  de  Buenos 
Aires.  Desgraciadamente,  estamos  én  el  con- 
cierto de  los  pueblos  civilizados,  y  nos  tocan 
tanto  sus  males  como  sus  ^beneficios. 

Aquel  gran  pensador  inglés,  Lecky,  juzga 
el  desarrollo  extraordinario  que  está  tomando 
el  industrialismo  en  los  municipios  de  Amé- 
rica y  de  Inglaterra,  y  hace  ver  la  necesidad 
de  que  ese  crecimiento,  impulsado  sin  duda 
por  las  fuerzas  socialistas,  corresponda  con  el 
desarrollo  de  la  verdad  democrática,  de  há- 
bitos de  gobierno  honestos,  progresistas  3^ 
bien  inspirados;  y  dice  que  si  hemos  de  adop- 
tar esta  expansión  industrial  de  los  munici- 
pios, debemos  también  exigir  que  se  desarro- 
lle igualmente  la  acción  de  esos  gremios,  tan- 
to electivos  como  electores.  Hace  note  r*  la 
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t)rofunda  corrupción  de  las  municipalidades 
norteaínericanas,  á  punto  de  que  insinúa  [que 
no  deben  ser  tomadas  como  modelo.  Pero  no 
voy  hasta  ese  punto,  que  quizá  el  criterio  de 
autores  extranjeros  puede  ser  un  tanto  per- 
turbado por  diferencias  de  nacionalidad. 


§  VI 

LOS   ANTIGUOS  CABILDOS  OOLONIALBS 

Para  no  extenderme  demasiado  y  acercar- 
me al  fin  de  esta  exposición,  quiero  hablar 
del  verdadero  punto  de  vista  del  problema 
municipal  de  la  República  Argentina,  es  de- 
cir, el  verdadero  valor  de  esto  que  llamamos 
libertad  comunal,  estudiada  á  la  luz  de  nues- 
tros antecedentes,  de  nuestra  Constitución  es- 
crita. A  este  respecto  me  extendería  ilimitada- 
mente si  fuera  á  recorrer  el  mismo  caniinc» 
histórico  recorrido  por  los  oradores  que  me 
han  precedido. 

No  voy  á  recordar  de  nuevo  el  sacrificio 
de  los  antiguos  comuneros',  españoles;  pero 
me  ha  llamado  la  atención,  y  no  puedo  dejar 
de  manifestarlo  en  esta  Cámara,  el  concepto 
que  se  ha  manifestado  aquí  respecto  al  valor 
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de  los  municipios  coloniales  entre  nosotfoá. 
Lo  ha  expresado  con  cicierto  y  concisión 
ejemplar  el  señor  diputado  por  la  Capital, 
doctor  Argerich,  y  á  mí  me  toca  solamen- 
te confirmarlo,  y  acaso  ampliarlo  en  alguna 
parte. 

Hay  sobre  estos  cabildos  coloniales  en 
nuestro  país  una  verdadera  aberración  de 
ideas.  Se  nos  ha  citado  el  municipio  de  Bue- 
nos Aires  como  hondamente  arraigado  en 
las  costumbres  democráticas  de  este  pueblo, 
diciéndose  que  ha  servido  de  modelo  en  todo 
tiempo  para  que  los  municipios  de  las  pro- 
vincias tomaran  también  sus  formas,  suá  mo- 
dalidades. 

Esta  es  la  opinión  que  yo  desearía  contra- 
decir, sin  ofender  por  esto  ni  las  aptitudes 
elevadísimas  de  este  pueblo  para  gobernarse 
por  sí  mismo,  ni  su  gloriosa  historia,  ni  nada 
de  ese  conjunto  de  cualidades  que  hacen  de 
Buenos  Aires  el  eje«Tiplo,  el  espejo  de  la  ci- 
vilización argentina.  Pero  es  que  la  verdad 
histórica  vale  más  que  todo  esto;  y  para  mí 
la  verdad  histórica  es  que  el  cabildo  de  Bue- 
nos Aires  no  fué  en  ningún  momento  ejem- 
plo de  libertad.  Y  por  una  razón  sencilla:  por- 
que estaba  viviendo  á  la  sombra  del  poder 
colonial,  y  aquí  donde  se  levantaba  esta  ro- 
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ganización  dictatorial,  absorbente,  absoluta 
no  podía  crecer  esta  ,planta  rastrera  del  ca- 
bildo, que  no  tenía  ni  origen  popular  verda- 
dero, ni  tenía  siquiera  campo  en  qué  desa- 
rrollarse. 

Sr,  Barroetaveña — Sí  podía,  como  puede 
en  Rusia  bajo  el  autócrata. 

Sr,  Ministro  del  Interior — Ese  es  un  pun- 
to de  vista  totalmente  distinto. 

Sr,  Barroetaveña— '^\  señor  ministro  está 
equivocado:  se  lo  voy  á  demostrar  con  la 
historia  en  la  mano. 

Sr,  Ministro  del  Interior  —No  podía  des- 
arrollarse como  no  se  desarrolló  en  ningún 
periodo  de  su  historia,  porque  tenía  encima, 
como  he  dicho,  la  sombra  del  virreinato,  que 
no  lo  dejaba  desenvolverse.  Tenía,  además 
encima,  el  poder  militar;  y  por  lo  tanto,  las 
libertades  comunales,  que  sólo  se  desarrollan 
allí  donde  hay  atmósfera  libre,  donde  hay 
campo  abierto  á  las  expansiones  sociales,  no 
podían  tener  ese  campo  ni  esa  expansión* 
Por  eso  solamente  en  1810,  cuando  desapa- 
reció esa  fuerza  que  lo  oprimía,  fué  que  el 
cabildo  tuvo  ese  gran  movimiento  de  expan- 
sión, esa  explosión  de  vida  y  de  libertad,  y 
bastó  un  sólo  momento  para  convertirlo  en 
el  foco  de  la  revolución  nacional.  Pero  fué 
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segmente  en  ese  instante  que  pudo  hacerlo, 
cuando  desapareció  de  encima  de  sus  espal- 
das este  peso  enorme,  este  peso  que  ha  ago- 
biado toda  su  existencia  durante  tres  siglos. 
Entonces  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires, 
libremente  desenvuelta  con  el  calor  de  la 
vida  nacional,  sirvió  de  ejemplo  á  los  demás 
municipios,  dirigiendo  su  acción;  y  entonces 
colaboró  con  todas  ellas  en  las  funciones  re- 
presenta^tivas  de  nuestras  asambleas  nacio- 
nales y  se  convirtió  realmente,  como  el  señor 
López  lo  demuestra  muy  bien,  en  el  órgano 
del  movimiento  revolucionario,  que  para  este 
ilustre  historiador  fué  un  movimiento  comu- 
nal perfectamente  caracterizado. 

La  vida  de  los  municipios,  señor  Presiden- 
te, estaba  radicada  lejos  de  aquí;  estaba  ra- 
dicada allí  donde  la  influencia  del  poder  del 
gobierno  central  llegaba  débil,  apagada  por 
la  distancia  de  los  desiertos  intermedios,  y 
donde  el  hombre  se  agrupaba  con  sus  seme- 
jantes, en  una  comuna  lejana,  distante  de  las 
demás  comunas,  que,  como  sabemos  muy  bien, 
se  esparcieron  con  largos  intermedios  en  el 
vasto  territorio,  procedentes  de  las  tres  dis- 
tintas corrientes  de  población  y  de  civiliza- 
ción de  nuestro  país,  que  dejaron  estos  mu- 
nicipios esparcidos  así  en  tan  amplios  espa- 
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cios.  Esos  hombres  agrupados  allá,  lejos  de 
esta  sombra  mortífera  del  coloniaje,  desarro- 
llaron sus  propias  fuerzas  individuales  y  com- 
binadas. Y  asi  tenemos  el  municipio  de  Saa. 
ta  Fe,  cuyo  momento  histórico  más  hermoso 
ha  sido  descripto  con  verdadero  colorido  y 
brillo  por  un  distinguido  miembro  de  esta 
cámara,  que  no  veo  hoy  en  su  asiento,  el  se- 
ñor diputado  Lassaga. 

El  municipio  de  Córdoba,  cuya  historia  es 
la  historia  de  una  verdadera  república,  des- 
envolviéndose normalmente,  3/  llegando  al- 
gunas veces  á  poner  á  raya  aún  al  mismo  po- 
der político  del  gobernador  y  capitán  gene- 
ral de  la  provincia. 

Sr,  Barroetavefia  -Ya  ve  el  señor  minis- 
tro cómo  servían  los  cabildos. 

Sr.  Ministro  del  Interior — Les  cabildos 
provinciales,  señor  diputado,  como  sirvió  el 
cabildo  de  Buenos  Aires  cuando  se  vio  libre 
(le  la  acción  de  la  autoridad  colonial. 

Sr,  Barroetaveña  -Y  como  sirvió  el  de 
Buenos  Aires  declarando  caduco  el  virrey, 
proclamando  la  libertad. 

Sr,  Ministro  del  Interior —l^o  declararon 
todos  los  demás  pueblos  argentinos  repre- 
sentados en  ese  instante  por  el  voto  dado  en 
el  cabildo  de  Buenos  Aires,  lo  que  constituye} 
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sin  duda,  un  gran  título  de  honor  para  este 
último. 

Sr,  Argerich — El  día  antes  el  pueblo  ha- 
iDÍa  gritado  mueras  al  cabildo,  y  el  cabildo 
pasó  á  ser  un  instrumento  en  manos  do  los 
hombres  de  la  Revolución. 

Sr,  Ministro  del  Interior  —  Y  fué,  como 
sabemos  muy  bien,  engrosado  con  un  cabildo 
abierto,  un  verdadero  plebiscito. 

He  enunciado  estas  ideas  sobre  los  cabil- 
dos provinciales,  para  exponer  esta  otra  doc 
trina:  que  el  gobierno  municipal  es    de  de- 
recho común  como  en  Estados  Unidos  y  co- 
mo aquí. 

El  derecho  municipil  pertenece  originaria- 
mente á  las  provincias,  y  la  Capital  de  la  Na- 
ción, como  es  creación  de  las  provincias,  es 
delegación  de  los  poderes  de  la  Nación  en- 
tera, representada  en  ellas. 

Es,  pues,  un  poder  de  excepción,  un  po- 
der delegado,  un  poder  limitado;  y  la  regla 
general,  es  que  el  poder  anterior,  inmanente, 
pertenece  á  la  Nación,  y  la  Nación  entera  es 
un  compuesto  de  regiones  llamadas  provincias. 
Estas  provincias,  cuando  se  han  organizado 
en  nación,  se  han  dado  una  cabeza,  y  enton- 
ces han  delegado  toda  aquella  parte  de  la 
soberanía  directiva  que  necesitaban  imponer 
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á  una  cabeza  directiva.  (¡Muy  bien!)  Por 
lo  tanto,  el  derecho  municipal  es  originaria- 
mente provincial,  y  por  eso  cuando  en  1853, 
— voy  á  ir  más  adelante — cuando  en  1880  la 
ciudad  de  Buenos  Aires  fué  federalizada,  de- 
saparece virtualmente  el  municipio  de  la  ciu- 
dad de  Buenos  Aires,  para  ser  el  municipio 
de  la  Constitución,  el  municipio  federal.  Ha- 
bía cambiado  de  existencia,  había  cambiado 
de  alma.  Eso  es  lo  que  ha  ocurrido,  por  más 
que  la  ley  experimental  dictada  se  adaptase 
á  las  condiciones  antiguas,  para  hacer  un  go- 
bierno práctico,^indudablemente.  No  tenía  nin- 
gún precepto  imperativo  que  la  obligase  á  es- 
tablecer esa  forma  de  municipio,  desde  el  mo- 
mento en  que  obraba  con  toda  la  suma  de 
soberanía  necesaria  para  crear  el  gobierno 
municipal  que  creyera  conveniente  para  el 
distrito  federal. 

Por  otra  parte,  ese  mismo  derecho  muni- 
cipal provincial  tiene  su  momento  de  trans- 
formación, que  explica  la  situación  verdadera 
del  problema. 
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§  VII 

EVOLUCIÓN    CONSTITUCIONAL 

Los  cabildos  del  año  loque  la  revolución 
encontró  funcionando,  anémicamente  unos, 
otros  vigorosos,  según  el  cúmulo  de  circuns- 
tancias físicas  y  sociales  que  no  es  del  caso 
expresar  ahora,  estos  cabildos  provinciales, 
por  el  hecho  solo  de  la  revolución,  es  decir, 
del  rompimiento  del  vínculo  que  los  ligaba 
con  la  metrópoli,  reasumieron  la  soberanía 
popular;  y  como  no  es  propio,  ni  es  admisi- 
ble, ni  es  lógico  que  existieran  mucheis  so- 
beranías dentro  de  la  misma  región,  aquella 
reunión  de  hombres  que  había  tenido  la  re- 
presentación real,  actual,  de  sus  respectivas 
agrupaciones,  fueron  los  que  depositaron  en 
ese  instante  la  soberanía  en  el  pueblo  ar- 
gentino, en  sus  distintas  regiones. 

Asi  se  convirtieron  en  cuerpos  electivos 
para  constituir  la  Asambleas  de  1813,  y  al- 
gunas otras.  Y  durante  el  largo  intervalo  que 
va  desde  182 1  hasta  1853,  desapareciendo  en 
el  primero  el  cabildo  de  Buenos  Aires,  y  en  el 
segundo  se  realiza  la  sanción  de  la  Constitución, 
se  opera  en  ellos  la  transformación  de  cabil- 
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dos en  salas,  salas  capitulares  primero,  salas 
legislativas  después;  y  últimamente  estas  sa- 
las, antiguos  cabildos,  fueron  convertidos  en 
las  legislaturas  de  la  Constitución.  Y  tan  es 
así,  que  hay  cláusulas  en  la  Constitución  del 
53  que,  refiriéndose  á  estas  legislaturas  crea- 
das por  las  provincias  antes  de  aquella  carta 
reconocen  las  leyes  que  hubiesen  dictado  es- 
tas salas  ó  legislaturas,  que  eran  verdaderos 
representantes  de  la  soberanía  local;  y  esas 
eran  las  que  debían  dictar  las  leyes,  dar  for- 
ma á  la  ley  natural  municipal  preexistente  en 
las  provincias  para  darle  la  nueva  forma  con- 
veniente, de  acuerdo  con  la  nueva  Constitu- 
ción federal.  Asi  es  cómo  lo  expresa, — y  este 
es  su  comentario  vivo, — el  art.  50  de  la  Cons- 
titución, cuando  exige  á  las  provincias,  para 
que  el  gobierno  federal  les  garantice  el  goce 
y  ejercicio  de  sus  instituciones,  que  aseguren 
su  régimen  municipal. 

¿Quién  debe  organizar  el  régimen  muhi- 
cipal?  Indudablemente  son  las  legislaturas  de 
las  provincias  ó  las  convenciones  constitu- 
yentes. 

No  va  á  nacer  por  generación  exponlánea 
el  régimen  municipal.  Y  cuando  la  Constitu- 
ción dice  sólo  régimen  mufitcipal,  no  dice 
electivos,  por  más  que  yo  crea  que  así  deba 
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ser;  pero  la  Constitución  no  lo  ha  dicho — y 
yo  sostengo,  con  mi  criterio  jurídico,  que  las 
legislaturas  de  provincia  pueden  organizar 
cualquier  régimen  municipal,  sea  ó  no  elec- 
tivo. 

Y  hay  una  jurisprudencia  en  los  Estados 
Unidos,  que  establece  este  principio:  no  es 
necesaria  la  elección,  para  que  sea  llamada 
corporación  municipal  ó  régimen  municipal. 

Voy  á  citar  luego  el  fallo  más  importante. 

Por  igual  sistema  de  raciocinio,  el  artículo 
8 1  de  la  Constitución,  del  que  tanto  prove 
cho  quería  sacar  el  señor  miembro  informan- 
te de  la  mayoría  de  la  comisión,  habla  sim- 
ple y  literalmente  de  presidente  de  la^  Muni- 
cipalidad. 

Respecto  de  la  palabra  «municipalidad»,  el 
miembro  informante,  si  no  recuerdo  mal,  'ci- 
taba la  opinión  de  Savigny,  para  decir  que  esa 
palabra  llevaba  consigo  el  concepto  de  la  elec- 
ción. 

No  creo  esto  yo. 

Municipalidad  sólo  quiere  decir  corpora- 
ción, corporación  reconocida  por  la  ley;  y 
no  hay  ninguna  persona  jurídica  que  no 
tenga  su  origen  en  el  reconocimiento  de  la 
ley,  porque  no  puede  haber  ninguna  corpo- 
ración ó  persona  que    represente  el  todo  ó 
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parte  de  la  soberanía,  que  no  esté  autori- 
zada por  el  poder  soberano,  que  es  la  le- 
gislatura. 

Por  lo  tanto,  el  verdadero  concepto  de 
municipalidad  es  simplemente  de  corpora- 
ción, ó  cuerpo  autorizado  por  la  ley  para 
gobernarse  á  sí  mismo,  y  no  es  otro  en  el 
sentido  de  la  ley  romana  y  en  el  sentido 
de  la  ley   argentina. 

La  Constitución  en  su  artículo  8i  habla 
de  que  un  ejemplar  de  la  lista  de  electores 
debe  ser  depositado  en  manos  del  presi- 
dente de  la  Municipalidad;  y  si  fuera  á  ar- 
gumentar con  sutilezas,  diría  también  que 
designa  precisamente  al  poder  ejecutivo  de 
la  municipalidad  que  es  el  presidente,  y  no 
designa  en  ningxina  forma  al  poder  electi- 
vo, porque  habría  dicho  «en  manos  del  Con- 
cejo Deliberante.,  que  será  elegido  popular- 
mente». Pero  la  Constitución,  como  todo 
instrumento  de  gobierno,  ha  sido  más  pre- 
visora,  y  no  ha  querido  expresar  una  pala- 
bra tan  precisa,  que  limitase  el  concepto 
futuro  del  legislador,  que  tuviera  que  amol- 
dar la  forma-  gubernativa  á  las  condiciones 
actuales  de  la  sociedad  que  se  ha  de  go- 
bernar. 
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§  VIII 

FUNDAMENTO   CONSTITUCIONAL    DEL  PROYECTO 

Voy  á  concluir  en  breve,  señor  Presi- 
dente; pero  antes  va  á  disculparme  toda- 
vía la  Honorable  Cámara  que  diga  dos  pa- 
labras sobre  la  constitucionalidad  extricta 
de  esta  forma  de  municipio  que  el  proyecto 
de  la  minoría   establece. 

Dije  al  comenzar  que  cuando  el  Poder 
Ejecutivo  propiciaba  una  forma  de  transi- 
ción que  sirviese  como  de  paso  de  una  forma 
antigua  á  otra  más  razonable,  de  acuerdo 
con  las  condiciones  actuales  del  pueblo,  no 
había  escogido  una  forma  exótica,  una  for- 
ma inconstitucional,  sino  que  había  traído^ 
precisamente,  siguiendo  nuestra  tradición 
política,  el  ejemplo  y  el  modelo  de  la  na- 
ción que  en  todas  las  cosas  nos  ha  servido 
de  guía, — la  forma  vigente  en  el  municipio 
de  Washington.  Y  conviene  establecer  en 
esta  discusión,  señor  Presidente, —  ya  que 
se  ha  hecho  costumbre  citar  en  los  casos 
judiciales  las  opiniones  vertidas  en  el  Con- 
greso,—  el  sentido  constitucional,  desde  lue- 
go, porque  durante  este  período  de    transi- 
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ción,  si  se  sancionara  esta  ley,  podrían  ve- 
nir debates  judiciales,  casos  contenciosos  en 
los  cuales  la  personería  de  esta  corporación 
sea  discutida  y  sus  actos  desconocidos.  Por 
esto  me  permito  reclamar  por  un  instante 
más  la  benevolencia  de  la  Cámara,  para  es 
tablecer  el  sentido  constitucional  de  esta' 
forma  de  gobierno. 

El  problema  es  idéntico,  tanto  en  la  cons- 
titución de  los  Estados  Unidos  como  en  la 
nuestra.  Allí  la  cláusula  17  déla  sección  8' 
del  artículo  1**  dice  exactamente  lo  mismo, 
con  pequeñísimas  variaciones  de  detalle,  que 
el  inciso  27  del  artículo  67  de  nuestra  Cons- 
titución, respecto  del  poder  exclusivo  del 
Congreso  para  legislar  sobre  el  territorio 
que  se  declare  Capital  de  la  Nación.  Nues- 
tra Constitución  va  más  allá  todavía;  y  al 
hablar  de  las  atribuciones  del  Presidente, 
es  sabido  que  lo  hace  el  jefe  inmediato  y 
local  de  la  Capital  de  la  Nación.  Luego  es- 
tablece ya,  previamente,  cuál  es  el  poder 
ejecutivo  de  este  gobierno  municipal.  Por 
lo  tanto,  á  igual  ley,  á  igual  forma,  ha  co- 
rrespondido un  desarrollo  igual  de  jurispru- 
dencia; y  la  jurisprudencia  de  los  Estados 
Unidos  explicando  la  cláusula  17,  es  per- 
fectamente aplicable  á  todos    los    casos    en 
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que  nosotros  tratamos  de  explicar  el  alcan- 
ce de    nuestra    cláusula  27  del  artículo  67. 

Esto  está  indicado,  no  sólo  por  el  senti- 
do común,  sino  por  los  fallos  de  nuestra 
Corte,  que  ha  declarado  incorporados  á  la 
jurisprudencia  argentina  todos  los  fallos  de 
la  Corte  de  los  Estados  Unidos  que  expli- 
quen  iguales  cláusulas. 

Por  lo  tanto,  la  historia  de  aquel  muni- 
cipio y  su  jurisprudencia  nos  corresponden 
á  nosotros.  Y  digo  la  historia,  señor  Presi- 
dente, porque,  me  parece,  podré  desvanecer 
cierta  opinión  bastante  vulgarizada:  que  las 
diferencias  entre  un  municipio  y  otro  son 
profundas,  desde  que  Washington  fué  im- 
provisado en  un  desierto  y  Buenos  Aires 
tenía  una  existencia  de  más  de   dos  siglos. 

Nada  es  más  inexacto  que  esto,  señor 
Presidente. 

El  territorio  sobre  el  cual  se  levantó  la  ciu- 
dad de  Washington  no  era  un  territorio 
inhabitado;  era  un  territorio  que  contenía 
núcleos  de  población;  y  tan  es  esto  exacto, 
que  existen  cuatro  ó  cinco  fallos  de  la  Su- 
prema Corte  en  donde  se  establece  que  Icts 
leyes  existentes  en  los  condados  de  Ale- 
jandría y  Washington,  existentes  en  ese  te- 
rritorio cedido  por  Maryland  á  los  Estados 
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Unidos,  eran  existentes  y  obligatorias  para 
los  habitantes  del  distrito  federal,  mientras 
el  Congreso  no  estableciese  la  ley  común 
que  debía  regir  allí.  Y  basta,  para  los  efec- 
tos de  la  aplicación  de  la  ley,  que  hubiese 
un  sólo  habitante,  para  que  el  problema 
tuviese  su  existencia  en  la  forma  en  que  se 
presenta. 

Más  todavía.  Si  fuéramos  á  llevar  el 
concepto  de  la  soberanía  y  del  imperio  de 
la  ley  á  extremos  metafísicos,  diría  que  bas- 
ta que  hubiese  habido  un  territorio  regido 
por  una  ley,  para  que  la  preexistencia  de 
esa  legislación  se  diera  por  reconocida.  Pero 
no  ha  habido  necesidad  de  llevarla  á  ex 
tremos  metafísicos,  porque  existía  pobla- 
ción, y  así  lo  establecen  los  fallos  de  la 
Corte  cuando  agrega:  «mientras  el  Congreso 
no  derogue  las  leyes  preexistentes  de  los 
Estados  de  Maryland  y  Virginia». 

Saben  los  señores  Diputados  que  el  dis- 
trito de  Washington  debía  contener  diez 
millas  cuadradas:  Maryland  cedió  sesenta 
y  cuatro  y  Virginia  treinta  y  seis.  Así  se 
formó  la  actual  ciudad  de  Washington. 

El  año  46  Washington  devolvió  á  Vir- 
ginia la  porción  de  territorio  que  había  re- 
cibido. De  manera  que  los  problemas  relati- 
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VOS  á  ese  estado  desaparecen,  y  queda  sólo 
Maryland.  Por  eso  la  historia  de  la  juris- 
prudencia sólo  cita  á   Maryland. 

Desde  1800  á  1878,  en  que  se  dictó  la 
ley  permanente  en  Washington,  han  regido 
alternativamente  los  dos  sistemas,  primero 
el  sistema  ejecutivo,  de  tres  comisionados, 
como  hoy,  después  el  sistema  territorrial 
con  legislatura  electiva. 

El  año  187 1  imperó  esta  nueva  forma  y 
se  dictó  una  ley  creando  un  Concejo  Delibe- 
rativo con  dos  ramas:  la  popular  elegida 
por  el  pueblo  y  el  Senado,  diremos  así,  y 
el  Intendente,  nombrados  por  el  Poder  Eje- 
cutivo con  acuerdo  del  Senado  de  la  Unión. 

A  los  tres  años  hubo  que  derogar  esta 
ley,  y  tanto  los  autores  que  han  tratado 
este  punto,  como  los  sabios  jueces  de  la 
Corte  que  lo  han  estudiado,  están  contex- 
tes  en  declarar  que  no  dio  resultado  esta 
forma,  que  fué  inconveniente  é  inconsisten- 
te para  llenar  las  necesidades  de  aquel  mu- 
nicipio que  se  desenvolvía  con  tanta  ra- 
pidez. 

En  el  año  1878  el  Congreso,  aleccionado 
por  esa  triste  experiencia  del  gobierno  elec- 
tivo, estableció  por  primera  vez — dicen  los 
fallos  de  la  Corte — el  gobierno  permanente 
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que  debía  tener  el  distrito  federal,  de  acuer- 
do con  la  Constitución.  Y  estos  son  los 
términos  expresos  de  la  sentencia  de  la 
Corte  que  voy  á  mostrar  á  la  Honorable 
Cámara. 

La  jurisprudencia  se  desenvuelve  alrede- 
dor de  este  concepto:  cual  es  el  alcance  del 
poder  legislativo  sobre  el  Municipio  de  Was- 
hington; cuáles  son  los  alcances  del  poder 
ejecutivo  resp^ecto  del  mismo  gobierno;  pero 
como  en  nuestro  caso  sólo  nos  correspon 
dería  el  poder  del  Congreso,  me  limitaré  á 
este  solamente. 

Las  sentencias  de  las  Cortes  de  los  Es 
tados  Unidos  están  acordes  en  este  prin- 
cipio invariable:  que  el  poder  legislativo 
del  Congreso,  como  legislatura  del  distri- 
to, es  ilimitado,  y  de  doble  carácter:  polí- 
tico y  municipal.  De  manera  que,  como  no 
puede  haber  más  que  una  soberanía,  nó 
puede  haber  este  fraccionamiento  del  poder 
de  legislar,  que  es  el  poder  más  represen- 
tativo de  la  soberanía. 

Por  lo  tanto,  el  Congreso,  como  legisla- 
tura de  la  Capital,  gobierna  los  intereses 
políticos  y  los  intereses  comunales  del  dis- 
trito; sólo  sí  que  por  razón  de  experiencia, 
por  razón    de    facilidades,    por    razones   de 
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detalle,  subdivide  la  facultad  administrativa 
en  cuerpos  deliberantes  ó  ejecutivos  de  ca- 
rácter local,  para  ocuparse  de  las  minucias 
del  gobierno  de  una  gran  ciudad  como  es 
esta,  que  escapan  por  razones  materiales  de 
tiempo,  á  la  legislación  amplia  y  más  general 
del  Congreso,  del  cuerpo  político    nacional. 

§IX 

JURISPRUDENCIA   DB   LA    CORTE    SUPREMA     DE    LOS 
ESTADOS    UNIDOS 

Así  tenemos  el  caso  de  Barnes  contra  el 
Distrito  de  Columbia,  en  el  tomo  9 1  de  los 
fallos,  página  540,  en  donde  se  pone  en 
cuestión,  se  estudia  la  constitucionalidad  del 
gobierno  electivo,  establecido  por  la  ley  d^l 
año  71;  y  allí  se  dice — voy  á  citar  para  ser 
más  exacto  las  palabras  textuales: 

I®  fUna  corporación  municipal  en  el  ejer- 
cicio de  sus  deberes  es  un  departamento 
del  Estado;  sus  facultades  pueden  ser  gran- 
des ó  pequeñas:  pueden  ser  aumentadas  ó 
disminuidas,  de  tiempo  en  tiempo,  á  volun- 
tad del  Estado,  ó  el  Estado  puede  directa- 
mente ó  por  sí  mismo  ejercer  en  cualquier 
localidad  todos  los  poderes  usualmente  con- 
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ferídos  á  tal  corporación.  Esos  cambios  no 
alteran  su  carácter  fundamental». 

2^^  «El  que  esas  personas,  (los  funciona- 
rios municipales)  que  así  obran,  sean  nom- 
brados por  el  gobernador  ó  el  Presidente, 
ó  sean  elegidos  por  el  pueblo,  no  afecta  la 
cuestión  de  si  son  ó  no  partes  de  la  cor- 
poración ó  agentes  de  ella,  ni  influye  en  la 
misma  la  fuente  de  donde  reciben  su  com- 
pensación». 

Pero  no  es  esto  sólo,  sino  que  dictada  la 
ley  del  78,  y  puesta  en  cuestión  su  validez 
ante  la  Corte,  se  dicta  el  fallo,  en  el  caso 
del  Ferrocarril  Metropolitano  contra  el  Dis- 
trito de  Columbia,  tomo  132,  página  i, 
año   1889. 

Y  dice  lo  siguiente:  iBajo  estos  diferen- 
tes cambios, — hace  la  historia  del  municipio 
de  Washington— ^la  administración  de  los 
negocios  del  Distrito  de  la  ciudad  de  Was- 
hington ha  seguido  el  mismo  camino,  ex- 
cepto un  cambio  en  los  depositarios  del  po- 
der y  en  la  extensión  de  las  facultades  con- 
feridas á  los  mismos.  Los  poderes  legfisla- 
tivos  han  cesado  ahora  y  el  gobierno  mu- 
nicipal está  reducido  á  una  simple  adminis- 
tración. La  identidad  de  su  existencia  cor- 
porativa continúa,  y    todas  las    acciones  y 

j.  V.  GONZÁLEZ  -Pebatés  Conttitucionales  -Tomo  II.  5 

Digitized  byCjOOQlC 


juicios  en  pro  y  en  contra  deí  Distrito  sé 
han  conservado  intactos  á  través  de  los 
cambios   ocurridos». 

Y  en  la  página  8*  el  Juez  Bradley,  fun- 
dando el  fallo,  dice:  «Somos  de  opinión  que 
la  capacidad  y  responsabilidades  corporati- 
vas del  Distrito  de  Columbia  quedan  como 
antes,  y  que  su  carácter  de  nueva  corpora- 
ción municipal  no  ha  cambiado  sino  en  el 
modo  de  nombrar  sus  empleados,  ni  ha 
cambiado  su  carácter  de  cuerpo  político 
municipal.  No  creemos  que  sea  necesario  á 
un  gobierno  municipal,  ó  para  la  responsa- 
bilidad municipal,  que  sus  funcionarios  sean 
elegidos  por  el  pueblo.  El  gobierno  propio 
local,  es  sin  duda  deseable  allí  donde  no 
hay  razones  poderosas  contra  su  ejercicio: 
pero  él  no  es  exigido  por  ningún  principio 
inexorable.  No  son  poco  frecuentes  los  nom- 
bramientos de  comisiones  por  la  legisla- 
tura ó  por  el  ejecutivo  del  Estado  para  la 
administración  de  los  negocios  municipales, 
ó  de  una  parte  de  ellos,  á  veces  tempora- 
riamente y  otras  de  modo  permanente.  Es- 
to puede  ser  exigido  por  razones  de  faci- 
lidad, por  exigencias  de  la  situación,  por 
los  avances  de  la  corrupción,  por  la  ausen- 
cia del  orden   y  seguridad  pública,  por    la 
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necesidad  de   una    experiencia  ejecutiva  en 
el  gobierno  de    determinadas   poblaciones». 

Pero  todavía  hay  un  fallo  preciso  y  ter- 
minantemente definitivo  en  esta  materia.  Es 
el  que  se  denomina  «Eckloff  v.  District  of 
Columbia»,  que  se  registra  en  el  tomo  135, 
página  240,  de  las  Sentencias  de  la  Corte 
Suprema.  Este  fallo  decide  que  la  ley  de 
II  de  Junio  de  1878  que  derogó  el  gobier* 
no  electivo  del  71,  y  que  se  encuentra  en 
el  tomo  20  de  los  Estatutos  m  extenso  de 
los  Estados  Unidos,  dice  literalmente;  cDió 
al  Distrito  de  Columbia  por  la  primera  vez 
una  forma  permanente  de  gobierno,  de  la 
naturaleza   que  la    Constitución    establece». 

Es  decir,  que  por  primera  vez,  después 
de  las  alternativas  de  gobiernos  ejecutivos 
y  electivos,  se  daba  al  gobierno  de  Was- 
hington la  forma  permanente  que  la  Cons- 
titución establece,  que  es  el  gobierno  nom- 
brado por  el  Poder  Ejecutivo  con  acuerdo 
del  Senado  y  con  carácter  permanente. 

Este  fallo  fué  confirmado  posteriormente 
por  otro  que  se  registra  en  el  tomo  143^ 
página  18  denominado:  cDistrict  of  Co- 
lumbia V.  Huitín»;  por  otro  denominado 
«Shoemaker  v.  United  States»,  tomo  147, 
página  282;  y  posteriormente  por  otro  más 
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moderno,  del  año  99,  denominado  *  Capital 
Traction  C.''  v.  Hof»,    tomo    174,  página    i. 

Todos  estos  fallos  que  he  citado  selec- 
cionados, para  no  fatigar  la  atención  de  la 
Cámara,  establecen,  pues,  la  doctrina  irre- 
futable, la  doctrina  permanente  y  definitiva 
respecto  á  que  la  forma  electiva  ó  ejecuti- 
va es  indiferente  á  los  objetos  de  determi- 
nar la  existencia  corporativa,  autónoma,  sui 
juris,  de  estas  entidades  llamadas  munici- 
pios. 

Pero  observaba  el  señor  miembro  infor- 
mante de  la  minoría,  con  mucha  razón,  que 
por  qué  no  ha  de  ser  así,  si  derivan  su 
existencia  de  dos  altos  poderes  del  Estado, 
que  son  á  su  vez  electivos.  Y  así  como  los 
miembros  del  Poder  Judicial  son  nombra- 
dos por  el  Poder  Ejecutivo  con  acuerdo  del 
Senado,  sin  que  por  eso  deje  de  ser  el  ter- 
cer poder  de  la  Nación,  ¿por  qué  un  Pod«- 
de  categoría  inferior,  como  es  el  municipal, 
no  ha  de  ser  tal  corporación  política  y  ci- 
vil, si  tiene  sus  poderes  derivados  de  la 
misma  fuente  cjue  el  Poder  Judicial  de  la 
Nación? 
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§X 

8BXTIDO   MOl>ERNO    Y    PRACTICO    DE   LA   UUFORMA. 
CONCLUSIÓN. 

Para  terminar,  señor  Presidente,  y  dejan- 
do de  lado  varias  otras  cuestiones  de  de- 
talle que  han  sido  ya  acertadamente  re- 
sueltas en  el  debate,  debo  expresar  el  pro- 
pósito final  con  que  el  Poder  Ejecutivo  ha 
concurrido  á  la  sanción  de  este  proyecto, 
fundado,  como  se  ha  visto,  en  los  irrefuta- 
bles testimonios  jurídicos  de  la  Suprema 
Corte  de  los  Estados  Unidos,  en  la  doctrina 
de  los  autores,  que  no  he  expuesto  para 
no  ser  ya  odioso  á  la  Honorable  Cámara, 
y  en  nuestros  propios  antecedentes,  desde 
que  tenemos  ya  una  ley  dictada  por  este 
mismo  Congreso,  estableciendo  la  misma 
comisión,  cuya  existencia  constitucional  y 
legal  no  ha  sido  desconocida. 

Ha  resuelto,  pues,  adherir  á  este  pensa- 
miento, con  el  propósito  de  subsanar  defi- 
ciencias del  momento,  males  actuales  que 
no  es  posible  pasar  sin  un  correctivo,  sin 
un  remedio  eficaz  para  concurrir  á  dar  á 
la  ciudad    de   Buenos    Aires    un  municipio 
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verdaderamente  representativo  de  todos  sus 
intereses,  de  todas  sus  clases  sociales, — ya 
que  esta  palabra  clases  está  incorporada  á 
nuestro  vocabulario  político, — de  todas  las 
modalidades  nuevas  que  presenta  la  ciudad 
de  Buenos  Aires  en  este  sorprendente  de- 
sarrollo de  los  últimos  tiempos,  que  ha  he- 
cho que  se  convierta  en  una  especie  de  re- 
fugio para  diversas  especies  de  inmigra- 
ciones püe  vienen  trayéndonos,  junto  con 
la  ponderada  influencia  de  sus  brazos,  tam- 
bién todos  los  vicios  de  la  vieja  Europa,  y 
que  nosotros,  con  nuestra  sangre  nueva, 
con  nuestra  asimilación  fácil  de  todas  las 
cosas  que  nos  vienen  de  afuera,  lo  cual  es 
una  de  nuestras  fuerzas  principales,  nos  con- 
vierte en  un  terreno  propicio  para  el  de- 
sarrollo de  todas  las  enfermedades  sociales 
contemporáneas;  y  estas  enfermedades  so- 
ciales, que  Radican  en  lo  más  hondo  y  en 
lo  más  inmediato  del  cuerpo  social,  están 
directa  é  inmediatamente  á  cargo  del  po- 
der que  más  de  cerca  atiende  las  nece- 
sidades 'locales,  que  es  la  Municipalidad. 
Por  eso  es  que  he  dicho,  al  comenzar,  que 
esta  Municipalidad  formada  por  este  siste- 
ma, por  estos  hábitos,  por  estas  rutinas  y 
por  estos    vicios  políticos  que    nos  caracte- 
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rizan  en  tantos  dominios  de  nuestra  vida 
institucional,  debe  ser  cambiada  de  raíz, 
inventando  aquí  todos  reunidos,  legislando 
para  el  país,  para  el  bien  de  nuestro  país, 
para  mayor  gloría  de  nuestra  gran  metró- 
poli, inventando  un  medio  que  nos  dé  un 
gobierno  amplio,  capaz  de  contener  todas 
las  fuerzas  substanciales  de  nuestra  socie- 
dad, que  verdaderamente  sorprende,  no  di- 
go á  nosotros,  sino  que  sorprende  al  mundo 
entero. 

Y  por  el  medio  que  se  propone  en  el 
proyecto  de  la  minoría,  no  se  hace  sino, 
como  recurso  constitucional,  devolver  al  Po- 
der Ejecutivo  el  ejercicio  directo  é  inme- 
diato de  la  facultad  que,  con  estas  mismas 
palabras,  consagra  la  Constitución,  que  ha- 
ce del  Presidente  de  la  República  el  jefe 
inmediato  y  local  de  la  Capital;  no  pudien- 
do  encontrarse  en  el  vocabulario  político, 
ni  aún  vt^lgar,  ninguna  otra  palabra  que 
exprese  la  relación  más  corta,  la  supresión 
más  absoluta  del  espacio  entre  un  gobierno 
y  la  cosa  gobernada,  como  en  esto  de  de- 
cir: inmediato  y  local.  Ya  no  hay  otra  pa- 
labra para  expresar  esta  consubstancialidad 
de  la   causa  con  el  efecto. 

Que  no  sería  posible  el  gobierno  en   esta 
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forma.  Tan  es  posible,  señor  Presidente,  que 
en  Estfídos  Unidos  no  sólo  el  Poder  Eje- 
cutivo gobierna  por  intermedio  de  estas  co- 
misiones ejecutivas,  sino  que  gobierna  el 
Congreso  directamente  los  intereses  del  mu- 
nicipio de  Washington;  y  existen  comisio- 
nes especiales  encargadas  de  los  asuntos  del 
Distrito  de  Columbia,  y  anualmente  se  reú- 
nen las  comisiones  de  la  Cámara  y  del  Se- 
nado para  aprobar  las  ordenanzas  de  ca- 
rácter general  que  dictan  las  comisiones 
especiales  del  Distrito,  y  esto  no  motiva 
ningún  estorbo,  y  el  Congreso,  como  le- 
gislatura local,  ejerce  directamente  el  go- 
bierno del  Distrito  federal  y  lo  ejerce  con 
gran  aplauso  del  mundo  entero,  desde  que 
Washington  es  una  de  las  ciudades  mejor 
administradas  que  existen. 

Creo,  pues,  señor  Presidente,  pidiendo 
disculpa  á  la  Honorable  Cámara  por  el  tiem- 
po excesivo  que  le  he  ocupado,  que  debe- 
mos.... que  debe  la  Honorable  Cámara, — no 
he  perdido  todavía  el  hábito  de  vincularme 
con  los  señores  diputados,  cuando  hace  tan 
poco  tiempo  tenía  el  honor  y  el  placer  de 
sentarme  entre  ellos, — creo  que  deben  los 
señores  diputados  votar  esta  ley  en  la  for- 
ma propuesta  por  la    minoría   de  la   Comi- 
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sión,  porque  el  Poder  Ejecutivo  la  conside- 
ra el  único  medio  de  preparar  al  municipio 
de  Buenos  Aires  para  adoptar  un  gobierno 
permanente,  sea  ó  no  electivo,  en  grado 
primario  ó  secundario,  pero  que  sea  gobier- 
no propio,  nacido  de  su  seno,  de  sus  pro- 
pias leyes  sociales,  de  su  expontáneo  cre- 
cimiento, y  que  sea  capaz  de  hacer  su  fe- 
licidad en  el  porvenir,  librándolo  de  estas 
contingencias,  de  estas  alternativas  que  sólo 
proceden  de  la  insubsistencia  de  las  actua- 
les bases  del  régimen  municipal;  que  invente 
un  sistema  de  sufragio  para  que  concurran 
á  las  urnas,  no  solo  los  profesionales,  como 
hoy,  debido  al  abandono  genial  de  nuestros 
derechos  que  en  todas  partes  se  nota;  para 
que  concurran  realmente  á  las  urnas  elec- 
torales las  clases  de  la  sociedad  que  tengan 
interés  en  el  gobierno  propio,  y  que  no  re- 
sulte esta  parodia  de  gobierno  comunal 
electivo  que  nos  damos  el  lujo  de  tener,  y 
que  no  es  realmente  representativo  sino  de 
una  parte  mínima  de  la  inmensa  población 
de  la  ciudad  de  Buenos  Aires. 

Tan  es  esto  así,  que  hay  libros  nuevos, 
iniciativas  brillantes  de  grandes  juriscon- 
sultos europeos,  entre  ellos  citaré  uno  que 
ahora  recuerdo,    Benoist,     con   su    gran  li 
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bro  sobre  La  crisis  del  estado  moderno  en 
qué  propone  otras  bases  para  el  sufragio 
electoral,  tanto  en  el  orden  municipal  como 
en  el  legislativo  superior;  porque  todos  re- 
conocen que  ya  estas  palabras  vulgarmente 
proclamadas,  «sufragio  libre»,  «libertades 
electorales»,  «libertades  comunales»,  es  ne- 
cesario que  dejen  de  ser  palabras  para  con- 
vertirse en  hechos.  Y  este  es  el  ideal  de 
todos  los  hombres  verdaderamente  patrio- 
tas, que  quieren  gobierno,  no  palabras,  que 
buscan  acción,  no  discursos.  Si  hemos  de 
realizar  algún  día  los  votos  de  los  que  nos 
han  dado  instituciones,  y  de  aquellos  que 
han  sufrido  para  conseguir  una  forma  polí- 
tica más  ó  menos  adaptable  á  las  condicio- 
nes de  la  vida  moderna,  es  necesario  acer- 
carnos á  la  realidad  y  darnos  instituciones 
que  sean  una  verdad  para  nosotros  y  una 
promesa  real  para  el  porvenir;  pero  aparte- 
mos de  nuestros  hábitos  políticos  esta  men- 
tira permanente,  este  programa  perpetuo 
jamás  cumplido;  y  que  haya  leyes  propicia- 
torias, leyes  cariñosas,  leyes  atractivas  que 
lleven  los  hombres  á  los  comicios,  á  fin  de 
que  los  profesionales  de  la  política  no  se 
arroguen  un  derecho  de  representación  que 
en  realidad  no  les    corresponde,    desde  que 
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concurren,  con  este  ausentismo  que  carac- 
teriza á  nuestras  razas  y  sociedades,  y  que 
separan  de  las  funciones  representativas  del 
municipio,  precisamente  á  las  clases  que 
más  interés  deberían  tener  en  hacerse  re- 
presentar, que  son  las  clases  pudientes,  las 
clases  que  tienen  capital  y  constituyen  la 
riqueza  colectiva  del  pueblo. 

Este  es  el  propósito  que  he  manifestado 
á  nombre  del  Poder  Ejecutivo,  de  consti- 
tuir, en  caso  de  que  esta  ley  sea  votada, 
una  comisión  de  personas  de  representación 
de  la  sociedad  de  Buenos  Aires,  de  todos 
sus  gremios,  populares,  económicos,  indus- 
triales, de  todo  aquello  que  en  su  conjunto 
sea  una  representación  real  del  pueblo  de 
la  Capital;  y  tiene  que  hacerlo  así,  desde 
el  momento  que  acude  á  poderes  excepcio- 
nales. Manifestado*  este  propósito,  creo  que 
la  Honorable  Cámara  no  tendrá  inconve- 
niente en  prestar  su  apoyo  al  proyecto  de 
la  minoría  de  la  Comisión  que  con  tanto 
brillo  ha  sostenido  su  miembro   informante. 

Y  para  no  fatigar  más  la  atención  de  la 
Cámara,  he  concluido.  {¡Muy  bien!  Aplau- 
sos). 
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Régimen  municipal  de  la  Capital 

(Sesión  ^ol  Senado,  del  28  de  Noviembre  de  1901) 


§1 

ORADORES  Y   ACTORES. 

Señor  Ministro  del  Interior -^Vxáo  la  pa- 
labra. 

Una  circunstancia  incidental,  la  ausencia 
del  señor  Senador  por  Buenos  Aires  (i)  en 
esta  segunda  parte  die  la  sesión,  impone 
forzosamente  á  mi  palabra  un  matiz  dife- 
rente del  que  hubiera  asumido,  si  él  me  hu- 
biese honrado  escuchando  mi  réplica. 

Es  conocida  de  todos  los  señores  sena- 
dores mi  absoluta  falta  de  aptitudes  trági- 
cas; he  manifestado  ya  en  el  seno  de  esta 
Cámara  que  creo  absokitamente  inadecuado 


.  (1)  El  doctor  don  Carlos  Pellegrini.— Véase,  adem&s«  los  do- 
cumentos parlamentarios  correspondientes,  en  el  apéndice  V, 
de  este  Tohimen. 
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pata  los  debates  de  la  ley,  para  la  tafea 
ordinaria  del  legislador,  este  afán  nuestro 
de  convertir  todas  las  sesiones  y  todos  los 
debates  en  verdaderas  representaciones  tea- 
trales; creo  del  más  pésimo  efecto,  para  la 
buena  legislación  y  para  el  gobierno  sereno 
y  tranquilo  de  todos  los  negocios  públicos, 
este  resabio  que,  sin  duda  alguna,  tiene  mucho 
de  rutina  y  de  vicio,  pero  contribuye,  con 
daño  visible  del  país,  á  ofuscar  los  criterios, 
no  solamente  de  los  actores  en  estas  repre- 
sentaciones sensacionales,  sino  del  pueblo  en- 
tero, de  la  opinión,  que  es  más  propensa  á 
juzgar  de  los  discursos,  de  las  actitudes,  de 
las  ideas  de  los  hombres  que  hablan  en 
este  recinto,  por  el  efecto  que  ellos  produ- 
cen, por  el  énfasis  que  natural  ó  artificio- 
samente se  pone  en  aquellos,  que  por  la  bon- 
dad ó  la  sinceridad  de  las   opiniones. 

No  creo,  señor  Presidente,  que  valga  la 
pena  de  que  ningún  hombre  público,  ningún 
hombre  serio,  pierda  los  años  de  su  vida 
en  aprender  declamaciones  que  para  nada 
sirven,  sino  para  extraviar  los  criterios  y 
perturbar  la  labor  normal  del  legislador. 

Pero  es,  sin  duda  alguna,  una  aptitud  en- 
vidiable la  de  todos  los  hombres  que  pue- 
den hacer  de  la  retórica  y  de  esas  cualidades 
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externas  un  arma  ó  un  instrumento  eficaz 
de  convicción,  hasta  el  punto  de  reemplazar 
por  completo,  muchas  veces,  con  ellas,  el 
convencimiento  íntimo  de  las  ideas  y  de 
las  cosas. 

Siento,  como  he  dicho,  que  no  esté  pre- 
sente el  señor  senador  por  Buenos  Aires, 
cuyo  discurso  último  viene  á  probar  una 
vez  más  el  efecto  de  entrar  en  la  discusión 
de  los  asuntos  públicos  con  ánimo  preve- 
nido, defecto  que  un  maestro  en  letras  clá- 
sicas sintetiza  en  estas  palabras:  que  el 
historiador, — comprende  también  el  hombre 
político,  —  debe  juzgar  de  todas  las  cosas 
sine  ira  ac  studio:  discurso  tan  lleno  de 
matices,  de  florescencias,  de  vibraciones  ex- 
trañas, y  algunas  veces  de  rugidos,  que  no 
sabe  si  son  de  dolor  ó  de  furia;  pero  más 
parece  que  fuesen  de  lo  primero,  porque 
él  ha  concluido  diciendo  que  acababa  de 
entonar  una  oración  fúnebre  á  las  libertades 
del  pueblo  de  Buenos  Aires. 

¡Quizás  el  senador  por  Buenos  Aires  tenga 
razón,  y  su  discurso  haya  sido  en  realidad 
una  oración  fúnebre! 

Es  costumbre  de  los  pueblos  poéticos  co- 
ronar las  columnas  truncas  de  los  cemen- 
terios con  enredaderas  de  hiedra.    Algo  de 


j.  V.  «•mzílb:¿  -  i>«t)a£««  C»niitUnciQnaU9  -  T«vuo  II. 
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esto  me  ha  sugerido  el  discurso  del  señor- 
senador.  El  peso  con  que  él  cae  sobre  sus 
adversarios  es  el  de  esas  columnas  que  se 
desploman,  arrastrando  consigo  las  enreda- 
deras que  las  envuelven.  El  cae  así  sobre  los 
adversarios,  porque  durante  toda  sü  vida 
pública  se  ha  mantenido  siempre  erguido, 
arrogante,  orgulloso,  como  una  columna  co 
rintia;  pero,  por  desgracia,  los  vientos  de  la 
adversidad  personal,  los  vientos... 

Sr,  Cañé — ^^De  la  ingratitud. 

Sr,  Ministro  del  Interior — ...quizás,  señor 
senador;  pero,  habría  que  saber  en  qué  co 
razón  la  vamos  á  encontrar. 

Esta  columna,  que  desafiaba  todos  los  ele- 
mentos, ha  caído  sobre  nosotros  con  estré- 
pito, pero  no  será  capaz  de  matar  en  ger- 
men las  raíces  nuevas  que  están  fecundando 
nuestro  suelo,  y  que  corresponden  á  esos 
árboles  jóvenes  que  rasgan  la  tierra  donde 
nacen. 

Los  hombres  nuevos  que  observan  al  se- 
ñor senador  por  Buenos  Aires  ven  con  sor- 
presa estos  cambios  tan  repentinos  de  acti- 
tudes y  de  posiciones,  que  lo  transforman,  de 
la  noche  á  la  mañana,  de  firme  y  constante 
sostenedor  de  la  idea  gobernante,  en  un  ariete 
de  las  masas  populares;  pero  no  podrá  el  señor 
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senador,  con  todo  su  esfuerzo,  matar  las 
ideas  nuevcis,  y  mucho  menos  matar  el  áni- 
mo de  los  hombres  que,  á  despecho  de 
esas  energías,  vienen  imponiendo  erfruto 
de  enseñanzas  nuevas  en  el  gobierno  de  la 
Nación.   {Aplausos). 

Cuando  los  hombres  no  saben  retirarse 
á  tiempo  de  la  escena,  ha  dicho  un  histo- 
riador, haciendo  el  elogio  de  San  Martín, 
que  no  saben  sujetarse-a  las.  trayectorias  na- 
turales de  su  actuación  poli  tica,  pretendiendo 
prolongar  su  influencia  más  allá  de  donde  lo 
indican  los  tiempos  y  las  circunstancias,  come- 
ten un  gran  error,  que  los  expone  á  ser  desa- 
lojados de  la  escena.  Es  necesario  no  de- 
jarse invadir  por  estas  causas  de  desequili- 
brio y  de  perturbación  en  el  criterio  público 
que  pueden  influir  en  las  masas  populares 
y  traducirse  en  falsas  direcciones,  y  muchas 
veces  en  movimientos  errados  y  peligrosos 
para  la  paz  de  la  Nación. 

La  voz  simpática  del  autor  de  /uvenüia, 
ese  libro  nunca  bastante  alabado,  porque 
trae  al  recuerdo  de  los  hombres  maduros 
las  épocas  más  felices,  que  son  siempre  las 
que  han  pasado;  ya  que  esa  voz,  siempre 
insinuante  y  suave,  me  llama. aun  momento 
de  idealidad  y  de  sentimientos  íntimos,  debo 
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decir  que  veo  con  la  más  profunda  tristeza 
la  actitud  del  señor  senador  por  Buenos 
Aires. 

No  la  he  encontrado  propia  del  hombre 
que  ha  recorrido  todo  su  camino,  rodeado 
siempre,  hasta  ayer,  del  aplauso  de  todos 
los  que  lo  han  seguido;  no  la  encuentro  propia 
del  hombre  político  que  ha  acaudillado  par- 
tidos, que  ha  sostenido  y  ayudado  á  soste- 
ner gobiernos,  que  ha  influido  tantas  veces 
en  las  decisiones  de  los  congresos  y  de  las 
cisambleas  populares,  al  presentarse  cisí,  de 
súbito,  en  una  forma  insólita,  inesperada, 
sorprendente  para  el  país  que  ha  contem- 
plado toda  su  acción  política,  después  de 
un  día  memorable  en  que,  quizá,  dando  ejem- 
plo raro,  excepcional,  de  civismo,  de  elevado 
patriotismo,  de  respeto  profundo  por  las  ins- 
tituciones libres,  y  por  esto  que  siempre 
debe  ser  ].  respetado  y  tenido  en  cuenta  en 
los  consejos  de  gobierno,  la  opinión  pública 
bien  entendida  y  bien  calificada,  el  gobierno 
de  la  Nación  creyó  conveniente  prestar  oídos 
á  los  sanos  consejos  de  esa  misma  opinión 
bien  inspirada,  y  se  presentó  ante  este  so- 
berano cuerpo,  ^;^hacíendo  formal  declaración 
de  que  abandonaba  la  idea  que  ha  quedado 
^n  nuestros  fastos  históricos  con  su  propio 


Digitized  by 


Google 


—  8i   — 

nombre    «de    la  unificación  de    las  deudas 
nacionales*. 

Piénsese  lo  que  se  quiera  de  mis  palabras; 
hágase  ó  no  se  haga  la  distinción  entre  el 
hombre  y  el  Ministro;  pero  el  hombre  aquí 
presente  dice  que  el  senador  que  acaba  de 
hablar  no  ha  hablado  correctamente,  y  que 
este  soberano  cuerpo,  que  ha  escuchado  de 
sus'^labios  recriminaciones  inaceptables,  será 
testigo  de  estas  palabras  que  yo  pronuncio: 
que  el  señor  senador  por  Buenos  Aires  ha 
sacrificado  á  un  sentimiento  personal,  en 
una  cuestión  pública  toda  su  actuación  po- 
lítica; y  sí,  por  fortuna,  él  hubiese  tenido 
la  fuerza  que  se  imaginaba  tener  en  el  mo- 
mento de  producir  aquel  acto,  hubiera  ex- 
puestojal  país  á  uno  de  los  dessistres  más 
grandes^  de  que  hubiese  memoria  en  nues- 
tra historia  interna.  Pero,  felizmente,  hay  un 
equilibrio,  una  ley  ineludible,  que  hace  que 
los  errores  corregidos  nunca  producen  males 
irreparables  para  el  país  que  ha  incurrido 
en  ellos. 

Un  gran  político  de  los  tiempos  moder- 
nos, juzgando  de  los]]males  más  profundos 
que  agitaban  á  la  sociedad  de  Florencia, 
cuando  imperaba  en  ella  el  régimen  del  seño- 
río, decía  que  el  peor  de  los  vicios  de  aquella 
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institución  consistía  en  que  casi  siempre  to- 
maban parte  decisiva  en  los  asuntos  pú- 
blicos personas  privadas,  extrañas  á  los  con- 
sejos gubernativos;  y  hacía  notar  la  causa: 
el  que  esas  personas  carecen  de  la  respon- 
sabilidad que  corresponde  á  los  hombres 
puestos  por  el  voto  de  los  pueblos  ó  el 
nombramiento  constitucional,  al  frente  de  los 
negocios  del  estado;  carecen  de  la  necesaria 
responsabilidad  y,  por  lo  tanto,  tienen  el  cam- 
po libre  para  influir  en  esos  gobiernos  abier- 
tamente, sin  distinguir  entre  sus  pasiones 
personales  ó  sus  intereses  propios  y  los  in- 
terés generales  del  país. 

Esta  tiranía,  señor  Presidente,  de  los  hom- 
bres providenciales,  de  los  hombres  que  se 
creen  deus  ex  machina  en  todo  el  movi 
miento  de  los  gobiernos,  ha  sido  la  causa 
de  numerosos  desastres  en  muchos  pueblos 
de  la  época  contemporánea;  y  no  hace  mu- 
cho se  ha  visto  á  un  emperador  joven,  á 
los  pocos  días  de  ceñirse  la  corona,  mandar 
á  retiro  aún  al  viejo  consejero,  al  Canciller 
de  Hierro,  que  se  consideraba  la  columna 
irreemplazable  para  la  existencia  del  impe- 
rio alemán.  ¿Acaso  cayó  el  imperio  porque 
la  columna  fué  quitada  de  su  sitio?  Nó,  se- 
ñor Presidente:  es  que  debajo  de  esa  colum- 
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na  existía  algo  más  que  un  pedazo  de  tierra; 
existía  toda  una  convicción  nacional;  existía 
todo  un  pueblo  de  educación  largamente 
preparada;  existía  una  generación  de  hom- 
bres que  comprendían  lo  que  vale  la  unidad 
nacional,  lo  que  vale  la  existencia,  la  per- 
manencia de  los  elementos  sociales  agru- 
pados para  constituir  una  forma  determi- 
nada de  gobierno. 

Por  lo  tanto,  los  hombres — intituciones  no 
existen,  han  desaparecido  de  nuestro  dere- 
cho moderno,  de  nuestra  política  actual.  No 
importa  que  priven  de  sus  sabios  consejos 
al  gobierno  ó  á  los  hombres  políticos:  ven- 
drán otros  que  los  reemplazarán;  la  marea 
humana  es  interminable,  es  como  las  olas 
del  océano:  mientras  unas  van  otras  vienen, 
y  el  océano  marcha  eternamente,  como  dice 
Macaiday.  (Mtiy  bien). 

Yo  no  soy  nadie  señor  Presidente;  jamás 
he  pretendido  ser  más  que  un  hombre  de 
estudio,  un  hombre  modesto,  que  ha  vivido 
en  medio  de  sus  libros,  hasta  que  el  señor 
Presidente  de  la  República  me  sorprendió 
con  este  honor,  que  me  hizo  vacilar  tantos 
días:  me  llamaba  á  formar  parte  de  sus  con- 
sejos de  gobierno. 

¿Qué  podía  yo  llevarle  señor  Presidente? 
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Nada  más  que  el  pobre  fruto  de  mis  estu- 
dios. 

Sin  verdadera  experiencia  política,  aun- 
que hubiese  formado  parte  algún  tiempo 
de  asambleéis  legislativas  y  gobiernos  de  pro- 
vincia, nunca  había  pretendido  que  mi  per- 
sonalidad representase  otra  cosa  que  esa 
fuerza  ignorada  de  un  hombre  de  estudio, 
que  consagra  sus  horas  á  las  investigacio- 
nes teóricas,  de  verdades  generales.  Por  con- 
siguiente, sería  una  presunción  inexplicable, 
de  mi  parte,  el  oponer  mi  modesta  persona- 
lidad á  la  grande  y  generalmente  reconocida 
del  señor  senador  por  Buenos  Aires,  que 
acaba  de  abandonar  la  palabra  y  el  recinto; 
pero  confío  en  la  ecuanimidad,  en  la  bondad 
de  este  honorable  cuerpo,  que  querrá  con. 
cederme  un  momento  de  atención  para  ex- 
presar aquí,— aunque  en  parte,  por  la  nece- 
sidad, renovando  demostraciones  ya  hechas 
en  la  otra  Cámara,  pero  lo  haré  en  ese  sen- 
tido con  muy  breves  palabras,  por  la  nece- 
sidad de  la  argumentación — para  expresar 
los  fundamentos  constitucionales,  legales  y 
de  conveniencia  pública  que  abonan  este 
proyecto,  sobre  el  cual  debo  decir,  de  acuer- 
do con  el  señor  miembro  informante^  que  se 
ha  hecho  una  magnificación  innecesaria. 
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§11 

TERGIVBRSACIONDB  EX  BL  DBBATE.  SUS  VERDADE- 
RAS BASES 

En  la  Honorable  Cámara  de  Diputados, 
espíritus  estudiosos,  llenos  de  amor  al  saber; 
pero,  á  mi  juicio,  hondamente  equivocados 
en  la  manera  de  considerar  esta  cuestión, 
se  colocaron  en  un  terreno  de  doctrina  é 
ideas  generales,  que  obligó  á  todos  los  que 
en  él  han  tomado  parte,  á  hacer  también  un 
amplio  desarrollo  de  la  materia,  tal  como 
ellos  la  habían  planteado. 

Tuve  igualmente  en  esa  Cámara  el  honor 
de  exponer  con  amplitud,  quizá  excesiva,  to- 
dos los  fundamentos  constitucionales  de  este 
proyecto  de  ley,  así  como  la  ocasión  de  ex- 
plicar, con  la  mayor  sinceridad,  con  la  leal- 
tad más  garande,  así  en  el  seno  de  la  comi- 
sión de  esa  Cámara  como  en  su  propio 
recinto,  cuáles  habían  sido  los  motivos  que 
el  Poder  Ejecutivo  tuvo  para  haber  adheri- 
do al  proyecto  del  señor  Diputado  Argerich, 
tomándolo  en  su  carácter  transitorio,  de  so- 
lución puramente  accidental,  mientras  la 
Honorable  Cámara  y  este  mismo  cuerpo  ^e 
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preocupasen,  con  más  detenimiento,  de  con- 
feccionar un  proyecto  de  reorganización  de 
la  Municipalidad  de  Buenos  Aires,  con  toda 
la  átencióh  que  un  problema  tan  vasto  y  fun- 
damental requería. 

Debo  hacer  constar  aquí  también  que,  ni 
un  sólo  instante,  'ni  en  privado  ni  eñ  pú- 
blico, ni  en'  el  seno  de  la  Gomiisíón,  ni  en 
el  de  la  Cámara,  el  Poder  Ejecutivo,  por 
ninguno  de  sus  miembros,  ha  manifestado 
créier  qiie  en  el  seno  del  Concejo  Deli- 
bei-ante  se  hubiesen  cometido  deKtoá  é  in- 
moralidades; y  protesta  el  miembro  del  Po- 
der Ejecutivo  que  habla,  que  nunca  ha  hecho 
una  declaración  de  carácter  individual,  res- 
pecto de  ninguna  persona  que  haya  ocupa- 
do puestos  en  esa  corporación;  y,  por  con- 
siguiente, los  argumentos  que,  con  una 
tenacidad  digna  de  mejor  causa,  han  em- 
pleado, tanto  loíS  que  impugnaban  este  pro- 
yecto en  la  Cámara  de  Diputados  como  en 
este  cuerpo,  son  una  obra  de  pura  imagfi- 
nación,  una  obra  de  pura  dialéctica  desti- 
nada á  realizar  un  simulacro  de  batalla 
contra  muñecos,  en  vez  de  hombres  ó. de 
ejército.  ' 

Los  oradores  que  se  han  opuesto  íá  este 
-proyecto,  en  ta^ Cámara  >y  en  el  Senado,  se 
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han  entretenido  verdaderamente  en  liacer 
decir  al  Poder  Ejecutivo,  Jo  que.  ellos  qui- 
sieroD,  ó  en  hacer  surgir  en  su  propia  irní».- 
grinación  una  serie  de  argumentos  y  de  su- 
posiciones tendentes,  unas  veces  á  proveer 
á  sus  raciocinos  de  lo  que  la  Constitución  y  el 
derecho  público  no  les  dan,  otras  veces  á 
sublevar  la  masa  popular,  en  la  barra  de  una 
y  otra  Cámara,  á  que  son  tan  afectos  los  ora- 
dores de  la  oposición,  provocando  tempes- 
tades de  aplausos  y  de  censura,  los  unos 
para  ellos,  y  la  otra  para  los  representantfss 
del  Poder  Ejecutivo,  Pero  este  modo  de  ar- 
gumentación, de  puro  falaz,  se  desvanece 
por  sí  solo;  y  obedeciendo  yo  á  mi  propio 
temperamento  y  á  mis  convicciones,  respecto 
de  lo  que  deben  ser  los  debates  de  estas 
asambleas  legislativcts,  no  voy  á  seguir  á 
esos  oradores  en  este  género  de  argumen- 
tación, y  sí  voy  á  contraerme  á  la  demos- 
tración legal  y  constitucional  de  la  bondad 
de  este  proyecto,  y  á  la  refutación  de  las 
palabras  pronunciadas  por  el  señor  senador 
por  Buenos  Aires,  que  con  tan  raro  crite- 
rio y  abigarrada  forma,  ha  querido  lanzar 
sobre  esta  idea  el  rayo  de  su.  elocuencia  y 
todo  el  peso  de  su  personalida(}. 

Ha  dicho  el  representante  del  Poder  Eje- 
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proyecto  se  proponía  preparar  una  época 
de  reformas  definitivas  y  fundamentales  del 
régimen  municipal  de  la  Capital  de  la  Re- 
pública; que  esta  reforma,  mientras  más  pro- 
funda y  conveniente  debiera  ser,  tenía  que 
ser  meditada  con  detenimiento,  elaborada  con 
paciencia,  estudiada  con  todos  los  conoci- 
mientos que  la  ciencia  y  la  experiencia  su- 
ministran en  esta  época  de  desarrollo  polí- 
tico; y  que,  debiendo  realizar  tan  grandes 
fines  y  todos  los  ideales  de  los  referidos 
oradores,  respecto  de  las  libertades  públicas, 
tenía  por  necesidad  el  Honorable  Congreso 
que  consagrar  un  estudio  más  vasto  y  más 
detenido  y  científico  para  poder  realizar  es- 
tos progresos,  estos  ideales.  No  es,  pues, 
realizable  en  un  día  lo  que  es  efecto  de  una 
larga  evolución  de  educación  pública,  polí- 
tica y  científica,  y  todo  lo  que  constituye 
la  experiencia  de  un  pueblo.  Por'  consiguien- 
te, no  es  una  ley  de  régimen  municipal, 
destinada  á  hacer  la  felicidad  de  una  gran 
colectividad,  obra  que  puede  improvisarse  de 
la  noche  á  la  mañana. 

¡Desgraciados  de  nosotros  si  tuviéramos 
que  adoptar  de  esta  manera  las  leyes  des- 
tinadas á  regirnos  para  siempre,  ó  sobre  Us 
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cuales  hayamos  de  fundar  nuestras  nrlás  gran- 
des esperanzas  colectivas! 

Por  medio  dd  nombramiento  de  una  co» 
misión,  que  se  ha  llamado  ejecutiva  y  que 
en  realidad  no  es  tal,  desde  que  sería  nom- 
brada por  el  Presidente  de  la  República  con 
acuerdo  de  esta  Honorable  Cámara,  tendría" 
mos  este  otro  beneficio:  el  de  abrir  una  in 
vestigfación  fundamental  y  amplia,  respecto 
de  las  necesidades,  de  los  medios,  de  los  re- 
cursos, de  las  deficiencias  y  de  los  progre- 
sos que  el  municipio  de  Buenos  Aires  hu- 
biese realizado  durante  su  existencia  de  veinte 
años. 

Esta  investigación,  señor  Presidente,  no 
la  puede  realizar  el  cuerpo  que  actualmen- 
te surja  de  las  urnas  electorales,  dadas  las 
costumbres  existentes  en  este  orden  de  co- 
sas en  la  ciudad  de  Buenos  Aires.  No  de- 
bo hacer  reticencias  ni  ocultaciones  de  ver- 
dades que  están  en  la  conciencia  de  todos: 
el  sistema  electoral  de  la  Municipalidad  de 
Buenos  Aires,  actualmente,  no  da  un  fruto 
estimable,  no  produce  una  corporación  —ha- 
blo en  su  conjunto,  en  su  sentido  institu- 
cional—no produce  una  corporación  capaz 
de  realizar  estos  progresos,  estos  actos  que 
sirvan    de   base  á   un    verdadeno    gobierno 
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municipal  Se  sabe  que  se  ha  convertido 
esta  elección  municipal  env  Buenos  Aires  en 
un  simple  juego  de  uu  grupo  de  profesio- 
nales, por  abandono  lento,  y  sucesivo' que 
han  ;hebho  todas  las  clases  sociales  de  su 
derecho  de  sufragip. 

Se  necesita,  por  consiguiente,,  otra  agru- 
pación de-  personas  de  distinto  orden,  de 
distinta  significación;  de  distintas  tendencias, 
de  distinta  capacidad  colectiva,  para  que 
realice  esta  investigación  con  criterio  dis- 
tinto de  aquel  mismo  que  durante  una  lar*, 
ga  sucesión  de  años  ha  venido  á  constituir 
el  es'ado  actual  de  la  Municipalidad  de  Bue- 
nos Aires.  No  es  culpa  de  ellos,  como  he 
dicho  en  la  Cámara  de  Diputados,  y  lo  re- 
pito aquí:  es  culpa  del  sistema,  es  culpa  del 
régimen  mismo,  restringido,  deficiente,  limi^ 
tado,  como  observaba  también  una  autoridad 
norteamericana  respecto  de  todas  las  ciuda- 
des de  los  Estados  Unidos;  todas  están  mal 
regfidas  en  Su  gobierno  municipal:  no  es  defec- 
to de  los  hombres,  por  más  que  cometan 
errores  y  faltas;  esos  son,  en  comparación, 
pecata  miHUta^  detalles  que  se  corrigen  por 
la  acción  judicial  unas  veces,  por  el  voto 
popular  otras,  no  reeligiendo  á  los  que  han 
cometido  esas  faltas  y  errores/ 


Digitized  by 


Google 


—  gi   -^ 

El  pueblo,  duando  6$  capaz,  es  el ;  mejor 
juez  de  los  errores  palíticos.         <     . . 

•Esta  autoridad  á  que  me  refiero,  como 
casi  todos,  los  que.  han  tratado,  estas,  (ges- 
tiones en  los  Estados  Unidor,  e^tk  de; ^cuer- 
do con  este  aforisma— porque  es  ufi:afon^ 
mo,  tanto  se  ha  repetido:— el  m^l  de  las 
municipalidades  hoy  no  está  enlafi  pers^o- 
nas,  sino  en  el  régimen.  Hay  una  crisis 
^a  el  gobierno  municipal  en  el  mundo  en- 
tero, que  hace  que  todos  los  países  estqn 
preocupados  de  buscar  remedios  fundamen- 
tales, radicales,  que  no  curen  el  mal.  sólo 
transitoriamente,  pues  mañana .  ló  veríamos 
reaparecer.  .  ;     , 

He  dicho  en  el  seno  de,  la  Cprnisión  de  la 
Cámara  de  Diputados,  recordando  lai^  palabras 
de  un  personaje  de  Shak^peare,  que  habla 
á  un  amigo  en  un  sabroso  diálogo: — Hay 
muchas  personas  que,  por  no  confesar  su 
mal  al  médico,,  dejan  que  la  carne  «e  les 
caúga  á  pedazps.  Yo  no  quiero  ser  asi,  de- 
cía aquel ;  personaje,  y  debo  confes?ir  fran- 
camente mi  mal,  en  el  seno  de  la,  amistad 
y  la  confidencia.  , 

Esto  debemos  hacer  todos,  señor  Presi- 
dente, como  hombres  leales,  como  hombres 
d^  gobierno,  como  hombres  patriptas;  4«Gla' 
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rar  nuestras  deficiencias  y  despreciar,  esta 
es  la  palabra,  las  frases  huecas,  las  decla- 
maciones vacias,  que  están  siendo  una  en- 
fermedad en  este  país,  que  nos  van  llevando 
á  un  desastre,  que  nos  llevarán  más  aden- 
tro á  un  abismo,  del  que  nos  estamos  sal- 
vando, un  poco  debido  á  nuestra  suerte  y 
un  poco  á  nuestras  genialidades  políticas. 
Es  bueno  que  concluyan  estas  declama- 
ciones, estas  recriminaciones  injustas,  en  vir- 
tud de  las  cuales  presenciamos  el  espectáculo 
que  nos  ha  dado  el  señor  senador  por  Buenos 
Aires,  de  un  ex-presidente  de  la  República 
acusando  á  todos  los  ex-presidentes  de  la 
República!  No  parece  sino  que  estamos  en 
una  asamblea  de  aldea,  en  la  que  es  permi- 
tido á  un  hombre  que  ha  llegado  á  esa  al- 
tura hacer  recriminaciones  de  esa  especie, 
cuando  se  sabe  perfectamente  que,  en  un 
país  como  el  nuestro,  poco  desarrollado  po- 
liticamente todavía,  en  donde  las  pasiones 
personales  siguen  aún  imprimiendo  su  mar- 
cha á  la  nave  del  estado,  y  en  donde,  no 
ha  quedado  un  hombre  público  á  quien  no 
se  le  hayan  hecho  acusaciones  de  esta  na- 
turaleza, que,  por  lo  insólitas,  improcedentes 
y  vacías  de  sentido,  han  sido  despreciadas 
por  todos  los  homdres  púbHcos  que  se  con' 
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sideran,  y  que  han  sacrificado  sus  días  y 
su  tranquilidad  al  servicio  de  su  país.  Pero 
no  es  permitido  á  un  hombre  que  ha  lle- 
gado á  esa  altura  descender  á  este  terreno 
impropio  y  censurable,  y  que  le  será  cen- 
surado al  señor  Senador  cuando  la  historia 
de  estos  días  se  escriba  con  desapasionamiento 
y  con  serenidad.  {Afiiy  bien), 

§111 

CARACTERE8    DEL   ACTIAL   SISTEMA 

Debido,  señor  Presidente,  á  ese  desequili- 
brio en  el  raciocinio  del  señor  Senador,  él 
ha  incurrido  en  una  serie  de  contradiccio- 
nes tan  palmarias,  tan  evidentes,  tan  resal- 
tantes al  simple  buen  sentido,  que  casi  es 
inoficioso  que  yo  las  haga  notar. 

Empezaba  por  acusar  á  los  miembros  del 
Concejo  Deliberante  de  un  servilismo  cul- 
pable á  los  caprichos  del  señor  Presidente 
de  la  República,  y  concluía  exaltando  su 
obra,  como  si  fueran  los  mejores  ediles  del 
mundo.  Esta  contradicción  la  hago  resaltar, 
nó  porque  me  agrade  este  estilo  de  discu- 
sión,—porque  si  fuésemos  á  entrar  en  este 
terreno  ¡cuántas  cosas  se  dirían! — sino  para 

j.  V.    OONZÁLF.Z  -Debates  Constitucionalea  -Tomo  II.  7 
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t)resentat*   una    prueba  más  del  peligro  de 
est^s,  actitudes  insólitas,  que  se  fundan  más 
,, en  una.  pasión  personal  que  en  un  sentimien- 
to, del  bien  público. 

,  Pero,  me  he. distraído  un  poco  ,d^l  orden 
,de  íuis  ideas,  y,  para  acercarme  al  fin  de 
esta  exposición,  voy  á  referirme  4  otro  de 
los  efectos  que  este  régimen  transitorio  de 
gobierno  ejecutivo,  ya  que  así  se  le  ha  lla- 
mado, producirá  para  el  municipio  de  Bue- 
nos Aires,  para  la  masa  electoral,  no  acos- 
tumbrada desde  hace  mucho  tiempo  á  deposi- 
tar su  voto  á  favor  de  personéis  que  realmente 
representan  una  suma  de  inteseses  sociales 
ó  econiSmicos  de  esta  gran  Capital. 

Por  causja  de  ese  abandono  á  que  me  he 
referido,  que  sucesiva  y  lentamente  ha  hecho 
la  población  [de  Buenos  Aires  de  sus  de* 
rechps  electorales, .  ha  quedado  reducida  la 
masa  electora  á  un  grupo'  insignificante, 
corr.parado  con  la  inmensa  población  de  es- 
ta gran  ciudad;  y,  por  lo  tanto,  ase  grupo 
no  puecle  representar,  en  ese  primer  grado 
dQ  representación  que  significa  la  elección 
directa,  toda  la  suma  de  intereses  que  la 
Municipalidad,  de  Buejios  Aires  importa,  en 
este  crecimiento  extraordinario,  qué  ya  nos 
lleva  a    presentar    ante    el  mundo    europeo 
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toda  la  sene  de  fenómenos  sociales,  econó- 
micos y  políticos  propios  de  las  grandes 
metrópolis.  He  dicho>  y  lo  repito  ahora, 
que  el  régimen  municipal  de  Buenos  Aires 
está  cristalizado  hace  veinte  años,  en  dds 
décadas  de  evolución  *  política  y  social;  de 
manera  que,  este  inmenso  <}uerpo  de  la-  ciu- 
dad de  Buenos  Aires,  no  encuentra  ya  la 
vestidura  que  le  venga  bien  por  que  está 
ley  orgánica  que  tiene  es  vetusta,  está  des- 
garrada por  todas  partes,  por  efecto  del 
crecimiento  del  cuerpo  que  viste. 

Por  consiguiente,  es  vulgar,  es  trivial,  es 
impropio  de  pensamientos  serios  y  dé  es- 
píritus elevados,  traer  estos  argumentos,  de 
gran  efecto  para  la  turbamulta  y  f>ara  los 
diarios  al  menudeo,  de  que  el  proyecto  que 
ef  Poder  Ejecutivo  patrocina,  significa  de- 
clarar la  incapacidad  del  pueblo  de  Buenos 
Aires  'para  darse  un  gobierno  municipal. 
Si  esta  objeción  no  fuese  ridicula,  por  sü 
forina  y  la  manera  como  se  presenta,  rtte 
ocuparía  de  desvirtuarla;  pero  no  hafé  sino 
repetir  ío  que  he  dicho  antes,  es  decir,  que 
este  proyecto  busca  satisfacer  la  cultura  del 
pueblo  de  Buenos  Aires,  qué  tiene  un  go- 
bierno comunal  impropio  de  su  creciníiento, 
de  su  desarrollo  y  de  su  educación  política; 
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y,  por  el  hecho  de  establecer  transitoriamente 
un  gobierno  ejecutivo,  cosa  que  se  ha  hecho 
en  Nueva  York,  Ñapóles  é  infinidad  de 
pueblos  de  los  Estados  Unidos,  este  gobier- 
no transitorio  producirá  e\  efecto  de  habi- 
tuar á  la  masa  electoral  á  fijarse  en  hombres 
de  otxo  carácter,  para  que  la  representen 
en  el  Concejo,  hombres  que  respondan  á 
la  suma  de  intereses  acumulados  de  esta 
Capital,  la  que  reclama  vin  órgano  capaz  é 
ilustrado,  que  pueda  desenvolverse  con  to- 
do el  vigor  con  que  se  desenvuelven  sus 
grandes  fuerzas  internas. 

Al  cuadro  brillante,  muy  halagador  de 
nuestro  patriotismo,  de  nuestro  amor  pro- 
pio local,  que  el  señor  senador  por  Buenos 
Aires  ha  presentado,  sobre  el  crecimiento 
y  las  mejoras  urbanas  de  Buenos  Aires,  se 
puede  oponer  con  un  criterio  filosófico  y 
político,  otro  cuadro  sombrío,  que  es  el  de 
las  clases  sociales  que  se  encuentran  sin  am- 
paro, como  el  de  la  miseria,  que ;  se  desen- 
vuelve de  manera  alarmante  y  que  no  ha 
encontrado  en  los  cuerpos  deliberantes  un 
eco,  un^  palabra  que  indique  que  algún  po- 
der público  se  ocupa  de  su  suerte,  como  lo 
hacen  en  todas  Ifis  ciudades  del  jnunda 

Estas   clases  sociales  pueden  cavar  ^bis- 
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mos  profundos,  y,  entonces,  es  preciso  cu- 
rar, y  el  estadista  está  en  el  deber  de  ver 
cómo  se  pueden  curar,  si  es  que  la  polí- 
tica ha  de  ser  tambián  una  ciencia  de  hi- 
giene social;  y  el  Concejo  Deliberante,  tal 
como  está  compuesto  hoy,  no  tiene  los 
elementos  necesarios  para  concurrir  á  cu- 
rar estos  males,  pues  no  tienen  represen- 
tación en  las  asambleas  electorales  todas 
las  clases  que  deben  ser  contempladas  por 
la  ley. 

Por  otra  parte,  estos  grandes  progresos 
edilicios,  estas  grandes  mejoras  urbanas,-  á 
cada  momento  vienen  á  mi  memoria  nom- 
bres de  autores, — me  recuerdan  la  observa- 
ción de  un  gran  político  inglés,  Lecky,  quien, 
estudiando  las  causas  del  socialismo  y  del 
anarquismo  modernos,  dice  que  ellos  tienen 
su  origen  en  la  contemplación  diaria  de  las 
riquezas  acumuladas,  de  los  goces  prohibidos, 
de  las  tentaciones  continuas  que  la  esplen- 
didez de  los  ricos  ofrece,  de  aquellos  que 
han  tenido  la  suerte  de  nacer  favorecidos 
por  la  fortuna. 

Una  autoridad  que  representara  toda  esa 
suma  de  opinión  popular,  sería  la  llamada 
á  velar  por  la  felicidad  de  estas  bajas  cla- 
ses sociales,  que,  en  realidad,  no  comienzan 
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á  manifestarse  en  nuestra  organización   de- 
mocrática. 

No  voy  á  hacer  un»  canto  lírico  á  la  gr^n- 
de/a  de  Buenos  Aires;  no  voy  4  engañar  ni 
adular  las  pasiones  de  la  multitud,  pintan 
dolé  grandezas  exageradas,  porque  esto  no 
conduce  á  ningiin  resultado  plausible;  sabe- 
mos que  todo  este  desarrollo  material  de 
Buenos  Aires  se  realiza  de  una  manera 
desordenada,  intermitente,  y  cada^  uno  de  es- 
tos desórdenes  son  causa  de  profundas  pertur- 
baciones en  la  situación  financiera  del  país 
que,  tarde  ó  temprano,  tienen  que  cargar 
con  las  deudas  ,  que  las  municipalidades 
echan  sobre  el  tesoro  público,  sobre  las  es- 
paldas de  la  Nación.     ,     .   . 

Este  desarrollo  edilicio,  es  cierto,  que  nos 
presenta  parques  y  jardines  espléndidos, 
avenidas  «magníficas,  donde  el  luja  y  la  ri- 
queza y  todo  cuanto  hace  amable  la  vida 
halagan  el  amor  propio  nacional;  pero,  pa- 
rece que  estos  grandes  y  brillantes  progre 
sos  no  fueran  sino  la  hoguera  don4e.  se  so- 
foca y  asfixia  la  población,  y  donde  no 
asoman  todavía  los.  primeros  sigtios  de  un  ar- 
te  arquitectónico.  Esto  es  conocido  de  todos 
cuantos  han  viajado  por  Europa.  Yo  no 
tengo  la   suerte  de  haber    conocido  ningún 
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país  extranjero,  aunque  no  me  encuentro 
desgraciado  al  no  haber  abandonado  las 
playas  de  mi  pktriá;  pero,  tengo,  sí,  el  agra- 
dó de  leer  lo  que  otros  escriben, — y  aquí 
hie  refiero  al  señor  senador  por  la  Capital, 
escritor  distinguidisimo;  que  nos  ha  hecho 
conocer  las  bellezas  del  mundo  europeo  y 
americano,  ^en  libt-os  qilé  sort  modelos'de  lite- 
ratura nacional;— tengo,  digo,  la  ópinión-de 
los  hombres  de  estudio,  para  dfecir  que  la  ciu- 
dad de  Buenos  Aires  es  una  ciudad  en  donde 
no  existe  el  menor  cuidado  de  un  arte  edir 
íicio  general;  y  se  Sabe'  q\ié  el  sentimiento 'del 
círté  ilt)  es  una 'fuerza  visible,  como  la- de 
una  mano  que  toma  una  persona  y  la  hace 
cambiar  de  higar,  sino  un  instinto  coíectiv^^. 
La  población,  en*  general,  se  encneritró. 
incómoda  en*  una  ciudad  como  la  nuestra'. 
;Por  qué?  No  porqué  le  faltert  aire  y  jar- 
dines, ni  nada  de  esto  que  es  'material:  le 
falta  él  contento  de  los  ojos,  el  halaga  de 
U  vista  que  producé  un  conjunto  artístico: 
y  de  esto  carece  Buenos  Aires.  Nuestra  ar- 
quitectura se  desarrolla  abigarrada,  sin  or- 
den;" sin  contuerto  ysiri  un  pensamiento  que 
la  dirija.  Cito  esto  como  una  dé  tantas  de- 
ficiencias, y  no  con  él  propósito  de  hacer 
un  capítulo  de  acusación  ó  cargos. 
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Se  requiere,  señor  Presidente,  que  uiui 
comisión  de  hombres  experimentados  en  los 
grandes  negocios  públicos  y  privados,  ha- 
bituados á  manejar  grandes  sumas,  grandes 
intereses,  habituados  á  velar  por  intereses 
propios  y  ágenos,  venga  ci  apoderarse,  por 
un  tiempo,  de  esta  gran  suma  de  intereses 
comunales  y  ponga  en  ellos  un  poco  de 
orden:  no  porque  yo  crea  ó  acuse  á  nadie 
de  haber  cometido  desórdenes  culpables; 
pero  el  desorden  financiero  es  un  mal  que 
hay  que  remediar,  no  con  paliativos:  hay 
que  remediarlo  de  raíz  y  establecer  en  nues- 
tro gobierno  municipal  un  sistema  rentísti- 
co permanente,  que  permita  realizar,  ahora 
y  siempre,  de  una  manera  gradual  y  pro- 
gresiva, todas  las  mejoras  urbanas  que  á 
saltos  é  intermitentemente  venimos  reali- 
zando, con  merecido  elogio  para  algunos 
señores  intendentes,  con  pobre  concepto 
para  otros,  que  no  habrán  tenido  la  suerte 
de  haber  sido  tan  bien  inspirados  ó  bien 
secundados. 

La  presencia  de  esta  comisión  de  hom- 
bres acreditados  por  los  negocios,  y  si  se 
quiere,  por  la  fortuna,  por  la  sanción  públi- 
ca, por  su  experiencia  y  honorabilidad  re- 
conocidas de  toda  la  sociedad,  sin  distinción. 
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— que  es  el  pensamiento  del  Poder  Ejecu- 
tivo realizar,  si  es  que  el  Honorable  Senado 
presta  sü  apoyo  á  esta  ley, —  producirá  el 
beneficio  de  rodear  la  institución  munici- 
pal de  una  atmósfera  de  prestigio,  de  cré- 
dito, no  en  sü  sentido  individual  ó  personal, 
sino  colectivo:  será  una  Municipalidad  acre- 
ditada; podrá  realizar  operaciones  financie- 
ras de  importancia,  salvar  sus  dificultades 
momentáneas,  realizar  grandes  obras  pú- 
blicas, ya  reíclamadas  por  el  crecimiento 
actual  de  Buenos  Aires,  donde  no  se  rea- 
lizan hace  mucho  tierñpo  mejoras  algunas 
extraordinarias;  pondrá  orden  en  éstas  mis-' 
mas  mejoras  que  á  diario  se  realizan;  no 
establecerá  esta  división  tan  marcada  entre 
un  barrio  y  otro,  á  tal  punto  que  sé  man- 
tenga permanente  la  reclamación  de  un 
barrio  desheredado,  sobre  otro  privilegiado. 
Es  necesario,  pues,  que  haya  un  pensa- 
miento general  que  se  inspire  en  la  nece- 
sidad colectiva  de  todo  el  municipio;  y  esto 
sólo  podrá  conseguirse  si  realmente  todo 
el  municipio  elige  la  corporación  encarga- 
da de  regir  sus  destinos;  pero,  jamás  re 
sultará  un  cuerpo  gobernante  bien  equili- 
brado y  que  vele  igual  y  equitativamente 
sobre  todos  los  intereses  de  la  totalidad  del 
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muaic}pk>,  si  solamente,  es  un  grupo  pro- 
fesional el  que  concurre  á  las  urnas  y  elige 
los  miembros  del  .Concejo  Deliberante. 

Es  necesario,  señor  Presidente,  al  san- 
cionar la,  nueva  ley  municipal  que  se  va  á 
dictar  rr^y  es  propósito  del  Poder  Ejecutivo 
pedir  al*  HonoraWe  Cpngreso  qua  la  dicte 
cuanto  antesy— tomar  en  cuéntalos  prpgre^ 
sos  realizados  en  las  ciuda<Jes  más  civilir 
zadas  del  muqdo  en  materia...  de  ré^mep 
eleptgral,  é  introducir  aquellas .  mejoras  que 
produzcan  esf e,  resultado:  la  representación 
de  todps .  jos  .  gjremios,  de  tod^  las  -clases 
4  íintereí^?;  Ip  que,  , como  .  Juve.  ocasióp.  de 
derirlp  ep  4a  otra  Gomara,  ha  inspiradp  ¿i 
un  escritor,  político  belga  un  ,gran  libro, 
qu§  está  siendO;  estudiado  por  c^i  todos 
los  hombres  públicos,  sobre  las  nuevas  ba^ 
ses  que  la  civilización  contemporánea  exige 
al  actual  sistema  representativo.  Habla 'de 
la  obra;  de  Benoist,  que  me  complazco  en 
volver,  á  mencionar,  titulada  La  crisis  del 
estado  moderno. 
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REFUTACIÓN   DE  TESIS    DIVERSAS 

Se  ha  insistido,  como  decía,  con  una  te- 
nacidac}  digna  de  mejor  causa,  en  este  argu- 
mento de  que  la  Constitución  argentina 
exige  que  el  municipio  de  la  Capital  tenga 
una  Munipipaiidad  electiva.^ 

No  niego,  sQñor  Presidente,  que  la  natu- 
ral^f^  de  nuestras  histituciones  requiera, 
como  piféparación,  como  qducación  polític^i, 
.un  si3tema  electivo;  el.  sisten^a  comunal^ 
que,  cpnio  lo  he  sostenido  en  un  modestó 
libro  y  lo  he.  dicho  siempre  y  jamás  lo, po- 
dré negar,  es  una  ,  conquista  de  la  cívili- 
zaeión,  es  un  resultado,  de  la  evolución  so- 
ciaJi  y»  por  lo  tanto,  en  el  sentido  más 
positivo  de  la  palabra,  es  una  institución 
de  derecho  natural,  desde,  qu^  se  sigue  de 
cerca,  por  el  hecho  sólo  de  la  formación 
dé  la  comunidad  social,,  la  ley  de  esta  mis- 
ma formación.     .         . 

Pero  ¿cuál  es  el  poder  público  encargado  de 
dfir  fofma  ¡á  esta  ley  innrianenté  que  se  Háfña 
derecho  natural?  Es  el  poder  legislador,  es 
la   legislatura,  que  es    el    representante   de 
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la  soberanía;  y  admitir,  como  se  hace,  con 
evidente  absurdo,  que  el  gobierno  mum*- 
cipal  es  independiente  del  gobierno  po- 
lítico, y  que  viniendo  el  gobierno  municipal 
de  arriba  y  el  político  de  abajo,  se  hallan 
destinados  á  chocar  en  el  punto  de  in- 
tersección, es  sostener  una  verdadera  here- 
gía  constitucional,  impropia  de  los  hom- 
bres que  se  atreven  á  formularla. 

Algunos  siglos  antes  se  debatió  en  dos 
campos  de  batalla  memorables  esta  lucha 
entre  la  soberanía  municipal,  que  así  se 
llamaba,  y  la  soberanía  política,  represen- 
tada por  el  imperio  entonces,  y  por  la  re" 
pública  hoy.  En  la  época  de  la  formación 
de  las  grandes  nacionalidades  modernas — 
y  romanticismos  á  un  lado  con  estas  liber- 
tades municipales- la  verdad  es  que  des- 
aparecidas ya  esas  usurpaciones,  con  cinco 
ó  seis  siglos^  de  experiencia,  ya  no  tienen 
el  peligro  que  tenían  entonces,  porque  ya 
no  puede  haberj  un  Carlos  V  ó  un  Felipe 
II,  que  se  vean  en  el  caso  de  ensangrentar 
la  sociedad,  por  el  honor  ó  la  gloria  de 
una  conquista.  No,  señor;  estas  cosas  no  Son 
ya  posibles,  y  sólo  un  criterio  perturbado, 
artificial,  puede  venir  á  asustarnos  con  los 
martirios  de  Villalar, 
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Nó,  señor  Presidente,  hoy  la  soberanía 
es  una,  es  indivisible,  y  no  hay  sobera,nía 
niunicipal,  porque  esto,  como  dije  ^ntes,  es 
un  absurdo,  una  negación  de  la  soberanía 
del  pueblo  nacional;  es  una  negación^  que 
no  puede  admitirse,  porque  §ería  lo  misnio 
que  reconocer  que  la  municipalidad  de  Pe- 
hutijó  ó  de  cualquier  otro  pueblo  del  inte- 
rior, pudiera  oponer  al  gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires  ó  de  la  N.ación, 
los  fueros  que  opusieron  á  Carlos  V  ó  á 
Felipa  II  los  comuneros  de  Castilla. 

Nó,  señor,  vuelvo  á  repetir,  hay  que  re- 
accionar contra  esta  rutina  y  ^st^  viejas 
ideas,  enteramente  al^andonadas  por  }os  hom- 
bres de  estudio,  por  Icms  que  siguen  el  pro- 
greso de  la  ciencia  y  de  las  instituciories 
polí^cas.  No  es  permit¡do>  mucho  ro.^nos  á 
hombres  que  han  goberqg^do  la  República, 
que  forman  parte  de  este  mismo  alto  con- 
sejo de  gobierno,  venir  á  presentarnos  es- 
tas antiguallas,  porque  conio  tales  nos.  son 
presentadas  estas  pretendidas  libertades  co- 
munales, que  serían  los  primero^  en  hollar, 
si  una  municipalidad  ó  una  provincia  se 
atreviesen ,  á  contrariar  un  capricho,  no  di- 
ré ya  con  la  espada  sangrienta .  de  Carlos 
V  ó  de  Felipe  II,  pero  sí  con  las  tituladas 
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Htuñetas,  con  que  se  oprime  á  los  pueblos 
débiles  para  levantarse  sobre.".  . . 

Sr.  Cañé — No  se  habla  así  de  los  au- 
sentes. ... 

Sr,  Ministro  del  Interior — Bien  sabe  el 
señof  Senador  que  he  lamentado  la  ausen- 
cia del  señor  Senador  por  Buenos  Aires... 

Sr.  Cané~S\  quiere  inferir  una  ofensa, 
debe  esperar  que  Se  encuentre  presente  el 
señor  Senador.  Sabe  el  señor  Ministro  que 
nadie  tiene  más  consideración  por  él  que 
yo,  y  sabe  con  qué  dolor  16  veo  expre- 
sarse así.  ,  . 

Sr,  Ministro  del  Interior — Lo  agradezco^ 
pero  ha  dé  permitir '  que  en  alguna  forma 
se  expresé  también '  la  protesta  Contra  ase- 
veraciones falsas  y  caprichosas,  no  inspira- 
das en  él  deseo'  de  un  buen  gobierno  y 
dé^  soluciones  patrióticas.  (Aplausos), ' 

Entre  sus  argumentaciones  de  carácter 
constitucional,  expresaba' el  señor  Senador 
por  Buen  os.  Aires  este  gran  absurdo  polí- 
tico: qué  el  Distrito  ipe^éral  de  la  Capital 
era  una  provincia.  No  sé  si  debó^  ocupar 
la  atención  del  Senado  en  refutar  ésta  ex- 
traña tesis:  Me  parece  que  ún '  estudiante 
de  primer  año  dé  facultad  lo  Tiaría'  pbh  bri- 
llo   y  con   éxito.'  Por  el  hecho    dé  que  'el 
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diputados  al  Cóngfeso,  [^se  pretende  dedu- 
cir que  esta  parte  del  territorio  arg^éntinO 
tiene  carácter  i  autónomo,  Jque  ^s'  asimila- 
ble á  una  provincia,  y  qué,  poi*  consiguien- 
te, la  prescripción  constitucional  que  manda 
que  cada  provincia  organice  su  gobierno  ba- 
jo lá  forma  republicana  represetitatíx^éi  fede- 
ral y  garantice  el  régimen  municipial,  se 
se  aplique  también  á  esta  Capital. 

Como  digo,  és  violento  tener  qué  refu- 
tar esta  argumentación.  El  hecho  de  estar 
represe^ntádó  el  Distrito  Fedét^al  en  el"  Con- 
greso, autoriza  más  que  nunca,'  rilas  que 
ninguna  otra  razón,  el  gobierno  'eiclüsivo 
y  diirectó  que  él  Congreso  de  la  Ñafcióh  ejer- 
ce sobre  lá  Capital  dé  la  Repúblída. 

En  ios  Estados  Uñidos,  dónde^  Washington 
no  tiene  está"' representación,  él  íl^ongreso 
y  el  presidente  éjer¿én  el  góbíéi^np  local  de 
lá  Capital,  él  uno  legislativo  y  el  otfó  ejecu- 
tivo; y  aquí  dondéV  por*  condderacibiiés  per- 
fectamente justificadas,  de  nuestra  Tiistbria, 
ha  sido  dado  al  pueblo  de  la  ^ápitáí  tener 
representación  en  el  cuerpo'  legislativo^  le 
correíspondé  A^  pleno  ^  derecho  éste  privile- 
gio consignado  en  la  .Constitución,'  ¿n.  él  in- 
ciso 27' delarticuW  67;  y  en  las  facultades 
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dd  Presidente  de  la  República  que  lo  ha- 
cen jefe  inmediato  local   de.  la    Capital. 

El  Congreso  de  la  Nación  está  más  en  su 
carácter  de  legislatura  local  que  el  Congre- 
so  de  lo|5  Estados  Unidos;  y,  por  consi^ien- 
te,  esta  teoría  unitaria  de  la  soberanía,  que 
no  admite  fraccionamientos,  le  es  mucho 
.o^ás  aplicable  á  Plenos  Aires  que  á  Was- 
hingtqn.  Todo  gobierno  municipal  em^na 
de  la  ley,  como  todo  gobierno  corporativo 
es  un  resultado  y  un  ejercicio  de  la  sobe- 
ranía del  pueblo,  representado  colectiva  y 
totaln(ieate  en  las  (los  qáuiaras  del  Congre- 
so, y  ,que,  por  un  resultado  histórico  de 
nuestra  Constitución,  se  ha  erigido  en  le- 
gislatura local  de  la  Capital.  No  es  cierta- 
mente un  «territorio»,  en  ^1  sentido  técnico 
de  estí^  palabra;  todos  I03  Territorios  no  son, 
como  decía  el  señor  Senador,  lugares  de- 
ciertos,  sino  sociedades  que  se  preparan 
p^ra  recibir  un  dja  el  bautismo  4e  la  au- 
tonomía proYÍncial,  para  ser  declarados  pro- 
Yincia^. 

Estos  po  son  asimila,bles  tampoco  á  la 
Capital  (je  la  República,  pero  son  territo- 
rios ie^erales^.  porque  están  sorneti(ios  al 
gobierno  federal.  La  ciudad  de  Washington 
ha  sido  gobernada,  bajo  la   forma    territo- 
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rial,  con  legislatura  compuesta  de  una  cá- 
mara popular  y  un  senado  elegido  por  el 
Presidente  de  la  República,  con  acuerdo 
del  Senado  Nacional,  y  lejos  de  ser  un  ejem- 
plo insólito  el  de  Nueva  York,  todos  los 
poderes,  incluida  la  Suprema  Corte  de  los 
Estados  Unidos,  declararon  que  el  ensayo 
del  municipio  de  Washington  había  sido  de- 
sastroso, y  se  convino  en  suprimirlo,  como 
fué  suprimida  el  año  1878,  cuando  se  dio 
la  ley  actual,  que  confirmó  la  antigua  de 
1800,  en  virtud  de  la  cual  se  hacía  el  go- 
bierno por  tres  comisionados,  y  que,  dada 
la  extensión  de  Washington  y  su  gran  cre- 
cimiento, nunca  ha  presentado  deficiencias: 
y  el  mismo  Congreso,  por  medio  de  comi- 
siones conjuntas,  anualmente  aprueba  ó  des- 
aprueba las  ordenanzas  que  estos  comisio- 
nados sancionan.  No  es,  pues,  directamente 
el  municipio,  es  el  Congreso  de  Washington 
el  que,  por  medio  de  esta  superintenden- 
cia que  ejerce  sobre  los  actos  de  las  comi- 
siones ejecutivas,  gobierna  el  Distrito  de 
Columbia. 

Declarar,  por  consiguiente,  que  el  Distrito 
Federal,  por  el  hecho  de  tener  representación 
eq  el  Congreso  es  una  provincia,  sería  so- 
meter á  este  Distrito,  en  una   forma  corpo- 
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ratíva  de  que  carece,  á  todas  las  responsa- 
bilidades y  á  todas  las  sujeciones  subsidiarias 
á  que  están  sometidos  los  gobiernos  de 
provincia,  cuando,  por  alteración  de  la  for- 
ma republicana  de  gobierno,  ó  porque  no 
hayan  establecido  sus  instituciones  de  acuer- 
do con  el  artículo  5^  hubieran  de  requerir 
la  garantía  ó  intervención  del  gobierno  fe- 
deral. Ante  semejante  absurdo,  me  parece 
que  cae  de  su  peso  tan  insólita  argumen- 
tación. 

El  sefíor  Senador  por  Buenos  Aires,  alu- 
diendo al  origen  de  este  proyecto,  (y  dejan- 
do de  lado  imputaciones  personales  que  no 
me  toca  recoger),  decía  que  el  había  sido 
fruto  de  un  pacto  político,  en  virtud  del 
cual  se  entregaban  las  libertades  comunales 
á  un  partido  determinado. 

He  protestado  en  la  otra  Cámara  con  toda 
la  fuerza  de  una  sincera  convicción  y  de 
la  verdad,  contra  esa  caprichosa  sugestión, 
destinada  solamente  á  impresionar  los  espí- 
ritus poco  reflexivos  y  á  sacar  la  cuestión 
del  terreno  institucional,  del  que  nunca  de- 
bió salir. 

Hay  un  género  de  afirmaciones  que  es 
necesario  confiar  al  porvenir,  y  he  afirmado 
en  la  Cámara   de   Diputados  que  la  expe- 
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rienda  demostrará,  si  este  proyecto  es  con . 
vertido  en  ley,  la  injusticia  de  esta  imputa  - 
ción.  Digo,  pues,  una  gran  verdad  y  cumplo 
un  alto  deber  político,  afirmando  que  este 
proyecto  no  es  fruto  de  ningún  pacto;  es 
sólo  fruto  de  una  experiencia  directa  del 
Poder  Ejecutivo,  respecto  de  los  resultados 
jque  el  régimen  actual  municipal  está  pro- 
duciendo en  la  ciudad  de  Buenos  Aires, 
resultado  que  no  corresponde  al  desarrollo 
político,  social  y  económico  de  la  ciudad 
que  reclama  ya  otra  institución  más  amplia 
más  progresista,  mejor  ordenada,  para  con- 
tener todas  las  fuerzas  nuevas  que  en  ella 
trabajan  y  constituyen  la  causa  de  nuestro 
progreso  y  de  nuestras  conquistas  edilicias 
y  sociales.  Lejos  de  ser  un  pacto,  es  fruto  de 
una  detenida  consulta,  de  una  larga  elabo- 
ración, de  un  estudio  prolijo  de  las  circuns- 
tancias actuales  del  municipio;  y,  para  no 
presentar  al  Congreso  un  proyecto  que  ya 
había  sido  iniciado  por  un  sefíor  Diputado, 
no  tenía  otro  camino  que  'manifestar  su  ad- 
hesión al  pensamiento  de  ese  señor  Diputa- 
do, y  que  se  encontraba  en  la  cartera  de  la 
respectiva  comisión. 

Y  aquí,  por  coincidencia,  llego  á  este  otro 
argumento  de  carácter  parlamentario; 
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Se  ha  dicho  que  la  Honorable  Cámara  de 
Diputados  ha  preferido,  con  cierto  desaire 
para  este  honorable  cuerpo,  al  proyecto  que 
lleva  la  sanción  del  vSe»^ado,  el  de  un  señor 
Diputado,  viéndose,  en  el  fondo  de  esta  ob- 
servación, una  sugestión  tendente  á  probar 
que  aquella  Honorable"  Cámara  había  co- 
metido un  error  de  procedimiento. 

No,  señor  Presidente,  la  Constitución  es- 
tablece que  las^^leyes  tienen  su  origen  en 
proyectos  presentados  por  los  senadores, 
por  los  diputados,  ó  por  los  miembros  del 
Poder  Ejecutivo.  La  iniciativa  parlamenta- 
ria, por  consiguiente,  tiene  su  sanción  en 
la  Constitución,  no  en  los  procedimientos 
parlamentarios  simplemente;  y  es  muy  fácil 
probar,  porque  es  cuestión  de  fechas,  que 
el  proyecto  del  señor  Diputado  Argerich  fué 
presentado  á  la  Honorable  Cámara  de  Di- 
putados con  mucha  anterioridad  al  proyec- 
to sancionado  por  el  Honorable  Sanado  y 
que  se  encuentra  también  en  aquella  Cá- 
mara. 

Por  consiguiente,  no  puede  haber  jamás 
cuestión  de  privilegios;  no  puede  este  cuer- 
po, mucho  menos,  considerar  como  un  desaire, 
cosa  insólita  también  en  las  relaciones  en- 
las  dos  cámaras,  ^1   i  í  :  i  >   I  ;    [  :  •    .  [ 
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haya  considerado  más  oportuno,  más  pro- 
cedente, dado  el  estado  actual  de  la  cuestión, 
y  como  un  expediente  transitorio  y  de  he- 
cho, la  sanción  de  este  proyecto,  que  per- 
mite entrar  en  la  discusión  del  proyecto  de- 
finitivo de  organización  de  la  Municipalidad, 
sancionado  por  esta  Cámara,  después  de  un 
estudio  detenido,  de  una  experiencia  direc- 
ta sobre  las  ventajas  que  presentaría  una 
nueva  forma  de   gobierno  municipal. 

Sr»  AvellanedaSi  el  señor  Ministro  está 
fatigado,  podríamos  pasar  á  un  cuarto  in- 
termedio. 

Sr,  Ministro  del  Interior — Creo  que  pue* 
do  concluir  dentro  de  un  momento;  le  agra- 
dezco mucho  su  indicación;  no  quiero  fatigar 
más  la  atención  de  la  Cámara. 

Volviendo  un  momento  á  este  último  pun- 
to de  la  cuestión,  por  el  que  se  pretende 
encontrar  el  origen  de  este  proyecto  en  un 
pacto  político,  debo  recordar  que  no  sería 
— y  miro  la  cuestión  de  su  punto  de  vista 
más  elevado— un  reproche  que  se  pueda 
dirigir  al  actual  gobierno  de  la  Nación,  al 
señor  Presidente  de  la  República,  el  hecho 
de  que  hubiese;  procurado,  en  cualquier 
momento  de  la  evolución  política  del  país, 
la  colaboración  de   las  grandes  fuerzas  mo- 
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rales,  que  son  una  garantía  de  paz,  de  or- 
den y  de  buen  gobierno.  Esto  no  puede  ser 
reprochado  á  ningiin  gobernante,  á  ningún 
Presidente,  y  mucho  menos  por  aquellos 
que,  en  igualdad  de  circunstancias,  han  acu- 
dido al  mismo  expediente,  buscando  una 
fuente  de  prestigio  y  de  autoridad,  y  en  el 
caso  actual  no  buscando  apuntalar  situacio- 
nes que  nadie  amenazaba,  sino  realizar  una 
buena  ley  política,  que  consiste  en  agrupar 
alrededor  del  gobierno  la  mayor  suma  po- 
sible de  opinión.  Esto  lo  hará  cualquier 
hombre  público  que  tenga  como  ideal,  co- 
mo norma  de  acción,  conservar  la  paz  y 
conservar  todas  las  fuerzas  progresivas  de 
la  sociedad.  Pero  convertir  esta  acción  po- 
lítica de  tan  gran  trascendencia  y  de  tan 
grandes  resultados,  en  la  vulgar  imputación 
de  un.  pacto  político,  por  el  cual  se  ceden 
las  libertades  de  un  pueblo  en  cambio  de 
no  sé  qué  beneficios,  es  realmente  empe- 
queñecer la  política,  es  empequeñecer  la 
cuestión  que  se  debate,  y  sacarla  por  com- 
pleto del  terreno  institucional,  para  llevarla 
al  de  los  reproches  personales,  que  no  de- 
bieran ocupar  jamás  las  deliberaciones  de  las 
asambleas  legislativas. 
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§  V 

PERSONERÍA  CONSTITUCIONAL  DEL  NUEVO  MUNICI- 
PIO.—LA  CRISIS  MUNICIPAL  MODERNA.— CON- 
CLUSIÓN. 

Paso  por  alto,  señor  Presidente,  para  no 
ocupar  por  más  tiempo  la  atención  de  la  Cá- 
mara, la  exposición  de  la  jurisprudencia  de  los 
tribunales  federales  de  los  Estados  Unidos, 
que  sancionan  con  fuerza  constitucional  irre- 
futable la  constitucionalidad  del  proyecto 
que  está  en  discusión. 

He  expuesto  algunas  de  esas  sentencias 
en  la  Cámara  de  Diputados;  podría  exponer 
muchas  otras  aquí;  pero  me  basta  expresar 
un  resumen  de  ellas,  que  se  refiere  á  dos 
aspectos  de  la  cuestión. 

Cuatro  sentencias  de  la  Suprema  Corte 
establecen  que  las  leyes  anteriores  del  es- 
tado de  Maryland,  que  regían  en  el  conda- 
do que  se  cedió  al  gobierno  federal  para 
establecer  el  distrito  de  Columbia,  seguirían 
rigiendo  en  éste,  por  efecto  de  la  ley  co- 
mún, hasta  que  el  Congreso  Federal  dictase 
la  nueva  ley.  Lo  que  importa  reconocer  dos 
principios  que   conviene  tener  presentes  en 
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esta  discusión:  el  primero  es  que  la  diferen- 
cia tan  decantada  entre  la  ciudad  de  Buenos 
Aires,  ya.  antigua  y  abonada  por  sus  ante- 
cedentes coloniales,  y  la  ciudad  de  Was- 
hington, improvisada  en  un  desierto,  no 
existe,  desde  que  existía  una  legislación  que 
rigió  sobre  aquel  territorio  representado  por 
dos  condados,  muy  poco  poblados,  en  ver- 
dad, pero  no  desiertos;  el  otro  principio  es 
el  que  da  al  Congreso  de  la  Nación,  como 
legislatura  local,  la  suma  de  la  soberanía 
legislativa  sobre  el  Distrito  Federal;  concu- 
rriendo, para  llevarla  hasta  sus  últimos  de- 
talles, muchas  otras  sentencias  que  estable- 
cen que  esta  potestad  legislativa  sobre  el 
Distrito  Federal  no  es  sólo  de  carácter  po- 
lítico, sino  también  de  carácter  municipal. 
Esto  lo  dicen  constantemente  las  sentencias 
de  la  Suprema  Corte. 

Luego  ese  desprendimiento  de  atribucio- 
nes que  hace  el  Congreso  en  favor  de  una 
corporación  comunal,  no  es  el  reconocimien- 
to de  una  soberanía  inferior  municipal,  que 
no  existe,  sino  una  concesión,  una  creación 
de  la  ley,  en  virtud  de  la  cual  se  da  exis- 
tencia relativamente  autónoma  á  corpora- 
ciones destinadas  á  dirigir  los  intereses  loca- 
les de  una  ciudad. 
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Existen  en  nuestra  legislación  corporacio- 
nes análogas  que  gozan  de  una  personería 
jurídica  propia,  que  tienen  facultad  para 
presentarse  en  juicio,  ser  demandantes  y 
demandadas;  pero  estas  son  creaciones  de 
la  ley,  que  responden  á  un  principio  am- 
pliamente debatido  en  un  fallo  célebre  de 
la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos, 
redactado  por  el  gran  juez  Marshall,  y  en 
virtud  del  cual  el  Banco  Nacional  es  una  de 
estas  agencias  de  la  Nación  que  tienen  una 
personería  propia;  y  entre  nosotros  existe 
igual  jurisprudencia,  y  tenemos,  por  ejem- 
plo, el  Consejo  Nacional  de  Educación,  la 
jurisdicción  de  Aduana,  la  del  Correo  y 
otras,  que  son  creaciones  de  la  ley,  perso- 
nerías jurídicas  establedidas  por  ella,  para 
dar  á  los  negocios  públicos  más  facilidad; 
pero  de  ningxtna  manera  se  deduce  de  ello 
que  el  Congreso  se  desprenda  de  su  sobe- 
ranía, para  dársela  á  estas  entidades  que  el 
derecho  moderno  y  nuestro  derecho  repre- 
sentativo han  venido  á  crear,  por  efecto  del 
natural  desarrollo  de  la  administración  pú- 
blica. De  otra  manera  no  podrían  existir, 
sin  echar  por  tierra  todos  los  resortes  de 
nuestra  civilización,  histórica  y  constitucio 
nalmente  considerada. 


Digitized  by 


Google 


—    íi8  — 

Para  concluir:  las  libertades  comunales, 
tal  como  se  encuentran  realizadas  en  la  Re- 
pública, nos  llevarían  á  un  estudio  compa- 
rativa saludable.  No  quiero  inferir  una  ofensa 
á  esas  libertades,  pero  debo  decir  que  la 
mayor  parte  de  las  municipalidades  exis- 
tentes han  tenido  un  desarrollo  más  aparente 
que  real,  que  han  contribuido  á  fomentar 
de  una  manera  alarmante  el  funcionarismo, 
que  tiende  á  esterilizar  por  el  empleo  pú- 
blico las  fuerzas  vivas  del  pais,  y  á  con- 
vertir en  un  anhelo  supremo  la  conquista 
del  empleo,  antes  que  la  conquista  de  la  for- 
tuna; que  concurre  á  ahuyentar  de  las  faenas 
productoras  una  gran  masa  de  la  población, 
lo  cual  constituye  ya  una  verdadera,  gangre- 
na social. 

Por  otra  parte,  esta  proliferación,  diré 
así,  de  las  municipalidades,  está  producien- 
do otro  mal:  el  recargo  en  el  costo  de  la 
vida,  por  efecto  de  los  impuestos  que  pe- 
san sobre  la  población,  además  de  las  tra- 
bas que  presenta  para  el  comercio. 

Los  municipios,  con  estas  concesiones  ex- 
cesivas, son  ya  un  peligro  que  es  necesario 
ocuparse  de  conjurar;  y  si  digo  esto,  no  es 
para  poner  sobre  esa  institución  una  nota 
de  descrédito;    es   simplemente   para   hacer 
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ver  el  peligro  que  entraña  la  argumenta- 
ción que  lleva  á  poner,  como  modelos,  mu- 
nicipalidades que  necesitan  evidentemente 
una  renovación  de  sus  elementos  constitu- 
tivos. 

No  sé  si  habré  sido  suficientemente  cla^ 
ro;  he  eliminado  mucho  de  lo  que^  había 
pensado  exponer,  en  obsequio  de  la  breve- 
dad y  de  la  benevolencia  de  la  Cámara;  pe- 
ro antes  de  concluir  debo  hacer  una  decla- 
ración personal;  me  lo  imponen  mi  conciencia 
3^  mis  sentimientos  más  íntimos:  si  en  mis 
palabras,  en  cuanto  me  he  referido  á  las 
personas  que  han  hablado  antes  que  yo, 
puede. hallarse  alguna  molestia,  alguna  ex- 
presión que  haya  salido  del  tono  habitual 
de  nuestros  debates  parlamentarios,  puede 
considerárselas  como  no  pronunciadas  en 
esa  forma. 

No  creo  que  sea  necesario,  para  contes 
tar  agresiones  personales,  descender  también 
al  terreno  de  la  agresión  personal.  Muy 
al  contrario;  desearía  que  las  personáis  que 
han  manifestado  en  esta  Cámara  juicios  in- 
dividuales excesivos  meditasen  más  sus  pa- 
labras, las  retirasen,  allá  en  el  fuero  interno 
de  su  conciencia,  y  acabasen  por  reconocer 
que  han  cometido  excesos  en   la  forma,  in- 
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justicias  en  el  fondo,  y  que,  para  gloria  de 
este  parlamento,  conviene  que  jamás  se  re- 
produzcan en  el  modo,  en  el  tono  y  en  el 
sentido  en  que  han  sido  pronunciadas. 

Mucho  tenemos  que  aprender,  señor  Pre- 
sidente; mucho  tenemos  que  andar  todavía, 
para  considerarnos  ima  sociedad  completa- 
mente culta  y  educada  en  política.  El  mis- 
mo señor  Senador  por  Buenos  Aires,  cuando 
era  Presidente  de  la  República,  en  un  dis- 
curso pronunciado  en  ocasión  memorable, 
que  ha  sido  recordado  hace  pocos  días,  po 
nía  el  dedo  sobre  la  llaga  y  hacía  presente 
que  todos  niiCStros  males  políticos,  todos 
nuestros  excesos,  todas  nuestras  agitaciones 
y  las  inquietudes  de  nuestra  democracia  y 
de  nuestros  continuos  movimientos  anárqui- 
cos procedían  de  nuestra  mala  y  deficiente 
educación  política;  y  él  aconsejaba,  con  buen 
sentido,  sin  duda,  y  con  la  pasión  del  hom- 
bre que  luchaba  en  ese  momento  con  un 
torrente  impetuoso,  aconsejaba,  para  curar 
estos  males,  dos  grandes  remedios:  la  pa- 
ciencia y  el  patriotismo;  paciencia  que,  tra- 
tándose de  los  pueblos,  debe  llamarse  per- 
sistencia en  la  lucha,  y  patriotismo,  para 
afrontarla  sin  desaliento,  aun  desafiando  las 
amarguras  que  las  injusticias  traen  consigo. 
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— pero  patriotismo  que  contribuye  á  dar  al 
pueblo  entero,  y  el  nuestro  es  el  modelo, 
esta  fuerza  invencible  para  esperar  las  so- 
luciones definitivas,  las  soluciones  realmen- 
te inspiradas  en  el  espíritu  amplio  y  liberal 
de  nuestras  instituciones  republicanas. 

He  dicho.  {¡Muy  bien!  Aplausos). 

Sr.  Presidente —^^  va  á  votar  el  despa- 
cho de  la  Comisión  del  Interior. 

—Se  vota  y  se  aprueba  en  general 
y  particular  coutra  cuatro  votos,  le- 
vantándose enseguida  la  sesión. 

—Eran  las  6.45  p.  ni. 
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ANTECEDENTES 


Con  fecha  28  de  Noviembre  de  1901,  el  Poder 
Ejecutivo  dirigió  al  Congreso  un  mensaje  por  el 
cual  remitía  la  petición  escrita,  dirigida  desde  San- 
ta Fe  al  Presidente  de  la  República,  y  presentada 
en  la  Capital  por  un  meeiing  popular.  Su  texto 
se  halla  en  la  página  149,  t.  II,  del  Diario  de  Se- 
siones de  la  Cámara  de  Diputados,  1901. 

La  mayoría  de  la  Comisión  de  Negocios  Cons- 
titucionales de  aquella  Cámara  se  expidió  en  el 
siguiente  despacho: 

«Vuestra  Comisión  de  Negocios  Constitucionales, 
en  mayoría,  ha  estudiado  detenidamente  la  soli- 
citud de  intervención  en  la  Pi'ovincia  de  Santa  Fe, 
presentada  al  Poder  Ejecutivo  y  remitida  por  este 
con  mensaje;  y  por  las  razones  que  dará  el  miem- 
bro informante,  os  aconseja  la  aprobación  del  si- 
guiente decreto: 

«No  ha  lugar». 

Sala  de  la  Comisión,  Noviembre  1"  de  1901.— 
M.  de  Vedia.—José  Fo)f rouge.— En  disidencia:  Ma- 
nuel Caries» . 

La  minoría,  constituida  por  el  señor  diputado 
Joaquín  Castellanos,  presenta  el  proyecto  de  re- 
solución, que  sigue: 

.1.  V.  fioNzu.Ez  -Debates  CotisUlucionales  -'lomo  II.  9 
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PROYECTO  DE  RESOLUCIÓN: 

«La  Cámara  de  Diputados,  teniendo  en  consi- 
deración: 

1*^  Que  el  poder  de  la  Nación  en  ningún  caso  debe 
amparar  situaciones  ó  autoridades  provinciales  que 
no  funcionen  dentro  del  orden  constitucional; 

2°  Que  tampoco  corresponde  al  Gobierno  Fede- 
ral corregir  abusos  ó  irregularidades  de  los  po- 
deres locales  en  las  cuestiones  de  orden  interno 
de  los  Estados; 

3°  Que  mientras  existan  en  ellas  gobiernos  le- 
galmente  constituidos,  todas  las  dificultades  de 
orden  institucional  j  político  deben  resolverse  con 
los  elementos  y  por  los  medios  propios  corres- 
pondientes al  ejercicio  constitucional  de  las  facul- 
tades no  delegadas  á  la  Nación. 

Por  estas  razones,  y  de  conformidad  con  los 
preceptos  de  la  Constitución  Federal,  que  garan- 
ten la  autonomía  de  las  provincias,  y  no  siendo  el 
caso  presente,  de  los  comprendidos¡  en  los  artícu- 
los 3«  y  6"  de  la  misma,  resuelve  no  hacer  lugar 
al  pedido  de  intervención  á  Santa  Fe». 

Informados  ampliamente  ambos  despachos,  en 
medio  de  una  viva  excitación  de  los  ánimos,  se 
produce  una  de  las  escenas  más  agitadas  que  ha- 
yan ocurrido  en  los  anales  parlamentarios  argen- 
tinos, durante  la  cual  se  dirigen  contra  el  Presi- 
dente de  la  República  los  ataques  más  personales 
y  las  imputaciones  políticas  más  extremas. 

El  Ministro  del  Interior,  cuya  presencia  fuera 
solicitada  desde  el  comienzo  del  debate,  pronunció, 
al  concluirse  éste,  el  presente  discurso. 
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Intervención  federal  en  las  Provincias 


(Pedido  de  intorvonción  á,  Santa  Fe.  Sesión  dol  8  do  Noviembre 
do  1991) 


§  I 

EL  PODER  EJECUTIVO   EN  LA  CUESTIÓN  DE  SANTA  PE 

Sr,  Ministro  del  Interior  —  Pido  la  pa- 
labra. 

Tengo  que  hacer  un  gran  esfuerzo  sobre 
mí  mismo  para  dominar  la  profunda  impre- 
sión que  el  último  incidente  parlamentario 
ha  producido  en  mi  ánimo,  como  lo  ha  pro- 
ducido en  el  de  todos  los  señores  diputados 
que  miran  las  cuestiones  politicas  debatidas 
en  este  Congreso,  por  encima  de  las  pasio- 
nes locales,  para  colocarse  en  el  terreno 
augusto  y  sereno  de  las  instituciones  nacio- 
nales, las  únicas  que  están  obligados  á  to- 
mar en    cuenta,  preferentemente,  desde  este 
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asiento  los  que  representan  al  pueblo  de 
la  Nación,  y  son  guardianes  de  la  integri- 
dad de  su  Constitución  política. 

Debo  hacer  un  gran  esfuerzo  sobre  mí 
mismo  también  para  no  dejarme  llevar,  á 
la  vez,  de  mis  pasiones  de  hombre,  y  conser- 
varme en  la  obligada,  en  la  difícil  sereni- 
dad que  correponde  á  un  Ministro  del  Po- 
der Ejecutivo,  cuando  en  el  seno  de  la  Cá- 
mara de  Diputados,  con  la  cual  aquel  com- 
parte sus  tareas  legislativas,  se  rompen  las 
vallas  de  los  respetos  recíprocos  y  se  pone 
al  Poder  Ejecutivo,  personalizado  en  el  Pre- 
sidente de  la  República,  que  goza  de  todos 
los  fueros  que  los  señores  diputados  co- 
nocen, en  un  terreno  impropio,  en  un  terreno 
indigno  de  la  alta  responsabilidad  soberana 
de  este  magistrado.     {¡Muy  bien!) 

No  seré  yo  tampoco,  señor  Presidente, 
quien  levante  su  voz,  porque  cumplo  en 
esta  ocasión  con  expresas  instrucciones  del 
Presidente  de  la  República  y  con  mis  pro- 
pias convicciones;  no  seré  yo,  digo,  quien 
se  ponga  en  el  terreno  en  que  señores  di- 
putados, con  más  pasión  de  partido  que  es- 
píritu de  legisladores,  parece  quieren  colocar 
la  cuestión,  para  contestar  csu-gos  persona- 
les que   están  enteramente  fuera  del  debate; 
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porque  es  su  propósito  definitivo,  su  propó  - 
sito  invariable,  el  no  dejar  jamás  imperar 
sus  pasiones  personales  sobre  los  altos  in- 
tereses de  la  Nación,  y  en  ser  lo  más  amplia- 
mente generoso  con  todos  sus  adversarios 
políticos,  hasta  el  grado  de  sacrificar  mu- 
chas veces  aquellos  sentimientos  más  pro- 
fundos, aquellos  anhelos  más  caros  que  ca- 
racterizan al  hombre  sobre  la  tierra.  {/Muy 
bien!) 

Pero,  señor  Presidente,  las  discusiones  par- 
lamentarias, cuando  no  están  moderadas  por 
una  larga  educación  política;  cuando  no  es- 
tán dominadas  por  un  temperamento  de 
raza,  que  por  desgracia  á  nosotros  no  nos 
acompaña,  suelen  degenerar  siempre  en  es- 
tas luchas  personales,  y  hacer  descender 
igualmente  las  cuestiones  y  cegar  los  cri- 
terios á  punto  de  cerrar  todos  los  caminos 
á  las  soluciones  patrióticas. 

Quiero,  pues,  apartarme  de  este  terreno, 
á  designio,  y  entrar  lisa  y  llanamente  en 
la  cuestión  que  se  debate  y  que  motiva  mi 
presencia  en  este  recinto. 

El  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  viene 
observando  desde  sus  comienzos  con  la  más 
profunda  atención  el  desarrollo  de  la  polí- 
tica local  de  la  Provincia  de  Santa  Fe;    la 
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viene  observando  con  atención  prolija,  no 
porque  jamás  haya  tenido  el  pensamiento 
de  ingerirse  en  su  vida  interna  de  una  ma- 
nera indebida,  sino  porque  su  deber  es  pre- 
ver los  acontecimientos,  y  estar  siempre  á  la 
mira  de  todos  los  sucesos  que  puedan  lle- 
varle un  día  á  formular  una  opinión,  á  de- 
terminar una  actitud.  En  este  caso,  el  Po- 
der Ejecutivo,  más  bien  dicho,  el  señor  Pre- 
sidente de  la  República,  á  medida  que  los 
sucesos  de  la  Provincia  de  Santa  Fe  tomaban 
un  carácter  más  agudo,  y  que  las  pasiones  de 
los  partidos  se  aguzaban  á  punto  de  agriar  el 
debate  popular,  y  á  medida  que  se  acercaba 
la  renovación  de  los  poderes  provinciales, 
ha  usado  de  todos  los  medios  legítimos  que 
es  permitido  usar,  para  concurrir  á  que  esa 
lucha  se  desenvuelva  en  el  terreno  pacífico, 
en  el  terreno  fraternal,  en  el  terreno  culto 
y  de  mutuas  concesiones  que  nuestra  Cons- 
titución y  que  nuestra  cultura  exigen  hoy 
á  todos  los  gobernantes  y  á  todos  los  par- 
tidos  en  la  República. 

Esta  intervención,  nombraré  la  palabra  en 
su  sentido  más  común,  del  señor  Presidente 
de  la  República  en  la  política  de  Santa  Fe, 
no  tiene  nada  de  insólita,  no  ha  excedido 
en  nada  los  poderes  constitucionales  que  le 
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corresponden.  Es  conocido  de  todos  los  se- 
ñores diputados,  que  son  hombres  políticos, 
que  están  versados  en  las  prácticas  y  en  la 
doctrina  de  la  Constitución  norteamericana  y 
de  la  argentina,  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, como  guardián  del  orden  público,  de 
la  paz  nacional,  y  jefe  al  fin,  en  último  re- 
sorte, de  todas  las  cuestiones  que  puedan  tra- 
ducirse en  vías  de  hecho,  ó  que  puedan  alte- 
rar la  paz  de  la  Nación,  tiene  el  derecho  de 
dirigirse  á  los  partidos  internos,  á  los  gobier- 
nos de  las  provincias^  pidiéndoles  en  nombre 
del  derecho,  de  la  paz,  de  la  fraternidad,  que 
son  la  única  base  de  la  cultura  argentina, 
que  depongan  sus  armas,  ó  sus  odios,  se  ele- 
ven á  la  altura  patriótica  de  las  situaciones, 
y  resuelvan  sus  cuestiones  locales  dentro 
del    espíritu  del  derecho   federal  argentino. 

Si  el  Presidente  de  la  República  pudiese 
intervenir  en  una  forma  directa  en  favor 
de  uno  de  los  partidos  políticos  que  luchan 
en  el  territorio  de  una  Provincia,  se  expon- 
dría á  desequilibrar  de  una  manera  pro- 
funda y  violenta  la  armonía  interprovincial, 
la  armonía  federativa  sobre  que  reposa  la 
paz  y  la  eficacia  de  las  instituciones  que 
nos  hemos  dado. 

Esta    es  una  de  las  razones   por   que  el 
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Poder  Ejecutivo,  en  esta  ocasión  considera 
no  sólo  inconstitucional  sino  peligrosísima 
para  la  paz  de  la  Nación  la  intervención 
del  Gobierno  Federal  en  las  luchas  intesti- 
nas de  una  Provincia,  tanto  más  en  estos 
momentos  en  que  está  por  celebrarse  en 
Santa  Fe  una  elección  por  la  cual  va  á  re- 
novarse uno  de  sus  poderes  públicos.  El 
Poder  Ejecutivo  ha  recibido  iguahnente  con 
la  mayor  simpatía  la  manifestación  colecti- 
va que  ha  llegado  á  esta  ciudad  desde  l^. 
Provincia  de  Santa  Fe,  á  solicitar  la  inclu- 
sión entre  los  asuntos  que  debía  tratar  el 
Congreso  en  sus  sesiones  de  prórroga  la  soli- 
citud de  intervención  á  aquella  Provincia 
Ha  visto  ese  hecho  con  la  mayor  simpatía, 
porque  siempre  son  simpáticas  todas  las  ma- 
nifestaciones de  opinión  ordenadas,  sistemadas 
é  inspiradas  en  un  anhelo  legítimo, — si  bien 
no  entro  á  discutir  con  mayor  detalle  la 
procedencia  de  esta  forma  de  solicitar  de 
los  poderes  públicos  el  ejercicio  de  un  dere- 
cho de  intervención.  Pero  desde  el  punto  de 
vista  moral,  ese  acto  no  ha  podido  menos  de 
ser  recibido  con  simpatía,  y  el  señor  Presiden- 
te de  la  República,  como  lo  manifestó  á  los 
señores  que  formaban  la  comisión  de  aquel 
mcctiug^  y   lo   declaró  en  su  discurso    y   lo 
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mantiene  y  lo  sostiene  aún,  cumplió  con  la 
mayor  premura  su  palabra,  remitiendo  á 
esta  Honorable  Cámara  la  solicitud  de  in- 
tervención que  está  en  debate. 


§  n 

FACULTADES   DB  INTERVENCIÓN     Y  AUTONOMÍAS 
DE   PROVINCIA 

Reconocía  el  Presidente  de  la  República 
en  el  mensaje  en  que  incluyó  este  asunto 
entre  los  de  prórroga,  que  resolver  la  inter- 
vención en  el  territorio  de  una  Provincia, 
en  los  casos  eniunerados  en  la  solicitud,  co- 
rrespondía preferentemente  al  Congreso,  por- 
que la  Constitución,  aunque  no  determina 
el  poder — dentro  de  los  tres  que  constitu- 
yen el  Gobierno  Federal — que  debe  interve- 
nir, está  hecha  la  jurisprudencia  en  las  cor- 
tes americanas  y  en  nuestro  mismo  país,  re- 
conociendo que  corresponde  de  preferencia 
al  Honorable  Congreso  cuando  éste  está  en 
sesiones. 

Cumplía,  pues,  el  Poder  Ejecutivo  con 
un  deber  elemental,  si  bien  era  también  juez 
subsidiario,  desde  que,  si  el   Honorable  Con- 
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greso  dictaba  la  ley  de  intervención,  debía 
ejecutarla  con  toda  la  amplitud  de  facul- 
tades que  la  Constitución  le  concede,  para 
hacerla  ejecutar  y  cumplir  como  ley  de  la 
Nación. 

Como  debía  y  podía  ser  juez  en  ese  caso 
subsidiario  de  la  aplicación  de  la  ley  de  in- 
tervención, lo  estudió  con  toda  la  exten- 
sión que  él  requiere,  con  toda  la  suma 
de  informes  necesarios  para  formar  su  pro- 
pio juicio,  y  una  vez  formado  ese  juicio  con 
el  estudio  de  la  jurisprudencia  de  los  casos 
anteriores,  con  el  análisis  de  los  hechos  y 
la  jurisprudencia  concurrente  y  perfectamen- 
te ilustrativa  de  la  nación  que  nos  sirve  de 
modelo,  ha  llegado  al  convencimiento  ín- 
timo de  que  el  presente  no  es  un  caso  de 
intervención,  dentro  de  los  términos  gene- 
rales y  doctrinales  de  la  Constitución  ar- 
gentina. 

Puede  muchas  veces,  señor  Presidente, 
ser  muy  doloroso;  pueden  ser  muy  sensi- 
bles, lamentables,  las  discordias  intestinas 
que  afligen  á  las  sociedades  de  provincia; 
nadie  más  que  el  Poder  Ejecutivo,  que  está 
llamado  á  velar  por  la  paz  general  de  la 
República,  es  afectado  en  esos  momentos  por 
tales  discusiones,  cuando  salen  de  los  límites  . 
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tranquilos  del  debate  legislativo,  para  aproxi- 
marse á  las  agrias  discusiones,  y  algunas 
veces  á  las  vías  de  hecho,  que  por  fortuna 
van  desapareciendo  de  nuestras  costumbres, 
que  tantas  veces  han  ensangrentado  el  sue- 
lo  de  la  Nación! 

Cree  el  Poder  Ejecutivo  que  la  regla 
general  de  nuestro  derecho  público  es  la 
que  establece  una  perfecta  correlación  en- 
tre las  autonomías  provinciales,  para  estre- 
char el  vínculo  federativo,  representado  en 
un  sentido  directivo,  en  un  sentido  guber- 
nativo, por  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Na- 
ción con  su  residencia  en  la  Capital  de  la 
República,  campo  neutral  que  todas  las 
provincias  han  elegido  para  constituir  este 
gran  arbitro  que  se  llama  el  gobierno  fede- 
ral, para  todas  las  discordias  y  desigualda- 
des que  pueden  ocurrir  entre  los  miembros 
de  la  familia  nacional. 

Por  consiguiente,  si  esta  armonía  de  intere- 
ses entre  personalidades  iguales  como  son  las 
provincias  entre  sí,  se  rompiese  porque  el  Po- 
der Ejecutivo  Nacional,  el  Congreso  ó  el  Po- 
der Judicial  inclinasen  el  peso  hacia  uno  solo 
de  los  platillos  de  esa  balanza,  esa  balanza  en 
que  se  funda  la  felicidad  y  la  tranquilidad 
completa  del  país,  habríamos  hecho  desapa- 
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recer  de  un  solo  golpe  la  integridad  cons- 
titucional de  la  República;  habríamos  bo- 
rrado en  un  solo  día  toda  la  obra  de  las 
generaciones  que  han  pasado,  y  habríamos 
frustrado  los  sacrificios  sangrientos  que  cues- 
ta esta  cirmonía  constitucional  de  que  hoy 
disfrutamos. 

No  valdrán,  por  lo  tanto,  las  mayores 
tentaciones  para  que  el  Poder  Ejecutivo  de 
la  Nación  se  resuelva  á  salir  del  camino 
inv^ariable  de  prescindencia  y  de  imparcia- 
lidad que  se  ha  trazado  respecto  de  las 
cuestiones  de  provincia.  No  conseguirán  en 
ninguna  circunstancia,  que  no  sea  de  las 
que  extricta  y  literalmente  están  compren- 
didas dentro  de  los  términos  de  la  Consti- 
tución, hacerle  salir  de  su  camino  consti- 
tucional trazado,  á  despecho  de  todas  las 
insinuaciones,  de  todas  las  sugestiones  del 
sensualismo  político,  que  puedan  ofrecerle 
á  veces  los  partidos  en  sus  luchas,  no  siem- 
pre bien   ordenadas  11  orientadas. 

El  Poder  Ejecutivo  ha  seguido  con  la 
atención  más  grande  el  debate  que  se  ha 
desarrollado  en  esta  Cámara.  Ha  escuchado 
las  pruebas  y  los  cargos,  y  á  medida  que 
ha  ido  analizándolos,  no  ha  hecho  sino  con- 
firmarse en  su    opinión,   en    su    convicción 
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de  que  no  era  un  caso  de  intervención  den- 
tro de  los  términos  de  la  Constitución  Na- 
cional. 

Si  hemos  de  hacer  votos  porque  ía.  Na- 
ción argentina  conserve  su  forma  federati- 
va de  gobierno;  si  hemos  de  concurrir  to- 
dos en  la  labor  constante  de  las  generacio- 
nes que  se  sucedan  para  que  las  instituciones 
que  nuestros  padres  nos  dieron  echen  raí- 
ces profundas  é  indestructibles  en  nuestro 
suelo,  no  podemos  desear  sino  que  esta  ar- 
monía, que  esta  independencia  de  cada  una 
de  las  provincias  que  constituyen  la  fami- 
lia de  los  Estados  argentinos,  se  conserve 
intacta,  y  se  conserve  más  que  por  el  cui- 
dado del  gobierno  nacional,  por  el  cuidado 
de  sus  propios  hijos  á  quienes  por  nuestra 
Constitución  debemos  llamar,  aunque  en  un 
sentido  figurativo,  ciudadanos  cada  uno  de 
una  pequeña  república,  que  unidos  por  un 
vínculo  indestructible  constituyen  esta  Na- 
ción indestructible  á  su  vez. 

La  autonomía,  señor  Presidente,  no  co- 
rresponde, en  un  sentido  extrictam ente  cons- 
titucional, á  los  pueblos,  como  se  dice  con 
tanto  abuso  de  esta  palabra:  corresponde  la 
autonomía,  en  el  lenguaje  constitucional,  á 
las  provincias. 
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Cuando  se  dice  autonomía,  se  sefíere  á 
los  estados,  no  á  los   pueblos. 

Un  pueblo  puede  reclamar  sus  derechos; 
puede  f eclamar  la  libertad  del  sufragio  para 
elegir  sus  propisis  autoridades,  para  refor- 
mar su  Constitución,  para  dictar  sus  leyes; 
pero  un  pueblo  no  tiene  autonomía  en  el 
sentido  propio  de  la  Constitución;  este  es  un 
error;  la  autonomía  sólo  se  entiende  con  las 
entidades  corporativas  que  se  denominan 
estados  ó  provincias. 

Esta  es  la  autonomía  que  resultaría  per- 
judicada, que  resultaría  destruida  cada  vez 
que  una  intervención  ilegítima,  inconstitu- 
cional, fuese  á  ingerirse  en  los  asuntos  in- 
ternos de  una  provincia,  porque  en  ese  ca- 
so ocurriría  una  capitis  diminutio,  una  ver- 
dadera desintegración  de  la  capacidad  cons- 
titucional de  cada  de  esas  entidades  federa- 
tivas. 

§   III 

POSICIÓN    Y     FUEROS     DEL    PRESIDENTE  DE    LA    RE- 
PÚBLICA  ANTE  EL  CONGRESO 

Debo  igualmente,  para  no  faltar  á  mi 
programa   de  brevedad    y  de  concisión  ab- 
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soluta,  hacerme  cargo,  ya  que  ha  repercu- 
tido en  el  seno  de  esta  Cámara  —  de  otro 
modo  jamás  me  creería  con  el  derecho  de 
hacerme  cargo  de  las  insinuaciones  repetidas 
en  diarios,  proclamas  ó  círculos  —  de  cier- 
tas insinuaciones  relativas  á  la  renuncia  del 
señor  Presidente  de  la  República. 

Digo  que  jamás  hubiera  tomado  en  cuen- 
ta esas  insinuaciones,  aunque  fuesen  publi- 
cadas en  diarios  muy  respetables,  porque 
entiendo  que  sería  una  falta  de  derecho  par- 
lamentario imperdonable,  puesto  que  es  una 
regla  constantemente  observada  y  sancio- 
nada por  los  estatutos  ingleses  y  norte- 
americanos que  hemos  nosotros  adoptado 
como  ley  de  nuestro  parlamento,  que  la 
lectura  de  diarios,  que  la  opinión  corriente 
en  las  calles,  que  los  díceres  de  las  perso- 
nas particulares,  por  dignas  que  fuesen,  no 
pueden  servir  de  base  al  criterio  parlamen- 
tario. Se  considera  eso  una  ofensa  á  los 
privilegios  del  parlamento,  de  tal  manera 
que  toda  vez  que  un  miembro  de  las  cá- 
maras del  Congreso  se  ve  en  la  precisión 
de  leer  una  opinión  en  esa  forma  emitida, 
debe  pedir  permiso  á  la  cámara  y  la  cá- 
mara debe  otorgarlo  por  una  votación. 

Por  lo  tanto,    me  habría  guardado  muy 
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bien  de  faltar  á  los  respetos  debidos  á  esta 
Honorable  Cámara,  haciéndome  eco  de  esas 
insinuaciones,  si  ellas  no  hubiesen  tenido 
repercusión  en  este  recinto  por  un  órgano  au 
torizado,  puesto  que  forma  parte  de  este  Con- 
greso, por  uno  de  los  miembros  de  esta  Cá- 
mara, quien  la  ha  formulado  en  un  discurso 
que  ha  corrido  impreso  y  que  oficialmente  ha 
llegado  á  conocimiento  del  Poder  Ejecu- 
tivo. 

El  señor  Presidente  de  la  República  se 
ha  mantenido,  todos  lo  han  visto,  en  medio 
de  esta  vorágine  de  pasiones  que  se  levan- 
ta a  veces  en  nuestras  calles,  sin  saberse 
qué  origen  directo  tienen,  ó  porque  las  so- 
pla alguna  pasión  del  día^  ó  porque  se  ino- 
culan á  sí  mismas  las  fracciones  ó  faccio- 
nes políticas  algunas  de  las  enfermedades 
corrientes  en  nuestro  organismo  social;  en 
medio  de  esta  vorágine  de  pasiones,  digo,  se 
ha  mantenido  imperturbable  y  sereno,  siguien- 
do la  marcha  de  los  sucesos,  observando 
muchas  veces  con  profunda  pena  los  extra- 
víos colectivos,  y  siempre  con  igual  dolor, 
las  necesidades  y  las  misericis  que  por  cau- 
sas enteramente  extrañas  á  él  afligen  en 
algunos  momentos  á  la  sociedad  argentina. 
El  señor  Presidente  de  la  República  le- 
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jos,  por  lo  tanto,  de  pensar,  en  los  instan- 
tes difíciles  por  que  la  Nación  atraviesa,  en 
abandonar  el  gobierno  y  en  dar  así  satis- 
facción á  estas  pasiones  exóticas  que  agi- 
tan por  desgracia  á  nuestra  sociedad  á  cada 
momento,  está  resuelto  á  mantenerse  firme 
en  su  puesto,  sin  que  ninguna  tempestad 
lo  arredre,  sin  que  ninguna  pasión  perso- 
nal ó  colectiva  sea  para  él  un  motivo  de 
temor,  porque  ha  prestado  el  juramento 
de  la  Constitución,  de  cumplir  y  hacer 
cumplir  las  leyes  de  la  República,  rea- 
lizando así  el  voto  de  sus  electores,  ei  vo- 
to de  la  Nación  entera,  has!  a  el  último 
instante  en  que  expire  su  período  de  seis 
años  que  la  Constitución  le  ha  marcado- 
(Aplausos  en   las  bancas). 

No  pertenece  el  señor  General  Roca  á 
esa  categoría  de  hombres  que  se  arredran 
ante  los  peligros  que  pueden  amenazar  la 
paz  de  la  Nación.  El  es  un  veterano  de 
nuestro  ejército;  es  un  ciudadano  que  ha 
sido  dos  veces  Presidente  de  la  República; 
y  sólo  en  estas  «democracias  inorgánicas», 
como  acaba  de  repetirse,  sucede  el  caso  de 
que  el  primer  magistrado  de  la  Nación, 
que  ha  ocupado  dos  veces  la  primera  silla 
del  gobierno,  es  puesto  en  la  picota,  se  le 

j.  V,  r.oNzú.Ez  -  X)fl6a¿e«  Consí/¿«Cíona2í}«  -  Tomo  II.  10 
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falta  al  respeto  á  cada  instante,  es  critica- 
do hasta  en  los  actos  más  triviales,  y  puesto 
así,  como  a  manera  de  figura  de  escarnio 
para  todas  las  pequeñas  pasiones  que  se 
quiera  desencadenar  sobre  nuestra  sociedad. 

El  Presidente  de  la  República,  es  por  la 
Constitución,  un  patrimonio  común  del  pue- 
blo argentino;  es  una  institución;  es  el  po- 
der; es  el  gobierno  activo  de  la  nación; 
es  el  representante  externo  de  todos  los 
demás  poderes;  por  lo  tanto,  merece  el 
respeto  de  amigos  y  adversarios,  y  no  de- 
be permitirse,  y  no  se  permite  en  nin- 
gún parlamento,  que  se  le  falte  á  las  con- 
sideraciones á  que  tiene  derecho  por  su 
investidura  constitucional. 

Para  eso  los  señores  diputados  son  acu- 
sadores en  el  juicio  político;  para  esp  existe 
el  Senado  constituido  en  jurado;  pero  jamás, 
mientras  desempeñe  sus  funciones  regular- 
mente, puede  ser  sometido  á  este  género 
de  discusiones  personales. 

Es  necesario  volver  sobre  nosotros  mis- 
mos; es  necesario  reflexionar;  es  necesario 
tener  presente  que  somos  miembros  de  una 
sociedad  culta;  que  la  posición  de  nuestro 
país  en  el  concierto  de  las  naciones  ha 
avanzado  mucho,  y  que  ocupamos    uno  de 
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los primeros  rangos  en  la  escala  de  la  ci- 
vilización contemporánea.  No  podemos  ni 
tenemos  derecho  por  presentar  esos  espec- 
táculos, que  traen  á  la  memoria  de  los  des- 
preciativos extranjeros,  muchas  veces  el  mo 
te  con  que  toda  la  vida  nos  han  confun- 
dido en  esta  falta  de  cultura  y  de  educa- 
ción política  que  representan  estas  palabras: 
South  America,  Nosotros  tenemos  el  dere- 
cho de  vindicarnos  contra  esta  convicción 
universal,  y  uno  de  los  modos  de  vindi- 
carnos es  mostrar  que  somos  capaces  de 
gobernarnos,  de  dignificar  nuestras  institu- 
ciones, desprendiéndonos  de  nuestras  pasio- 
nes personales  y  levantando  á  los  manda- 
tarios al  solio  constitucional  que  las  propias 
instituciones  han  creado  para  ellos. 

Lejos  de  pensar  en  el  abandono  de  las 
funciones  públicas  que  la  Nación  le  ha  con- 
fiado, el  señor  Presidente  de  la  República 
hace  por  mi  intermedio  en  esta  ocasión,  so- 
lemne por  muchos  conceptos,  los  vofos  más 
sinceros  y  fervientes  para  que  tanto  la  pro- 
vincia de  Santa  Fé  como  todas  las  demás 
provincias  desenvuelvan  sus  luchas  internas 
dentro  del  orden  constitucional;  que  se 
inspiren  en  altos  ideales  patrióticos;  que 
aprendan   á  ceder    mutuamente  de  sus  pa- 
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siones  é  intereses,  para  que  las  soluciones 
políticas  amparen  á  todos;  que  se  acabe  de 
una  vez  por  todas  esta  escuela  de  las  re- 
voluciones, de  la  absoluta  falta  de  cola 
boración  de  los  partidos  vencidos  en  los 
comicios,  que  cuando  no  obtienen  el  triun- 
fo se  convierten  en  revolucionarios,  y  se 
acate  la  ley  de  las  mayorías,  que  es  la  base 
de  nuestro  sistema  político,  para  que  sucesi- 
va y  alternativamente,  como  se  establece 
en  la  Constitución,  todos  los  partidos  ten- 
gan su  día  de  gobierno. 

Pero  el  sistema  de  las  revoluciones  no 
conduce  a  nada:  sólo  conduce  á  los  despo- 
tismos. Esta  es  la  historia  de  Sud  América,  es- 
ta es  nuestra  historia,  y  esta  debe  ser  la  gran 
lección  que  aprovechemos  en  estos  momen- 
tos. Y  con  estas  palabras,  concluiré  for- 
mulando estos  mismos  votos:  que  los  par- 
tidos políticos  de  la  provincia  de  Santa  Fé, 
en  la  lucha  que  se  aproxima,  en  la  lucha 
pendiente,  se  inspiren  en  esos  ideales  y  de- 
pongan sus  odios,  para  colaborar  juntos  por 
el  mayor  brillo  de  las  instituciones  locales, 
que  es  la  única  manera  de  dar  á  nuestro 
país,  á  la  Nación  entera,  la  gloria  que  so- 
ñaron los  fundadores  de  nuestra  nacionali- 
dad. {¡Muy  bien!  ¡muy  bien!    Aplausos), 
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DECRETO   DEL   GOBIERNO     NACIONAL    SOBRE     JURIS- 
DICCIÓN  DE   LOS   FERROCARRILES 


Ministerio  de  Obras  Públicas 

(le  Ih 

República    Arj?eutiiiH 


Buen  US  Aires,  Mar/u  27  de  19W. 

Vistos:  A)  El  expediento  núm.  2927  P.,  en  qué 
la  Empresa  del  F.  C.  de  la  Provincia  de  Santa 
Fe  entabla  queja,  con  fecha  12  y  17  de  Marzo  y 
4  y  15  de  Abril  de  1898,  ante  la  extinguida  Di- 
rección General  de  FF.  CC.  NN.,  contra  la  impo- 
sición de  derechos  de  tránsito  en  la  forma  de 
tarifas  terminales  por  parte  del  F.  C.  C.  y  Ro- 
sario, respecto  de  la  cual  la  Dirección  General  de 
Vías  de  Comunicación  dio,  en  23  de  Septiembre 
de  1899,  un  dictamen  en  el  que  aconseja  se  pro- 
hiba á  la  segunda  Empresa  nombrada  el  conti- 
nuar cobrando  dichas  tarifas,  y  se  declare  que  la 
estación  «San  Francisco»  (ís  común  con  el  F.  C. 
Córdoba  y  Rosario  y  terminal  de  ambas  líneas  á 
los  efectos  del  tráfico  común; 

B)  El  expediente  núm.  5285  F,  en  que  los  ins- 
pectores   dependientes    de    la    antigua   Dirección 
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(Jeneral  de  FF.  CC.  NN.  denunciaron  diversas 
irregularidades  é  infracciones  de  la  Empresa  del 
F.  C.  C.  y  Rosario  á  la  Ley  Nacional  de  Ferro- 
carriles de  24  de  Noviembre  de  1891,  que  con- 
sisten en  no  haber  aquella  provisto  de  botiquines 
y  libros  de  quejas  á  algunas  de  sus  estaciones 
(artículos  41  y  42),  y  la  falta  de  cercos  al  costado 
de  su  vía  (art.  5'^,  inc.  7^),  su  Administrador  Ge- 
neral, con  fecha  8  de  Septiembre  de  1899,  con- 
testa diciendo  que,  con  respecto  al  alambrado  de 
la  línea,  «nuestra  concesión  otorgada  por  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fe,  no  obliga  su  construcción, 
pero  esta  Administración  tiene  intención  de  cons- 
truirlo gradualmente  bajo  las  condiciones  que 
serán  convenidas  con  el  Departamento  de  Inge- 
nieros y  Obras  Públicas  de  la  Provincia  de  San- 
ta Fe»; 

C)  Las  notas  del  Ministerio  de  Obras  Públicas 
de  la  Nación,  dirigidas  al  Excmo.  señor  Gober- 
nador de  la  Provincia  de  Santa  Fe  con  fechas  de 
Noviembre  27  de  1899  y  Enero  19  de  1900,  en 
las  cuales  se  le  pedía  que  hiciera  cesar  la  juris- 
dicción de  las  autoridades  provinciales  sobre  la 
reíerida  línea  férrea  de  Córdoba  y  Rosario  por 
considerarla  sometida  á  la  de  las  autoridades  de 
la  Nación,  notas  á  las  cuales  el  Excmo.  señor 
Gobernador  de  Santa  Fe  contestó  con  fecha  7  de 
Febrero  del  corriente  año,  manifestando  que  «se 
hará  un  deber  en  empeñarse  porque  dentro  del 
territorio  de  la  Provincia  se  cumpla  la  Ley  Na- 
cional núm.  2873,  que  ha  sido  adoptada  para  los 
ferrocarriles  de  carácter  provincial,  cuyo  carácter 
este  Gobierno  entiende  tiene  la  Empresa  del  Cór- 
doba y  Rosario,  y  que    ejerciéndose    esa  jurisdic- 
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ción  de  las  autoridades  provinciales  sobre  la  mis- 
ma Empresa,  en  virtud  de  leyes  vigentes  que  el 
P.  E.  no  puede  derogar  por  si  sólo  y  que  se  en- 
cuentra en  el  deber  de  mantener,  no  es  posible 
hacer  cesar  esa  jurisdicción»; 

D)  Los  antecedentes  de  este  asunto,  ya  resuelto 
por  el  P.  E.  de  la  Nación  por  decreto  de  fecha 
30  de  Abril  de  1896,  que  declara  al  Ferrocarril 
Córdoba  y  Rosario  sujeto  k  la  legislación  y  juris- 
dicción de  las  autoridades  nacionales,  á  conse- 
cuencia de  cuyo  decreto  el  señor  Administrador 
de  las  lineas  reunidas,— F.  C.  Córdoba  á  San 
Francisco  y  F.  C.  de  la  Frontera  de  Santa  Fe  al 
Rosario,— expresó,  en  su  nota  de  fecha  Junio  2 
del  mismo  año,  en  la  cual  discute  la  mencionada 
jurisdicción  nacional,  afirmando  que  la  resolución 
citada  se  funda  en  una  base  equivocada: 

V  Qae  no  solicita  precisamente  la  revocación 
del  decreto,  el  que  wo  perjudica  á  las  empresas 
que  represenfíí  de  un  modo  directo,  sino  para 
evitar  JpfT*  perjuicios  indirectos,  y  para  que  el 
P.  ^  insista  en  su  resolución  ó  la  modifique  te- 
Fíendo  en  cuenta  los  antecedentes  que  determinan 
el  alcance  de  esa  medida;  agregando  que  la  Em- 
presa del  F.  C.  C.  y  Rosario  «no  resiste  las  ór- 
denes de  la  ÍDirección  General  dé  FF.  CC.  NN., 
como  lo  dice  el  decreto,  desde  que  sea  declarada 
línea  nacional»,  y  que  «los  resistía,  como  era  su 
deber,  más  que  su  derecho,  mientras  eran,  como 
hasta  ahcfra,  líneas   provinciales»; 

2<^  Que  «lo  que  se  llama  F.  C.  Córdoba  y  Ro- 
sario son,  en  realidad,  dos  empresas  distintas 
(aún  cuando  tenga  yo  la  representación  de  am- 
bas), una  de   Córdoba   á  la   frontera  de  esa  Pro- 
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vincia,  acordada  por  el  Gobierno  de  la  misma,  y 
la  otra  de  la  frontera  de  Santa  Fe  ai  Rosario», 
y  que  «no  habiendo  ninguna  de  las  autoridades 
concedido  una  línea  que  comunique  á  su  Provin- 
fia  con  la  otra,  sino  líneas  locales  dentro  de  su 
jurisdicción»,  no  le  parecía  aplicable  el  inc.  S^ 
del  art.  3^  de  la  Ley  núm.  2873  de  24  de  No- 
viembre de  1891,  sino  el  art.  4°  de  la  misma  ley 
«lue  dice:  *<son  provinciales  los  ferrocarriles  cons- 
truidos ó  autorizados  por  las  Provincias  dentro 
de  los  límites  de  su  territorio  respectivo»; 

3®  Que  es  indiferente  á  las  dos  empresas  que 
representa  el  que  se  las  considero  distinta¿j  ó  co- 
mo una  sola,  pues  4o  que  desean  es  que  la  re- 
solución se  dicte  teniendo  en  cuenta  este  ante- 
cedente (el  enunciado  en  el  párrafo  anterior),  y 
(¿ue  ella  exprese  que  se  declaran  nacionales  las 
dos  líneas»,  y  que  en  tal  caso  correspondería,  y 
así  lo  pediría  la  Empresa  con  esa  misma  fecha, 
que  «el  decreto  sea  comunicado  á  Jos  Gobiernos 
de  Córdoba  y  Santa  Fe  para  evitar  que  estas 
lineas  férreas  queden  sometidas  á  triple  jurisdic- 
ción, loque  les  sería  sumamente  perjudicial)  ,* 

Después  de  cuya  nota  y  consiguiente  vista  del 
asesor  letrado  de  la  Dirección  General  de  Ferro- 
carriles Nacionales  de  ttecha  10  de  Junio  de  1896, 
se  dictó  la  resolución  del  Ministerio  del  Interior, 
de  fecha  26  de  Agosto  del  mismo  año,  por  la  que 
lio  se  hace  lugar  á  lo  pedido  por  la  Administra- 
ción del  F.  C.  Córdoba    v  Rosario. 
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II 


Considerando:  1"  Que  no  obstante  las  resolu- 
ciones anteriores  citadas,  la  Empresa  del  F.  C.  C. 
y  Rosario  y  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Santa 
Fe,  insisten  en  desconocer  la  jurisdicción  allí 
declarada,  lo  cual  pone  al  P.  E.  en  el  caso  de 
dictar  una  nueva  disposición,  que  debe  ser  defi- 
nitiva y  ampliamente  fundada,  no  sólo  para  no 
verse  en  el  caso  de  insistir  sobre  ella  otra  vez, 
sino  también  para  fijar  de  una  vez  por  todas  y 
para  todos  los  casos  análogos,  los  principios, 
doctrinas  y  hechos  en  que  funda  sus  resoluciones, 
en  ejecución  de  las  cláusulas  pertinentes  de  la 
Constitución  y  de  la  Ley  Nacional  de  Ferroca- 
rriles de  24  de  Noviembre  de  1891,  es  de  conve- 
niencia entrar  en  el  terreno  de  la  interpretación 
constitucional  y  leg-al,  para  lo  (¡ue  tiene  perfec- 
tas facultades  como  uno  de  los  tres  altos  poderes 
del  Gobierno  Federal; 

2*  Que  reunidos  y  comparados  todos  los  textos 
de  la  Constitución  relativos  al  comercio  exterior 
é  interprovincial,  por  tierra  ó  por  agua,  en  todas 
las  formas  (jue  éste  puede  asumir  en  el  territorio 
de  la  República,  como  lo  expresa  la  atribución 
12*  del  Congreso,  al  que  faculta  para  «reglar  el 
comercio  marítimo  y  terrestre  con  las  naciones 
extranjeras  y  de  las  Provincias  entre  si»,  resulta 
evidente  que  aquel  código  supremo  ha  querido 
centralizar  los  poderes  correspondientes  á  esa 
rama  de  la  actividad  nacional  en  manos  del  Go- 
bierno General,  con  la  sola  excepción  del  comercio 
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puramente  interno  y  local  de  cada  Provincia,  como 
lo  prueba  la  enumeración  siguiente    de  cláusulas 
concordantes  con  la  ya  citada  y   transcripta    que 
directamente   rige  el   caso:   h*  el  articulo  27   que 
encomienda  al  Gobierno  Federal  por  sus    dos  ór- 
ganos de    legislación  i^art.  67,    inc.  19  y  art.    86, 
ínc.  14:},  el  aflanzamieuto  de  las  relaciones  de  paz 
y  comercio  con  las  potencias  extranjeras  por  me- 
dio de  los  tratados;    2®  el  artículo  26  que  declara 
libres  para  todas   las  banderas    la  navegación  de 
los  rios    interiores  de  la    Nación,    con  sujeción  á 
los  reglamentos   que  dicte  la  autoridad  nacional, 
facultad  enunciada  entre  los  del  Congreso  en  el 
inciso   9<»    del  articulo  67;    3"    los  incisos  10  y  11 
del  mismo  artículo  en  que  establece  la  uniformi- 
dad de    la  moneda  y  la   de  las    pesas  y  medidas, 
asi   como   la   de  las   postas   y  correos   generales 
de  la  Nación,  comprendidos  entre   los   instrumen- 
tos,  agentes  ó  medios  esenciales   al   comercio;  y 
concurrentemente  con  los  anteriores,   los    que  se 
refieren  al  comercio  internacional    ó    interprovin- 
cial; 4<*  el  artículo  9*  que  establece  como  facultad 
exclusiva    del    Congreso    el    fijar    las  tarifas   de 
las    aduanas,    qne  no    podrán    ser    provinciales; 
5**   el  10  que    declara  en    el   interior  de    la   Re- 
pública   «libre    de  derechos  la  circulación  de  los 
efectos    de    producción    ó    fabricación    nacional, 
asi    como    los    géneros    y  mercancías    de    todas 
clases  despachadas  en    las    aduanas    exteriores»; 
6»  el  11  según  el  cual    «las   artículos  de    produc- 
ción ó  fabricación  nacional  ó  extranjera,  asi  como 
los  ganados  de  toda  especie  que  paseti  por  ierrí- 
torio  de  tina  Provincia  á  otra,  serán  libres    de   los 
derechos  llamados  de  tránsito,  siéndolo  también  los 


Digitized  by 


Google 


—  153  — 

carruajes^  buques  ó  bestias  en  que  se  transporten; 
y  ningún  otro  derecho  podrá  imponérseles  eti  ade- ' 
lante^  cualquiera  que  sea  su  denominación  por  el 
hecho  de  transitar  el  territorio:»  garantía  concor- 
dante con  la  del  articulo  12  relativa  al  comercio 
marítimo  ó  fluvial;  7**  y  finalmente,  la  atribución 
11»  del  Congreso  que  unifica  la  legislación  común 
de  toda  la  República,  en  la  que  se  cuenta  la  de 
los  transportes  como  acto  esencial  del  comercio; 
3**  Que  la  palabra  «comercio»  empleada  en  la 
Constitución  Nacional,  así  como  en  la  de  los  Es- 
tados Unidos,  de  la  que  fué  reproducida  la  cláu- 
sula correlativa  (art.  1,  §  8,  el.  3)  comprende 
según  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  de  aquella 
Nación  enteramente  aplicables  á  la  nuestra  en 
este  punto,  con  excepción  de  lo  relativo  á  las  tri- 
bus indígenas  y  á  los  códigos  de  derecho  común, 
—  «no  sólo  las  compras  ó  ventas,  el  tráfico  y  el 
cambio  de  artículos  de  consumo  y  uso  sino  que 
incluye  todo  el  intercambio  comercial  por  tierra 
y  por  agua,  ó  por  telégrafo  ú  otros  medios  de 
comunicación  que  la  sabiduría,  el  genio  ó  las 
necesidades  de  la  época  pudieran  emplear.»  (Dbsty 
jTAe  american  law  of  taxation  §  43;  Coolby,  Ge- 
7ieral  principies  ofconst.  law  of  the  U.  8.  of  Ame- 
rica^ (Ed.  de  1898,  pág.  67);  y  estos  poderes  se 
extienden  desde  «el  correo  á  caballo  hasta  la  di- 
ligencia, desde  el  buque  de  vela  hasta  el  de 
vapor,  desde  la  diligencia  y  el  víipor  hasta  el 
ferrocarril,  desde  éste  hasta  el  telégrafo...  y  co- 
mo fueron  confiados  al  Gobierno  general  para  el 
bien  de  la  Nación,  no  sólo  es  un  derecho,  sino 
también  un  deber  del  Congreso,  velar  porque  el 
ntercambio   entre   los  Estados  v   la   transmisión 
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de  las  ideas  no  sean  obstruidas  ó  innecesaria- 
mente estorbadas  por  la  legislación  del  Estado. » 
ÍPensacola,  Tel.  C«  v.  Western  Tel.  C^  96  U.  S.  R.9): 
4"  Que  por  lo  que  respecta  al  sentido  especial 
y  extricto  de  la  cláusula  relativa  al  comercio,  asi 
como  á  sus  alcances  con  referencia  á  las  empre- 
sas de  transporte  por  ferrocarril,  es  evidente  que 
las  facultades  que  confiere  al  Congreso  son  tan 
amplias,  cuanto  abarca  el  comercio  mismo;  son 
exclusivas  una  vez  ejercidas  y  en  cuanto  se  re- 
fiere á  materias  prohibidas  k  las  Provincias;  y 
comprende  el  transporte  por  ferrocarril,  como 
uno  de  los  agentes,  instrumentos  y  vehículos  más 
esenciales  al  comercio,  y  se  extiende  con  dicho 
carácter  exclusivo  á  todo  transporte  ó  comuni- 
cación entre  dos  ó  más  Provincias,  y  entre  una 
de  éstas  y  un  territorio  federal,  á  todo  acto  esen- 
cialmente nacional,  ó  de  tal  naturaleza  que  sólo 
pueda  ser  regulado  por  un  sistema  uniforme,  y 
de  manera  que  una  reglamentación  variable  por 
las  diferentes  Provincias  deba  sólo  causar  obs- 
táculos y  perjuicios  al  comercio:  sin  que  en  caso 
alguno  signifique  que  el  no  ejercicio  de  ese  poder 
por  el  Congreso  importe  una  renuncia,  abandono 
ó  pérdida  del  mismo  por  ser  una  atribución  so- 
berana imprescriptible,  sino  á  lo  más,  que  el 
comercio  no  regulado  en  virtud  de  esa  cláusula 
debe  ser  siempre  libre  y  sin  trabas.  (Ogden  v. 
SauTifiders^  12  Wkeatou  2ÍS;  Passe)fjer  Cases,  7 
Howard  288;  Brotnri  v.  Mart/lmid^  Í2  Wheaton 
//.9,  4S7;  Weltoii  v.  Missouri,  91  U.  S.  275;  T^isy 
V.  Hardin,  1S5  U.  S.  100;  Botrman  v.  Chicago  mid 
N.  W.  H.  Co.,  125  U.  S.  465;  v.  Hailroad  Co.  v. 
Rijchmoiui,  19  Vallare  584;  Hall  y.  de  Cuir,  95  U.  S. 
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485;  lühhois  C.  R.  Co.  v.  IUÍ7wis,  163  ü.  S.  142; 
Campbll  Black,  Handbook  of  Am.  Co7ist.  Lnw, 
p.    190); 

5<*  Que  esta  interpretación,  lejos  de  disminuir 
ó  restringir  la  esfera  de  la  legislación  provincial 
en  materia  de  comercio,  confirma  su  amplitud  y 
extensión,  pues  sólo  determina  y  especifica  los 
poderes  limitados  y  excepcionales  del  Congreso, 
siendo  los  de  las  Provincias  la  regla  general,  y, 
por  tanto,  imposibles  de  definir  por  las  materias 
que  individualmente  comprende;  de  manera  que, 
por  comercio  interno  debe  entenderse  todo  el  que 
no  ha  sido  expresa  ó  implícitamente  conferido  al 
Gobierno  Federal,  esto  es,  en  presencia  de  todos 
los  textos  antes  referidos,  el  que,  en  ningún  sen- 
tido, extensión  ó  dirección  sea  de  carácter  co- 
mún á  más  de  una  Provincia,  ó  se  practique 
entre  ésta  y  un  territorio  federal,  idea  que  los 
autores  y  la  jurisprudencia  'expresan  diciendo, 
que  «el  tráfico  ordinario  de  un  Estado,  esto  es, 
las  compras  y  ventas  y  los  cambios,  la  celebra- 
ción de  contratos,  la  transferencia,  las  reglas  para 
las  conducciones  y  comunicaciones  locales,  y  toda 
la  infinita  variedad  de  materias  de  interés  exclu- 
sivamente local,  se  dejan  á  la  entera  discreción 
de  la  ley  del  Estado.  El  comercio  de  im  Estado 
que  el  Congreso  puede  controlar,  deber  ser,  en 
algún  grado  de  ¡su  desarrollo,  extraterritorial^  y 
este  calificativo  corresponde  exactamente  á  la  na- 
turaleza del  comercio  do  transporte  por  ferroca- 
rril. Así,  hallándose  decidido  que  el  comercio  pu- 
ramente local  ó  interno  de  una  Provincia  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  de  ésta,  tanto  en  los  actos 
que  lo  constituyen  como  en  sus  medios  ó  agentes 
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especiales,  como  los  ferrocarriles,  telégrafos,  te- 
léfonos, carros,  carretas,  bestias,  etc.,  «si  las  dis- 
posiciones que  las  rigen  son  locales  por  su  na- 
turaleza y  adaptadas  á  la  localidad,  no  serán 
consideradas  nulas,  á  menos  que  se  dirían  con- 
tra la  acción  de  las  ley  es  que  el  Congreso  ha 
dictado.»  CooLBY,  Op.  cit.,  p.  68,  75;  Leisy  v. 
Hardin;  135.  U.  S.  108;  Fallos  de  la  Sup,  Corte 
de  J,  Federal^  tomo  3,  p.  473  y  tomo  11,  p.  5); 

6<>  Que  es  comprobada  y  notoria  la  semejanza 
de  las  circunstancias  que  precedieron  á  la  Cons" 
titución  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  América 
y  de  la  República  Argentina,  en  cuanto  á  la  des- 
unión de  los  Estados  que  compusieron  las  dos 
Confederaciones,  respecto  de  su  comercio  reci- 
proco y  general,  y  que  estos  profundos  males  se 
propuso  evitar  la  primera  con  la  centralización 
de  los  poderes  legislativos  sobre  esa  materia,  y 
la  segunda,  con  níayor  fuerza  aún,  adoptando 
con  más  extensión  las  reglas  de  su  modelo.  Y 
esta  consideración  histórica  sirvió  de  base  á  la 
Corte  Suprema  de  la  República  del  Norte  para 
anular  en  uno  de  sus  fallos  más  ilustrados,  la  ley 
del  Estado  de  Illinois  de  11  de  Marzo  de  1874, 
que  reglaba  el  transporte  ferroviario  desde  su 
territorio  hasta  el  de  Nueva  York,  diciendo  «que 
sería  muy  débil  y  acaso  inútil  la  cláusula,  y 
pobremente  concebida  para  asegurar  la  entera 
libertad  de  comercio  entre  los  Estados  que  fué 
considerada  esencial  para  una  unión  más  perfecta 
por  los  autores  de  la  Constitución,  si  en  cada 
etapa  del  transporte  de  mercaderías  ó  ganados 
á  través  del  país,  el  Estado,  dentro  de  cuyos 
limites  se  realizase  una  parte  de  dicho  transporte, 
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pudiese  imponer  reglas  concernientes  al  precio, 
«compensación,  contribución  ó  cualesquiera  otra 
•disposición  restrictiva  ó  embarazosa  para  ej  co- 
mercio.» (Juez  Miller,  en  Wabash  S.  L,  and 
P.  R.  C\  V.  lUinois,  118  U.  S.  557,  573;  Canng- 
Uon  Brídge  C*>  v.  Kentuky,  154  U.  S.  204);  de 
suerte  que  si  cada  uno  de  los  Estados  pudiese  re- 
j^ular  las  cargas  por  los  ferrocarriles  empleados  en 
<>1  comercio  recíproco  entre  ellos,  ó  que  se  introduce 
-dentro  de  sus  limites,  «el  resultado  manifiesto  se- 
ria la  confusión  y  el  desorden,  y  restablecer  en 
.^ran  parte  las  condiciones  que  existian  antes  que 
la  Constitución  fué  dictada  y  que  se  encomendaban 
.al  Congreso  con  el  poder  general  de  legislar  sobre 
-esas  materias.»  (Coolby,  Op.  cit.  p.  79); 

7<*  Que  aplicados  estos  principios  á  la  Constitu- 
-ción  Argentina,  las  consecuencias  serían  aún  más 
graves,  teniendo  en  vista  las  diferencias  y  gue- 
rras aduaneras  que  fueron  el  lamentable  estado 
de  las  Provincias  antes  de  la  Constitución  de  1853 
al  principio,  y  de  la  reforma  de  1860  más  tarde, 
las  cuales,  por  las  cláusulas  comerciales  y  adua- 
neras al  comienzo  citadas,  establecieron  las  bases 
-de  una  completa  unidad  del  comercio  de  todas 
las  Provincias,  como  fundamento  primordial  de  la 
unión  política  y  social  de  la  Nación; 

De  manera  que,  reconocer  á  cada  una  de  ellas 
á  titulo  de  propio  comercio  interno,  la  facultad 
de  reglar  el  tráfico,  movimiento  y  transporte  de 
los  ferrocarriles  que  unan  el  territorio  de  más  de 
una  Provincia,  por  más  que  las  concesiones  res- 
pectivas procedan  de  autoridad  provincial,  sería 
-abrir  la  puerta  para  que  volvieran  al  estado.,  de 
■desunión,  anarquía  y  hostilidad  comercial  anterior 
-j.  V.  co^y.kuvu.  -Debates  Constitucionales  -Tomo  U.         11 
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á  la  Constitacion  Federal,  pues  es  sabido  que? 
todo  gasto  impuesto  á  uua  linea  férrea  por  razón 
de  sus  servicios  ó  privileg-ios,  ó  toda  autorización 
concedida  á  una  Empresa  para  gravar  las  opera- 
ciones de  otra  en  sus  líneas  ó  construcciones, 
constituyen  un  recargo  en  el  precio  del  transporte, 
un  gravamen  y  un  perjuicio,  que  la  vigilancia 
de  la  autoridad  nacional  está  en  el  deber  de 
evitar.  Esta  libertad  puede  llegar  en  formas  di- 
versas y  múltiples  hasta  restringir  la  libertad  adua- 
nera y  la  circulación  interior  y  extraterritorial  del 
comercio,  pues  cada  Provincia  que  hubiere  con- 
cedido ó  construido  una  línea  férrea  hasta  sa 
frontera  para  unirse  con  la  de  su  vecina,  podría 
exigir  tarifas,  derechos  ó  erogaciones  que  se  con- 
virtiesen en  verdaderos  obstáculos  al  comercio, 
en  invasiones  á  las  facultades  del  Congreso  sobre 
comercio  interprovincial  ó  exterior,  y  en  fin,  en 
los  derechos  de  tránsito  prohibidos  por  el  articulo- 
11  de  la  Constitución  Nacional; 

8'*  Que  también  el  caso  de  la  unióii  de  las  líneas- 
férreas  locales  para  construir  un  sólo  tráfico,  se 
ha  estudiado  y  fallado  en  1876  por  la  Corte  Supre- 
ma de  los  Estados  Unidos,  cuando  dos  compa- 
ñías de  los  Estados  de  Visconsin  y  Kentuky  com- 
binaron sus  transportes  al  amparo  de  las  leyes 
respectivas  de  una  y  otra  jurisdicción. 

«Respecto  á  los  efectos  de  la  Ley,  como  regu- 
lación del  comercio  entre  los  Estados,  dice  el 
fallo,  la  ley  está  limitada  al  comercio  del  Estado, 
ó  dicho  comercio  entre  Estados  afecta  directa-^ 
mente  al  pueblo  de  Wisconsin.  Hasta  que  el  (km- 
greso  legisle  respecto  de  las  relaciones  de  esta 
compañía  con  el  comercio  entre  Estados,  está  cier* 


Digitized  by 


Google 


—    159  — 

tamente  dentro  de  la  jurisdicción  de  Wisconsin 
el  reglar  sus  precios,  etc.,  en  tanto  cuanto  sesm 
de  orden  interno.  Con  el  pueblo  de  Wisconsín 
esta  Empresa  tiene  relaciones  locales.  Inciden tat- 
mente,  ellos  pueden  salir  fuera  del  Estado.  Peri©, 
ski  duda,  fiasta  que  el  Congreso  se  proponga  le- 
gislar para  aqtiellos  que  salen  del  Estado^  Wiscon- 
sin  puede  disponer  para  los  de  adentro  aun  cuando 
indirectamente  afecte  á  los  de  afuera.»  (El  Juez 
Waite,  en  Pe^  v.  Chicago  and  N.  W.  M.  C»., 
94  U,  S,  165,  i77,  178),  doctrina  sostenida  ex- 
tensa y  sabiamente  en  los  casos  análogos  de  Mun 
V.  mináis,  (94  U.  S.  113  á  154);  y  en  el  de  Chi- 
cago, Burlington  and  Quincy  Raüroad  C^.  v.  lowa 
(94  U.  S.  155,  164):  así,  pues,  no  seria  extraño 
que  las  Provincias  argentinas  que  hubiesen  con- 
cedido ó  construido  dos  distintas  lineas  férreas 
destinadas  á-  encontrarse  y  combinarse  en  un 
punto  dado  de  sus  fronteras,  como  es  el  caso 
de  las  de  Córdoba  y  Santa  Fe  con  las  dos  em- 
presas que  forman  unidas  el  F.  C.  C.  y  Rosario, 
mantuviese  durante  un  cierto  tiempo  un  tranco 
común  interprovincial,  ya  sea  porque  el  Congreso 
no  hubiese  dictado  ley  alguna  respecto  h  su  in 
corporación  á  la  jurisdicción  nacional,  ya  porque 
dictada  la  ley  general,  el  P.  E.  no  hubiese  creído 
oportuno  ó  conveniente  ejercerla  en  el  hecho,  ó,  en 
fin,  porque  ningún  particular  hubiera  acudido  á  lo« 
tribunales  para  producir  aquella  declaración;  pero 
como  ya  se  ha  dicho  más  arriba,  esta  ausencia  d« 
legislación,  de  ejercicio  ó  decisión  jurísdiecioiMí| 
en  manera  alguna  importaría  reconocer  á  te 
mencionadas  Provincias  una  jurifidicción  que  la 
Ceaatilaeión  y  la  Ley  Nacionad  no  les  concedieroi»; 
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á^  Qae,  aunque  las  dos  lineas  que  forman  la 
llamada  F.  C.  C.  y  Rosario  hayan  sido  constituida^ 
por  leyes  de  dos  distintas  Provincias,  desde  el 
momento  que  establecen  un  tráfico  interprovin- 
cial entran  en  la  denominación  de  la  cláusula  12 
del  articulo  67  C.  N.,  y,  por  lo  tanto,  en  la  juris- 
dicción exclusiva  del  Grobierno  Federal,  sin  que 
obste  para  ello  el  carácter  provincial  originario 
de  las  empresas,  pues  es  regla  también  estable- 
cida por  la  jurisprudencia  constitucional,  «que  en 
la  ejecución  de  su  facultad  de  reglar  el  comercio, 
el  Congreso  puede  emplear,  como  instrumentos, 
las  mismas  corporaciones  creadas  por  los  Esta- 
dos.» {Cherokee  Nation  v.  S,  K.  R.  C  .,  135  ü.  S. 
641,  657,  658),  desde  que  estas  son,  además  de 
personas  privadas  que  ejercen  un  ramo  del  co- 
mercio, y,  como  tales,  sujetas  á  la  ley  común, 
instituciones  ó  corporaciones  de  carácter  público 
en  quienes  el  Congreso  ó  las  Legislaturas  de  los 
Estados  han  delegado  una  parte  necesaria  de  sus 
poderes  para  prestar  un  servicio  público,  y  para 
el  bien  y  progreso  de  la  comunidad  provincial  ó 
nacional.  Bajo  este  aspecto  «los  ferrocrariles  son 
corporaciones  ó  agencias  quasi  públicas,  y  sus  di- 
rectores actúan  en  su  doble  capacidad  de  agentes 
de  las  compañías  y  mandatarios  del  público» .  Cuan- 
do los  intereses  públicos  se  ponen  en  conflicto 
con  los  privados  de  las  compañías,  ó  de  personas 
particulares  con  quienes  ellas  contratan,  los  inte-» 
reses  privados  deben  ceder  ante  los  del  público». 
(Bbach,  Monopolies  and  Industrial  Trusts^  §  15>7); 
luego  el  cambio  de  la  jurisdicción  provincial  por 
la  .nacional,  no  se  halla  impedido  por  ninguna  dis- 
posición constitucional  ni  legal,  sino  al  contrario. 
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está  impuesto  por  la  naturaleza  de  las  cosas,  por 
la  índole  general  y  absoluta  de  la  prerrogativa 
del  Congreso,  y  su  sentido  protector  y  garante  de 
la  libertad  y  uniformidad  del  comercio  entre  las 
Provincias; 

10.  Que  respecto  de  los  ramales^  trozos  ó  frac- 
ciones de  líneas  que  se  vinculan,  unen  ó  empal- 
man con   una   línea   interprovinclal,    ó  ligan   dos 
líneas  que  constituyen  una  vía  nacional,  tampoco 
son   materia  desconocida  para   la  jurisprudencia 
constitucional,  pues  ya  la  Suprema   Corte   de  los 
Estados   Unidos,  en  sentencia  de  Mayo   de  1890, 
decidió  que  un  ferrocarril  que  es  vinculo  de  unión 
en  un   camino   general,    por  el  que  se   conducen 
pasajeros  y   carga  hacía  un   Estado    desde  otros 
Estados,  y  desde  aquel  Estado  á  otros,   está  em. 
pleado  en  el  comercio  entre  los  Estados;  y  un  im- 
puesto  establecido  sobre  la  corporación  dueña  de 
aquel   ferrocarril,   por  el   privilegio  de   mantener 
una  oficina  en  el  Estado,  es  un  impuesto  sobre  el 
comercio  entre  Estados,  y  como  tal,    repugnante 
á  la  Constitución  de  los  Estados    Unidos».  (Ñor- 
folk  W.  B.  C»  V.  Pensümnia,  136  U.  S.  114  á  121 
y  sus  concordantes),  pues,  á  no  ser  asi,  una  Em- 
presa ó  Provincia  propietarias  de  un  trozo  ó  frac- 
ción de  vía    entre    otras    dos  de   carácter   gene- 
ral,  podrían   hacer  imposible   la    circulación   del 
comercio   general  entre    las    demás  Provine  las,  si 
el  Gobierno  de  la   Nación  no   tuviese  poder  para 
someter  á  aquella  linea  á  la  jurisdicción   federal* 
Habría  sido  este  el  caso  de  la  linea  pertenecien- 
te á  la  Empresa  del  F.  C.  C.  C.  entre  San  Fran- 
cisco y  la  frontera  de  Santa  Fe,  que  establece  el 
empalme  entre  los  ferrocarriles  C.  &  Rosario  (línea 
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principal)  y  C.  &  Rosario  (ramal  á  Rafaela):  C.  & 
Rosario  y  C.  Córdoba  (sección  Este);  C.  &  R.  y 
P.  S.  Fe;  B.  A.  &  R.  y  C.  &  Rosario;  B.  A.  & 
R.  y  P.  S.  Fé,  sino  se  hallase  comprendida  con 
toda  evidencia,  dentro  de  los  principios  antes  ex- 
puestos, según  los  cuales  aquella  pequeña  fracción 
de  vía  realiza  la  síntesis  gráfica  de  todo  el  pro- 
blema relativo  al  carácter  interprovincial  del  trá- 
fico ferroviario; 

11.  Que  este  mismo  caso  conduce  á  otro  género 
de  consideraciones,  á  aquellas  que  se  refieren  á  las 
jiniones  ó  combinaciones  de  lineas  de  empresas 
distintas  para  establecer  un  solo  transporte  bajo 
]ina  sola  Administración,  j^a  sea  para  disminuir 
los  gastos  de  unas  y  otras,  ya  para  imponer  sus 
precios  combinados  á  todo  el  comercio  de  la  re- 
glón recorrida,  ya  para  aumentar  desmedidamente 
sus  ganancias  por  el  monopolio  general  ó  parcial 
de  los  transportes  de  toda  una  zona  del  territorio, 
ó  de  todo  un  Estado,  ó  de  varios  Estados.  Tale^ 
combinaciones,  que  en  los  Estados  Unidos  han 
llegado  é  concitar  la  legislación  prohibitiva  de  la 
mayoría  de  los  Estados  y  de  la  Unión,— y  son 
otra  forma  indirecta  inventada  para  burlar  los  sa- 
nos principios  de  la  unidad  y  libertad  comercial 
entre  las  distintas  secciones  de  un  mismo  país, — 
pueden  convertirse  en  un  medio  de  prosperidad  y 
de  fomento  á  la  producción  y  al  comercio,  cuan- 
do, como  lo  quiere  la  Constitución  de  la  Nación 
en  la  cláusula  12*  citada,  se  realizan  bajo  la  vigi. 
lancia  y  control  de  la  autoridad  general,  la  única 
que  puede  impedir  las  tarifas  y  recargos  excesivos 
al  transporte,  pues  debe  prescindir  del  interés  lo- 
cal para   atenerse  principalmente  al  de   todas  las 
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Provincias  reunidas,  y  erigir  en  lineas  nacionales 
todas  las  que  por  sus  uniones  ó  combinaciones  for- 
men lineas  interprovinciales.  Jal  es  el  sentido  ya 
fijado  por  la  doctrina,  la  jurisprudencia  y  la  legisla, 
ción  de  los  Estados  Unidlos  y  de  la  República  Ar- 
gentina. (Bbach,  Op,  cit.  §  183  á  215;  Interstate 
Commerce  Act,^  2  Feb.  1837;  Federal  Ánti- Trust 
4c<  2,  Julio  1890;  United  States  v.  Trans-Missouri 
Freight  Assocíation,  116  U.  S,  290  á  343;  I^ey  Na- 
cional de  24  de  Noviembre  de  1891  y  arts.  67  y  68. 
12.  Que  para  evitar  los  inconvenientes  de  un  do- 
ble régimen  ferroviario  en  las  fronteras  interpro- 
vinciales y  los  peligros  de  los  monopolios  ruinosos 
para  el  comercio,  y  procurar  para  éste  las  venta- 
jas de  un  transporte  cómodo  y  barato,  las  leyes 
y  su  jurisprudencia  han  establecido,  interpretando 
la  cláusula  comercial  del  Congreso,  que  «las  em- 
presas combinadas  deben  ser  consideradas  como 
una  sola  empresa  para  todos  los  efectos  de  la 
contratación  en  materia  de  transporte,  sin  perjui- 
cio de  las  acciones  que  puedan  correspendor  en- 
tre sí  á  las  respectivas  compañías  por  consecuen- 
<;ia  de  las  bases  de  la  combinación» ;  (Ijey  nacional 
•de  24  de  Noviembre  de  1891^  art,  65;  Fallos  de  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  Federal^  t.  47,  p.  179, 
t.  49,  p.  409,  t.  55,  p.  30,  357,  t.  56,  p.  204,  t. 
65,  p.  215).  Y  no  es  otro  que  el  de  dar  facilidades 
á  las  comunicaciones  y  transportes,  el  sentido  d(i 
los  poderes  confirmados  por  la  jurisprudencia  de 
la  Corte  Suprema  do  los  Estados  Unidos  al  Con- 
greso, cuando  le  reconoce  el  de  disponer  que  to- 
das las  compañías  ferroviarias  pueden,  además  de 
realizar  sus  operaciones  ordinarias  de  transporte 
de.  bienes  y  personas  de  un  Estado  á  otro,  «esta- 
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blecer  conexiones  con  otras  vfas  de  modo  ijue  cons- 
tituyan  una  linea  continua  para  el  transporte  de 
todas  ellas  á  sus  puntos  de  destino,  disponer  tam- 
bién lo  concerniente  á  la  construcción  de  puentes 
sobre  ríos  naveg'ables,  etc.»  (Raüroctd  C'  v.  Rich- 
mond,  19  Wallace  584);  y  á  este  afecto  será  nula 
toda  imposición  por  una  Empresa  y  las  demás  que- 
hicieron  uso  de  sus  vías,  de  todo  derecho  que^ 
importara  gravar  las  mercaderías  de  tránsito  de= 
una  Provincia  á  otra,  como  en  el  caso  del  Exp. 
2927  P,  ya  referido,  porque  importaría  sustituirse 
á  la  Provincia  en  la  ejecución  de  un  acto  prohibi- 
do por  la  Constitución  Federal,  bajo  cualquiera 
denominación  que  se  lo  quisiera  disfrazar. 


III 


Considerando  más  especialmente: 

13.  En  cuanto  á  las  tarifas  terminales  que  co^ 
bra  el  F.  C.  C.  C.  en  San  Francisco  al  F.  C.  P^ 
de  Santa  Fe,  que  tratándose  de  un  trozo  de  vía 
dependiente  de  la  misma  Empresa,  y  destinado  á 
poner  en  comunicación  el  comercio  de  Córdoba 
con  el  de  Santa  Fe  por  una  linea  interprovincial, 
se  halla  comprendido  en  ella  como  parte  consti- 
tutiva de  la  misma,  y,  por  lo  tanto,  dentro  de  la 
jurisdicción  nacional,  como  la  vía  principal,  y  que, 
sin  perjuicio  de  los  convenios  privados  que  pue- 
den existir  entre  la  misma  Empresa  y  las  otras 
que  realizan  el  mismo  tráfico  por  su  línea,  y  á 
las  cuales  no  exige  la  misma  compensación,  pue- 
de el  P.  E.  de  la  Nación,— velando  sólo  por  el 
interés  del  comercio   interprovincial,  y  en  cuanto» 
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le  corresponde  por  las  leyes  de  24  de  Noviembre 
de  1891  y  11  de  Octubre  de  1898,  que  para  la  rea- 
lización de  la  facultad  de  reglar  el  comercio  te- 
rrestre de  las  Provincias  entre  si  le  ha  encomen- 
dado el  H.  Congreso, — declarar  ese  pedazo  de  la 
via  del  F.  C.  C.  y  Rosario  libre  de  los  referidos 
derechos  ó  tarifas  de  tránsito  para  los  artículos 
de  la  Empresa  del  F.  C.  C.  P.  de  Santa  Fe,  con 
la  cual  tiene  también  obligación  de  combinar  sus 
servicios  de  transportes  en  las  condiciones  de  la 
ley  (arts.  22,  23,  24,  25,)  pues  de  otro  modo,  de- 
jando á  su  discreción  el  fijar  estos  gravámenes, 
se  establece  por  ella  un  régimen  restrictivo  ó 
prohibitivo  que  contraria  abiertamente  los  propó- 
sitos de  libertad  y  facilidad  para  el  intercambio 
comercial  de  dos  Provincias  limítrofes,  que  el  Go- 
bierno Federal  está  en  el  deber  de  hacer  efectiva 
y  hacer  observar  por  cualesquiera  personas,  cor- 
poraciones ó  autoridades; 

14.  Que  respecto  de  las  infracciones  á  la  ley  na- 
cional sobre  provisión  de  botiquines,  libros  de 
quejas  y  cercos,  y  á  las  excepciones  opuestas  por 
la  empresa  del  F.  C.  C.  y  Rosario,  escudada  en 
la  jurisdicción  provincial,  siendo  la  primera  cues- 
tión accesoria  de  la  segunda,  corresponde  exami- 
nar ésta  en  el  primer  término.  Sostenía  la  Em- 
presa en  su  nota  de  2  de  Junio  de  1896  que  el  F. 
C,  C.  y  Rosario  era,  en  realidad,  dos  empresas 
distintas  constituidas  por  dos  diferentes  Provin- 
cias,— las  de  Córdoba  y  Santa  Fe,— ninguna  de 
las  cuales  habia  concedido  una  linea  interprovin- 
cial: lo  que  contradicen  los  hechos  y  los  documen- 
tos originarios  de  concesión  de  las  secciones 
comprendidas  en  la  de  Santa  Fe  y  en  la  de  Cór- 
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doba: — lo  primero  porque  es  un  hecho  indudable 
que  las  dos  lineas  unidas  en  la  frontera,  como  se 
ha  demostrado,  constituyen  un  .tráfico  común  y 
un  verdadero  intercambio  interprovincial  no  sólo 
con  la  sección  de  la  frontera  al  Rosario,  sino  con 
el  ramal  á  Rafaela  y  con  el  F.  C.  P.  de  Santa 
Fe,  y  lo  segundo,  porque  en  la  ley  y  contrato 
de  concesión  de  la  referida  línea  otorgada  á  fa- 
vor de  don  Santiago  Temple,  promulgada  la  pri- 
mera en  2  de  Septiembre  de  1886  y  subscripto  el 
segundo  el  16  de  Diciembre  del  .  mismo  año,  se 
dice  textualmente: 

A)  En  la  ley,  art.  1«:  «Autorizase  al  P.  E.  para 
contratar  con  don  Santiago  Temple  la  construc- 
ción de  un  ferrocarril  qiue  una  esta  Provincia  con 

la  de  Córdoba^   bajo  las    bases 1*  Una  línea 

partirá  del  punto  de  la  frontera  Oeste  de  Santa 
Fe  en  donde  empalme  la  linea  que  viene  de  CóMo-  • 
ha  con  el  ramal  del  Feí^rocarrÜ  de  la  Provincia  que 
sale  de  «Las  Tunas»,  é  irá  hasta  la  Colonia  «Ra- 
faela»; 2*  otra  linea  que  partiendo  del  mismo 
punto  de  la  frontera  llegue  hasta  el  Rosario,  (Be- 
copilación  de  leyes^  decretos  y.  resoltudones  vigentes 
en  la  Provincia  de  Santa,  i^e,  2^  edición  1897,  pá- 
gina 753,  754). 

B)  En  el  contrato:  «Que  de  común  consenti- 
miento y  de  conformidad  á  la  ley  de  2  de  Sep- 
tiembre del  corriente  año,  sobre  construcción  de 
una  vía  férrea  que  una  esta  Provincia  á  la  de  Cór- 
doba^ han  convenido 1°  El   Gobierno   de  la 

Provincia  de  Santa  Fe  contrata  con  don  San- 
tiago Temple  la  construcción  de  un  ferrocaml 
que  una  esta  Provincia  á  la  de  Córdoba^  bajo  las 
bases,  etc. 


Digitized  by 


Google 


-    i67  - 

C)  En  la  ley  de  la  Provincia  de  Córdoba  de 
3  de  Noviembre  de  1885,  y  el  contrato  respexítivo 
de  la  concesión  otorgada  á  favor  del  mismo  se- 
ñor Temple,  para  la  construcción  de  un  fen^ocor- 
rril  que,  partiendo  de  esta  ciudad  (Córdoba)  llegue 
al  límite  de  la  Provincia  con  territorio  de  Santa 
Fe  para  combinarse  con  el  de  la  concesión  de  es- 
ta Provincia,  fComp.  de  L.  D.  y  Disp.  de  la  P. 
de  Córdoba,  tomo  12,  p.  277  y  t.  13,  p.  30). 

De  cuyos  textos  resulta  evidenciado  el  propó- 
sito de  constituir  una  verdadera  línea  interpro- 
vincial, por  la  unión  ó  empalme  con  la  que  viene 
de  Córdoba  hacia  la  frontera  de  Santa  Fe,  como 
se  ha  realizado  bajo  la  denominación  común  de 
«Córdoba  y  Rosario»,  sin  que  la  ausencia  de  de- 
claración del  Congreso  hasta  1891,  respecto  del 
carácter  nacional  de  esta  vía,  ni  la  falta  de  apli- 
cación á  la  misma  parte  del  P.  E.  hasta  el  citado 
decreto  de  30  de  Abril  de  1896,  hubieran  signifi- 
cado reconocer  en  momento  alguno  á  la  Provincia 
de  Santa  Fe  la  jurisdicción  que  hoy  se  empeña 
su  Gobierno  en  mantener  á  pesar  de  aquella  dis- 
posición; 

15.  Que  las  observaciones  del  señor  Adminis- 
trador del  F.  C.  C.  C.  y  C.  y  Rosario  de  fecha 
Junio  2  de  1896,  son  tan  insubsistentes  como  las 
anteriores,  porque: 

1°  Si  en  el  principio,  y  mientras  las  dos  lineas 
de  Córdoba  á  San  Francisco  y  de  la  frontera  de 
Santa  Fe  al  Rosario,  pudieron  ser  consideradas 
como  eminentemente  locales  por  hallarse  compren- 
didas dentro  de  los  territorios  de  las  respectivas 
Provincias  y  por  haber  sido  construidas  ó  auto- 
rizadas por  ellas,  han  dejado  de  tener  ese  carác- 
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ter 'desde  el  instante  de  su  anión,  empalme  ó 
combinación  para  constituir  un  tráfico  común  é 
interprovincial  bien  definido,  y,  por  lo  tanto,  ha 
dejado  de  regir  para  ellos  el  articulo  4®  de  la  Ley 
Nacional  de  24  de  Noviembre  de  1891,  para  entrar 
bajo  la  denominación  de  «nacionales»  que  da  el 
inciso  3*  del  art.  3*  á  los  ferrocarriles  que  comu- 
niquen una  Provincia  con  otra,  y  que  el  inciso 
12,  art.  67  de  la  C.  N.  comprende  en  las  palabras 
«comercio  de  las  Provincias  entre  si»; 

2^  En  lo  relativo  á  la  subsistencia  de  una  tri- 
ple jurisdicción  sobre  la  linea  del  F.  C.  C.  y  Ro- 
sario, es  decir,  la  de  Córdoba,  la  de  Santa  Fe  y 
la  de  la  Nación,  confirmada  ya  como  indiscutible 
por  la  continuidad  de  la  doctrina  y  la  jurispru- 
dencia sobre  ella,  tal  sugestión  no  puede  admitir- 
so  en  caso  alguno,  pues  basta  tener  en  cuenta  la 
'egla  elemental  de  nuestro  derecho  público,  según 
la  cual  las  facultades  del  Gobierno  Federal,— 
siendo  de  excepción  y  expresamente  conferidas 
sobre  muchas  materias  como  la  del  comercio  in- 
terprovincial,— son  excluyentes  de  las  de  cualquier 
otra  autoridad,  á  cuyo  efecto  la  Constitución  ha 
provisto  á  aquél  de  los  diversos  medios  para  ha- 
cer efectivos  sus  poderes  delegados; 

S^  Respecto  de  las  declaraciones  sobre  que  el 
decreto  de  30  de  Abril  de  1896  no  peijudica  A  las 
empresas  unidas  que  representa:  que  no  resiste 
las  órdenes  de  la  extinguida  Dirección  Grenoral 
de  FF.  ce.  NN.,  y  que,  si  los  resistia,  era  más 
como  un  deber  que  como  un  derecho,  mientras 
no  fuera  declarada  la  del  F.  C.  C.  y  Rosario  U- 
nea  nacional,  el  P.  E.  no  puede  ver  en  ellas  más 
que  una  forma  de  acatamiento  á  la  autoridad  na- 
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cional,  que  hasta  ahora  no  ha  llevado  á  la  prác- 
tica no  obstante  la  resolución  negativa  sobre  su 
reclamación; 

16.  Que  el  P.  E.  de  la  Nación  no  puede  aceptar 
las  explicaciones  del  de  la  Provincia  deSanta  Fe* 
en  su  nota  de  7  de  Febrero  del  corriente  año,  pri- 
mero porque  el  adoptar  éste  como  ley  provincial, 
la  nacional  de  24  de  Noviembre  de  1891,  y  en 
consecuencia  procurar  su  cumplimiento  por  los 
ferrocarriles  de  la  Provincia,  entre  los  cuales  cree 
se  halla  comprendido  el  C.  y  Rosario,  no  es  re- 
conocer la  jurisdicción  de  la  Nación  sobre  este 
ferrocarril,  pues  se  hace  efectiva  directamente  y 
por  sus  órganos  propios,  que  son  el  P.  E.  de  la 
Nación  y  sus  agentes  naturales  (art.  86,  incs.  1*", 
2^  y  4'\  y  art.  110)  entre  los  cuales  la  Constitu- 
ción Federal  coloca  á  los  señores  Gobernadores 
de  Provincia,  á  los  efectos  de  «hacer  cumplir  la 
Constitución  y  leyes  de  la  Nación»,  que  en  es- 
te caso  son  imperativas,  la  una  por  su  inciso 
12,  art.  67  y  correlativos  ya  citados,  y  las  otras 
por  las  sanciones  del  Congreso  de  24  de  Noviem- 
bre de  1891  (art.  S**,  inciso  3'^)  y  11  de  Octubre  de 
1898,  art.  15,  incs.  2°  á  5^; 

17.  Que  la  Constitución  y  las  le\'es  de  la  Na- 
ción que  en  su  consecuencia  se  dicten  por  el  Con- 
greso, son  la  ley  suprema  do  la  Nación,  y  las 
autoridades  de  cada  Provincia  están  obligadas  á 
conformarse  á  ella,  no  obstante  cualquiera  dispo- 
sición en  contrario  que  contengan  las  leyes  ó 
constituciones  provinciales,  siendo  bastante  para 
que  surtan  sus  efectos  que  sean  puestas  en  eje- 
cución por  autoridad  constitucional  competente, 
como  es  en  este  caso  el  P.  E.  de  la  Nación; 
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El  Presidente  de  la  República,  en  uso  de 
sus  atribuciones  constitucionales  y  en  cumplimien- 
to de  la  cláusula  12»,  art.  67,  C.  N.,  de  la  Ley 
Nacional  de  24  de  Noviembre  de  1891,  articulo  3®, 
inc.  3<>,  de  la  Ley  de  11  de  Octubre  de  1898,  art. 
15,  inc.  2",  3^  y  4**,  y  en  confirmación  del  decre- 
to de  3  de  Abril  de  1896, 

Decreta  : 

Art.  P  Declárase  comprendida  bajo  la  jurisdic- 
ción de  la  Nación,  según  los  términos  del  inciso 
30,  art.  3«  de  la  Ley  Nacional  2873  de  24  de  No- 
viembre de  1891,  la  línea  denominada  F.  C.  C.  y 
Rosario. 

Art.  2<^  Apliqúese  á  la  Administración  del  mis- 
mo ferrocarril,  por  las  infracciones  cometidas  con- 
tra la  misma  ley,  y  de  que  instruye  el  Exp.  5235 
F,  la  multa  de  ($  20  m/u)  veinte  pesos  moneda 
nacional. 

Art.  3"^  Prohíbese  á  la  Empresa  del  F.  C.  C.  y 
Rosario  el  seguir  cobrando  las  tarifas  terminales 
en  la  estación  San  Francisco,  denunciadas  y  de- 
claradas por  ella  en  su  comunicación  de  4  de  Sep- 
tiembre de  1899,  mientras  no  proceda  con  arreglo 
á  la  ley  de  la  materia. 

Art.  4<>  Comuniqúese,  á  los  Excmos.  Gobiernos 
de  las  Provincias  de  Córdoba  y  Santa  Fe  y  de- 
más autoridades  á  quienes  corresponda,  publique- 
se  é  insértese  en  el  R.  N. 
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EL  FERROCARRIL  CENTRAL  ARGENTINO  CONTRA  LA 
PROVINCIA  DE  SANTA  FE,  SOBRE  REI^ETICIÓN 
DE  PAGO   INDEBIDO. 


Fallo  de   la  Corte   Sux>rema  de  Justicia  Nacional 

%ii7iiario—E\  Congreso  tiene,  por  el  inciso  16 
del  artículo  G7  de  la  Constitución,  la  facultad  de 
eximir  á  una  empresa  de  ferrocarril  de  todo  im- 
puesto, tanto  nacional  como  provincial,  por  un 
tiempo  determinado;  y  por  consiguiente  la  pro- 
vincia que,  en  contra  de  esa  concesión,  haya  co- 
brado impuestos  á  la  empresa  está  en  la  obliga- 
ción de  restituir  su  importe. 


Caso— Don  Julián  Nogueras,  por  el  Ferrocarril, 
se  presentó  ante  la  Suprema  Corte  diciendo:  que 
entabla  demanda  contra  la  provincia  de  Santa 
Fe  por  repetición  de  la  suma  de  38.350  pesos  mo- 
neda nacional,  cobrada  á  la  empresa  en  calidad 
de  contribución  directa  por  las  propiedades  y  de- 
pendencias de  la  misma. 

Expuso:  que  por  ley  de  '23  de  Mayo  de  1863 
se  aprobó  el  contrato  celebrado  en  16  de  Marzo 
del  mismo  año   para   la  construcción  del   Ferro- 
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carril  Central  Argentino,  en  cuyo  artículo  4**  86 
declaró  libre  de  toda  contribución  ó  impuesto  la 
propiedad  del  Ferrocarril  y  sus  dependencias. 

Que  no  obstante  esta  disposición  terminante,  la 
Provincia  de  Santa  Fe,  ha  hecho  efectivo  contra 
la  empresa  el  cobro  de  contribuciones  á  contar 
desde  cinco  años  atrás,  rechazando  la  protesta  que 
formuló  el  gerente  cuando  se  le  pasaron  los  bo- 
letos de  avaluación  de  los  terrenos  y  propiedades 
que  ocupan  y  constituyen  la  vía,  estaciones  y  de- 
pendencias del  ferrocarril. 

Que  en  mérito  de  la  citada  ley,  dictada  con  los 
propósitos  y  atribuciones  determinados  en  los  in- 
cisos 12  y  16,  artículo  67  de  la  Constitución  Na- 
cional, reclamó  al  Gobierno,  sin  que  haya  sido 
atendido  en  su  justo  pedido  de  exoneración  de 
ese  impuesto,  por  lo  que  ha  tenido  que  abonar 
una  parte  de  lo  que  se  le  cobra,  salvando  su  de- 
recho para  ocurrir  ante  V.  E.  en  demanda  de 
justicia. 

Que  se  trata  de  una  empresa  ferroviaria  inter- 
provincial, que  al  introducir  al  país  cl  gran  ca- 
pital que  ella  representa,  contrató  con  el  Poder 
Ejecutivo  las  condiciones  de  recíproca  ventaja  de 
esa  obra,  acordándosele  la  exensión  antes  referida. 
Que  ese  contrato  fué  comunicado  á  las  provincias 
á  quienes  afectaba,  que  lo  aceptaron  y  aprobaron 
con  júbilo  y  entusiasmo,  entre  ellas  la  de  Santa 
Fe,  que  ahora,  haciendo  una  distinción  caprichosa 
pretende,  después  de  más  de  30  años,  que  la  em- 
presa sólo  está  exenta  de  los  impuestos  naciona- 
les pero  no  de  los  provinciales. 

Que  los  feirocarriles  de  un  servicio  común  á 
diversas  provincias  son  de   exclusiva  jurisdicción 
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^MuAonal,  como  lo«  teAégrmfoa  y  xEorréoa,  «■  3ae 
«que  ona  wtáOf^éBíá  prvrindal  no  puede  eíereei* 
actos  soberanos  y  pro|MOS, .  por  tsaanto  enea  l^o- 
'▼ineia  «e  •eoasidamcia  con  igHxú  Caracho  pam  «(lio, 
baoMndo  jwi  ^»oria  la  exendón  acordada  |»or  «1 
^Qíbienipo  giteoeral. 

Que  la  pretensíén  4e  Santa  Fe  pueden  tenetSa 
^etpiíés  otras  provincias,  lo  q^ne  traerla  el  alala- 
mlento  do  ^jMlales  ¡teaidos  al  país  bajo  la  fe  que 
mereoen  ko»  «o^trialos. 

Qae  lofii  fanéamentos  del  ^<^lerno  de  Santa  FC' 
Teposan  en  una  rteta  del  fiscal  de  esta  Provincia, 
^uien  sogtieiie  qí»  la  ley  invoca4a  por  la  empresa 
sólo  puede  referirse  á  las  contribuciones  nacio- 
nales, sin  afectar  en  nada  á  las  provinciales,  que 
ae  rigen  por  las  leyes  de  sus  respectivos  estados, 
a«l(imomos  é  independientes  en  su  régimen  admi- 
nistrativo; y  que  en  un  fallo  de  la  Suprema  Corte 
«e  ha  resuelto  que  el  ferrocarril  no  está  exonerado 
4el  pago  de  contribución  directa. 

Que  á  lo  primero  se  ha  contestado:  a)  que  ia 
lé  de  la  Nación  se  encuentra  comprometida  en 
mn  contrato,  convertido  en  ley,  que  obliga  á  toda 
la  República,  y  la  cual  establece  claramente  la 
exensión  del  impuestos;  b)  que  si  bien  la  Nación 
«o  pwjde  legislar  en  nMuteria  no  delegada;  menos 
pneden  hacerlo  las  provincias,  tratándose  de  ma- 
ierías  de  ex^nsiva  jurisdicción  nacional,  como  lo 
«s  el  Ferrocarril  Central  Argentino;  c)  que  el 
decreto  de  15  de  Abril  de  1855,  origen  legal  de 
4idho  ferrocarril,  estableció  eh  propósito  de  hacer 
"de  él  una  via  internacional,  aspiración  que  se 
redujo  por  ley  de  30  de  Junio  de  1855,  á  la  single 
federalización  de  todo  el  trayecto  y  demás  extirc- 

j.  T.  Go\zu,ra  'Debatea  Con»titttcionaU/t  -  Tovao  lí.         VZ 
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midades;  d)  que  en  último  término,  la  Nacióa 
tendría  que  hacer  el  pago  de  los  impuestos,  la 
que  seria  monstruoso. 

Que  k  lo  segundo  se  respondió  que  el  fallo  re- 
cordado de  V.  E.,  no  resolvió  la  cuestión  que  se 
debate;  en  él  no  se  trataba  del  ferrocarril,  sino 
de  la  Compañía  de  Tierras;  rio  se  referia  ¿  la 
exensión  establecida  éa  el  articulo  4<*,  sino  á  la 
legua  de  tierra  donada  á  cada  lado  de  la  linea, 
á  dicha  compañia.  Que,  además  en  ese  fallo  se 
estableció  claramente  que  la  exensión  sólo  se  re- 
fiere á  todo  aquello  que  constituye  el  ferrocarril 
y  sus  dependencias,  como  resulta  claramente  de 
los  considerandos  1«%   3<*  y  5<*. 

Que  respecto  de  ese  fundamento,  aducido  por 
el  fiscal,  se  recordó  también  una  resolución  ante- 
rior del  gobierno  de  Santa  Fe,  de  24  de  Agosto- 
de  1876,  que  aceptaba  las  concluisiones  del  ñscal 
doctor  de  la  Torre,  según  el  cual  la  empresa  del 
ferrocarril  estaba  exenta  del  impuesto,  en  virtud 
del  articulo  4<»  recordado. 

Que  el  actual  fiscal  no  ha  levantado  ninguna 
de  estas  razones,  en  su  dictamen,  aconsejando  se 
insistiera  en  el  cobro  del  impuesto,  en  el  que,^ 
sin  embargo,  invoca  el  considerando  6<>  del  ci- 
tado fallo  de  V.  E.,  sin  tener  en  cuenta  que  este 
se  limita  á  resolver  sobre  tierras  ó  propiedades 
raices,  con  los  que  pretende  confuBdir  el  servicio- 
interprovincial  del  ferrocarril. 

Después  de  citar  los  antecedentes  del  ferrocarril 
que  se  encuentran  en  la  Memoria  del  Ministerio- 
del  Interior  correspondiente  á  1863,  y  las  contes- 
taciones de  los  gobiernos  de  Provincia  respecto 
de  esa  obra,  dice   que  ellos  comprueban  hasta  la. 
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evidencia  que  el  Gobierno  de  la  Nación,  en  uso 
de  las  atribuciones  conferidas  á  uno  de  sus  po- 
deres para  reglar  el  comercio  in terpr o vincial  (ar- 
ticulo 67,.  inciso  12,  Constitución  Nacional)  y  para 
proveer  á  la  prosperidad  del  país  y  al  adelanto 
y  bienestar  de  las  provincias  promovió  lá  cons- 
trucción del  ferrocarril  por  una  ley  protectora, 
dictada  de  acuerdo  con  el  articulo  67,  inciso  16^ 
de  la  Constitución. 

Cita  luego  unas  palabras  del  doctor  Alberdi 
sobre  protección  á  las  empresas  de  ferrocarriles, 
y  dice  que  dados  los  propósitos  y  fines  de  éstos, 
su  sometimiento  exclusivo  á  la  jurisdicción  na- 
cional no  puede  sostenerse  que  el  Congreso  no 
usara  de  atribuciones  constitucionales  y  precisas 
de  acordar  la  exensión  de  que  se  trata.  Que  el 
Gobierno  de  Santa  Fe  no  ha  querido  fijarse  en  los 
artículos  31  y  67  (incisos  12  y  16)  de  la  Consti- 
tución, y  artículos  1,  2,  3  y  4  de  la  ley  de  ferro- 
carriles, y  se  ha  atenido  á  la  doctrina  meramente 
personal  del  fiscal  de  Estado. 

Que  del  principio  consagrado  por  la  Constitu- 
ción, en  su  artículo  31,  respecto  de  la  suprema- 
cía de  las  leyes,  los  comentarios  norteamericanos 
deducen  los  siguientes   corolarios: 

V  Que  el   poder  para  crear   implica  el  poder 

para  amparar  ó  conservar. 
2°  Que  el  poder  para  destruir,  si  se  ejerce 
por  una  mano  diferente,  es  hostil  é  incom- 
patible con  los  poderes  para  crear  y  con- 
servar. 
3**  Que  cuando  media  esta  repugnancia  {this 
reptigTiany  exists)  la  autoridad  que  es  supre- 
ma debe  prevalecer  y  no  ceder  ante  aquella 
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sobre  ta  cual  ella  tiene  el  cat&cter  de  su- 
prema. 
Que  9egúni  la  fftrmnla  de  lr>8  tnstadistas  ncn^i^ 
amaric^pos,  los  estados  tienen  feetAtad  eottoti- 
|T0q|e  de  legislación  y  por  consiguiewte  de  impí^ 
eicíón,  «on  el  gobierno  federal,  menos  cfaando  la 
facultad  acordada  h  la  Nación  es  prohibida  expide- 
i^ipente  á  las  provincias,  como  la  de  legislar  s^bWi 
comercio  interior  ó  exterior,  ó  cttand'o  por  la  m^- 
turaleza  de  la  facultad  y  objetos  sobre  que  recaei 
habría  natural  repugnancia  entre  él  ejercicio  ÍM 
poder  nacional  y  el  poder  provincial,  como  suceda 
evidentemente  en  el  presente  caso. 

Con  respecto  á  la  tesis  que  sostiene,  invoca  la 
opinión  de  Pomeroy  {Constitucional  Law^  par.  297) 
y  Marshall  en  el  caso  de  Mac-Culloch  contra  <il 
Estado  de  Mariland  (Wheaton's  Iteports^  tomo  4, 
páginas  316,  425  y  433),  y  los  fallos  de  la  Supre- 
ma Corte  Nacional  que  se  registran  en  la  serie  1?», 
tomo  2,  página  318,  y  tomo  9,  página  344,  en  lOí^ 
que  se  resolvió  un  caso  análogo  al  presente,  s^. 
desconoció  á  las  provincias  la  facultad  que  hoy 
pretende  la  de  Santa  Fe. 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  el  Dr.  Remigio 
Molinas  en  representación  de  la  Provincia,  pidió 
se  absuelva  á  ésta  de  la  demanda,  con  costas. 

Dijo:  Que  prescindiendo  del  ropaje  literario  con 
que  se  presenta  la  demanda,  el  punto  á  resolver 
queda  reducido  á  dos  proposiciones:  1*  ¿Puede 
el  gobierno  general  exQuerjiír  á  cualquier  empresa 
particular  del  pago  de  impuestos  ó  contribucio- 
nes provinciales?  2*  ¿El  Ferrocarril  Oentral  Ar- 
gentino es  propiedad  nacional  ó  una  sociedad 
anónima  de  propiedad  j)articular? 
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Qas  s%gvat  la  €^mstót«elóh  N««i<^iiaJt  y  l9«  4^- 
tfíMas  CT{m08i$0  por  Himj^lKN»,  «a  indüítd^le  %ii^ 

en  toám  et  fistado^  irái  y^vjuMCifi^  4e  lo  que^  i  ftir  ¥«%«. 
y  «n  su  pMf  ia  eoberasktfti  ca,^  PmvÍBci&  piM^de 
sancionar;  de  manera  que  asi  como  la  Kacióü 
pmtá»  esink  de.  em^  t$Á»«ak$  C9«tnbiM?ion€iSf  mn 
séio  l«B  ptaviwóa»  las  ^u«  tfkMMn  faculli|ál  p^f^ 
dMogar  )$s  qttft  ftttttft  ilap«n«». 

Qip»  la  rapiéai  f^aáummím\  ^  doade  nace  Ia 
fjMiHwé  ás»  knpénevt  ileiftili»i||r«f  qn^  el  po4^  ge- 
n^rnl  cmco»  áñ  etta  pMra  si^imr  los  impoi^e^tofi 
pratvinctelMt. 

Que  si  el  Coi^ipfM»  tsvo  faf)ikUifcd  pi^a  eximir  4e 
in^DMÉo»  mi  FervMarBü  €«alra4  AirgenitiiMi)  ii^e 
UNttlrite  te  de  »»prim)v  l^d*9  Im  via^tas  de  I04 
e0la4os^  i^ve  sim  nee^^Muría»  para  m  ezi^ten^ 
como  tales. 

41tte  «I  aitlkMia  ai  ée  lá  CMtolitfieióil  no  tiec»e 
el  aleance  ni  eoAiiveiMki  to^a  %iie  aqi»el|aa  leyea 
da^grminadaa  e!Lpr^mmtíi»W>  címiíiq  4e  po«n{N^neia 
del  Congreao. 

Que  las  limilaeknies  impwfslaa  á  la»  pfOTinclas 
eaMn  eséaliénádn»  «n  loa  artkfiloa  M)8  y  lOd  4e 
la  Üonalittteián,  cutre  laa  qt»  na  se  encuentra  la 
de  cobrar  contribación  directa  ¿  una  empresa  piMF- 
timliirr  0x«i>erada  áe  i«)p«ie«loft  por  «na  ley  del 
OMigrMo  «Ti  la  %«e  ae  gttarda  süencio  feapec^ 
-cid  taa  prin^hicialeflu 

Qae  na  «e  :ha  úenmBi^rmá»  ea  la  daiiM4a  la  fa- 
eaAlad  éel  €ímgpmo>  pava  svpnüir  ó  eximir  4^ 
impttealoi  provinetolea^  ni  atanaa  que  la  DftocUtad 
de  imponer  importe  1%  de  exeocáón  q«e  se  pre- 
tcitdii 
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Que  siendo  evidente  que  el  Coh^reao"  no  puede 
eximir  de  tales  contribuciones,  es  claro  que  la  ley 
invocada  por  el  Ferrocarril  Centrkl  Argentina,  sólo 
se  refiere  á  los  de  origen  nacional,  y  que  es  per- 
mitida la  distinción  hecha  por  el  gobierno  de 
Santa  Fe.  • 

Que  el  Ferrocarril  Central  Argentino  no  es  de 
propiedad  de  la  Nación,  de  manera  que  no  es 
ésta  la  que  debe  abonar  el  impuesto"  Que  "dicha 
empresa  es  propiedad  particular,  si  bien  sometida 
á  la  jurisdicción  nacional,  pero  de  una'  manera 
limitada,  por  razón  de  la  concesión,  en  la  parte 
administrativa,  pues  en  lo  demás  está  sujeta  á  las 
leyes  de  la  Provincia  que  atraviesa.  * 

Que  del  hecho  de   recorrer  tres   provincias,  iv> ' 
se  deduce    que  el    territorio    quede   federalizado^- 
sobre  todo  cuando  se  trata  de   una  línea  de  pro- 
piedad particular. 

Qae  la  jurisdicción  que  el  Gobierno  Nacional 
tiene  sobre  el  Ferrocarril  Central  Argentino,  nada 
tiene  que  ver  con  la  propiedad  del  mismo,  pues 
ello  importa  confundir  ambos  conceptos.       •   ' 

Que  las  relaciones  entre  la  empresa  y  los  par- 
ticulares se  rigen  por  el  derecho  común,  salvo 
los  casos  de  fuero  federal  por  razón  de  las^  per- 
sonas. 

Que  la  ley  de  1855  no  ha  tenido  efecto,  y  no 
hay  en  la  Constitución  cláusula  alguna  por  la  cual 
baste  á  federalizar  un  territorio,  el  hecho  de  que 
un  ferrocarril  atraviese  dos  provincias.  Que  lo  con- 
trario se  demuestra  por  la  circunstancia  de  estar 
sometidas  á  la  jurisdicción  común  en  sus  contra- 
tos de  transportes. 

Que,  en  consecuencia,    el   Congreso  no    puede 
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•eximir  de  impuestos  provinciales,  ni  está  exento 
de  ellos  el  Ferrocarril  Central  Argentino,  que  es 
de  propiedad  privada  y  no  de  la  Nación. 

FaUo  de  la  Suprema  Corte, — Buenos  Aires,  Julia 
S  de  1897.— Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Fe- 
rrocarril Central  Argentino,  contra  la  Provincia 
de  Santa   Fe,  de  lo  que  resulta: 

Que  la  citada  empresa  demanda  á  dicha  Pro- 
vincia, por  cobro  de  la  cantidad  de  treinta  y  ocho 
mil  trescientos  cincuenta  pesos,  que  ha  abonado 
por  impuestos  de  contribución  directa,  sosteniendo 
que  por  la  ley  nacional  de  veintitrés  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  se  halla  exenta  de 
toda  contribución  ó  impuesto  nacional  ó  provincial, 
la  propiedad  del  ferrocarril  y  sus  dependencias. 

La  Provincia  de  Santa  Fe,  contestando  la  de- 
manda, por  intermedio  del  doctor  Remigio  Moli- 
nas,  alega  que  el  Congreso  no  tiene  facultad  para 
exonerar  de  impuestos  provinciales  á  las  empre- 
sas de  carácter  particular,  como  lo  es  el  de  la 
actora;  que  no  siendo  ésta  de  propiedad  de  la 
Nación  no  puede  estar  eximida  del  pago  de  las 
contribuciones  impuestas  por  las  provincias  en 
uso  de  la  soberanía  y  que,  por  tanto,  aunque  la 
excusión  esté  concebida  en  términos  generales, 
debe  entenderse  que  no  se  refiere  sino  á  impues- 
tos nacionales,  ó  sea,  á  los  únicos  á  que  alcancen 
las  facultades  del   Congreso. 

Y  considerando:  Que  la  cuestión  que  está  so- 
metida al  fallo  de  esta  Suprema  Corte  se  reduce 
Á  establecer  si  el  Congreso  de  la  Nación  tiene  ó 
nó  la  facultad  de  eximir  del  pago  de  impuestos 
creados  por  las  provincias,  á  los  ferrocarriles  cuya 
construcción  él  autorice. 
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Foffa  deeidiv,  4  eátín  maptgít»^  ki  lÉMa  qué  m^ 
piva  ]ft8  faenUanáes  áki  go^üée»»  fíeédrai  de  k>» 
derechos  privatíítoB  do  la«  pvotíkíWv  e«  üid^mi^ 
subkf  esiwdittr  hu  imlikiralénA  míiara  y  lai  «sÉrueMni 
df '  las  ínstUvMlmMe»  mrgmMimm* 

St  bien  es  ciorto'  que'  bemo»  adioplado'  mb:  go^ 
bierno  qtie  encontsamo»  ñonesonanAo,.  euyos  pte 
cedientes  y  ciiyH  jwris^nsAeBcift  deben  smrvivmis^ 
de*  ffi^dek>,  tattibjénl  Iw  e»  ^que  ca  iadi»  lo  qae  em* 
prosamente  nos  ke«io«  separadi»  ée  «qnélv  trae»- 
Ctwi  hist}ltfelon»9  s«m  (HrigiaiiiBw  y  t»o  tíene»  méMi^ 
ppecedetifef^  y  jtsris|»v«d«m<m  qae  loe  q«e  emim^ 
bletcftn  eir  rmewtrtm  pr6|»i«s  Ifünmales. 

ISt  pvcüí^  sometica  li<iy  a*  Adíe  ée  la  auproiüar 
Corte',  «9  precis«inM»te  ime  de  estto». 

Én  la  Co««tli;«&ién  navteamericflna.  ne  exiale 
nitigtHia  preseripciéeí  anAk>ge  á  la;  qpie  eMuigne  el 
inc!í«o  diez  y  b^9'  del  aifUervie  seeenlii  y  sMe  de 
la  €o«8ti€acién  NacíeiMl-. 
'Por  esa  dispostoió»  el*  Cewgreao  nene  el  deb^r 
de  proveer  lo  eoxiduceftte  »  I»  proeperiAad  del 
país,  al  aíielaiyto^  y  al  blenesiMr  és  todae  laepBe* 

ytnciftSF promeiriewdo   1*   miiatniegién.  de  i»*- 

rrocarvf les por  leyeiF  fvotecttnw  día  esto»  fine» 

y  por  concesiones  temporalies  de  p^vitegies^  y  éf 
recotiypensas  de  estlntelo-. 

ha  CotistKMieidif  al  fen^ner  este  M^r  $á  Coer- 
greso,  y  al  acordarle  la  fmMaá  ^  ktem  eottce»^ 
sionea  y  reoompeffsaa^  He  Im^  estableeiée  mes  ^- 
mittaclén  que  Ha  de  que  ellas  mmi  <terafi«vales^  pea» 
nadn  ha  dleho  respecto^  de  kt  imtattéewm  é  deft 
carácter  de  esas  eencefléones.  Bn  euaeifeo  i.  la  mm^ 
p(m^éuá  de  ia  esenaién,  el  eme  Évkhjuákm  \m 
contiene. 
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Si,  pues,  para  los  fines  de  gobierno,  de  poli- 
tica,  de  reglamentación  del  comercio  interproyin- 
cial,  ó  simplemente  como  medio  de  estimulo  para 
promover  la  construcción  de  un  ferrocarril,  el 
Congreso  cree  conveniente  acordar  el  privilegio 
de  la  exención  del  pago  de  impuestos  locales,  esta 
disposición  será  perfectamente  constitucional^  por- 
que ella  no  importará  sino  el  ejercicio  de  una 
facalj^  del  Congreso,  ^uj/^  leyes  priman  sobre 
cualquiera  disposición  contraria  que  pudieran  con- 
tener las  constituciones  ó  leyes  de  la  Provincia. 
Resolver  lo  contrarío  seria  reconocer  en  los  go- 
biernos de  Provincia  la,  facultad  de  anular  ó  en* 
torpecer  los  efectos  de  la  legislación  del  Congreso,, 
en  cuanto  ella  se  dir^iese  á  los  olijetos  previstos 
en  el  inciso  diez  y  seis  del  articulo  sesenta  y  siete. 

Las  provincias,  haciendo  uso  de  la  facultad  de 
imponer,  podrían  llegar  en  sus  contribuciones,  á 
hacer  imposible  la  realiaaeión  de  las  concesiones 
'  y  privilegios  qite  el  Congreso  acordase,  destru* 
3^endo  asi  uno  de  los  má»  primordiales  propósitos 
del  pueblo  ai^ntino,  al  limitar  en  aquellas  ciertas 
prerrogativas  autónomas  que  pertenecen  á  los  es- 
tados en  las  conÜBderaclones  ó  federaciones  puras, 
pero  que  en  la,  unión  argentina  han  sido  dadas 
á  la  N»ción  por  prescrípeión  expresa  de  la  Cons- 
titoBión. 

Si  se  estudiim  los  tónnines  d£l  inciso  di^  y 
seis  del  articulo  sesenta  y  siete,  se  verá  que  la 
Constitución  encarga  al  gobernó  general  proino- 

ver  todo  k)  concerniente al  adelanto  y  al  bie»* 

estar  de  todas  las  provincias. 

£se  eiicargo  está  dado  á  la  Nación  porqoeMtts- 
tros  constituyentes  comprendieron  que  tratándoae 


Digitized  by 


Google 


—     I82 

de  un  pais  con  tan  vasta  extensión  territorial,  los 
elementos  aislados  de  cada  Provincia,  no  podían 
bastar  al  desarrollo  de  sus  propias  riquezas  y 
quisieron  que  fuera  la  Nación  la  que,  por  medio 
de  estímulos  á  la  indusiria,  á  la  inmigración,  á  la 
construcción  de  ferrocarriles  v  canales,  á  la  in- 
troducción  de  capitales  extranjeros,  etc.,  etc., 
fomentase  el  desarrollo  de  la  riqueza  y  del  pro- 
greso de  todas  las  provincias,  sin  perjuicio  de  las 
facultades  concurrentes  que  á  ellas  reconoce  el 
articulo  ciento  siete  de  la  Constitución. 

Como  elementos  eficaces  á  estos  altos  propósi- 
tos nacionales,  la  Constitución  dio  al  Congreso 
el  derecho  de  dictar  leyesprotectoras  de  estos  fines 
y  el  de  hacer  concesiones  temporales  de  privile- 
gios y  recompensas  de  estimulo. 

En  el  caso  ocurrente,  se  trata  de  una  ley  de 
privilegio.  La  Nación  ha  exonerado  del  pago  de 
toda  clase  de  impuestos  y  gabelas  al  ferrocarril 
recurrente.  Al  conceder  este  privilegio,  el  Con- 
greso ha  puesto  en  ejercicio  una  facultad  propia 
que  no  pueden  limitar  ni  la  Constitución  ni  las 
leyes  provinciales.  El  Congreso  no  ha  prohibido, 
ni  podrá  hacerlo,  que  la  Provincia  de  Santa  Fe, 
cree  y  cobre  los  impuestos  que  con  arreglo  á  sus 
propias  instituciones,  pueda  cobrar  y  percibir.  Lo 
único  que  ha  hecho  la  ley  nacional  ha  sido  excluir 
del  pago  de  todo  impuesto  al  ferrocarril  recurren- 
te, porque  esta  exclusión  es  uno  de  los  privile- 
gios que  tiene  la  facultad  de  acordar  la  Nación 
para  promover   la   construcción    de  ferrocarriles. 

Y  dados  los  términos  generales  de  la  ley  de 
exensión,  debe  necesariamente  reconocerse  que 
en  ella  están  comprendidos    tanto  los    impuestos 
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que  creare  la  Nación  como  los  que  estableciesen 
las  provincias,  con  tanta  más  razón  cuanto  que 
el  Ferrocarril  Central  Argentino,  en  su  origen  go- 
zaba de  una  garantía  acordada    por  la  Nación. 

Conferida  al  Congreso  Nacional  la  facultad  de 
acordar  los  privilegios  y  estímulos  que  consi)iere 
convenientes,  á  los  fines  del  inciso  diez  y  seis  del 
articulo  sesenta  y  siete,  sin  limitar  taxativamente 
el  alcance  de  esa  facultad  y  conferida  también  la 
de  redactar  todas  las  leyes  y  reglamentos  conve- 
nientes para  poner  en  ejercicio  los  poderes  acor- 
dados, ella  debe  entenderse  comprendida  en  la 
ilimitación  de  los  medios  á  emplearse  para  el  ejer- 
cicio de  estos  poderes  federales,  superiores  siem- 
pre á  la  acción  de  las  legislaciones  locales,  y  que 
forman  parte  de  la  instrumentalidad  del  gobierno 
mismo,  en  que  la  Nación  provee  al  bienestar,  pro- 
greso y  prosperidad  de  todas  las  provincias. 

En  mérito  de  estas  consideraciones,  resulta  que 
el  pago  efectuado  por  el  Ferrocarril  Central  Ar- 
gentino, es  contrario  á  la  ley  nacional  invocada 
en  la  demanda,  y  por  tanto,  el  actor  tiene  derecho 
á  repetir  las  cantidades  indebidamente  pagadas. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  por  los  artículos  treinta  y  uno  y  sesenta 
y  siete,  inciso  veintiocho  de  la  Constitución  Na- 
cional, y  jurisprudencia  de  esta  Suprema  Corte 
en  casos  análogos,  se  hace  lugar  á  la  demanda 
de  fs.  8,  condenándose  á  la  Provincia  demandada 
al  pago  de  la  cantidad  reclamada  y  sus  intereses, 
dentro  del  término  de  diez  días.  Notifíquese  con  el 
original,  y  repuestos  los  sellos,  archívese.— 5ew- 
jamín  Paz^  Luis  V.  Várela,  Abel  Bazan,  Octavio 
Bunge,  Jtian  E.  Torrent. 
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POLICÍA   SANITARIA   ANIMAL 

Modificaciones  al  prof/ecto  del  P.  E. 

Articulo  1<>.— -Desde  la  promulgación  de  la  pre- 
sente ley,  d  gobierno  de  la  nación  queda  autori- 
zado para  tomar  á  su  cargo,  por  intermedio  del 
ministerio  de  agricultura,  la  defensa  del  comercio 
exterior  é  interprovincial  de  ganados  en  toda  la 
República,  contra  la  invasión  de  enfermedades 
contagiosas,  y  para  proveer  á  la  extinción  com« 
pleta  de  las  epizootias  existentes  en  su  territorio, 
por  los  medios  y  en  las  circunstancias  que  á  con- 
tinuación se  expresan. 

Art.  2<^.— Los  gobiernos  de  las  provincias,  tanto 
en  su  carácter  de  agentes  naturales  del  gobi«i»io 
federal  para  hacer  cumplir  la  constitución  y  leyes 
de  la  nación,  como  en  el  ejercicio  de  su  jurisdic- 
ción propia, serán  invitados  á  cooperar  á  la  entera 
eficacia  de  esta  ley,  y  á  la  de  cada  una  de  las 
medidas  que  en  su  ejecución  dicte  la  autoridad 
nacional. 

Art.  3**.— Cuando  para  la  mayor  eficacia  de  la 
cooperación  que  deben  prestar  los  gobiernos  de 
provincia  á  los  fines  de  esta  ley  fuese  conveniente 
dotar  ó  completar  sus  dotaciones  de  elementos  y 
útiles  para    la    defensa   sanitaria    interna  de  sus 
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ganados,  el  poder  ejecutivo  los  proveerá  de  ellos, 
según  sus  necesidades  más  urgentes  é  indispensa- 
bles, previas  las  comprobaciones  y  seguridades 
del  caso. 

Art.  4".— Cuando  el  ministro  de  agricultura  tu- 
viere conocimiento  de  que  una  ó  más  provincias^ 
en  cuyo  territorio  se  hubiese  manifestado  alguna 
de  las  enfermedades  susceptibles  de  transmitirse 
á  los  ganados  de  otra,  y  sus  autoridades  hubieran 
dictado  leyes,  decretos  ú  otras  disposiciones  reía 
tivas  á  la  extinción  de  las  referidas  enfermedades, 
y  esos  actos  fuesen  concurrentes  con  los  planes, 
métodos  ó  procedimientos  adoptados  por  la  auto- 
ridad nacional,  deberá  utilizarlos  por  medio  de 
los  propios  empleados  locales,  sin  compensación 
alguna  por  parte  de  la  nación. 

Art.  b''. — El  poder  ejecutivo  de  la  nación  podrá 
valerse  del  personal  propio  que  crea  necesario 
para  los  fines  de  esta  ley,  á  cuyo  efecto  lo  reves- 
tirá del  poder  que  la  gravedad  de  las  circuns- 
tancias requiera,  en  los  siguientes  casos: 

1°.  Cuando  el  gobierno  de  la  provincia  en 
cuyos  ganados  hubiere  aparecido  la  enfermedad— 
y  ésta  fuese  susceptible,  á  juicio  del  ministerio 
de  agricultura,  de  comunicarse  á  los  de  otra  ú  otras 
provincias,— no  hubiese  adoptado  medidas  sufi- 
cientes para  prevenir  ó  destruir  la  enfermedad,  ó 
dichas  medidas  fuesen  insuficientes  para  impedir 
el  contagio  ó  la  extinción  rápida  de  la  misma. 

2<*.  Cuando  el  gobierno  de  la  provincia  decla- 
rase al  de  la  nación  la  imposibilidad  de  proveer 
con  la  debida  efic^icia  á  la  desaparición  del  peligro 
inminente  ó  existente. 

3**.     Cuando  las  autoridades    locales,    invitadas 
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íl  cooperar  á  los  medios  ó  acción  puestos  en  prác- 
tica por  las  de  la  nación,  para  impedir  ó  destruir 
la  propagación  del  contagio  á  otra  provincia  ó  á 
un  territorio  de  jurisdicción  federal,  se  negasen  á 
cooperar,  ó  se  opusiesen  al  cumplimiento  de  las 
medidas  que  dictase  la  autoridad  nacional. 

49.  Caando  las  leyes,  íeg'lameiitos  y  demás 
disposiciones  sanitarias  que  hubiere  dictado  el  go- 
bierno provincial,  contrariasen  loa  'planes,  métodos 
ó  procedimientos  uniformes  que  la  autoridad  nacio- 
nal hubiese  adoptado  para  combatir  el  mal  con 
toda  la  eficacia  que  su  gravedad  exija. 

Art.  6®.— El  ministerio  de  agricultura  estudiará 
las  leyes,  decretos  y  demás  disposiciones  que  sobre 
protección  del  comercio  de  ganados  hubieran  dic- 
tado las  autoridades  provinciales  y  municipales 
de  toda  la  República,  y  procurará  obtener  de  ellas, 
en  uso  de  las  atribuciones  y  para  los  objetos  que 
le  encomienda  la  «ley  de  organización  de  los 
ministerios  nacionales»,  de  11  de  octubre  de  1898, 
que  las  leyes,  decretos,  ordenanzas  y  demás  dis- 
posiciones sanitarias  del  género  de  que  se  ocupa 
esta  ley,  establezcan  una  acción  uniforme  ó  com- 
binada en  toda  la  República,  y  sin  que  en  ningún 
caso  puedan  crearse  preferencias  perjudiciales  al 
comercio  de  ninguna  localidad  ó  puerto,  respecto 
de  otras. 

Art.  7*».— Las  enfermedades  sujetas  á  la  ?lcción 
preventiva  ó  extintiva  de  la  autoridad  sanitaria 
nacional,  por  los  métodos,  procedimientos  y  forma 
contenidos  en  esta  ley  y  en  los  reglamentos  que 
en  su  consecuencia  dicte   el  poder  ejecutivo,  son: 

lo.  Las  enfermedades  contagiosas  no  existentes 
en  el  pais  con  carácter  permanente  y  cuya  intro- 
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dttcefón  cofis<;it«yft  muí  nmeñtoM  para  loe  gaataáos 
ée  cualqiii€iFa  l^ealiéftd,  pn>vfBcia  6  región  de  la 
RepúMioa. 

'i*.  Las  enfermedades  contagiosas  e!i:ót¡cas  o 
ya  eicist«ntes  en  los  ganados  de  cualquiera  loca- 
lidad ó  prpvl^ia^  que  amenacen  propagarse  é 
fie  pr<9paguen  ^  \m  gaua^os  de  otra  provincia,  ó 
(le  iin  territqrio  d»  Jurisdicción  federal,  ó  de  xin 
estado  extranjero, 

9».  Las  enfermedades  qne,  hallándose  radica- 
das en  los  ganados  de  una  sola  localidad  ó  dentro  de 
los  limites  de  una  sola  provincia,  no  pudiesen  ser 
combatidas  por  las  respectivas  autoridades  sani- 
tarias, y  su  gobierno  requiriese  la  aplicación  de 
las  medidas,  métodos,  procedimientos  ó  disposicio- 
nes reglamentarias  de  parte  de  la  autoridad  sani- 
taria nacional. 

Art.  8o,— (El  26  del  proyecto— más  el  2^7,  como 
2»  parte). 

Art.  9°.— (El  28  del  proyecto). 

Art.  10.— (El  29  del  proyecto,  menos  la  segunda 
parte). 

Art.  11.— Siempre  que  dos  ó  más  provincias 
cuyos  territorios  constituyesen  una  región,  en  la 
cual  existiese  radicada  una  enfermedad  contagiosa 
permanente,  celebrasen  convenios  ó  arreglos  para 
proteger  contra  ella  y  con  sus  recursos  propios, 
su  respectiva  industria  y  comercio  ganaderos, 
sin  que  tales  convenciones  importen  una  regla- 
mentación dd  comercio  interprovincial,  deberán 
ponerlo  en  conocimiento  del  poder  ejecutivo  de 
la  nación,  para  que  éste,  previa  constancia  de 
que  no  se  hallan  afectadas  las  leyes,  decretos  y 
demás  disposiciones  sanitarias  de  carácter  nacional 
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l^Avmitii  s»  aplieaoiéii,  dai^k»  cuenta  ál   eongreso^ 
<)•  la  retolueiói^  %m  adopte. 

Ari.  )t.--  OcuH)do>  kajM^  de  eelebrarse^  coBc«r^ 
«Mi,  f)^ia8  á  exposieioRea  de  ganador  de  áo»  ^ 
má«  pvojHneiaa,  e»  el  territorio  de  cualquiera  de 
«Has,  ó  en  loealiitad  sujeta  á  la  juvisdicción  fede- 
ral, será  obHgaciós  de  laa  autoridades,  corpora* 
cioaee  ó  perseoBas  que  intervengan  en  esos  aotoe^ 
eiManniear  al  miniatoHo  de  agricultura  de  la  na* 
eién  las  medtilafl  de  carácter  sanitario  que  hu- 
biesen adoptado  con  anterioridad,  y  relativas  á  la 
seguridad,  la  higiene  y  el  transporte  de  los  ani* 
males,  y  á  evitar  la  propagaeión  de  enfermedades 
coiatagiosas  de  una  provincia  á  otra,  ó  de  un 
territevio  nacional  al  de  una  jn'ovincia  y  viee^ 
versa. 

Art.  13.— Es  oUigatorio  para  toda  empreaa  de 
transporte,  por  tierra  ó  por  agua,  que  conduzca 
animales  vivos  ó  productos  de  la  ganadería  la 
aplicación  de  las  medidas  sanitarias  que  imponga 
el  poder  ejecutivo  para  impedir  el  desarrollo, 
transmisión  ó  propagación  de  enfermedades  con^ 
tagiosas,  ¿  los  ganados  de  otra  provincia  ó  de  un 
territorio  federal. 

Art.  14. — La  declaración  sobre  lá  existencia  ó 
amenaza  de  una  enfermedad  contagiosa  de  las 
comprendidas  en  esta  ley,  ya  proceda  de  parti- 
culares, dueños  de  ganados  ó  autoridades  de 
<;ualquiera  jurísdición,  deberá  comunicarse  con  la 
mayor  urgencia  al  ministerio  de  agricultura  de  la 
nAción,  á  objeto  de  que  el  poder  ejecutivo  dicte 
las  medidas  preventivas  ó  extintivas  del  caso,  sin 
penjuieio  de  las  que,  en  uso  de  sus  propias  atri- 
bueieaes    ó   de  las  instrucciones  ó   disposiciones 
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correspondientes  de  la  autoridad  nacional,  y  hasta 
que  ésta  intervenga,  deben  adoptar  las  autorida- 
des provinciales  ó  municipales  para  impedir  la 
propagación  ó  para  extinguir  por  completo  el  maL 
Art.  15.— Comprobada  debidamente  la  existencia 
de  la  enfermedad  contagiosa  en  las  condiciones 
expresadas  en  esta  ley,  el  poder  ejecutivo  de  la 
nación  declarará  infectada  la  región,  provincia  ó 
localidad  en  que  aquélla  aparezca  ó  amenace  pro- 
pagarse con  peligro  para  el  comercio  interprovin- 
cial ó  externo  de  la  República,  y  siempre  en  la 
medida  que  la  gravedad  de  los  casos  exija. 

Art.  16.— La    declaración    de  infección    dictada 
por  el  poder  ejecutivo  nacional,  lo  autorizará  para 
tomar  por  sí,  ó  por  intermedio  de  los  funcionarios, 
empleados  ó  agentes  del  gobierno  de  la  provincia 
ó    territorio    infectado    ó    amenazado,    todas    las 
medidas  que  la  ciencia,  la  experiencia  ó  la  nece- 
sidad reclamen,  y  que  deberán   especificarse   con 
la  claridad  posible  en  los   reglamentos    sanitario» 
que  se  dicten  para  la  aplicación    de    la   presente 
ley,  y  en  particular  los  siguientes: 
lo.     (Inciso  l^  del  articulo  14,  proyecto  en  dis- 
cusión). 
2\     (Inciso  3*  del  articulo   14,   proyecto  en  dis- 
cusión). 
8".    (Inciso  4**  del  artículo  14,   proyecto  en  dis- 
cusión). 
4'*.    (Inciso  5<*  del  artículo  14,    proyecto  en  dis- 
cusión) . 
5**.    (Inciso  7^  del  articulo  14,    proyecto  en  dis- 
cusión). 
Art.  17.— A  objeto  de  mantener  la  más  estricta 
vigilancia  y  la  protección  permanente  del  comercio 
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é  industria  de  los  ganados,  tanto  exteriores  como 
internos,  es  deber  de  todos  los  agentes  consula- 
res de  la  República  en  el  extranjero  informar 
continuamente  al  ministerio  de  agricultura,  de  la 
existencia,  desarrollo  y  estado  de  los  ganados 
de  los  paises  donde  ejercen  sus  funciones,  de 
las  enfermedades  exóticas  ó  enzoóticas  de  los 
mismos,  y  de  los  trabajos  científicos  y  adelantos 
que  en  ellos  se  realicen  para  combatirlas  y  extin- 
guirlas. 

Art.  18.— Queda  autorizado  el  poder  ejecutivo 
para  comisionar  á  los  puntos  del  territorio  donde 
fuere  necesario,  por  la  introducción  ó  amenaza  de 
introducción  ó  transmisión  de  alguna  enfermedad 
peligrosa  para  el  comercio  ganadero  internacional 
ó  interprovincial,  inspectores  veterinarios  de  su 
dependencia,  los  cuales  serán  provistos  de  los 
recursos  y  elementos  que  las  circunstancias  exijan 
para  la  efectividad  de  las  medidas  de  defensa  que 
la  autoridad  sanitaria  nacional  hubiese  dictado.— 

Joaquín  V.  González. 
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LB3r  DB  POLJCU  SANITAKIA.  DB    LOS  ANIMALBS 
Octubre  10  de  1908 

ArUeiüo  1*.— La  defenM  é%  lo8  ganado»  en  el 
terñd&rio  áe  la  RepébUea  coitira  la  inTaa^n  ée 
enfermedades  contagiosas  exólieas,  y  la  aeeién 
€le  las  epiiwotiag  ya  «xi«Ée&le«  en  el  pais^  se  hará 
eléeliTa  por  el  Poder  E^eeatii^o,  por  los  medios 
qiM  etto  ley  indica: 

]•  fin  la  Capital  de  la  Repúl^oa,  Terntorios 
Kadonales  y  higares  sn^os  á  la  juritdk- 
d4^  exdvsiya  del  Gobierno  Nacional, 
2<>  En  lo  relativo  á  las  opevaeiooes  de  impov- 
taeióii  y  exportación  de  ganado  del  extran- 
jero ó  para  el  extraigo. 
8^  iki  lo  peninente  al  tráfteo  ó  comercio  ée 
ganado  entre  una  Plrovincia  eon  otra^  ó 
malquiera  de  los  h^ares  mencionados  en 
e!  kii^so  prto^o. 
4»  En  todos  los  easos  en  que  los  Oobiemos  de 
Provincias  sc4iciten  sn  acción  dentro  de 
los  Hmltes  de  su  respectiva  jurisdiceión,  6 
en  que  se  trate  de  enlNrmedades  conta- 
giosas extendidas  á  más  de  una  Provincia 
ó  que,  aunque  reveladas  en  una  »ola^  asu- 
man carácter  episoótieo  y  oiírezcan  el  pe- 
ligro de  propagarse  fuera  de  ella. 
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Art.  2'\— Los  Gobernadores  de  Provincia,  como 
agentes  naturales  del  Gobierno  Nacional,  deberán 
contribuir,  dentro  de  los  limites  de  su  respectivo 
territorio,  á  los  propósitos  de  esta  ley. 

El  Poder  Ejecutivo  podrá  no  obstante,  valerse 
de  su  personal  propio,  revistiéndolo  de  toda  la 
auifóridad  necesaria'^  para  lá  realización  dé"  'sus 
fines,  cuando  las  circunstancias  lo  requieran. 

Art.  B^. — El  Poder  Ejecutivo  al  reglamentar  esta 
ley,  hará  la  nomenclatura  de  las  enfermedades  á 
que  ¡  se  refiere  el  •  articulo .  1<*,  y  sobrp  las  euiáo^  ha 
«d©  recaer  su  acción;  pudiendo  varijarla  puanflo  Jo 
estime  conveniente.  :  ..  >.       ■;■.  r-    lar- 

•Art.  4<?.— Todo  propietario  ó  persona:  que!,  die 
cualquiera  man^a,  tenga  á  su  cargo  el  cuidadoso 
asistencia  de  animales  atacadas:  da  enfermedades 
contagiosas  ó  sospechosos  •  de  tenerla,  jestáí  obli- 
gado á  hacer  inmediatametite  la  declaración  del 
hecho  á  la  autoridad  que  los  reglamentos  sani- 
tarios determinen.  :     , 

Art.  5^. — Sin  perjuicio  -  de  «sta  declaración  y 
aún  antes  de  que  las  autoridades  hayan  interve- 
úido,  desde  él  momento  en  que  el  propietario  ó 
í^u  encargado  hayan  notado  los  síntomas  primeros 
de  la  enfermedad  contagiosav  deberán -proceder  al 
aislamiento  del  animal  enfermo,  separándolo  de 
los  sanos  en  cuanto   sea  posible.  •  «i    • 

"  I  Art .  ^ .  —La  misma  declaración .  y:  aislamiento 
son  obligatorios  respecto  de  los  animales  muertos 
ó  que  se. supongan  muertos  de  enfermedades  con- 
tagiosas, debiendo  sus  despojos  ser  enterrados  ó 
destruidos  en  la  fwma  que  el  Poder  Ejecutivo 
determine,  en  sus  reglamentos. 

Art.  1^. — En  el  momento  en    que   la  autoiidad 
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reciba  la  denuncia  ó  tenga  conocimiento  de  la 
•existencia  de  la  enfermedad,  procederá  á  asegu- 
rarse del  cumplimiento  de  las  medidas  prescriptas 
en  los  artículos  b^  y  6",  proveyendo  lo  necesario 
A  su  ejecución  si  no  hubiesen  sido  cumplidas,  y 
disponiendo  cuando  sea  posible,  la  visita  y  exa- 
men de  los  animales  enfermos  y  de  los  muertos, 
en  su  caso,  por  el  perito  de  que  pueda  disponer 
para  verificar  la  naturaleza  de  la  enfermedad. 

Art.  8<*.— El  hecho  será  además  puesto  por  la 
misma  autoridad  en  conocimiento  del  Poder  Eje- 
cutivo en  la  forma  y  por  el  conducto  que  los  re- 
glamentos determinen. 

Art.  9<>.— Si  de  las  informaciones  que  el  Poder 
Ejecutivo  adquiera,  resultara  que  la  enfermedad 
es  de  las  comprendidas  en  los  reglamentos  de 
que  habla  el  articulo  3*  y  que  el  caso  cae  bajo 
alguno  de  los  incisos  del  articulo  1",  el  Poder 
Ejecutivo  podrá  declarar  infestada  la  propiedad, 
la  circunscripción  ó  Provincia  entera,  según  la 
gravedad  de  las  circunstancias;  y  estará  autori- 
zado para  aislar,  secuestrar  y  prohibir  el  tránsito 
de  los  animales  de  las  zonas  infestadas,  para  des- 
infestar y  aún  destruir  los  animales  y  las  cosas 
que  puedan  ser  vehículo  del  contagio  y  para  adop- 
tar las  medidas  que,  en  cada  caso,  aconsejen  la 
naturaleza  y  carácter   do  la  epizootia.  . 

Art.  10.*- El  Poder  EJjecutivo  reglamentará  la 
inspección  de  los  mercados  de  ganado,  tabladas, 
ferias,  mataderos,  frigoríficos,  saladeros  y,  en  ge- 
neral, de  todos  los  establecimientos  donde  se  ela- 
boren productos  de  origen  animal  cuando  los  lu- 
gares donde]  se  efectúen  las  ventas  ó  el  sacrificio 
de  animales  ó  donde  estén    ubicados  los  estable- 
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«eiifitemlos  cm  q«e  se  ftthticaxí  ó  de  qm  m  extrami 

4  «i  6»^tid«  fiitaaéos  i^t  ^im  Pf^vfweia  los  «ni- 
«Mil«8  é  k)^  productos  procedem  ^  otra  nweíéii, 
de  otra  ^rtnrkKilft  ó  de  t<ro  ^i«f  totio  ó  «e  desü- 
aatt  lal  Comercio  ititemacton«l,  inter^ntiTinolftl  ó 
«1  die  «na  Proviftcia  con  terdtot^os  de  jttrMiocíén 
ItsdeNil  ó  tice  Versa. 

AH.  11.— Ti»dii»  «mpresark)  €e  ti«ns|m«te  por 
«gtia  ó  x>or  tierra  en  las  casos  regidos  por  lesta 
ley,  deberá  ajustarse,  en  cua&to  ú  tos  condicio- 
nas de  comodidad,  s^urMad  é  ^gleno  q He  dolNKi 
ofrecer  sus  vehículos  para  la  oai|;«  de  animales , 
4í  los  rogiaanentos  s«aittarios  qne  el  Podor  S^jecu- 
tiro  dicte. 

El  Poder  Ejecutivo  dcÉemtemié  «simfemo  faie 
condiciones  en  que  las  empresas  deben  de  dosin- 
(fee^ir  los  embar(»E»dero$,  corrales,  breftes  y  deíaás 
loi^les  qne  hayan  ocupado  los  animales,  asi  oOfiK) 
los  en  qtie  deben  serlo  las  personas  y  objetos  <i«e 
hayan  estado  en  contacto  con  olios. 

De  lá  im^^oríacéón 

Aft.  12.— Queda  probíbída  la  Importación  por 
«usilqufer  pun^o  de  la  front^«  marftima,  ñnvíal 
ó  terrestre  de  la  República,  de  animales  atoomkM» 
•de  enfermedades  oonta^osas  ó  sospechosos  de 
ostarlo,  asi  como  la  de  sus  despojos  y  4a  de  c«al- 
t|tlier  otro  objdio  que  haya  estado  en  contacto 
oon  ellos  ó  con  otros  ol^etoe  sucefytibles  de  tras^ 
mitir  el  contagio. 

Art.  13.— Todos  los  animales^  procedOnte  á»  «1- 
tramar,  serán  sometidos   á  una  obserractón  coa- 
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nNitenaría  pw  éL  lémihio  que  «steMesea  ti  Poder 
fi^ecativo  ^  regltanenUMr  «sta^ley.  M  Üem^  ^• 
tk>  por  ios  i^Qg^imentM  no  podrá  ser  atomdo 
8Í&0  eem  aviioa  prev^los  do  tros  mooes  de  «lUiei- 
pa<»<^,  salvo  casos  exAraoardinarkw  4  ínieio  del 
Poder  ^iooiitíyo. 

Si  rosttkase  algán  animal  ataeado  do  oBfmne- 
dad  «ontaigíoea,  podrá  (»*doa«rso^  togén  las  cir- 
cunstancins,  que  sea  inmediatamente  sacrificado 
sin  que  etlo  autorice  la  exigencia  de  iademiríza- 
eión  algona.  La  maniítettckSn  de  los  animales, 
.durante  el  iieiapo  do  la  cuaMSt^Mt  será  costeada 
por  los  propietarios. 

Art.  14.— Si  en  algún  lomqne  ^i  viaje  para  esta 
República  babiese  ocurrido  «Igán  oaso  de  enfer- 
medad contagiosas,  con  muerte  ó  sin  ella,  de  los 
anímalos  «tacados,  podrá  ser  reebaaada  la  totali- 
dad de  los  animales  que  traiga^  y  ol  buqi:^  no 
podrá  atracar  á  ninguna  costa  argentina  sin  bab^ 
sido  <aiites  desinfectado  á  sati^lseción  de  las  «mo- 
ridados  sanitarias. 

Art.  15.— Si  el  Poder  E^ectttivo  tvvtese  noticia 
de  los  casos  ocurridos  antes  de  la  llegada  del  bu- 
que á  aguas  argentinas,  poihrá  €«vitar  que  penetre 
en  ellas,  no  permitiéndole  el  menor  contacto  di- 
recto ó  indirecto. 

Art.  J16.--£1  Poder  l^utivo  proiábivá  la  im- 
portación ó  el  desembarque  ét  «nimides  en  ge- 
iH»al  ó  de  especies  detenmnadas,  asi  como  de  sus 
oftdáveres,  forrajes,  candis,  est^pcol  ú  otros  oli^ 
los  pel%roaos  procedentes  de  cualquier  nación  é  de 
nmir  parte  ouaiqmiera  de  ella,  donde  exisla  la  peste 
bovina^  perínenmmila  contagiosa,  la  fiebre  alloim, 
viruela  ovina  ó  cualquiera  otra    enfermedad  qne 
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pueda  constituii'  una  amenaza  para  la  ganadería 
nacional  ó  donde  las  leyes  y  disposiciones,  regla- 
mentando la  importación  y  exportación  de  ani- 
males y  previniendo  laintrodución  ó  propagación 
de  enfermedades,  asi  como  la  administración  de 
tales  reglamentos  y  las  demás  circunstancias  del 
caso,  no  ofrezcan  garantía  suficiente,  á  juicio  del 
Poder  Ejecutivo  contra  la  introducción  del  con- 
tagio. 

Art.  17!— Cuando  en  alguno  de  los  países  limí- 
trofes hubiese  estallado  alguna  de  las  enferme- 
dades á  que  se  refiere  el  articulo  anterior,  el  Poder 
Ejecutivo  procederá  á  colocar  á  ese  país  á  los 
efectos  de  la  importación,  en  las  mismas  condi- 
ciones en  que  se  encuentran  los  países  de  ul- 
tramar. 

Art.  18.— Deberá  hacerlo  también  cuando,  esta- 
llada una  epizootia  en  algún  país  ultramarino  el 
limítrofe  no  haya  tomado  á  su  respecto  las  me- 
didas precaucionales  que  el  Poder  Ejecutivo  juz- 
gue necesarias,  ó  haya  peligro  de  que  por  él  sean 
importadas  esas  enfermedades. 

De  la  exportación 

Art.  19.^Queda  prohibida  la  exportación  de 
animales  atacados  de  enfermedades  contagiosas  ó 
sospechosos  de  estarlo. 

Art.  20.— Todo  Animal  que  se  intente  exportar 
j>odrá  ser  retenido  en.  observación,  aislado,  de- 
sinfectado ó  rechazado  por  el  Poder  íjjecutivo 
siempre  que  los  inspectores  sanitiurios  lo  reputen 
sospechoso,  sin  que  haya  lugar  á  indemnización 
alguna. 
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Art.  21.— Ningún  buque  podrá  cargar  animales 
sin  ajustarse,  en  cnanto  á  sus  condiciones  higié- 
nicas, á  los  reglamentos  correspondientes. 

■  El  *Poder  Ejecutivo  queda  autorizado  á  suspen^ 
dei*  el  permiso  de*  cargar  animales  durante  un 
•tiempo  que  durará  de  seis  meses  á  dos  años,  se- 
gún el  caso,  á  todo  buque  que  durante  la  tra- 
vesía última  no  hubiere  dado  cumplimiento  á  las 
(disposiciones  de  esos  reglamentos. 
1  Art.  22.— El  Gapi4;án  y  Agente  de  todo  bsilque 
-cargado  con  aninmles  en  puertos  argentinos,  que 
-durante  la  través ki  tuviere  casos  de  enfermedades 
ccontagiosás,  deberá  comunicarlo  al  Gobierno  Ar- 
gentino, desde  el  primer  puerto  á  que  el  buque» 
llegase  después  de  ocurrida  la  enfermedad,  y  él 
Poder  Ejecutivo  dará  el  aviso  correspondiente  á 
las  autoridades  del  puerto  de  destina.  La  no  obser- 
vancia de  esta  disposición  autorizará  al  Poder 
-Ejecutivo  á  aumentar  hasta  cinco  años  el  entre- 
-dicho  establecido  en  el  articulo  anterior  ó  aplicarlo 
á  otros  buques  de  lá  misma  empresa  cargadora  y 
aun  á  todos  ellos,  según  la  gravedad  de  la  falta. 
-  Art.  23.— En  el  caso  de  haberse  producido  en 
el  pais  alguna  de  las  enfermedades  enumeradas 
en  los  reglamentos  de  que  habla  el  articulo  3®,  el 
I^oder  íjjecutivo  podrá  suspender  la  exportación 
de  animales,  de  las  especies  atacadas,  procedentes 
<le  la  región  declarada  infestada  y  mandar  desin- 
^estar  todo  animal  ú  objeto  del  mismo  origen  que 
•se  destine  á  la  exportación. 

•  La  suspensión  se  mantendrá  hasta  que  hayan 
pasado,  después  del  último  caso,  los  días  nece- 
•sario  para  que  desaparezcan  á  juicio  del  Poder 
íjjecutivo  los  gérmenes  de  la   infección. 
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IndemnÍKaeisn€8 


Art.  24.-*Los  propií^aríos  de  «simfttes^  o^etos 
y  constraccioBes  que  el  Poder  ^eetttíro  bnbiete 
mandado  destruir  en  vktiid  de  hb  aoAonsación  q«e 
esta  ley  le  confiere,  tendrán  <terecbo  á  exigú:  una 
indemnización  en  dinero,  igusl  al  valor  de  los 
animales,  objetos  ó  construcciones,  en  el  momento 
en  que  la  medida  hubiese  sido  ejecutada.  Si  al- 
guna parte  de  animal,  objeto  ó  construcción  p«- 
diera  aprovecharse,  el  vator  de  esa  parte  seiá  des- 
contado. Si  la  enfermedad  de  que  estaba  atacado 
el  animal  destruido  fué  neeesariameiftte  m^ortal^  no 
habrá  lugar  á  id^mnisaciéii. 

Art.  25.— El  valor  de  los  animales,  objetos  ó 
construcciones  destruidas  por  resolueióe  del  Poder 
Ejecutivo^  será  estimado  por  el  Ministerio  de 
Agricultura  ó  los  comisionados  especialetB  q«e  el 
Poder  Ejecutivo  designe  y  el  pro^tario  ó  su 
representante;  debiendo  los  Tribunales  Fedefsales 
y  los  de  los  Territorios  resolver  sumaríamente  las 
disidencias  que  pudieran  ocurrir  al  hacerse  el  Jus- 
tiprecio. 

Art.  26.— El  derecho  de  los  propietarios  á  pedir 
la  indemnización  se  prescribe  á  los  tres  mese»  de 
la  destrucción  ordenada. 

Art.  27.— Los  animales  importados,  cuya  des- 
trucción se  hubiese  ordenado,  no  serán  indemni- 
zados sino  hubieren  transcurrido  tres  meses,  euiut- 
do  menos,  después  de  su  salida  del  lazareto  cua- 
rentenario. 

Art.  28.— Los  propietarios  que  no  hubiesen  cum- 
plido algunas  de  las   prescrq>eione8  de  esta  I^ey 
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é  de  lo«  regUmentos  simitarioi  emanados  del  Po- 
der ^ecutivo,  perderán  todo  derecho  á  ser  in- 
demnizados por  las  eausales  enumeradas  en  los 
arlácnlos  preeedentes. 

PenaUdcuieR 

Art.  29.— Toda  otra  infracción  á  las  disposicio- 
nes de  esta  Ley,  será  castigada,  si  no  tuviera  nna 
pena  especialmente  establecida,  con  multa  de  $  100 
(cien)  á  $  500  (quinientos),  ó  arresto  de  30  (treinta) 
á  60  (sesenta)  dias,  según  la  importancia  de  la 
infiracción. 

Art.  30. — Serán  castigados  con  arresto  de  dos 
á  seis  meses  ó  multa  de  doscientos  á  mil  pesos: 
1*  Los  propietarios  ó  encargados  y  los  fun- 
cionarios ó  particulares  que  desobedeciendo 
órdenes  de  las  autoridades  competentes, 
hubiesen  dejado  comunicar  animales  enfer- 
mos con  sanos. 
2"^  Los  que  aún  antes  de  la  clausura  de  puer- 
tos para  el  p-^is  de  origen,  hubiesen  á  sa- 
biendas^ introducido  á  la  República  ani- 
males afectados  de  enfermedades  contagio- 
sas, ó  que  hubiesen  estado  expuestos  al 
contagio. 
3*  Los  empresarios  de  transportes  que  con- 
duzcan animales  en  pie,  con  infracción  de 
los  reglamentos  á  que  se  refiere  el  articulo 
11;  debiendo  duplicarse  la  pena,  cuando 
por  la  omisión  de  las  medidas  de  desinfec- 
ción ó  higiene  reglamentarias,  se  hubiese 
comunicado  una  enfermedad  contagiosa  á 
otros  animales. 
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Art.  31. —Todo  animal  que  hubiese  sido  intro- 
ducido con  violación  de  las  cuarentenas  estable- 
cidas por  los  reglamentos,  caerá  en  comiso,  y  su 
propietario  ó  introductor  incurrirá  además  en  una 
multa  de  doscientos  á  mil  pesos. 

Art.  32.— Las  penas  impuestas  en  los  artículos 
anteriores,  serán  duplicadas  en  caso  de  reinci- 
dencia, en  la  misma  violación,  sin  perjuicio  de 
hacerse  efectivas  las  resoluciones  del  Poder  Eje- 
cutivo á  expensas  del  obligado,  sino  las  cum- 
pliese él  mismo. 

Art.  33.— Las  penas  impuestas  en  los  artículos 
anteriores,  serán  aplicadas  por  los  jueces  fede- 
rales ó  de  Territorio  Federal,  en  juicio  sumario,  á 
pedido  de  las  autoridades  sanitarias  que  serán 
parte  de  él. 

Las  resoluciones  que  pronuncien  serán  apela- 
bles en  relación. 

Lazaretos  cuarentenarios  de  animales 

Art.  34.— El  Poder  Ejecutivo  procederá  á  levan- 
tar un  lazareto  cuarentenario  y  un  laboratorio  bac- 
teriológico, en  los  terrenos  de  propiedad  nacional, 
existentes  en  el  puerto  de  la  Capital. 

En  los  demás  puertos  y  parajes  habilitados  de 
la  frontera  terrestre,  el  Poder  Ejecutivo  queda 
autorizado  para  constituir  los  veterinarios  y  el 
servicio  sanitario  que  juzgue  conveiJente  para 
asegurar  la  ejecución  de  las  disposiciones  de  esa 
ley,  y  de  los  reglamentos  que  en  virtud  de  ella 
se  dicten. 

Art.  35. — El  costo  total  de  las  construcciones  á 
que  se  refiere  el  articulo  anterior,  no  podrá  cxce- 
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der  de  trescientos  mil  pesos,  y  el  Poder  I^ecutivo 
queda  autorizado  para  ejecutarlas,  imputando  los 
gastDs  que  demande  á  la  presente  ley,  debiendo 
ellas  costearse  con  el  producido  de  las  letras  por 
ventas  de  tierras  públicas,  depositadas  en  la  Te- 
sorería de  la  Oficina  de  Tierras. 

Art.  36.— Queda  autorizado  el  Poder  íjjecutivo 
para  contratar  dentro  ó  fuera  del  país,  el  perso- 
nal técnico  que  tendrá  á  su  cargo  la  dirección  del 
lazareto  y  laboratorio. 

Art.  37. — Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 
Por  tanto: 

Téngase  por  Ley  de  la  Nación,  cúmplase,  co- 
muniqúese, publiquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional. 
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RESIDENCIA   DE  EXTRANJEROS 


Proyecto  del  senador   doctor  Miguel  Cañé 

Artículo  I®.— El  P.  E.  podrá,  por  decreto,  orde- 
nar la  salida  del  territorio  de  la  Nación,  á  todo 
-extrai^jero  que  haya  sido  condenado  ó  sea  perse- 
.gxiido  por  los  tribunales  nacionales  ó  extranjeros, 
j)or  crimines  ó  delitos   de  derecho  común. 

Art.  2*.  —  El  Presidente  de  la  República,  en 
^u^uerdo  de  Ministros,  podrá  ordenar  la  expulsión 
de  todo  extranjero  cuya  conducta  pueda  compro- 
meter la  seguridad  nacional,  turbar  el  orden  pú- 
l>lico  ó  la  tranquilidad  social. 

Art.  3<*.— El  P.  E.  podrá  impedir  la  entrada  al 
territorio  de  la  República  á  todo  extranjero  cuyos 
antecedentes  autoricen  á  incluirle  entre  aquellos 
íl  que  se  refieren  los  dos  artículos  precedentes. 

Art.  4°. — Todo  extranjero  que  después  de  su 
•expulsión  del  territorio  nacional,  regrese  al  mis- 
mo sin  permiso  del  P.  E.  (otorg^ido  en  consejo 
de  Ministros  para  los  expulsado^*  en  virtud  del 
articulo  2<»)  será  deferido  á  los  tribunales  y  con- 
denado á  prisión  de  uno  á  seis  meses.^Después  de 
purgada  la  pena,  será   nuevamente  expulsado. 
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Art.  5°.— El  extranjero  contra  quien  se  haya 
decretado  la  expulsión,  tendrá  tres  dias  para  salir 
del  país,  pudiendo  el  P.  E.,  como  medida  de  se- 
guridad pública,  ordenar  la  detención  hasta  el 
momento  del  embarque. 

Art.  6°.— Comuniqúese,  etc. 

II 
Ley  vigente  núm.  4144 

Artículo  !*>.— El  Poder  Ejecutivo  podrá  ordenar 
la  salida  del  territorio  de  la  Nación  á  todo  extran- 
jero que  haya  sido  condenado  ó  sea  perseguido 
por  los  tribunales  extranjeros,  por  crímenes  ó  de- 
litos comunes. 

Art.  2>.— El  Poder  Ejecutivo  podrá  ordenar  la 
salida  de  todo  extranjero  cuya  conducta  compro- 
meta la  seguridad  nacional  ó  perturbe  el  orden 
público. 

Art.  3".— El  Poder  Ejecutivo  podrá  impedir  la 
entrada  en  el  territorio  de  la  Rei>ública  de  todo 
extranjero  cuyos  antecedentes  autoricen  á  incluirlo 
entre  aquellos  á  que  se  refieren  los  dos  artículos 
anteriores. 

Art.  4**.— El  extranjero  contra,  quien  se  haya  de- 
cretado la  expulsión  tendrá  dos  días  para  salir  del 
país,  pudiendo  el  Poder  Ejecutivo  como  medida  d6 
seguridad  públi^ñ,  ordenar  su  detención  hasta  el 
momento  del  embarco. 
•  Art.  5o.— Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo. 

Sancionada  por  el  Congreso  Argentino,  en  Bue- 
nos Aires  á  22  de  Noviembre  de  1902. 
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REFORMA   MUNICIPAL  DE  LA   CAPITAL 


PROYECTO 


El  Senado  y  Cámara  de  Diputados^  etc. 

Art.  1®— Hasta  tanto  se  dicte  definitivamente  la 
ley  orgánica  de  la  Municipalidad  de  la  Capital, 
las  facultades  atribuidas  por  la  ley  núm.  1260  al 
Concejo  Deliberante,  quedarán  á  cargo  de  una  Comi- 
sión Municipal  que  será  designada  por  el  P.  E. 
con  acuerdo  del  Senado. 

Art.  2<>.-  -Esta  Comisión  se  compondrá  de  quince 
miembros  que  durarán  dos  años  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones.  La  comisión  se  renovará  anual- 
mente por  mitad,  pero  los  salientes  podrán  ser 
nombrados  de  nuevo.  La  primera  renovación  será 
sorteada. 

Art.  3<^. — Dos  terceras  partes,  por  lo  menos,  de 
los  miembros  de  la  Comisión,  serán  argentinos. 

Deberán  reunir  los  requisitos  de  edad,  ciuda- 
danía y  residencia  exigida  por  la  Constitución 
para  los  diputados  nacionales,  y  no  tener  los  im- 


Digitized  by 


Google 


—    208    — 

pedimentos  establecidos  en  ios  artículos  31  y  32 
de  ley  núm.  1260. 

Art.  4\ — Los  extranjeros  que  formen  parte  de 
la  Comisión  deberán  tener  veinticinco  años  de 
edad  y  cinco  por  lo  menos  de  residencia  en  la 
Capital,  y  no  estar  afectados  por  los  impedimen- 
tos á  que  se  refiere  el  articulo  anterior. 

Art.  S*".— Comuniqúese,  etc. 

Juan  Antonio  Árge^ich. 
II 

LEY   NUMERO  4029 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1931. 

Por  cuanto: 

El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación 
Argentina,  reunidos  en  Congreso^  etc.,  sancionan 
con  fuerza  de 

ley: 

Articulo  1<».— Mientras  se  reforma  la  Ley  Muni- 
cipal vigente,  las  funciones  encomendadas  por 
ella  al  Concejo  Deliberante,  serán  desempeñadas 
por  una  comisión  compuesta  de  veintidós  veci- 
nos, nombrados  por  el  P.  E.,  previo  acuerdo  del 
Senado. 

Art.  2o.— Comuniqúese   al  P.  E. 

Dada    en  la  sala    del   Congreso    Argentino,  en 
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Buenos  Aires,  á  veintiocho  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  uno. 


N.  QuiRNO  Costa. 
Adolfo  Labougle^ 

Secretario  del  Senado 


Benito  Villanueva. 
Alejandro  Sorondo^ 

Secretario  de  la  C.  de  D, 


Por  tanto: 

Téngase  por  Ley  de  la  Nación,  cúmplase,  co- 
muniqúese, publíquese  é  insértese  en  el  Registro 
Nacional. 

ROCA. 
J.  V.  González. 
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